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Prefacio 


¿Tiene futuro América Latina? ¿Podemos soñar que, en algunos años o 
décadas, en la región, o al menos en parte de ella, veamos sociedades 
desarrolladas, entendidas como aquellas capaces de ofrecerles buenas 
condiciones de vida a sus ciudadanos? ¿Será que América Latina no tiene, ni 
tendrá, la oportunidad de ser próspera, equitativa, libre y promisoria? 
¿Podemos esperar que, por el camino que vamos, en un futuro cercano los 
niveles de calidad de vida de nuestra sociedad sean similares a los de otras 
latitudes, o al menos aceptables para nosotros mismos? ¿O será que debemos 
resignarnos y aceptar que ese no fue nuestro destino? 

¿Qué pasa con América Latina? ¿Por qué nuestros países no logran salir 
de la pobreza y por qué estamos permanentemente envueltos en situaciones de 
inestabilidad institucional? ¿Cuáles son las razones por las cuales, a pesar de 
sentir que hacemos grandes esfuerzos, los resultados para la región son tan 
decepcionantes en términos de desarrollo económico y social? 

Estas son algunas de las preguntas que en forma recurrente se hacen 
millones de personas que habitan esta región, pero también fuera de ella. 
Igualmente, son inquietudes que en ejercicio de mi oficio retumban en mi 
mente. 

En un genuino intento por encontrar explicaciones, diría que no se trata de 
falta de compromiso ni de ganas de intentarlo. Nadie pudiera decir que los 
países latinoamericanos no se empeñan genuinamente en buscar los mejores 
resultados. Sin embargo, las realidades nos enfrentan a escenarios que no son 
buenos. Pero quizás más preocupante aún es que las cifras, los balances, no 
son suficientes como para que pensemos que se trata de un proceso en el cual 
debemos tener paciencia porque las cosas se están haciendo bien y obtener 
buenos resultados toma tiempo. 

Durante la última década, y un poco más, he dedicado la mayor parte de 
mi tiempo a trabajar en dos temas principales: el desarrollo social y el 
desarrollo económico. Para muchos, estas dos dimensiones son 
independientes entre sí, pero en realidad se trata de la misma materia de 
estudio, vista desde dos de sus lados. La dicotomía entre los dos temas está 


enmarcada especialmente dentro de las políticas que se refieren a las metas 
sociales como un conjunto de reconocimientos o preocupaciones, sin tener en 
cuenta que las mismas solo podrán ser enfrentadas en economías con grados 
de desarrollo mínimos. No es posible hablar de desarrollo social sin hablar de 
desarrollo económico, y por supuesto tampoco se puede decir lo inverso. Al 
cabo de todos estos años siento que tengo más preguntas que respuestas, algo 
que no considero un fracaso porque si logro plantear las preguntas correctas 
creo que podré hacer un aporte suficientemente valioso a los inmensos 
desafíos que tenemos. 

Este libro, estructurado a manera de ensayo, pretende plantear la 
discusión, asumiendo que las causas de la frustrante realidad latinoamericana 
residen en razones mucho más profundas que la simple falta de estrategia o de 
disciplina, a las que con frecuencia se les atribuyen todos nuestros males. 

Con frecuencia se ha querido atribuir la falta de capacidad para 
desarrollarnos a factores como el accionar de algunos grupos, que por 
defender sus intereses particulares no han permitido adoptar las medidas que 
se requieren para alcanzar las metas deseadas. Sinceramente, esa siempre me 
ha parecido una suerte de excusa de quienes han sostenido que el desarrollo 
solo se logra con la generación de algunas condiciones generales. En este 
libro dedico todo un capítulo a la discusión de cuáles fueron los 
planteamientos de los años 1990 que luego se convirtieron en el 
neoliberalismo, y a las debilidades que, en mi opinión, tiene esa solución. Por 
supuesto siempre habrá intereses particulares, pero la sola sospecha de que es 
posible que algunos hayan obstaculizado el desarrollo, plantea en sí misma 
preguntas inquietantes sobre la capacidad de nuestras sociedades para 
proyectarse y avanzar. 

La hipótesis detrás de los planteamientos hechos acá es que hay dos 
razones superiores que nos mantienen en el estado limitado en el que estamos. 
De una parte, no tenemos estrategias de desarrollo suficientemente robustas, 
de largo plazo y amplias, que nos lleven por la senda del desarrollo. Por otra 
parte, no existen institucionalidades suficientemente fuertes que defiendan el 
desarrollo en forma confiable. Es cierto que en términos generales crecemos, 
claro, y que nuestras economías están en niveles superiores a los de hace 
pocas décadas, pero no somos conscientes de que el tipo de crecimiento que 
tenemos es absolutamente insuficiente y solo servirá para ampliar cada vez 
más la brecha con los llamados países desarrollados. 

Un ejercicio simple de comparación de los PIB per cápita de diferentes 
países indicaría que, para lograr niveles de bienestar similares a los que hoy 


tienen países no tan ricos como España, para dar un ejemplo, Colombia 
tendría que multiplicar cuatro o cinco veces el tamaño de su economía. 

Sí nuestra economía creciera en forma consistente al 4 por ciento, nos 
tomaría 36 años multiplicarnos por 4, o 42 años multiplicarnos por 3. Si, en 
cambio, lográramos tasas de crecimiento como las registradas por China, del 8 
% anual, esos plazos serían de 10 y 21 años, respectivamente. Claro que los 
economistas me dirán que no es lo mismo vivir en Colombia que en España, 
porque el nivel de costo de las cosas es mucho mayor en ese país europeo y 
por ello es necesario usar el indicador de paridad de precios. Yo respondería 
que tienen razón, aunque a medida que las economías crecen se registra un 
importante incremento en los precios. 

Un reciente estudio publicado por el Banco de la República, titulado 
Crecimiento económico colombiano y sus efectos sobre el desarrollo social y 
regional, cuyos autores son José Antonio Ocampo y Carmen Astrid Romero, 
muestra cómo el Producto Interno Bruto per cápita de Colombia se multiplicó 
12 veces en los últimos 114 años. Puede parecer mucho, pero lo cierto es que 
en el siglo XIX la mayoría de los países latinoamericanos eran 
paupérrimamente pobres, y ese tipo de crecimiento nos ha ubicado en una 
posición de rezago dramático. 

Lo que quiero argumentar aquí es que no vamos por el camino correcto en 
términos de crecimiento si queremos reducir la brecha de riqueza y bienestar 
entre nuestros países y los países desarrollados. No hay, ni ha habido nunca en 
la región, agendas de crecimiento económico que apunten a alcanzar 
verdaderas estrategias de crecimiento acelerado. En esos términos, no 
tenemos sospecha alguna de que en los próximos años o décadas en esta parte 
del mundo haya algún país desarrollado. 

Siento un renovado interés sobre América Latina, pero no por su atractivo, 
sino por tratar de entender las causas de su estancamiento y, para algunos, su 
fracaso. Hay un renovado cuestionamiento sobre la verdadera calidad de 
nuestras democracias. Asesinatos de candidatos, permanentes casos de 
corrupción, financiación indebida de campañas, son algunos titulares de lo que 
ha sucedido en nuestros países en estos meses. Es cierto que en la mayoría de 
ellos hay elecciones, pero también lo es que los sistemas democráticos no 
terminan de afianzarse. Durante el tiempo de elaboración de este ensayo 
aparecieron tres publicaciones que me parecieron especialmente reveladoras 
sobre más o menos el mismo tema. Me refiero a los libros Repúblicas 
defraudadas, de Alberto Vergara; Delirio americano, de Carlos Granés; y el 
estudio titulado ¿Por qué importa América Latina ?, de Carlos Malamud, José 


Juan Ruiz y Ernesto Talvi, publicado por el Real Instituto Elcano. 

De una forma u otra, los tres documentos plantean preguntas, respuestas e 
hipótesis que, a pesar de haber aparecido después de que me decidiera y 
empezara a escribir, he tenido tiempo de estudiar e incorporar en mis análisis. 
Me han servido como de interlocutores con los cuales discuto y en ocasiones 
estoy de acuerdo, en otras no, pero sobre todo han complementado la visión 
que venía construyendo sobre el tema. Haré algunas referencias a ellos. 

Entre 2011 y 2013, cuando me dediqué exclusivamente al diseño e 
implementación de las políticas de superación de la pobreza y atención de las 
poblaciones vulnerables, tuve la oportunidad de concentrarme, estudiar y 
discutir sobre las causas y posibles soluciones de este, que sin duda alguna 
tiene que ser uno de los asuntos más importantes de la agenda de nuestros 
países. 

Leí una muy buena parte de lo escrito al respecto, hablé con expertos y 
hasta me senté a conversar en la Universidad de Oxford con Amartya Sen y 
Sabina Alcaire, sobre el concepto de pobreza multidimensional, su medición y 
la utilidad de tener a la mano indicadores para trabajar en políticas públicas 
que atendieran sus causas estructurales. Colombia fue probablemente el 
primer país del mundo que aplicó con gran disciplina la medición de la 
pobreza multidimensional, así como también el primero en usar esa 
herramienta como insumo para el diseño e implementación de la política 
pública. Es verdad que México también se había interesado en esa medición, 
pero Colombia fue el primero en incorporarlo en el cuerpo de análisis para la 
toma de decisiones. 

Algunas de las conclusiones más robustas y útiles de este método de 
análisis es que la pobreza tiene sus orígenes en causas relacionadas con la 
capacidad de los Estados de atender las necesidades básicas de la población, 
como es el caso de salud, educación, saneamiento básico, o infraestructura. 
También tienen que ver con otras condiciones menos obvias, como disponer 
de sistemas de justicia que funcionen, sistemas democráticos, desarrollo 
ciudadano, seguridad y libertad. Y finalmente, por supuesto, tiene que ver con 
la capacidad de las sociedades de brindarles a los ciudadanos oportunidades 
de educación, trabajo y generación de ingresos. Por lo tanto, también permitió 
ratificar, como muchos intuíamos, que las políticas de subsidios que atienden 
situaciones vitales o de emergencia pueden ser necesarias en muchos casos, 
pero no permiten superar causas históricas y estructurales y, por lo tanto, no 
son estructuralmente eficaces en la lucha contra la pobreza. 

Soy de los economistas que creen que la economía solo tiene sentido en la 


medida en que sea una disciplina que permita identificar y trabajar las mejores 
formas para llevar bienestar a los seres humanos. También creo que se pierde 
de vista este objetivo cuando con frecuencia nos adentramos en los laberintos 
de las prácticas más economicistas: los déficits fiscales, los equilibrios en las 
balanzas de pago, los déficits gemelos, la formación bruta de capital, la masa 
monetaria, el Producto Interno Bruto, los marcos o las reglas fiscales. Todos 
son engranajes indispensables de una maquinaria a los cuales hay que darles 
permanente atención, monitoreo y ajuste, pero teniendo en cuenta siempre que 
el objetivo final del producto que queremos obtener debería ser el bienestar de 
las personas. 

Desde 2014 me he dedicado, ya no desde el gobierno sino desde la orilla 
del sector empresarial, a los temas de desarrollo productivo. A tratar de 
gestionar frente al Estado, el Ejecutivo, el Congreso, la sociedad y las 
empresas mismas, las condiciones para que se pueda generar un crecimiento 
significativamente mayor al que hemos logrado a lo largo de todos estos años. 
Son esfuerzos que van desde lo regulatorio, pasando por lo tributario, la 
formación de talento, las relaciones comerciales con otros países, el desarrollo 
digital o de energías renovables, la defensa de condiciones de estabilidad 
jurídica que permitan el buen funcionamiento de la actividad empresarial, 
hasta las condiciones de estabilidad institucional, paz o democracia. Este 
ensayo es un intento de hacerlo ahora desde la voluntad, las intenciones y los 
sueños colectivos. 

Una constante en este ejercicio ha sido la falta de consciencia de nuestra 
sociedad y de los dirigentes políticos, incluso los más técnicos, de la 
trascendental importancia que tiene el desarrollo económico en nuestras 
sociedades. El aumento de la producción, la mejora del PIB per cápita, las 
estrategias robustas y sostenidas de generación de valor agregado, las grandes 
causas del aumento de exportaciones y valor agregado, el desarrollo científico 
que genere riqueza, no son causas nacionales que nos interesen demasiado. 
Hoy es común escuchar debates públicos que apelan a argumentos populistas 
antiempresa y en los cuales se tergiversa la realidad trayendo narrativas contra 
la revolución industrial del siglo XIX, o narrativas construidas alrededor de 
las grandes empresas multinacionales para aplicarlas a las empresas locales de 
la región, desconociendo que nuestra realidad es totalmente diferente y que en 
el mejor de los casos, y muy excepcionalmente, logran un tamaño apenas 
mediano en el contexto mundial, pero son desconocidas en este ámbito. 

No solo no tenemos estrategias de crecimiento acelerado, sino que no 
tenemos siquiera institucionalidad encargada de pensarlas, diseñarlas y, 


menos, implementarlas. No le damos importancia al crecimiento económico, y 
no entendemos la importancia que tiene para el logro de muchos de los 
objetivos sociales. Aunque este no es un problema nuevo, por ejemplo, en el 
caso colombiano hemos visto últimamente el sin sentido de encontrarnos al 
gobierno atacando al sector productivo en forma sistemática e inconsciente y 
cayendo en la absurda paradoja de pretender debilitar la única fuente de 
generación de riqueza del país. Cualquier gobierno sensato sabe que una 
buena parte de su éxito está en la capacidad de crear condiciones de 
crecimiento en las empresas, de forma que se genere riqueza y trabajo para las 
familias. La reforma tributaria tramitada en 2022, la posición frente al sector 
energético y de hidrocarburos, la aspiración de estatizar los sectores de salud 
O pensiones, y la propuesta de una reforma laboral que ignora el desempleo y 
la informalidad, son muestras claras de una versión extrema de la falta de 
importancia que le damos al crecimiento económico en toda Latinoamérica. 

En el anterior sentido, nos falta asumir que cualquier esfuerzo real de 
disminución o eliminación de la pobreza en un país tiene que estar 
acompañado, o más aun, soportarse, en un ejercicio de generación de 
crecimiento. Y ya vimos que los niveles en los cuales nos encontramos hacen 
necesario un crecimiento de otras dimensiones al que estamos acostumbrados 
a registrar. 

Una de las conclusiones más importantes cuando se analiza la historia 
política de América Latina tiene que ver con el inmenso déficit de democracia 
de los distintos países de la región. Seguramente uno podría decir que hay 
excepciones notables, como Uruguay, e incluir también a Chile y Costa Rica 
como países en los cuales la institucionalidad ha sido la regla durante las 
últimas décadas. El estudio de Malamud defiende la existencia de democracia 
en una gran cantidad de países de la región, y no le falta razón desde el punto 
de vista de la existencia de elecciones libres. Sin embargo, la democracia es 
mucho más que eso; la democracia es la capacidad de las sociedades de 
aplicar mecanismos que eviten abusos cuando los gobernantes amenazan a la 
ciudadanía. La democracia es la capacidad de ofrecer libertad plena a todos 
los ciudadanos. 

En una conversación que sostuvimos, él destacó el hecho de que mal que 
bien en América Latina una muy buena proporción de países pueden hacer 
elecciones, pero reconoció que existen otros países en los cuales este no es el 
caso. También hizo una defensa histórica de la actitud vanguardista de 
algunas naciones de la región, comparadas incluso frente a países europeos, 
en términos de abrazar la democracia. Creo que él tiene razón en esos dos 


puntos, pero también creo que es de la máxima importancia puntualizar en 
este momento el alcance de la idea de democracia plena y profunda como 
concepto que abarca muchos otros aspectos de la sociedad. 

Es importante evitar las generalizaciones absolutistas y hacer una pausa 
para reconocer el papel de las elecciones democráticas en países como 
Panamá, Colombia, México o Brasil. El concepto amplio de democracia 
debería ser mucho más que eso, e incluir el respeto irrestricto a la separación 
de los poderes públicos, el cumplimiento pleno de las leyes electorales y 
financiación de campañas, el rechazo total a las formas corruptas del 
clientelismo, la garantía total de la justicia, y desaparición de fuerzas ilegales 
que afecten el funcionamiento de las sociedades y las instituciones. Y, lo que 
Acemoglu y Robinson han llamado “la existencia de la libertad”, entendida 
como la capacidad de las sociedades para permitirles a sus ciudadanos vivir 
sin ningún temor, así el Estado y la sociedad les fallen. 

Este ensayo pretende argumentar que, si bien algunos de los casos más 
exitosos de crecimiento y desarrollo económico se han dado en países 
autoritarios y por fuera de la democracia, América Latina tiene la gran 
oportunidad de hacerlo dentro de ella. Eso sí, debe ser dentro de una 
democracia mucho más profunda que la existente en la actualidad. Estoy 
convencido de que una de las causas de la falta de desarrollo económico 
reside justamente en la ausencia de democracias profundas. A mi modo de 
ver, esos deben ser los objetivos prioritarios y simultáneos que se debe trazar 
la región, porque de lo contrario mantendrá su marasmo en medio de la 
resignación que se produce al decir “es que somos como somos”. 

Este texto busca llamar la atención sobre la incapacidad de la región de 
adelantar procesos de integración reales, y la consecuencia que eso tiene sobre 
su débil posición frente al mundo. Es una fragilidad que se manifiesta al 
menos en cuatro frentes: primero, la presión indebida de los países 
desarrollados en lo ambiental, incluida la amenaza de sanciones económicas 
que solo producirán más pobreza, al tiempo que es en el mundo 
industrializado donde se producen los grandes efectos sobre el calentamiento 
global. Segundo, la persistente inequidad entre países pobres y países ricos. 
Tercero, la falta de políticas internacionales para generar prosperidad real en 
la región. Y cuarto, la ineficaz batalla contra el narcotráfico que tantas vidas y 
recursos le han costado a la región, mientras la regulación y el control del 
consumo es un fracaso. 

Finalmente, quisiera abrir una discusión alrededor de un asunto que de 
tiempo en tiempo es mencionado, pero no toma fuerza e impulso, y tiene que 


ver con la inmensa inequidad que existe entre los países desarrollados y los 
llamados “en vías de desarrollo”. Me produce gran curiosidad y hasta 
indignación el paternalismo de gobiernos y ONG de países desarrollados, que 
deciden hacer advocacy para causas ambientales o de pobreza en nuestros 
países, cuando en realidad esas sociedades son las causantes de los principales 
problemas en esos dos temas. Ellos han sido los grandes depredadores y 
emisores de la historia, y desde el punto de vista del comercio internacional se 
han lucrado de los productos y del trabajo de nuestros países, trasladando una 
muy buena parte de nuestras riquezas a esas economías. 

No tengo la menor duda de que, en algún momento de la historia, la 
humanidad asumirá a nivel global el análisis de su papel en la inequidad, la 
distribución de la riqueza y los ingresos en términos globales. No me atrevo a 
decir cuándo. Puede ser en cien o doscientos años, pero cuando llegue ese 
momento el actual índice Gini por países será calculado a nivel mundial. Solo 
ahí serán inaceptables para la humanidad las diferencias entre los habitantes 
de Noruega y los de Angola; o los de Londres y Tumaco; o los de Seattle y 
Puerto Príncipe. 

Thomas Piketty se acerca al tema por la vía de plantear un impuesto 
global, y la Ocde en cierta forma también, pero aún no se plantean una manera 
para hacer que las economías más ricas se responsabilicen de atender las 
necesidades básicas de toda la humanidad. Más que el impuesto mismo, que 
puede ser interesante, me parece que lo importante es traer a la discusión el 
tema de la equidad global. Algunos esfuerzos hacen ciertos países y entidades 
multilaterales, pero aun así hay miles de millones de personas sin educación, 
salud, agua potable o con hambre, pero esa realidad no parece ser parte de los 
referentes prioritarios en la agenda política pública del mundo desarrollado. 

En otras palabras, así como se ha asumido que el reto de la sostenibilidad 
ambiental es global, espero que la humanidad también asuma pronto el 
desafío de la sostenibilidad y la equidad entre los seres humanos como una 
responsabilidad global. No es lógico que, desde el punto de vista del 
medioambiente o de la biodiversidad, se considere que las fronteras 
artificiales no existen, pero para efectos de prosperidad, ciudadanía, equidad y 
oportunidades vitales, las fronteras si dividen fatalmente al mundo. 

Es verdad que todo lo dicho hasta ahora sobre la realidad de los países de 
la región resulta crítico, por lo que la pregunta debería ser entonces: ¿qué 
tenemos que hacer para cambiar el destino? ¿Es posible cambiarlo? ¿Tiene 
futuro América Latina? Tengo la esperanza de que podremos labrarnos un 
futuro mejor y ser capaces de tomar decisiones valientes, estratégicas y 


determinadas para jugárnosla por la democracia, el desarrollo y el crecimiento 
económico acelerado. Pero también, por la dignidad en nuestro actuar 
colectivo frente al mundo desarrollado, con el que tendremos que trabajar 
conjuntamente en los campos de la sostenibilidad ambiental y de la 
construcción de equidad entre seres humanos. 


Inicialmente, este libro pretendía hacer una reflexión sobre las razones que le 
impedían despegar a Colombia, a pesar de los esfuerzos que se han hecho 
todos los días durante tantos años. Y pensar también si por el camino que 
vamos seremos capaces de disminuir la brecha con los mercados desarrollados 
para atender no solo nuestras más importantes necesidades, sino ofrecerles 
más y mejores oportunidades a sus ciudadanos. 

También pretendía entender las razones que nos han llevado a vivir 
resignados con una realidad que no nos quitará el rótulo de “país en vía de 
desarrollo”. Una revisión inicial de la situación en otros países 
latinoamericanos insinuó que podríamos estar hablando de razones 
significativamente similares en toda la región. En ese momento me encontré 
con el continente de los países resignados, toda una comunidad de naciones 
“en vía de desarrollo” que en las próximas décadas no tendrán posibilidad 
alguna de avanzar en su crecimiento económico, a menos que pongan en 
marcha estrategias y adopten posiciones radicalmente diferentes a las que 
prevalecen hasta hoy. 

Muchos políticos, de izquierda y de derecha, llegan al gobierno 
defendiendo la idea de industrializar la economía, que es una forma de decir 
que debemos hacer esfuerzos por tratar de evolucionar hacia economías 
productivas más desarrolladas. Sin embargo, muchas decisiones y 
declaraciones realizadas a lo largo de su gestión reflejan antipatía y casi que 
rechazo hacia el sector empresarial. Juegan con la idea de que las empresas 
son actores privilegiados o sinónimo de riqueza y, por lo tanto, se debe 
dificultar o gravar su actividad, sin importar la incoherencia en la que están 
cayendo al limitar sus capacidades de contribuir al desarrollo. En un ataque de 
populismo y fortaleciendo las bases de la polarización, algún presidente habló 
alguna vez de “hacer chillar a los ricos”, para justificar su reforma tributaria. 
Las empresas son solo un vehículo para llevar a cabo las iniciativas 
productivas de una sociedad y no son ni ricas ni pobres, pero parecen ser 
sparrings atractivos para recuperar imagen en momentos de dificultad. 


Respecto de la evolución del libro, también buscaba hacer una férrea 
defensa del papel que cumple el sector empresarial en la sociedad, resaltando 
su participación en cualquier estrategia de crecimiento acelerado. En medio 
del proceso de escritura, de parte del gobierno colombiano y de algunos de sus 
aliados políticos se produjeron sucesivos ataques reputacionales hacia las 
empresas y los empresarios, que pusieron de presente otra realidad. A pesar de 
la buena opinión que la ciudadanía tiene de las empresas, para algunos 
políticos resulta atractiva la idea de tratar de estigmatizarla con estrategias 
populistas. Esta no es más que otra muestra de la falta de consciencia sobre el 
papel fundamental que el crecimiento y el desarrollo productivo cumplen en 
un país y, por lo tanto, sus protagonistas, que son las empresas y los 
emprendedores. Ellos son los que en buena parte generan las condiciones que 
permiten crear bienestar para los ciudadanos. 

En ese momento tomé la decisión de hacer una aproximación más o 
menos detallada de lo que ha sucedido en Colombia en los últimos treinta 
años, acompañada de un análisis de las condiciones de la región 
latinoamericana, pero con el convencimiento de que nuestra realidad actual y 
nuestras precarias perspectivas tienen características similares. Este panorama 
también me permitió hacer algunas reflexiones sobre los fallidos procesos de 
integración regional y, por lo tanto, de nuestra nula relevancia a nivel 
mundial. 


CAPÍTULO 1 


¿Existe un sueño latinoamericano? 


América Latina da la impresión de ser un continente desorientado. Un 
continente que lucha incansablemente, pero sin un oriente claro. Un colectivo 
de países que muy pocas veces actúa coordinadamente, pero nunca para lograr 
un mejor posicionamiento en el orden mundial. 

Es una región que vive en medio de grandes discusiones internas, algunas 
muy violentas, sin darse cuenta de que va al vaivén de lo que sucede en las 
grandes potencias y en sus áreas de interés, aunque en realidad no tiene mayor 
relevancia en el contexto de las grandes discusiones mundiales. Si las guerras 
fueran un termómetro de cuáles son los territorios que más les importan a los 
líderes del mundo, estaríamos incluidos en la agenda global. Pero por suerte 
no hemos sido el escenario de alguna de las grandes confrontaciones bélicas 
de la historia. Quizás la única excepción ha sido Cuba, aunque la razón no es 
la isla en sí: su cercanía con Estados Unidos la hizo atractiva para sus 
enemigos y una amenaza para ellos. 

Son pocas las áreas en las cuales América Latina es realmente relevante a 
nivel global, y en las que sí lo somos ninguna de ellas hace parte de la gran 
discusión mundial: el deporte y el arte, especialmente la literatura y la música, 
son importantes desde el punto de vista del desarrollo humano, pero 
prácticamente inocuas para la economía y la política. Entonces surge una 
pregunta obligada: ¿a qué se debe esto? Nuestra región ocupa el 12,87 % de la 
tierra firme del planeta, la mayor parte habitable; y en su suelo habita el 8,25 
% de la población mundial, pero solo produce el 7 % del producto global. 

No tenemos una gran causa regional, un sueño latinoamericano y nos 
mostramos bastante desarticulados entre nosotros y frente al mundo, hasta el 
punto de que parecería que la primera y única gran causa del continente se dio 
a inicios del siglo XIX, cuando líderes de varios países tomaron la iniciativa de 
propiciar procesos independentistas que llegaron a feliz término en un lapso 
de no más de treinta o cuarenta años. 

Podría decirse que las gestas de Independencia fueron también la época de 
oro de los liderazgos y de la integración latinoamericana, y que doscientos 


años después no se ha logrado repetir la relevancia y coherencia de aquellos 
tiempos lejanos. Ahora, habrá quien sostenga que, en esos momentos, como 
nunca, surgió una causa única y común que generó esa actuación solidaria, 
colectiva. Y también habrá quien diga que el enemigo común, el colonialismo, 
facilitó que se actuara de esa manera articulada. 

Habría entonces que preguntarse si es que hoy no existen causas comunes 
para que los países y sus líderes actúen como un bloque relevante frente al 
mundo. Quizás no hemos sido suficientemente buenos al identificar las metas 
que pudieran unirnos para crear sinergias, mejorar nuestras capacidades de 
negociación y optimizar el desarrollo de la región. 

Parecería que está surgiendo una nueva causa alrededor de la 
sostenibilidad del planeta, pero ni siquiera logra integrarnos un tema tan 
importante. Para entender la incapacidad que tenemos de actuar juntos basta 
con ver lo sucedido en la cumbre amazónica llevada a cabo en agosto de 2023 
en Belém do Pará, Brasil. 

Una de las posibles explicaciones para esa falta de relevancia a nivel 
mundial es la desarticulación permanente entre los líderes y Estados de la 
región, que actúan como territorios totalmente independientes. No existe una 
tal identidad latinoamericana. Casi todos hablamos el mismo idioma, fuimos 
colonias españolas, portuguesas, francesas o inglesas, pero luego nos 
convertimos en territorios relativamente pobres, gobernados por líderes poco 
visionarios y muy egoístas, que, en la mayoría de los casos, con contadas 
excepciones, solo han pensado de sus fronteras hacia adentro, en proyectos 
políticos personalistas y muy poco ambiciosos. Parecería que el desarrollo 
acelerado, equitativo y profundo no está en la agenda de América Latina. 

A pesar de la falta de identidad económica y estratégica de la región, sí es 
posible identificar debilidades y falencias comunes. También deberíamos 
hacer un gran esfuerzo por identificar nuestras fortalezas comunes. Un 
ejercicio de tratar de esbozar los principales problemas que caracterizan a la 
región me permite hablar de cuatro grandes retos de América Latina. Quizás 
la clave para encontrar una agenda común es entender las grandes dificultades 
que nos unen y plantear acciones frente a ellos con alcance continental. En mi 
Opinión, estos son los grandes escollos que afronta esta parte del mundo: 


1. El cambio climático y el calentamiento global: somos las principales 
víctimas de los cambios que están sucediendo en términos de 
medioambiente. Es por eso por lo que permanentemente enfrentamos 
huracanes, inundaciones, inviernos o sequías prolongados y 


temperaturas extremas, y ni hablar de las perspectivas que nos 
presentan los científicos cuando hablan del efecto que tendrá el 
aumento en el nivel de los mares. 

2. América Latina es víctima del daño que las grandes potencias le han 
hecho a la atmósfera del planeta. Hoy, menos de 10 países son 
responsables del 70 % de las emisiones de CO2 y otros gases efecto 
invernadero, culpables de la gran mayoría de las catástrofes naturales 
que azotan a nuestra región. Mientras tanto, se estima que esta parte 
del mundo solo emite el 9 % de estos gases, a pesar de que sus dos 
mayores economías, Brasil y México, están en el grupo de los 15 
países más emisores. 

3. Sin embargo, se sugiere que para salvar el planeta la región debe 
hacerse cargo del cuidado del Amazonas, o que sería una buena señal 
que renunciemos a la producción de hidrocarburos, carbón, biodiesel 
o palma africana. Como si el problema fuese exclusivamente de la 
oferta y el consumo fuese impotente frente a la tentación de la oferta. 
Es imposible no hacer la comparación con las argumentaciones 
imperantes alrededor de la estrategia contra las drogas y el 
narcotráfico, que lleva ya cuatro décadas con millones de muertos, 
inmensos presupuestos gastados y muy pocos resultados. 

4. La tendencia a culpabilizar a las economías marginales —-en muchos 
casos de todos los males de consumo del mundo desarrollado— es un 
patrón permanente. 

5. América Latina debe exigir a las economías más ricas acciones 
inmediatas para acelerar la transición energética y reducir los efectos 
en términos de cambio climático. Debe construirse una posición 
firme y de bloque porque esa es en realidad la única solución posible 
contra la gran amenaza planetaria. 

6. América Latina vive en una permanente crisis de instituciones y 
democracia. Desde hace muchos años cualquier referencia a la 
región está plagada de noticias y preocupaciones que tienen que ver 
con defectos o pérdida de democracia, con grandes procesos de 
corrupción que en algunos casos tuvieron alcance transnacional, con 
sistemas políticos fallidos o lejanos modelos democráticos, con 
procesos autócratas o dictatoriales, pérdida de independencia entre 
las ramas del poder público y falta de presencia del Estado en una 
gran cantidad de regiones. 

7. Es evidente la ausencia de instituciones maduras en la región. Somos 


10. 


como una gran reunión de países adolescentes que no terminan de 
definir para dónde quieren ir, cuáles son sus estrategias o cuáles son 
las reglas que van a regir su vida. Parecería que tanteamos unos 
caminos con poca perseverancia, sin disciplina, y en un debate 
permanente acerca de qué queremos ser cuando seamos adultos. 


. Sin embargo, en un proceso de priorización de inmadureces, nuestra 


gran falla es democrática e institucional. No terminamos de 
identificar principios inmutables, a partir de los cuales construir 
nuestras sociedades tan diversas. Debo reconocer que pensé mucho 
si incluir la palabra “inmutable” en el texto, porque pudiera dar la 
idea de que estoy hablando de mantener el statu quo a toda costa, 
pero no. Decidí hacerlo porque estoy convencido de que sí debe 
haber algunos principios aceptados como inmutables, fijos, 
inamovibles, alrededor de ciertos temas estructurales básicos que 
constituyan un marco general de acción que guíe a la comunidad y 
que permitan el desarrollo de sociedades dinámicas, flexibles, 
resilientes y, sobre todo, sociedades que permitan la convivencia 
pacífica de personas y grupos que piensan y tienen ideas que pueden 
ser incluso contradictorias entre sí. Me refiero a principios alrededor 
de la justicia, la democracia, la libertad, la seguridad ciudadana, la 
independencia de poderes públicos, la libertad de expresión o la 
obligación del Estado de garantizar la atención de necesidades 
básicas de la población. 


. América Latina es una región dolorosamente pobre. El ejercicio de 


comparar el PIB per cápita de las distintas regiones no es en ningún 
caso un método riguroso, especialmente porque no cuenta con el 
ajuste de paridad por poder adquisitivo, pero sí da una primera idea 
sobre la riqueza o pobreza promedio de los pueblos. Si examinamos 
algunas zonas, encontramos que en 2020 Europa Occidental tuvo un 
PIB per cápita de 47.757 dólares; en Estados Unidos y Canadá fue de 
57.655 dólares, siendo el de este último país muy similar al de 
Europa. En el mundo como un todo, incluidos África o India, que 
jalan el dato hacia abajo, el PIB per cápita fue de 10.261 dólares, y el 
de China de 10.500 dólares. 

Pues bien, en medio de ese contexto, el PIB per cápita de América 
Latina fue de 8.236 dólares, cifra que llega solo al 80 % del 
promedio mundial, indicador que en sí mismo debería levantar todas 
las alertas de nuestros países. 


11. 


12. 


13. 


14. 


15. 


16. 


17. 


Tan o más preocupante que la cifra de ingresos divididos por número 
de habitantes, es el dato de la distribución de la riqueza. Otro 
indicador que simplifica la verdadera situación, pero que da algunas 
luces, es el coeficiente Gini, que calcula el grado de desigualdad de 
economías en particular, y para el cual una calificación de 1 sería la 
desigualdad total y O la igualdad total. En esa escala, el coeficiente 
Gini promedio para los países de Europa Occidental fue de 
aproximadamente 0,29 en 2019, de acuerdo con “Panorama Social 
de América Latina 2020” de la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (Cepal). El coeficiente calculado para Estados 
Unidos fue de 0,386. Ese mismo informe señala que en 2019 el 
coeficiente Gini para América Latina fue de 0,469. 

Entonces, no solo somos mucho más pobres en cifras colectivas, sino 
que además tenemos una estructura de riqueza que conduce a 
mayores inequidades. 

Finalmente, el estudio de la Cepal consigna que, en 2019, es decir, el 
año anterior a la pandemia, la tasa de pobreza de la región fue de 
30,5 %, mientras que la tasa de pobreza extrema fue de 10,7 %. Las 
cifras pospandemia son muy negativas en todos los casos, por lo que 
solo se puede esperar que ese indicador hoy sea peor, a pesar de que 
en los dos últimos años ha habido una recuperación importante, 
aunque insuficiente. 

En 2015, el Banco Mundial estimó que las tasas de pobreza total y de 
pobreza extrema fueron de 27,9 % y 10,7 %, respectivamente. 
Quienes hemos trabajado en análisis, diagnóstico, diseño e 
implementación de políticas de lucha contra la pobreza, no 
aceptaríamos el anterior análisis como un ejercicio que permita hacer 
prácticamente nada, pero he querido incluirlo en este libro para que 
seamos conscientes del rezago tan grande que tenemos a nivel 
regional, incluso frente a cifras generales de otras regiones o datos a 
nivel mundial. 

No hay duda: esta región es muy pobre, pero además tiene inmensos 
problemas de pobreza y equidad que se deben atender; y más vale 
que lo haga pronto. 

No tenemos una agenda clara que nos oriente hacia el futuro. La falta 
de objetivos y metas de largo plazo hace que se carezca de una 
verdadera hoja de ruta. Somos sociedades ensimismadas en sus 
propios problemas, que hacen todo por sobrevivir, pero sin estrategia 


alguna que permita concentrar los esfuerzos, definir prioridades, ni 
organizar las ideas al momento de enfrentarse a los grandes dilemas. 

18. América Latina requiere de una agenda seria y profunda que le dé 
sentido. Ninguna de las consideradas “economías exitosas” han 
llegado donde están por azar o sin que hayan sido el resultado de un 
plan explícito. A nadie se le puede ocurrir que el éxito de China, 
Estados Unidos, Israel, la Unión Europea, Corea del Sur, Japón, 
Noruega, Suecia o los Emiratos Árabes, sea el resultado de la suerte, 
de coincidencias de la historia, o de haber contado con recursos 
naturales que les dieron una riqueza extraordinaria. Una lectura 
rápida de la historia económica-política de esos países demuestra que 
en todos esos casos sus sociedades, sus gobiernos, sus líderes, su 
academia, sus congresos, tomaron decisiones explícitas, 
determinadas y poderosas que los llevaron a lo que hoy son. 

19. Individual o colectivamente, América Latina no ha definido para sí 
misma un solo objetivo de largo plazo, ni unas causas alrededor de 
las cuales unir a su sociedad, ni estrategias que le permitan mantener 
el norte, o el sur, hacia donde quizás nos deberíamos orientar. Debe 
dejar de ser ese continente desorientado que no sabe si perseguir a 
Estados Unidos, atraer a China, invitar a Europa, hermanarse con 
África o simplemente declararse en rebelión y hacer parte de grupos 
de países que se sienten marginados del desarrollo, como es el caso 
de los No Alineados. 

20. Este libro tiene como objetivo profundizar en algunas de las ideas de 
objetivos superiores que podría adoptar la región, no solo para 
organizar las ideas y los propósitos, sino para actuar pensando en el 
futuro. Solo las estrategias que tienen un propósito superior logran 
grandes resultados colectivos. 


Una región rezagada 

La democracia no es un invento nuevo. Es cierto que su versión moderna 
aparece en los siglos XVII y XVIII, pero tiene sus orígenes en la antigua Grecia 
y ha probado que es el mejor sistema conocido para la designación de líderes 
de la comunidad, no porque garantice la elección de los mejores, sino porque 
lo hace en forma legítima, lo que resulta de gran valor en términos de 
garantizar el funcionamiento pacífico de las comunidades. Aceptaría que 
alguien me dijera que no es un sistema que siempre produce los mejores 
resultados económicos, pero no estamos dispuestos a aceptar otra manera de 


elegir líderes y gobiernos. 

Hoy, la interpretación plena de democracia ha ido mucho más allá de la 
sola elección de gobernantes. Estimaciones de la Unidad de Inteligencia de 
The Economist y el índice del ranking de democracia que califica a 167 
países, indican que la democracia plena es aquella que cumple al menos cinco 
condiciones: procesos electorales y pluralismo, libertades civiles, 
funcionamiento del gobierno, participación y cultura política. 

La calificación de este ranking indica que solo 23 países de ese universo, 
que representan el 4,5 % de la población mundial, vive en sociedades que 
pueden considerarse democracias plenas y solo el 45 % pueden ser llamados 
democracias. El 55 % restante de la muestra está compuesto por 32 naciones 
que entran en la categoría de democracias defectuosas, representando el 27,5 
% de la población; 14,5 % viven en regímenes mixtos y el 13,5 % están bajo 
regímenes autoritarios. 

Pensaría uno que los países latinoamericanos, al no ser los herederos de 
regímenes monárquicos y feudales, podrían ser los mejores ejemplos de 
Democracias Plenas. 

Esta es la calificación completa para Latinoamérica en el 2021, del 
Democracy Index, publicado por The Economist Intelligence Unit: 


URUGUAY: democracia plena con calificación 
de 8,39 

COSTA RICA: democracia plena con calificación 
de 8,11 

CHILE: democracia plena con calificación 
de 8,02 

PANAMÁ: democracia plena con calificación 
de 7,75 

BRASIL: democracia defectuosa con 


calificación de 6,86 

ARGENTINA: democracia defectuosa con 
calificación de 6,86 

COLOMBIA: democracia defectuosa con 
calificación de 6,82 

MÉXICO: democracia defectuosa con 
calificación de 6,56 

PERÚ: democracia defectuosa con 
calificación de 6,47 


ECUADOR: régimen híbrido con calificación de 


5,83 


BOLIVIA: régimen híbrido con calificación de 
5,68 

GUATEMALA: régimen híbrido con calificación de 
5,44 

HONDURAS: régimen autoritario con calificación 
de 4,18 

NICARAGUA: régimen autoritario con calificación 
de 3,71 

VENEZUELA: régimen autoritario con calificación 
de 2,14 


Este índice mide el estado de la democracia en 167 países y territorios de todo 


el mundo en función de un conjunto de criterios que reflejan las características 


clave de una democracia liberal. Los razonamientos utilizados para construir 


el Índice de Democracia son los siguientes: 


. Proceso electoral y pluralismo: esta categoría evalúa la imparcialidad 
y la competitividad de las elecciones, la transparencia del proceso 
electoral y el grado en que el electorado puede elegir entre 
candidatos y partidos en competencia. 

. Funcionamiento del gobierno: mide la eficiencia y eficacia de los 
poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como el nivel de 
transparencia y rendición de cuentas de las instituciones públicas. 

. Participación política: evalúa el grado en que los ciudadanos pueden 
participar en el proceso político, incluida la libertad de expresión, de 
reunión y de asociación, y el acceso a los medios de comunicación. 

. Cultura política: examina el nivel de tolerancia política, el grado de 
confianza en las instituciones políticas y la prevalencia de los valores 
democráticos en la sociedad. 

. Libertades civiles: valora la protección de los derechos y libertades 
individuales, tales como la libertad de expresión, religión y reunión, 
así como el estado de derecho y la independencia del poder judicial. 


Cada una de estas categorías se divide en subcategorías, a las que se les asigna 


una puntuación entre O y 10. La calificación general de cada país se calcula 


luego como un promedio ponderado de las cifras alcanzadas en cada 


categoría, respecto de lo electoral, el pluralismo y lo civil. Estas últimas 
libertades tienen el mayor peso en la medición final. El puntaje definitivo se 
utiliza para clasificar a los países en una escala de O a 10, donde los puntajes 
más cercanos a 10 indican un mayor nivel de democracia. 

Por su parte, el Índice de Desarrollo Democrático publicado por el Centro 
de Desarrollo Internacional de la Universidad de Stanford, el Banco Mundial 
y Freedom House, es una medida compuesta que evalúa el estado actual de la 
democracia en cada país. Se basa en un conjunto de cinco categorías, cada una 
de las cuales a su vez se compone de varias dimensiones: 


1. Procesos electorales: aquí se evalúa la calidad e integridad de los 
procesos electorales en un país, e incluye dimensiones como 
imparcialidad del poder electoral, verificación de votantes y 
transparencia del proceso. 

2. Pluralismo y participación política: se refiere a la capacidad de la 
sociedad civil y los ciudadanos para participar activamente en 
política y en la toma de decisiones. Incluye dimensiones como 
libertad de expresión y asociación, inclusión de grupos marginados e 
igualdad de género. 

3. Funcionamiento del gobierno: evalúa la calidad de las instituciones 
gubernamentales y su capacidad para garantizar la estabilidad y el 
bienestar de la sociedad. Incluye dimensiones como el control de la 
corrupción, el estado de derecho y la responsabilidad gubernamental. 

4, Cultura política: esta categoría se refiere a los valores y actitudes de 
los ciudadanos hacia la democracia y la participación política. 
Incluye dimensiones como la confianza en las instituciones y los 
líderes políticos, la tolerancia hacia los grupos marginados y el nivel 
de educación política. 

5. Derechos civiles: esta categoría se refiere a los derechos y libertades 
civiles de los ciudadanos, incluyendo la libertad de expresión, el 
derecho a un juicio justo y la protección contra la discriminación. 


Según esta calificación, los 10 primeros países son, en orden, Noruega, 
Islandia, Suecia, Nueva Zelanda, Dinamarca, Canadá, Irlanda, Australia, 
Suiza y Finlandia. El primer país latinoamericano es Chile, en el puesto 32. Y 
bajo prácticamente esos mismos criterios, en el informe de 2016 del IDD, 
publicado por la Fundación Konrad Adenauer, solo tres países, Chile, 
Uruguay y Costa Rica, son considerados con alto desarrollo democrático; 


Perú, Panamá, Ecuador, Bolivia y Argentina, registran un desarrollo medio; 
México, El Salvador, República Dominicana y Paraguay, tienen un nivel bajo 
de desarrollo; y Colombia, Brasil, Nicaragua, Venezuela, Honduras y 
Guatemala, son calificados con un desarrollo mínimo. 

Este último índice, realizado en alianza con el BID, parece no haber sido 
actualizado durante los últimos años, y probablemente todos tengamos 
observaciones sobre cada una de las categorías y cómo fue aplicada a cada 
país, pero lo cierto es que refleja grandes fallas en la estructura de nuestras 
sociedades. O bien porque no hemos terminado de aceptar la democracia 
como modelo de Estado, o somos suficientemente flexibles o laxos para no 
hacer el esfuerzo de implementarla en forma plena, o bien tenemos una idea 
no explícita de cuál es la versión latinoamericana de democracia. Me inclino 
mucho más por una mezcla de las dos primeras razones, entre otras cosas 
porque como sociedades vivimos en permanentes disputas que muchas veces 
se acercan y se alejan de la democracia y de las instituciones. Incluso, vivimos 
con dudas sobre las intenciones de los gobernantes o de los grupos de 
oposición sobre la permanencia y estabilidad de las instituciones. Eso no sería 
normal en una democracia plena, pero es nuestra realidad. No somos 
suficientemente estrictos en términos de exigir la democracia porque 
probablemente no estamos suficientemente convencidos de ella y por eso no 
nos hacemos matar por ella. 

Todas estas calificaciones son muy poco favorables para la región. 
Encontramos una gran mayoría de países con condiciones realmente precarias 
en términos de sus sistemas electorales, el comportamiento de sus líderes, la 
cultura democrática colectiva y muy especialmente con sociedades en las 
cuales no existen costumbres ni mecanismos suficientemente civilizados para 
adelantar las discusiones alrededor de la toma de decisiones sobre política 
pública y estrategias para construir sociedades más justas y sostenibles. 


Sociedades en obra gris 

En Colombia utilizamos el término “obra gris? para referirnos a las 
construcciones en las cuales están terminadas su estructura, pisos y techos, 
pero faltan los acabados, la pintura, las luminarias y la carpintería. Si esta 
fuera una interpretación correcta, y no la de que vamos por el camino errado, 
surgen varias preguntas: ¿América Latina tendría una oportunidad más real 
que otras regiones para caminar como conjunto en la construcción de 
proyectos de democracia plena que pudieran ser un modelo para seguir? 
¿Puede la inmadurez de una sociedad ser una oportunidad? ¿Puede convertirse 


en una gran ventaja competitiva el hecho de no tener estructuras tan 
arraigadas e inamovibles? Me gustaría pensar que el hecho de no tener temas 
tan arraigados son una oportunidad para sociedades como las nuestras para 
tomar más fácilmente una decisión y un camino. Pensar que nuestra 
inmadurez es síntoma de la flexibilidad que se requiere para hacer grandes 
transformaciones. 

Está comprobado que en la práctica es imposible transformar las 
sociedades, fundamentalmente por la rigidez de sus instituciones. Y a pesar de 
su importancia, las instituciones son también un mecanismo poderoso para el 
mantenimiento del statu quo y la normatividad que las soportan. Es tan 
complejo modificarlas que en ocasiones la única forma de lograrlo es acabar 
todo e iniciar de cero. Esta es en últimas la idea que justifica las revoluciones 
y se convierte en la gran excusa de los anarquistas. Por esto, todas las 
sociedades deben acordar mecanismos que les permitan evolucionar o, de lo 
contrario, el riesgo de grandes enfrentamientos es demasiado grande. 

Por lo general, siempre es más difícil cambiar lo que está bien establecido 
y arraigado; y ello aplica para las sociedades. Modificar sociedades con 
tradiciones e instituciones milenarias es una tarea titánica. Si se tratara de 
darle un calificativo a Latinoamérica, aplicaría el concepto de que es una 
“sociedad en construcción” o una “sociedad en obra”. No es sino darles una 
mirada a los últimos 150 años de cualquiera de nuestros países, y si hay un 
elemento en común entre ellos es la volatilidad de sus regímenes políticos y 
de los modelos económicos y sociales que cada uno de esos grupos humanos 
ha implementado. 

Hoy la región, quizás por su bajo grado de desarrollo económico e 
institucional, tiene grandes oportunidades para definir su futuro y ser quizá el 
laboratorio en el cual se construyan sociedades más democráticas, más 
incluyentes, que sepan cómo avanzar en su desarrollo, al tiempo que buscan la 
sostenibilidad ambiental del planeta. 

Son muy comunes las voces que resaltan la necesidad de ajustar los 
modelos económicos capitalistas tradicionales a modelos que al tiempo que 
producen desarrollo económico, en la acepción tradicional de la palabra, 
privilegien el desarrollo con equidad, inclusión y de manera sostenible. Estas 
voces reconocen el éxito del modelo en lograr crecimientos en producto y 
tamaños de las economías, más allá de cualquier cosa imaginada, pero 
también reconocen que el modelo no ha sido eficaz en al menos tres frentes: 1. 
En producir equidad entre todos los ciudadanos. 2. Producir equidad entre 
países porque es claro que el estado actual de cosas ignora totalmente la 


necesidad de producir equidad regional. 3. En producir mecanismos que 
garanticen la sostenibilidad ambiental. En estos tres puntos radica el gran reto 
de la humanidad y, por lo tanto, de América Latina. 

Paradójicamente, ese grado de inmadurez puede ser la semilla que permita 
potenciar una gran oportunidad para la región. Latinoamérica tiene toda la 
capacidad para convertirse en líder del desarrollo sostenible mediante la 
promoción de actividades productivas ambiental y socialmente conscientes. 

Seguramente habrá quien argumente que la debilidad institucional de la 
mayoría de los países de la región haría prácticamente imposible imaginarlos 
como un gran modelo democrático mundial. Sin embargo, existe otra manera 
de ver las cosas: ¿podrá convertirse la debilidad institucional en una ventaja 
comparativa para alcanzar algún objetivo importante? ¿Será que esa debilidad 
—que hace que las sociedades estén lejos de ser democracias plenas y por ello 
con tanta frecuencia se instauran regímenes antidemocráticos y autoritarios, 
que no han terminado de diseñar la mejor versión de los regímenes 
presidencialistas, y que, con tanta frecuencia, ven vulnerada la independencia 
entre los poderes públicos— podría ser una oportunidad para construir una 
mejor versión de democracia? 

El hecho es que el déficit de democracia en América Latina es inmenso. 
Los últimos cincuenta años han estado plagados de dictaduras o regímenes 
autoritarios, inaceptables en la gran mayoría de países. Con muy pocas 
excepciones, como Colombia, en buena parte de la región las democracias han 
sido interrumpidas por golpes de Estado y posteriores dictaduras. Hace unas 
décadas, los ruidos de sables provenían principalmente de las fuerzas 
armadas, pero durante los últimos veinticinco años esas interrupciones han 
sido protagonizadas por diversas mezclas de manipulaciones institucionales y 
extralimitaciones de gobiernos que han logrado perpetuarse, o al menos 
quedarse por periodos que van mucho más allá de los originalmente decididos 
por la democracia. 

Capítulo especial merecen la libertad de prensa y de expresión. No hay 
que hacer un gran esfuerzo para identificar casos en los cuales se han 
presentado casos de censura y cierre de medios. Los casos más escandalosos 
son los de Cuba, Venezuela, Nicaragua o el Ecuador de Rafael Correa, pero 
de tanto en tanto somos testigos de casos que prenden las alarmas. Cuando 
son criticados por su mala gestión, mandatarios de derechas e izquierdas 
tienen la tentación de acusar a los medios de comunicación por la 
desaprobación que reciben de la ciudadanía, y en algunos casos, más que en 
otros, deciden emprenderla contra la prensa, pero también intentan callar o 


desprestigiar a sus críticos. Quienes creemos profundamente en la libre 
democracia debemos defender a la prensa libre como uno de los más 
importantes mecanismos de defensa de la sociedad. 

Quizás resulte demasiado utópico imaginar que los países de América 
Latina pudiesen tomar la decisión simultánea de convertirse en el modelo de 
democracia que tanto está necesitando el planeta, no solo América Latina. 
Pero, sin duda, algunos de ellos podrían tomar la decisión correcta en ese 
sentido. Qué tal imaginar países donde funcione el sistema electoral, con 
oportunidades para cualquier ciudadano que decida someter su nombre a las 
decisiones democráticas y donde el clientelismo no tenga el papel 
preponderante que ha alcanzado en términos de cooptación del poder. O, qué 
tal soñar con países en los cuales los debates democráticos sean amplios, 
libres y sin riesgo para los ciudadanos que quieran hacer parte de este. Qué tal 
que existan democracias en las cuales los pesos y contrapesos garanticen que 
nadie tenga el poder absoluto, y que los líderes entiendan que estar en esa 
función es completamente temporal y que están allí en representación no solo 
de sus electores sino del total de la sociedad. Y que los líderes entiendan que 
no llegan al poder a imponer su voluntad o a tomar revancha de todos los que 
en el pasado los maltrataron, sino que por el contrario deben liderar a toda la 
sociedad y conducir a una comunidad durante un tiempo, pensando sí y solo sí 
en el bien común, y en cuáles son las cosas importantes que debe ejecutar en 
beneficio de la sociedad. Una sociedad cuya justicia funcione, donde los 
congresos legislen y vigilen el actuar político del Ejecutivo; y una sociedad 
que entienda que la libertad consiste en no tener miedo de lo que 
eventualmente el sistema u otras personas puedan hacer. 

La reflexión sobre la libertad ha sido desarrollada amplia y detalladamente 
por Daron Acemoglu y James Robinson en su libro El pasillo estrecho, en el 
que más allá de la institucionalidad se preguntan: ¿qué hace la verdadera 
diferencia entre los países desarrollados y los que no lo son? En el entendido 
de que el desarrollo no es solo un indicador de riqueza sino de bienestar 
ciudadano, los autores reconocen que la gran diferencia está en la libertad, en 
la capacidad de ofrecerles a los ciudadanos condiciones de vida en las que 
puedan progresar, en las que puedan en forma colectiva escoger el modelo 
económico que los conduzca al desarrollo, que puedan elegir sin temor a los 
administradores públicos, sin miedo a ser perseguidos, silenciados, 
violentados, robados, asaltados, secuestrados, tratados con injusticia o con 
falta de justicia. 

En la tapa del libro se preguntan: “¿Por qué en algunos países florece la 


libertad y en otros el autoritarismo?”. La libertad, entendida como la ausencia 
de dominación que permite la libre elección, abstracta y concreta. Resulta 
especialmente relevante la tesis de que para que surja la libertar es necesario 
contar con un Estado muy fuerte, acompañado de una sociedad muy fuerte. 

Se requiere de un Estado sólido para defender a los ciudadanos, para 
prevenir que las personas sean amenazadas, para poner en marcha políticas 
públicas y decisiones que busquen el beneficio general, para evitar que haya 
grupos sociales o económicos que ejerzan dominio sobre nadie, para buscar la 
igualdad y garantizar el cumplimiento de la ley y la justicia. Y se requiere una 
sociedad especialmente fuerte para garantizar que el Estado nunca será fuente 
de abusos, dominación, desequilibrio, injusticia, arbitrariedades. Para que las 
personas que estén al frente del Estado jueguen al menos con la idea de 
ponerlos al servicio de sus intereses, o en contra de los intereses de sus 
contradictores. Una sociedad suficientemente fuerte para garantizar que la 
democracia operará, que la justicia estará presente, y muy especialmente para 
garantizar que la independencia de poderes será la regla de juego fundamental 
en el funcionamiento del Estado. Esta sociedad será también la que garantice 
la libre expresión, el libre debate democrático, el juego de las ideas que se 
contrastan, y en medio de las cuales se tome la mejor decisión sobre los 
destinos de la sociedad. 


Estado fuerte, sociedad más fuerte 

Ahora bien. No se podrá nunca considerar que solo un Estado o solo la 
sociedad, sean fuertes. Un Estado fuerte y una sociedad débil es síntoma de 
autoritarismo. Una sociedad fuerte y un Estado débil conduce a la anarquía, 
que obligatoriamente produce injusticias y desequilibrios. 

En últimas, la libertad solo se da en una sociedad si se garantiza un 
equilibrio entre el Estado fuerte y la sociedad fuerte. Esa ecuación es lo que el 
científico y político inglés Thomas Hobbes llamó “el leviatán encadenado”. 
Ese poderoso organismo capaz de canalizar la voluntad colectiva de 
sociedades que deciden mediante reglas fuertes y claras escoger a sus líderes 
temporales y ponerlos al frente de entidades y acuerdos sociales. Una 
sociedad capaz de mantenerlos controlados dentro de límites que garanticen 
que en el ejercicio de sus funciones nunca abusarán de su poder o limitarán las 
libertades de sus conciudadanos. 

El libro de Acemoglu y Robinson hace un diagnóstico de muchas de las 
sociedades latinoamericanas y las clasifica como democracias o no. Y llegan a 
la conclusión de que en la gran mayoría de esas naciones el Estado es incapaz 


de garantizar la libertad de los ciudadanos, bien sea porque el gobernante de 
turno es fuente de abusos por la vía de ejercer el autoritarismo y no ha 
permitido que la sociedad se fortalezca; o bien porque hay más sociedad que 
Estado por la ausencia de este último y de ahí su incapacidad para proteger a 
la ciudadanía, ofrecer justicia, plantear soluciones sociales, trabajar por los 
grupos más vulnerables o, simplemente, producir políticas públicas que 
conduzcan al desarrollo. 

Una democracia en la que, para estar al frente de las entidades públicas, 
los elegidos entiendan y acepten que deben liderar a toda la sociedad y no solo 
representar las ideas y personas que votaron por ellos. Una democracia en la 
cual se entienda que, a pesar de la polarización, o quizá precisamente por ella, 
la tarea de los elegidos es aglutinar, representar, buscar unidades, aún en la 
diferencia de conceptos, más allá de las ideas revanchistas de quienes llegan 
al poder sintiendo que finalmente son ellos los que van a “mandar” sobre el 
resto de los ciudadanos o a imponer su posición. No porque no quieran 
hacerlo, sino porque el Estado tiene suficientes controles para garantizar que 
no habrá abusos de poder. 

Cualquier ejercicio de fortalecimiento de la democracia pasa entonces por 
trabajar en dos grandes frentes: fortalecer el Estado que ha sido capaz de 
garantizar la libertad, la capacidad de elegir y la justicia para los ciudadanos; 
y fortalecer la sociedad, incluyendo, claro está, los pesos y contrapesos que 
aseguren que el Estado nunca será fuente de abuso, injusticia, O 
aprovechamiento indebido del poder. 

¿Estos objetivos son inalcanzables para los países de América Latina? 
Quizá la respuesta generalizada es que sí y es algo a lo cual este continente no 
puede aspirar en las condiciones actuales. ¿Acaso debemos resignarnos a ello 
como una realidad irrefutable, como un hecho superior a nosotros del cual no 
seremos capaces de salir? Es nuestra responsabilidad negarnos a aceptar esa 
resignación. 

Sin embargo, existen hechos reales y concretos que no son los más 
propicios para pensar positivamente en este frente. Que en la actualidad 
existan dictaduras en la región es quizás el hecho más preocupante desde el 
punto de vista institucional y democrático. Que haya tanta tolerancia por parte 
de países democráticos hacia esas dictaduras es tan sorprendente como 
alarmante. ¿Cuál es la razón de esa tolerancia y hasta complicidad? Sin duda, 
cada país es un mundo en sí mismo, cada sociedad tiene historias propias para 
contar y dinámicas que seguramente no son las mejores amigas de la 
democracia plena. Nuevamente: ¿estas son razones para renunciar al sueño de 


una utopía democrática? 

Muchos creemos que los desarrollos sociales solo serán posibles con la 
presencia de un sistema democrático libre. Claro que reconozco que algunos 
sistemas autoritarios han producido buenos resultados en términos de 
desarrollo económico, innovación, competitividad, reducción de pobreza, 
aumento de niveles de alfabetismo o mayor cobertura en los sistemas de 
salud. Sobre este punto se pueden citar varios ejemplos en la lejana Asia. Sin 
embargo, quienes defendemos la democracia sabemos que una parte muy 
importante de las aspiraciones sociales quedan huérfanas cuando no hay 
libertad. El bienestar incluye también condiciones de libertad plena. Por 
ejemplo, sabemos que eventualmente las autocracias han tomado buenas 
decisiones económicas desde el punto de vista social o productivo, pero eso 
no mitiga la pérdida de libertad, o el riesgo de abusos de un régimen no 
democrático. Puede ser que incluso en algunos momentos el costo de la 
libertad y la democracia se deba a la falta de eficacia en la toma de algunas 
medidas, pero es un costo más que justificado para garantizar el 
funcionamiento correcto de cualquier comunidad en la cual nadie domine a 
nadie. Puede ser un camino más lento, pero sería inaceptable el costo de 
perder libertades en la búsqueda de desarrollo económico. 

En los últimos años, en Colombia se ha llegado a la conclusión, en 
algunos casos con resultado judicial, de que una muy buena parte, si no la 
totalidad de las campañas a la presidencia de la república o bien han sido 
financiadas con dineros de origen ilícito o bien han sido financiadas violando 
las reglas definidas por la democracia para las mismas. Cualquiera de los dos 
casos implica un profundo irrespeto de las reglas y violación de la 
normatividad legal. Son ataques directos a la democracia. Habla mucho de las 
razones por las cuales nuestra democracia está lejos de ser plena. 

En 2018 tuve la oportunidad de invitar al profesor James Robinson a 
Cartagena como uno de los conferencistas del Foro de la Salud de la Andi. En 
algún momento nos sentamos a conversar y recuerdo muy bien cuando me 
dijo: “La principal razón por la cual las instituciones no funcionan plenamente 
en un país como Colombia es el clientelismo”. La conversación fue en inglés, 
pero recuerdo que usó el término “clientelismo” en español. Luego, en su 
presentación pública habló del mismo tema e hizo referencia a una serie de 
presidentes elegidos, a sus cuestionados financiadores, y a las posibles 
implicaciones que traía el hecho de que las elecciones tuvieran vicios éticos 
tan profundos que seguramente terminarían definiendo e influenciando una 
muy buena parte del funcionamiento del desempeño o decisiones de gobierno, 


pero, sobre todo, no dejaban de ser una gran traición a la democracia. 

Volvamos a la pregunta de si podemos imaginar la transición de nuestras 
sociedades con democracias precarias hacia regímenes realmente civilizados, 
a los cuales los latinoamericanos también tenemos el derecho de aspirar. Mi 
respuesta es que, no tenemos alternativa. No es posible no imaginar que 
debemos trabajar para caminar hacia sociedades plenamente democráticas. La 
gran preocupación surge porque no parecería que hacia allá caminen los 
políticos, los partidos políticos, los movimientos sociales y académicos, los 
gobiernos, las ramas del poder público y las organizaciones civiles o 
empresariales. 

Insistiría en señalar que tenemos una actitud de resignación, como si 
dijéramos “No lo hemos logrado y no lo vamos a lograr”. No es parte de 
nuestra agenda, tampoco de lo que enseñamos a nuestros jóvenes, o quizá más 
bien de las discusiones que propiciamos entre los jóvenes, o con los jóvenes. 

¿Deberíamos empezar por la decisión de convertirnos en sociedades 
plenamente democráticas? ¿Es una decisión que estamos dispuestos a asumir? 
¿Es un objetivo que queremos adoptar como sociedad? ¿O vamos a dejar que 
el tiempo pase y ver dentro de unos años cómo están los indicadores? 

En los últimos años he asistido a cinco cumbres iberoamericanas, a nueve 
cumbres de la Alianza del Pacífico, a cuatro cumbres de las Américas, a varias 
reuniones del Foro de Cooperación Asia Pacífico, Apec, y en ninguna de ellas 
se ha planteado como un tema relevante la democracia plena. En ninguna de 
las campañas presidenciales de los últimos años, en ninguno de nuestros 
países, ha estado presente esa premisa como una meta o como una promesa 
central de los candidatos. No hablamos de democracia, no luchamos por ella. 


Las redes sociales 

Hoy no se puede hablar de democracia o de la agenda de las sociedades sin 
hacer al menos una mención a las redes sociales, el papel que juegan y los 
temas de los cuales se ocupan. Cada día pasan más cosas en ese inesperado 
escenario de la discusión y el debate. Cada vez son más frecuentes las 
expresiones de preocupación y alerta sobre el poder de las plataformas que 
sirven de redes para afectar y manipular la opinión de la población. 

Aunque múltiples voces plantearon los riesgos asociados a la utilización 
manipulada de la capacidad de llegarle a millones de personas con 
información incompleta y hasta falsa, los dos primeros grandes eventos que 
generaron alerta mundial fueron: la campaña del Brexit, que se llevó a cabo 
con ocasión de las elecciones del 23 de junio de 2016 que terminaron con una 


votación en la que el 51,9 % de los británicos decidieron retirarse de la Unión 
Europea, UE. Tras el resultado vino a saberse de la capacidad de llegarle a 
cada votante con posiciones que exacerbaron los temores de los votantes si el 
Reino Unido continuaba en la UE. Y sobre el tapete quedó también la 
efectividad de las fake news para influir en la opinión de los ciudadanos. Fue 
el renacimiento de la “propaganda”, en el sentido de Joseph Goebbels, el 
tristemente ministro para la Ilustración Pública y Propaganda de Adolfo 
Hitler. Lo cierto es que hoy estamos viviendo la época más globalizada y 
masiva de la propaganda en la peor de sus versiones. Prácticamente cualquier 
grupo político busca establecer estrategias mediante las cuales logre tomar 
ventaja de la posibilidad de hacerlo, utilizando especialmente las redes 
sociales. 

El segundo gran evento fueron las elecciones presidenciales que llevaron a 
Donald Trump a la Presidencia de los Estados Unidos el 8 de noviembre de 
2016. En esa ocasión oímos hablar de los sistemas de perfilamiento, 
segmentación e influencia, desarrollados por Cambridge Analytica, que luego 
supimos ya estaban siendo usados por candidatos y políticos en nuestra 
región. 

También empezamos a escuchar acerca de la aterradora posibilidad de que 
algunos países buscaban interferir en el resultado de las elecciones, nada más 
ni nada menos que en la que se precia de ser la democracia más fuerte del 
planeta. Aunque no ha tenido consecuencias reales, es ampliamente aceptada 
la idea de que Rusia intentó afectar la opinión, el voto y los resultados en las 
elecciones estadounidenses. 

De ese momento hacia acá, las noticias alrededor de las redes sociales solo 
han empeorado. Herramientas de analítica muestran cómo durante las 
protestas en Chile, en Colombia, en Ecuador o en Perú, se produjo una intensa 
actividad digital proveniente de usuarios y servidores ubicados en el lejano 
oriente, Venezuela y Rusia. 

Desde hace varios años, los reguladores y legisladores estadounidenses 
han insistido en las preocupaciones alrededor de aplicaciones ampliamente 
usadas en occidente, pero de origen chino, como TikTok, calificadas como 
caballos de troya digitales cuyo objetivo es acceder a los datos privados de 
usuarios occidentales. 

Una revisión casi amateur de la actividad en las redes sociales utilizadas 
durante las campañas presidenciales de muchos países demuestra el inmenso 
grado de injerencia que están teniendo “poderes extranjeros? en la nueva 
publicidad de las elecciones recientes. Por ejemplo, el ejercicio simple de 


contrastar la actividad de las cuentas de los candidatos y movimientos 
políticos durante las campañas a la presidencia de Colombia y estimar el costo 
de lo publicado contra los gastos reportados ante las autoridades electorales 
arroja muchas preguntas: ¿cuánto de lo publicado en las redes fue pago y 
cuánto orgánico? Vale anotar que es relativamente fácil estimar cuánto fue en 
cada caso. ¿Cuántos de los valores pagados fueron reportados en las cuentas 
de las campañas? ¿Si hubo pagos en el exterior, quién los hizo? ¿Fueron las 
campañas u organizaciones y personas interesadas en que uno u otro 
candidato ganaran? 

Como se puede ver, el papel de las redes va mucho más allá del simple 
activismo agresivo y a veces ilegal que se realiza a través de las llamadas 
bodegas. Puede ser que las redes se hayan convertido en el instrumento más 
eficaz para la interferencia internacional, o criminal, en las campañas 
presidenciales. Por esta razón es de crucial importancia que los países emitan 
normas que obliguen a las redes sociales a reportar a cada país los gastos 
internacionales en las campañas políticas. 


Dos espías en Caracas 

Los argumentos presentados en las comisiones del Congreso de Estados 
Unidos demuestran el grado de preocupación que existe en este momento 
alrededor de la capacidad de afectar la sociedad y la democracia. Otro 
episodio puntual que ilustra esta preocupación es el ocurrido alrededor de los 
riesgos percibidos en el caso del gigante Huawei como proveedor de 
microcomponentes y celulares, que ha conducido a un escrutinio profundo 
para garantizar la neutralidad y protección de los datos. 

Detrás de todos estos casos existe una preocupación creciente porque las 
redes sociales y las herramientas digitales han traído nuevas y alarmantes 
vulnerabilidades para las democracias. Y lo más inquietante es que dicho 
riesgo no solo es palpable desde el punto de vista meramente electoral, sino 
desde el funcionamiento de las instituciones, los pesos y los contrapesos. 

La novela Dos espías en Caracas, del economista, escritor y columnista 
venezolano Moisés Naím, ilustra perfectamente el alcance de la amenaza 
cuando habla de la supuesta estrategia de Fidel Castro de producir la invasión 
más incruenta y barata de la historia al penetrar buena parte del Estado y la 
sociedad venezolana y apoderarse de los datos, la información, los procesos y 
el sistema electoral venezolano. Es una novela, pero suena como una 
estrategia que fácilmente se le hubiera podido ocurrir al líder cubano. 

No hay duda: a la Utopía de la Democracia Plena, a la construcción del 


Pasillo Estrecho de la Libertad y a la idea de que se logren construir modelos 
de sociedad que reflejen al “leviatán encadenado”, les ha aparecido un frente 
de inmensas vulnerabilidades como son las redes sociales, el mundo de la 
globalización digital y la utilización maligna de esas herramientas. 

En un mundo repleto de guerras militares y comerciales, de aspiraciones 
imperiales y hegemónicas, estas nuevas herramientas han cobrado más y más 
importancia, y cada vez es más común oír hablar de agencias de 
ciberseguridad, de políticas de regulación digital y de manejo de datos, o de 
organizaciones de inteligencia militar dedicadas a la protección nacional. 

La verdad es que una herramienta que podría convertirse en el mejor 
aliado de la democracia participativa, o de la democracia directa como es el 
internet, por su capacidad de conectar a muy bajo costo a todos los ciudadanos 
en forma inmediata —como es el caso de Suiza—, se ha convertido también en 
una de las más grandes amenazas de la democracia plena. A la humanidad, a 
los Estados, a las sociedades, les ha aparecido una nueva e inmensa tarea: 
lograr que las nuevas tecnologías sean fuentes de fortalecimiento de la 
democracia y no grandes frentes de vulnerabilidad, o de lo contrario nuestras 
sociedades estarán en muy graves problemas. 


El sector productivo y la sociedad 

Por mi formación de economista, por haber hecho empresa durante la mayor 
parte de mi vida, por haber trabajado en el Estado, tanto en el área de 
hacienda y finanzas públicas como al frente del sector de la inclusión social y 
la reconciliación, encargado entre otras responsabilidades de la lucha contra la 
pobreza, y por haber liderado el más importante gremio empresarial de 
Colombia durante los últimos años, una de mis más profundas preocupaciones 
es la de poder identificar el papel del sector empresarial productivo en la 
sociedad como un todo. 

Pudiera parecer que para todos es obvio que el papel de las empresas es la 
generación de valor económico y todos los beneficios que esto trae para la 
sociedad, como empleo, financiación del Estado, proveeduría de productos y 
servicios, innovación y atención a las personas en frentes como la salud, la 
educación o el entretenimiento. Digo que puede parecer obvio porque en 
realidad para algunos no lo es, o al menos no es tan necesario para esos 
objetivos, o dichos objetivos no son suficientemente importantes. 

En cada oportunidad que tengo de conversar con analistas, muy frecuente 
por demás, académicos, empresarios o líderes gremiales internacionales, 
expresan su preocupación respecto de las intenciones populistas de usar en sus 


estrategias a las empresas y a la actividad productiva, buscando con ello 
despertar viejas estigmatizaciones inspiradas en la lucha de clases. Con 
frecuencia y por contraste negativo, la realidad les demuestra a las sociedades 
que las empresas y los sectores productivos son generadores de muchas más 
cosas positivas que las que han querido ser destacadas como negativas. 

Cuando las empresas se van de un país, las consecuencias son desoladoras 
y uno de los ejemplos más dolorosos es el caso de Venezuela. Allá se 
perdieron el empleo, el acceso a productos, el Estado dejó de recaudar 
impuestos y la capacidad de producir valor de la sociedad prácticamente se 
esfumó. Y estamos hablando de Venezuela, que siempre ha sido un “Estado 
rico”, por la abundancia de petróleo que posee. Bueno, al menos debería serlo 
s1 sus recursos hubieran sido bien utilizados. 

Sin embargo, la opinión de la ciudadanía sobre las empresas resulta 
mucho mejor que la que tienen sobre otras instituciones. Uno de los 
indicadores más consultados sobre el tema es el llamado Barómetro de 
Confianza Edelman, que mide, como su nombre lo indica, la confianza de los 
ciudadanos en las diferentes instituciones. Dicho informe, publicado en la 
edición 23 de noviembre de 2022, fue realizado como una gran encuesta 
simultánea en 28 países a más de 32.000 personas. Incluye varios países de la 
región, entre ellos Argentina, Brasil, Colombia y México, pero también de 
otras latitudes, como Estados Unidos, Reino Unido, China, Singapur y 
Sudáfrica, entre otros. 

Lo primero que llama la atención del índice de Edelman es la manera 
como titularon sus informes a lo largo de los años: en 2018, La batalla por la 
verdad, en clara referencia a la manipulación y las fake news de las redes 
sociales; en 2019, Confianza en construcción; en 2020, Confianza: 
competencia y ética; en 2021, Los merecedores de confianza: las empresas. 
Finalmente, el título del informe fue Navegando en un mundo polarizado. 

Recorrer esos títulos es en sí mismo un ejercicio ilustrador. A comienzos 
de este siglo se hablaba del auge de las ONG. En 2007 se destacaba que el 
público confiaba más en las empresas que en los gobiernos o en los medios de 
comunicación; más adelante, refería cómo los jóvenes creían más en las 
empresas que en otras instituciones; y después de la crisis financiera, el foco 
se concentró en la caída de los gobiernos, seguramente en referencia al 
fracaso de los Estados a la hora de cumplir sus funciones de regulación y 
supervisión, lo que condujo a la bancarrota de millones de familias. 

La evaluación de confianza del Barómetro Edelman se realiza alrededor de 
cuatro instituciones: gobiernos, ONG, medios de comunicación y empresas. 


La calificación determinó que en las únicas instituciones en las cuales hay 
confianza es en las empresas. En las otras tres el nivel de confianza es neutro, 
siendo el más alto el de las ONG, luego los gobiernos y en último lugar los 
medios de comunicación. 

Los países que más confían en las empresas, con promedios muy encima 
de la media son: China, Indonesia, India, Emiratos Árabes, Arabia Saudita, 
Tailandia, México, Kenia y Colombia. Esta lista y su orden llaman 
poderosamente la atención, con excepción de México y Colombia, donde la 
confianza en el Estado es muy inferior a la media. Los primeros países de la 
lista corresponden a regímenes fuertes, en algunos casos autocráticos, en los 
cuales la opinión sobre el gobierno es también la más alta de la lista. En los 
países que se consideran democracia, las calificaciones de confianza en el 
gobierno son bajas en términos generales. 

El informe concluye con cuatro grandes conclusiones. La primera sostiene 
que se están viviendo épocas de notorias ansiedades económicas. La segunda, 
señala textualmente “un desbalance institucional”. La tercera refiere a la gran 
diferencia en términos de confianza entre los grupos de mayores ingresos y los 
de ingresos medios. La cuarta habla de la batalla por la verdad, la 
desconfianza en los medios de comunicación y el efecto de las redes sociales. 
Me voy a detener en la segunda. Las empresas son las únicas instituciones que 
son vistas como competentes y éticas y los gobiernos son considerados no 
éticos e incompetentes. Las empresas están bajo la presión de dar un paso 
adelante ante el vacío dejado por el gobierno. 

Ahora bien. No veo que alguien pueda creer que las empresas deban 
sustituir al Estado en sus funciones. Lo que resulta muy interesante es 
identificar cuáles son los temas históricamente considerados de exclusiva 
responsabilidad del Estado y que los ciudadanos crean que pueden ser 
fortalecidos con el trabajo y el esfuerzo de las empresas. Existen seis áreas en 
las cuales se percibe de manera importante que haya una gran 
complementariedad entre lo público y lo privado: 


1. Cambio climático 

2. Superación de inequidad 

3. Suministro de energía 

4, Acceso a sistemas de salud 

5. Información confiable 

6. Recapacitación de la fuerza de trabajo 


Finalmente, el estudio, que contiene mucha más información, explora la 
manera como los ciudadanos imaginan el trabajo de las empresas en los temas 
identificados. Y pregunta cómo esperan que se materialice ese rol, 
diferenciando las estrategias de trabajo entre el sector público y el 
empresarial. La respuesta, contundente, superando en más de cuatro veces 
cualquier otra alternativa, fue: “Gobierno y empresas, trabajando juntos mano 
a mano”. Esta es una traducción libre de “Government and Business working 
in partnerships”. 

Coincido con la idea de que las empresas pueden hacer mucho en estos 
frentes, pero también soy de la opinión de que tienen muchas otras formas de 
actuar en la sociedad. Pocas afirmaciones le han hecho más daño a la 
democracia que la idea de que por el simple hecho de tener intereses 
económicos, las personas que hacen parte de las organizaciones empresariales 
no pueden serlo del debate público o de las acciones ciudadanas. La verdad es 
que, con muy pocas excepciones —casi exóticas— trabajadores, pensionados, 
ahorradores, empleados, académicos, artistas o inversionistas, tenemos 
intereses económicos. Claro que todos los agentes ciudadanos deben 
participar del debate ciudadano y, más importante aún, de la solución de los 
grandes temas de la sociedad. 

Obvio que hay asuntos exclusivos del Estado, como la justicia o la 
seguridad, pero más allá de ellos hay decenas de temas fundamentales en los 
cuales debemos trabajar. Por ejemplo, la mayoría de las causas sociales y 
económicas ameritan grandes esfuerzos coordinados de toda la sociedad. 
Algunas muy obvias, como actividad económica, generación de empleo, 
desarrollo de infraestructura, crecimiento y mantenimiento de las capacidades 
energéticas, prestación de servicios de salud o educación y comunicaciones. 
Muchas veces coinciden los objetivos de interés general con los de interés 
ordinario de las empresas, en cuyo caso estaremos frente a situaciones 
virtuosas. Por eso siempre ha sido tan importante que estas iniciativas solo se 
lleven a cabo siempre y cuando sea en condiciones justas y transparentes, o de 
lo contrario simplemente no sería aceptable para la sociedad. Elemento clave 
en todos los casos de trabajo conjunto será el cuidado para evitar situaciones 
de corrupción de cualquier tipo. Muchos países han desarrollado mecanismos 
de contratación, control y sanciones que garantizan que esto sea así. También 
es cierto que son innumerables los casos demostrados en los cuales el trabajo 
conjunto entre Estado y sector empresarial han logrado objetivos sociales. 

Un componente clave de esta asociación es el fortalecimiento de las 
instituciones democráticas y el estado de derecho. Los gobiernos fuertes y 


responsables son esenciales para garantizar que se protejan los derechos, las 
libertades individuales y se respete el estado de derecho. Esta premisa es 
fundamental para crear un entorno propicio para el crecimiento económico y 
la inversión, así como para garantizar que los beneficios de ese crecimiento 
sean distribuidos equitativamente entre la población. 

Además de vigorizar las instituciones democráticas, también es importante 
que los gobiernos asuman un papel activo en la promoción del desarrollo 
sostenible. Esto se puede lograr brindando incentivos y subsidios a las 
empresas que se comprometan a reducir su impacto ambiental e inviertan en 
infraestructura y en otros proyectos que apoyen el crecimiento económico 
sostenible. 

Por otro lado, el sector empresarial también juega un papel importante en 
esta asociación porque debe desarrollar nuevos modelos comerciales que se 
basen en principios sostenibles, que consideren el impacto ambiental y social 
de sus actividades y que adopten medidas para minimizar cualquier efecto 
negativo. En esta vía se podría invertir en energía limpia, en reducir los 
desechos y las emisiones y participar en prácticas comerciales responsables y 
éticas. Para alcanzar este objetivo es fundamental que los gobiernos y el 
sector empresarial trabajen juntos para crear las condiciones necesarias que 
los lleven al éxito. 

La pregunta no es si nos tenemos que basar en las empresas o no. La 
pregunta es qué tipo de empresas se requieren y qué espera la sociedad de las 
empresas; qué les debe pedir la sociedad a las empresas y cómo lo tiene que 
hacer. La verdad es que América Latina, comparada con Europa y Estados 
Unidos, no ha tenido un gran desarrollo corporativo y esa es una de las 
razones por las cuales este es probablemente uno de los sitios en los que se 
pueden construir algunos de los mejores laboratorios para que el mundo pueda 
imaginarse una mejor forma de actuar. 


Todos contra la pobreza y la inequidad 
Es importante crear un marco legal y regulatorio que apoye el desarrollo 
sostenible y que responsabilice tanto a los gobiernos como a las empresas por 
sus acciones. Para lograr esto se pueden incluir leyes y reglamentos que 
promuevan la transparencia, protejan los derechos de los trabajadores y las 
comunidades y garanticen la protección del medioambiente. 

En conclusión, trabajando juntos, los gobiernos y el sector empresarial 
podrán crear condiciones adecuadas para lograr el desarrollo sostenible de 
América Latina. Al fortalecer las instituciones democráticas, promover el 


crecimiento económico sostenible y responsabilizar a todos los actores por sus 
acciones, esta región podría ser un ejemplo para el resto del mundo y 
convertirse en un líder en desarrollo sostenible. 

A pesar de que se pudiera leer un tono un tanto fatalista en varios apartes 
de este libro, guardo la ilusión de que tenemos una gran oportunidad en 
nuestras manos, que, si llegamos a un gran consenso, en pocas partes como en 
América Latina, por su flexibilidad, habría la gran oportunidad de plantear 
una gran transformación en la forma de acercarnos a la democracia, y esto 
sería algo en lo cual el sector empresarial y la ciudadanía deberían ser los 
grandes aliados del Estado. 

El sector empresarial privado de Colombia ha jugado un papel crucial en 
la estabilidad y prosperidad del país, incluso durante los momentos más 
difíciles. A diferencia de Venezuela y Nicaragua, donde las empresas privadas 
han huido en respuesta a la agitación política y el autoritarismo, el sector 
privado de Colombia se ha mantenido resistente y comprometido. 

Durante los peores años del narcoterrorismo, muchas empresas en 
Colombia enfrentaron desafíos importantes, incluida la violencia, la extorsión 
y las amenazas. Á pesar de estas dificultades, el sector privado sigue 
comprometido con el país y no ha dejado de invertir, crear empleo y 
contribuir a la economía. 

Esta ha sido una fuente vital de apoyo para el gobierno, proporcionando 
recursos para mantener las instituciones y defender la democracia. El sector 
privado ha jugado un papel importante en la creación de oportunidades 
económicas para la población, ayudando a reducir la pobreza y mejorar el 
nivel de vida de muchos ciudadanos. 

El sector empresarial colombiano ha sido un ejemplo de resiliencia y 
flexibilidad, se ha adaptado a las circunstancias cambiantes, implementado 
nuevas estrategias y tecnologías, y aprovechado las oportunidades, aún en 
medio de los desafíos que han enfrentado. En contraste, el sector privado en 
Venezuela y Nicaragua salió en desbandada cuando las condiciones de 
democracia, institucionalidad y economía se deterioraron hasta el punto de 
considerar totalmente inviable su permanencia en esos países y con ello dejó 
un vacío que ha sido llenado por esos gobiernos autoritarios. La consecuencia 
es el colapso económico y la falta de recursos para mantener las instituciones. 
El sector empresarial privado en Colombia ha sido un socio crucial para el 
Estado, brindando recursos y oportunidades económicas que han contribuido a 
mantener la estabilidad y la prosperidad. 


Un papel más abierto y generoso de Washington 

Durante mucho tiempo, Estados Unidos ha sido considerado un patrocinador 
y socio natural de América Latina. Sin embargo, esta región y su prosperidad 
nunca ha sido prioridad total para los estadounidenses ni para ninguna de las 
grandes potencias económicas. Su proximidad geográfica y su historia los 
hicieron cercanos a nosotros. No obstante, en los últimos años la potencia del 
norte, como se suele llamar desde acá, nunca afianzó su interés pleno en la 
región y por años se ha concentrado en otras latitudes, como Europa y el 
Medio y Lejano Oriente y con ello desplazó en gran medida su interés por esta 
parte del mundo. Ese cambio de ecuación produjo un efecto perjudicial en la 
capacidad de la región para construir democracias sólidas y promover la 
prosperidad de su gente. 

No hay duda de que los problemas más apremiantes que enfrenta América 
Latina son la pobreza, el narcotráfico y la violencia, que impactan 
directamente en la estabilidad y seguridad de la región y tienen incluso el 
potencial de extenderse a Estados Unidos. 

He participado en varias instancias internacionales de las que hacen parte 
países de la región y Estados Unidos, algunas más colectivas y otras más 
bilaterales, y en ellas he sostenido siempre que la más efectiva política 
internacional hacia la región debería ser la generación de prosperidad. 

Por años, los esfuerzos de Estados Unidos en la región han estado 
primordialmente orientados a la lucha contra el narcotráfico y el control de la 
migración. Pero la verdad es que la región ha afrontado una dura posición 
comercial de parte de Estados Unidos en la que lejos de crear condiciones de 
prosperidad, con excepción quizás de México, para la mayoría de los países se 
ha planteado una muy poco generosa posición comercial, por no decir que 
muy egoísta, que hasta ahora no ha logrado apoyar a la población de nuestros 
países. Estados Unidos ha sido una muy dura contraparte comercial con los 
países de la región, muy exigente con sus intereses, y muy poco abierto a los 
nuestros. Es cierto que existen tratados de libre comercio con muchos países, 
pero también lo es que en numerosos casos no hemos logrado vender nuestros 
productos allá por barreras no arancelarias. Están muy bien documentados los 
casos de carnes, frutas, aves y legumbres que demoramos años en tratar de 
vender allá y ha sido totalmente imposible, al tiempo que todos los productos 
de origen estadounidense entran en nuestras economías. También son 
evidentes las limitaciones sin justificación a la venta de nuestros productos, 
como es el caso del acero y el aluminio, restringidos y con altos aranceles, 
impuestos en forma unilateral por “razones de seguridad nacional” mediante 


la conocida directiva presidencial 232 de 2018. 

Ante las nuevas bipolaridades que se han venido planteando a raíz del 
surgimiento de China como potencia económica, política y militar, y su 
interés en aumentar su presencia en nuestros países, se plantea la pregunta de 
¿cuál debe ser la posición del mundo desarrollado de occidente frente a la 
región? Mi respuesta ha sido siempre igual: la mejor estrategia que tienen 
occidente y el mundo democrático es fortalecer las capacidades de la región 
para producir prosperidad y bienestar en la población. 

Infortunadamente, las estrategias históricas han sido orientadas casi 
exclusivamente a programas relacionados con seguridad, lucha contra el 
narcotráfico, y algunos programas marginales en temas como educación, 
apoyo a iniciativas sociales, derechos humanos, inclusión o sostenibilidad. Por 
su parte, la verdadera fuente de bienestar económico, es decir, la producción y 
venta de productos y servicios, ha estado prácticamente ausente de la agenda 
de relacionamiento de esas economías con la región. 

Esta realidad no deja de generar curiosidad al compararla con las 
estrategias desarrolladas por Estados Unidos y sus aliados, por ejemplo, en los 
países que han requerido de procesos de recuperación después de las grandes 
guerras. Los casos más protuberantes son los de Alemania, Japón o Corea. 
Hoy, grandes potencias mundiales, en su momento sumidas en profundas 
crisis, recibieron el apoyo para reconstruir y construir sus capacidades 
productivas, sus mercados y hasta sus capacidades educativas. 

Por lo tanto, debería ser de interés regional que los estadounidenses 
asuman un papel más activo para abordar los diferentes problemas de la 
región, en particular los sociales y los económicos. Y deben proporcionar 
financiamiento y su amplia experiencia a los países latinoamericanos para 
combatir el narcotráfico y la violencia, así como suministrar información de 
inteligencia. Igualmente, apoyar el fortalecimiento de las instituciones 
democráticas y promover el crecimiento económico en la región. También 
deberían apalancar proyectos de desarrollo y acuerdos comerciales e 
inversiones en infraestructura. 

En forma paralela, Washington podría colaborar en el estudio de las 
causas fundamentales de la violencia y el narcotráfico en la región, como la 
pobreza, la desigualdad y la falta de educación y de oportunidades laborales. 
La solución a estos males implicaría invertir en programas sociales y apoyar 
iniciativas de desarrollo económico que se concentren en mejorar la vida de 
las comunidades más marginadas. 

También sería deseable que Estados Unidos opte por construir relaciones 


más sólidas con los países de la región, basadas en el respeto mutuo y en la 
cooperación. Esa ecuación incluye escuchar las preocupaciones y perspectivas 
de los líderes latinoamericanos y trabajar con ellos para enfrentar los desafíos 
compartidos. 

En conclusión, Estados Unidos puede desempeñar un papel importante en 
la promoción de la estabilidad y la prosperidad en América Latina. Si trabaja 
con los países de la región en combatir el narcotráfico y la violencia, en 
fortalecer las instituciones democráticas, en promover el crecimiento 
económico, y colabora en solucionar las causas profundas de estos problemas, 
habrá contribuido a la causa de garantizar un futuro más estable y próspero 
para la región y, en última instancia, para sí mismo. 

Tenemos que trabajar por la construcción de una democracia moderna, 
distinta de las europeas, de la de Estados Unidos, incluso de las del resto del 
mundo sajón. La nueva democracia que en su totalidad toma la decisión de 
construir una versión distinta de sociedad. 

Ya he mencionado que deberíamos tener la ilusión de que Latinoamérica 
se convierta en un gran ejemplo para el mundo, al menos en tres aspectos: en 
construir una democracia muy participativa; en el diseño de un nuevo modelo 
de relacionamiento entre la sociedad y el sector empresarial; y en la 
construcción de sociedades completamente sostenibles. 

Las razones son distintas, pero creo que es el gran momento para que 
América Latina haga eso. Ojalá en estas latitudes entendamos esa oportunidad 
y nos lo permitamos. Que todas las fuerzas faciliten el que se genere una 
versión muy amplia de esos tres modelos. 


La migración hacia el norte 

No hay duda de que uno de los mayores problemas que enfrenta América, no 
solo América Latina, es el inmenso e incontrolable flujo de personas que se 
van de sus países a buscar un mejor destino en otros lugares. Pero lo hacen sin 
plan alguno, en forma clandestina, cruzando fronteras por sitios no oficiales y 
sin permisos de tránsito ni de residencia llegan y se instalan en otras latitudes. 
Al plantear este panorama, obviamente me estoy refiriendo a la migración 
ilegal. 

Son acciones desesperadas pero llenas de sueños, motivadas por la ilusión 
de alcanzar un mejor nivel de vida. El trasfondo de todo es que se trata de un 
escape. Son millones de actos de evasión de la realidad por el convencimiento 
de que sus países no serán capaces de ofrecerles condiciones de vida decentes, 
oportunidades o un futuro para las próximas generaciones. Se trata de 


personas que, ante la resignación de nuestras sociedades y la falta de señales 
de que algo mejor podría suceder, no tienen la menor esperanza de aferrarse a 
la ilusión de que ellas mismas podrán cambiar su situación. 

Los migrantes no se resignan a vivir en países resignados. Son valientes 
que se juegan la vida porque están convencidos de que en sus países no 
podrán construir una vida mejor. Son personas que se lanzan al océano 
desconocido con el único sueño de hacer parte de sociedades desarrolladas. 

El fenómeno de la migración es resultado de sociedades que no han sido 
capaces de ofrecerles algo digno a sus ciudadanos. Cada persona que decide 
Irse, que primero atraviesa el tapón del Darién y luego el hueco en México 
para llegar a Estados Unidos, está expresando un grito de desesperanza con 
nuestras sociedades. 

Las remesas que esos migrantes les envían a sus familias son cada vez 
más grandes e importantes, como mecanismo para transferir recursos de las 
naciones ricas a las naciones pobres. Se estima que los envíos girados en el 
2020 por latinos que viven en Estados Unidos alcanzaron los 103 mil millones 
de dólares. Esta cifra es más alta que el doble de las exportaciones de un país 
como Colombia. 

La migración es también una muestra de la falta de capacidad de nuestras 
sociedades y sus líderes para ofrecerles algún tipo de esperanza a tantas 
personas. Me atrevo a decir que los seres humanos tenemos la capacidad de 
enfrentar situaciones coyunturales complejas, pero la migración es la 
respuesta a la falta de sueños e ilusiones. Al no existir proyectos colectivos 
que conduzcan a dar grandes saltos en términos de desarrollo, las personas, 
con razón, no tienen cómo generarse la expectativa de que en algún momento 
tendrán grandes oportunidades. Parece que tenemos la certeza de que las 
sociedades no van a lograr estar medianamente cerca al nivel de las 
sociedades que consideramos desarrolladas. Como estamos convencidos de 
que nuestro futuro no será el mismo de esos países, nos parece que una 
posible solución es que nos movamos hacia allá. 


CAPÍTULO 2 


Cavilaciones desde un país en vía de desarrollo 


Por supuesto, un libro de esta naturaleza, proviniendo de mí o de alguien en 
mi oficio y formación, tenía que incluir un capítulo que hiciera referencia a 
Colombia. Esta es una reflexión de largo plazo sobre lo que hemos hecho y lo 
que hemos dejado de hacer durante las últimas décadas. Y, desde luego, una 
cavilación sobre la coyuntura actual del país y sus perspectivas hacia adelante. 
Este autoexamen incluye un repaso al papel que el sector empresarial ha 
jugado durante estos años, especialmente en el ámbito económico, en el 
entendido, claro, de que su impacto toca muchas otras dimensiones. 

Los comentarios contenidos en este capítulo, aunque en su mayoría tienen 
que ver con la realidad de Colombia, han resultado aplicables a otros países 
latinoamericanos. No en su especificidad factual, pero sí en las causas, efectos 
y reacciones de nuestras sociedades, que tienen más coincidencias que las que 
a veces aceptamos. Somos increíblemente parecidos en nuestras dolencias. Es 
como si se tratara de malestares latinoamericanos que se manifiestan y se 
repiten en muchas latitudes; dolores que se entrelazan por encima de las 
fronteras políticas. 

En el caso de Colombia, pudiera afirmarse que nuestra realidad ha tenido 
características muy propias, como la violencia interna que hemos sufrido por 
más de sesenta años, o que hemos sido víctimas, como casi ningún otro país, 
del narcotráfico o el narcoterrorismo. Pero también habría que decir que 
Colombia no tendría estos niveles de violencia sin el alimento que trajeron a 
toda la región las ideas revolucionarias latinoamericanas originadas en Cuba 
en los años 1960 y 1970, que llegaron a terreno fértil por las violencias ya 
existentes entre liberales y conservadores. 

Puede ser que nuestros elementos en común provengan de mucho antes y 
sigan un hilo conductor continental mucho más poderoso, como lo muestra 
con lujo de detalles Carlos Granés en su libro Delirio americano, en el que 
dice: “Si en 1900 fue la derecha hispánica y católica la que convenció a los 
jóvenes de que el destino de América Latina no era la democracia sajona, sino 


los gobiernos de élites elevadas -lo que García Calderón llamó las 
«democracias latinas»—, desde 1963 sería la izquierda guevarista la que 
despreciaría la democracia y abogaría por la revolución de una élite 
guerrillera. Una élite igualmente inspirada y elevada; igualmente autoritaria y 
antidemocrática”. Hablar de Fidel Castro o del Che Guevara parecería una 
conversación de historia lejana, sin embargo, es innegable el efecto que sus 
ideas han tenido en nuestra región y sobre nuestras violencias a lo largo de 
estas décadas. Aún hoy, guerrillas colombianas o ideólogos de izquierda 
invocan sus opiniones, que con el paso de los años han sido más que ideas y 
se convirtieron en fuente de inspiración de cruentas luchas. Hace pocos días, 
en una discusión sobre un tema nacional, un alto funcionario del gobierno 
colombiano llegó incluso al extremo de invocar a Stalin como fuente de su 
inspiración. Esto sin mencionar los apoyos concretos en términos financieros 
y de entrenamiento que se les dieron durante muchos años a organizaciones 
insurgentes en todo el continente. 

Entonces, hablando de los vasos comunicantes en la región y a pesar de 
que el fenómeno de la violencia ha sido más profundo y permanente, parece 
que ni siquiera estos males, aparentemente exclusivos de Colombia, son 
resultado de características y causas particulares de este país; más bien 
pudiera ser que es otra manera de afrontar las mismas dolencias y los dolores 
latinoamericanos. 

Desde el punto de vista de desarrollo económico y estrategia, o la falta de 
ella, también han existido grandes similitudes entre las cosas que han hecho y 
las que no han hecho la mayoría de los países del continente latinoamericano. 

Una mirada a la historia económica de Colombia despierta una cantidad 
de preguntas, muchas de las cuales no hemos sido capaces de resolver como 
país. Sin duda, estas inquietudes son exactamente iguales para muchas, si no 
todas las naciones de esta parte del mundo. 

Claro que antes deberíamos iniciar por plantearnos algunas preguntas 
como: ¿cuál ha sido la estrategia? ¿Cómo ha sido implementada y apalancada 
por el resto de la política pública? ¿Hay alguna esperanza de que la estrategia 
conduzca a Colombia en el corto o mediano plazo a alcanzar un ingreso 
medio o alto? ¿Está consciente Colombia de la necesidad de acelerar su 
desarrollo económico para lograr su desarrollo social? ¿Cuál ha sido el 
resultado de las apuestas del pasado, como la del café, la sustitución de 
importaciones, la apertura, los hidrocarburos o la minería? En el paralelo con 
otros países de la región podríamos referirnos a otras apuestas como el cobre, 
los frutales o los cereales. 


Sigamos con las preguntas: ¿cuáles limitantes han impedido que este país 
dé “el gran salto”, si goza de tantas ventajas aparentes como ubicación, 
riqueza natural, gran cantidad de tierra fértil disponible, agua, diversidad de 
pisos térmicos, número de población importante que pudiese convertirse en un 
mercado de base sólido sobre el cual fundamentar el crecimiento de sectores 
que requieren del consumo para crecer? ¿Si es cierto que el país ha construido 
condiciones económicas relativamente estables y serias, qué impide entonces 
que florezca? ¿Tiene algo que ver en estos resultados su estructura 
institucional? ¿Dónde están las falencias y equivocaciones que han resultado 
en un rezago tan grande como el que hemos experimentado frente a los países 
que lograron dar el salto? Y finalmente, por supuesto, ¿es posible imaginar un 
futuro mejor? ¿Cómo alcanzarlo? 


La Cepal y algo más 


LOS CICLOS DE TREINTA AÑOS 

Más que un recuento histórico, quisiera hacer un repaso conceptual desde lo 
general a las estrategias, conscientes e inconscientes, de los últimos cincuenta 
años. Una primera mirada a este periodo permite claramente identificar como 
principal hecho el cambio de paradigma registrado al inicio de la década de 
1990, cuando Colombia pasó de un modelo inspirado en las ideas 
estructuralistas de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, 
Cepal, a uno inspirado en las ideas del Consenso de Washington y, hoy, 
aunque sin una definición clara de hacia dónde vamos, una reacción bastante 
extendida en contra de las ideas de los años 1990. Sin duda se trata del punto 
de quiebre más importante en términos de las políticas públicas y estrategias 
estatales, pero es menos evidente en cuanto a sus resultados tangibles. Sería 
injusto decir que no hubo un esfuerzo por cambiar el destino del país, porque 
se trató de la mayor apuesta de su historia económica, pero tres décadas 
después hay que reconocer que los resultados no fueron los esperados por 
quienes se la jugaron por ella. 

Hasta ese momento, es decir, hasta 1990, Colombia había seguido con 
gran fervor las recomendaciones planteadas por la Cepal desde los años 1960 
y por la escuela de los estructuralistas, en el sentido de que los países deberían 
intentar producir todo lo que requerían, lo que generó inicialmente un periodo 
de neoindustrialización que terminó por agotar su capacidad para seguir 
evolucionando con rapidez. Aparentemente vivimos en ciclos de treinta años, 
al cabo de los cuales decidimos tomar caminos nuevos. En otras palabras, 


ejecutar la doble idea de que había que ser autosuficiente y al tiempo 
reproducir una estructura de desarrollo inspirada en la economía 
norteamericana en la que los países podían ser productores de alimentos, 
productores agrícolas, mineros en los casos en los que se contaba con el 
recurso, y, sobre todo industriales, pensando en que la capacidad de consumo 
de cada uno de los mercados sería suficientemente poderosa como para 
apalancar el surgimiento de diversas industrias. Se hablaba de las políticas de 
sustitución de importaciones, es decir, de esforzarnos en producir todo lo que 
consumíamos porque ese esfuerzo sería el detonante para el surgimiento de 
muchas industrias. 

Al final, el modelo tuvo muchas limitaciones porque, por ejemplo, basaba 
toda su intención en imaginar que las economías se mantendrían 
suficientemente aisladas unas de las otras para evitar el efecto competitivo que 
significaba que unos serían notoriamente más eficientes que otros en cada 
producto, lo cual haría que no importara la competencia internacional a la 
hora de desarrollar cada industria. 

Era también un esquema que suponía que todos los países replicarían lo 
que había sucedido en Estados Unidos, o en la Unión Soviética de esa época. 
Diría que la observación a este último país inspiró la idea de sustituir 
importaciones, porque allá se había demostrado que un país suficientemente 
cerrado y decidido a no depender de otros, era capaz de generar desarrollos 
económicos en múltiples sectores, especialmente industriales. La Unión 
Soviética resultó en el ejemplo perfecto de que era posible replicar el 
desarrollo de Estados Unidos si los países se concentraban en producir lo que 
consumían. Luego, claro, el resultado final de la Unión Soviética terminó 
convertido en la gran inspiración para demostrar que la estrategia no 
funcionaba. 

En el fondo, el modelo se equivocó al suponer que el tamaño de cualquier 
mercado sería suficiente para jalonar el desarrollo de los distintos sectores, lo 
que, por supuesto, significó un gran error porque no era lo mismo comparar el 
tamaño del mercado de las dos grandes potencias de esa época con el de un 
país latinoamericano, aún si se tratara de México o Brasil. 

Desde el punto de vista institucional, el modelo soviético tuvo la inmensa 
falla de generar mecanismos de acumulación de poder y captura del Estado, 
que terminaron siendo profundamente ineficientes. En muchos casos, también 
se convirtieron en fuente de corrupción y de construcción de márgenes de 
ineficiencia que atentaban muy fuertemente contra la equidad y el bienestar de 
la sociedad. Algunos de los ejemplos más ilustrativos de ese esquema fallido 


tenían que ver con que los aranceles o los cupos de importación eran fijados 
mediante decisiones administrativas del Ejecutivo, que indicaban el margen 
sobre los costos de producción eficientes de otros países que algunos podían 
cobrar para vender en Colombia, o quién podía o no importar. Fueron 
innumerables los casos de capturas de rentas y alteraciones a la libre 
competencia, algo que fue directamente en contra de los ciudadanos. 

Una de las mayores fallas del sistema se originó en el hecho de que el 
modelo ignoraba completamente el efecto del desarrollo tecnológico en la 
evolución de los distintos sectores. Es así como, entre los años 1960 y 1980, 
se dio en el mundo un enorme desarrollo científico que cambió productos y 
procesos productivos y generó nuevas eficiencias e incluso nuevas calidades 
que ampliaron de manera notable la brecha entre las economías más 
avanzadas y las latinoamericanas. 

Una de las fallas más protuberantes del sistema es que el modelo no 
preveía mecanismos para impulsar el desarrollo tecnológico o generar 
procesos de apropiación que nos permitieran estar a la vanguardia de lo que 
sucedía en el mundo, por lo que no solo la brecha de eficiencia se fue 
ampliando velozmente y cualquier producto valía mucho menos en el exterior 
que en nuestras economías, sino que empezaron a aparecer numerosos 
artículos a los cuales no tenían acceso los consumidores de la región. Muchos 
recordamos la sorpresa y obnubilación que nos producía tener una lata de 
Coca Cola en nuestras manos, ver una película a color, sumar restar y hasta 
obtener raíces cuadradas en un pequeño dispositivo que cabía en la mano, la 
disposición masiva de electrodomésticos, o algo que tanto apreciamos en el 
Caribe como es el aire acondicionado, considerado por muchos uno de los 
más importantes inventos del siglo XX en términos de impacto sobre el 
bienestar de la humanidad. 

Estos ejemplos son solo una muestra de lo que en realidad sucedía en el 
planeta alrededor de la apropiación tecnológica y el desarrollo científico, 
entendidos no solamente como el mundo de los grandes inventos o 
descubrimientos, sino como los avances que producen ventura en la sociedad. 

Uno de los campos en los cuales se produjo mayor rezago fue en el de los 
métodos y las formas de producción. Me refiero a las capacidades de las 
fábricas, las eficiencias en términos de energía, tiempo o mano de obra y el 
tipo de productos que se podían elaborar. Todo esto fue ampliando 
profundamente la distancia entre países, con un impacto muy relevante sobre 
el grado de desarrollo general de la sociedad, como es la productividad del 
trabajo. 


La tecnología será siempre uno de los determinantes más importantes del 
desarrollo y de las brechas entre países. Haré varias referencias al papel que 
ha jugado y a cómo la falta de políticas tecnológicas es una de las principales 
causas de las diferencias entre países ricos y países que no lo son. 

Una de las mayores discusiones en términos económicos y sociales que se 
ha dado en la humanidad durante los últimos años es justamente la capacidad 
de trabajo del ser humano para generar valor. Es ahí donde se ha dado la 
mayor discusión alrededor de las reflexiones y teorías de pensadores tan 
importantes como Marx o Engels. Esta diferencia en términos de desarrollos 
tecnológicos y científicos condujo a que, por cada hora de trabajo, un ser 
humano en un país o en otro, fuera capaz de generar muy diferentes grados de 
valor agregado. En otras palabras, se podría decir que una hora trabajada en 
países desarrollados genera significativamente más valor que esa misma hora 
en los países que en forma peyorativa han sido calificados como en vía de 
desarrollo. Otra forma de verlo, pero igualmente dolorosa, es que lo que 
hacemos en nuestros países podría ser producido con muchas menos horas de 
trabajo, o que con el trabajo que realizamos pudiéramos producir mucho más. 

Esta realidad fue evidenciada en términos de la producción industrial, que 
claramente generaba la mayor parte del valor agregado de las sociedades. 

La expresión quizás más dramática es la registrada en términos de la 
producción del campo. Se ha argumentado que el agro, en la mayoría de los 
productos, tiene la desventaja de no ser en sí mismo un gran productor de 
valor agregado y cuyos precios están sujetos a los vaivenes de los mercados. 
Vale la pena que hablemos un poco del efecto sobre la producción agrícola y 
pecuaria porque nuestras economías han sido históricamente campesinas o 
economías del agro; cuando se producen brechas y rezagos en la producción 
del campo se produce el efecto de dejar a una muy buena parte de la 
población en condiciones de inviabilidad. Dejar campesinos en condiciones de 
falta de competitividad es dejar a millones de familias latinoamericanas sin 
capacidad de producir valor agregado. 

Por supuesto, en cualquiera que sea su estado de desarrollo, la economía 
de un país debe darle un lugar especial a la producción de alimentos, pero si 
son cosechados con más trabajo, en mucha más tierra y, probablemente, con 
calidades inferiores a los producidos por otros, evidentemente habrá una 
profundización de esa brecha. Por esta razón, cualquier modelo de desarrollo 
que incluya dentro de sus pilares la producción alimenticia y del campo, tiene 
que pasar obligatoriamente por otorgarle al campo condiciones de 
productividad suficientemente buenas para competir en el mundo. Este punto 


será mencionado con más profundidad en el capítulo sobre las propuestas. 

Todas estas interpretaciones no dejan de ser una gran tragedia, porque 
surge la pregunta obligada de cómo hacer para mejorar la productividad del 
trabajo. Es sin duda este uno de los más dicientes indicadores de desarrollo 
productivo y, por ello, es imperante lograr productividades relativamente 
similares a las registradas en los países desarrollados para alcanzar sus niveles 
de desarrollo económico y social. 

El asunto es que uno no puede dedicarse solo a aumentar la productividad 
del trabajo porque esta variable muchas veces es realmente un resultado 
promedio. Es decir, mejorar la productividad del trabajo no puede ser un 
objetivo en sí mismo sin que esté acompañado de una gran cantidad de 
objetivos en términos de desarrollo social y económico. Esta frase puede ser 
polémica porque habrá quien, con razón, argumente que desde el punto de 
vista humano es deseable reducir las horas de trabajo frente al producto que 
somos capaces de producir. Es una afirmación con la que yo estaría de 
acuerdo, pero sería una conversación en otra dimensión. En otras palabras, no 
tendría sentido solo reducir las horas trabajadas sin aumentar 
significativamente el producto en nuestras economías, dado que todavía nos 
encontramos en niveles sensiblemente más bajos en términos del producto que 
se requiere para atender las necesidades de nuestros habitantes. 

Cómo negar que hoy nuestras sociedades están condenadas a alejarse cada 
vez más de las que en esos momentos se denominaban economías 
desarrolladas. Es más, la idea de que nuestras naciones estaban en vías de 
desarrollo suena bastante ingenua debido a que en realidad el estudio de 
tendencias de para dónde iban unos y otros países permitía proyectar un futuro 
inmensamente más desigual que el presente vivido en ese momento. El 
modelo no solo no está produciendo el desarrollo sectorial y económico 
soñado por sus inspiradores, sino que está ampliando las diferencias, ya 
inmensas, entre unos países y otros. 

La pregunta hoy entonces es: ¿están nuestros países encarrilados en la vía 
del desarrollo? ¿Se puede afirmar que es cuestión de tiempo que alcancemos 
el desarrollo que soñamos o que creemos merecer? ¿Estamos en el camino 
correcto? Debo reconocer que por las razones expuestas en este libro tengo 
inmensas dudas a ese respecto y no creo que vayamos por el camino correcto. 
Por el contrario, considero imperante que toda América Latina dé un giro 
importante en su rumbo y corrija lo hecho hasta el momento. 

Por todas estas razones, resulta por decir lo menos inquietante oír voces 
que argumentan que el desarrollo debe migrar hacia modelos basados en la 


fortaleza de los mercados locales y en la reducción de la dependencia de otros 
países. La búsqueda de la soberanía y autonomía productiva, el 
proteccionismo y la restricción a los mercados, generan la sensación de que 
podríamos estar nuevamente pensando en modelos neocepalinos que pudieran 
terminar tan equivocados como las versiones de modelos neoliberales que 
experimentamos en América Latina. Soy consciente de que esta frase podría 
herir susceptibilidades académicas de algunos, pero no es para nada el sentido 
de este libro, que por el contrario busca identificar dónde están los desaciertos 
y aciertos que nos tienen donde estamos hoy, reconociendo que no estamos 
donde hubiéramos querido y soñado, por lo que debemos generar nuevas 
estrategias que nos conduzcan a mejores estados de la sociedad. 

En ese contexto, y después de tres décadas de haber surgido estas ideas, a 
finales de los años 1980 se generaron nuevas reflexiones. Eran inquietudes 
llenas de preocupación alrededor de las brechas que en ese momento el 
planeta estaba alimentando. Con países inmensamente ricos, desarrollados, 
con capacidades sociales superiores, con sendas de investigación a nivel 
científico cada día más alejadas de las realidades de un grupo muy grande de 
países que se estaban quedando rezagados. Hay que decir que a la fecha las 
brechas se han profundizado, pero hubo un grupo muy importante de países 
que lograron pasar de una categoría a la otra. Pretendo darle una mirada a la 
experiencia de esos países, e identificar qué deberían hacer los rezagados de la 
región latinoamericana para reducir esa brecha. 

Volviendo a los años 1980, una de las iniciativas más importantes fue la 
que se desarrolló alrededor de las entidades multilaterales y los centros de 
pensamiento económico, especialmente en el Banco Mundial y en el Fondo 
Monetario Internacional, que generaron toda una escuela económica y política 
que había de ser la gran protagonista de los siguientes treinta años. 


El revolcón de los años 1990 en Colombia 

La piedra angular en el cambio de paradigma se dio en 1989, cuando John 
Williamson, economista británico muy influyente en las más importantes 
entidades del mainstream económico, el FMI y el Banco Mundial, citó en el 
marco del Institute of International Economics a una conferencia que 
denominó “El ajuste latinoamericano: ¿qué tanto ha pasado?”. Williamson 
presentó allí una compilación de las más importantes teorías que defendían el 
libre mercado y en el entorno internacional de ese momento encontró una 
oportunidad única para convertirse en fuente de inspiración de las políticas 
económicas de las siguientes décadas. 


La conferencia de Williamson no podía haber sucedido en un momento 
más oportuno: la Unión Soviética tambaleaba en forma definitiva, afectando 
mortalmente el modelo de las economías centralmente planificadas. Alemania 
daba los primeros pasos hacia su reunificación tras la caída del Muro de 
Berlín. Latinoamérica estaba sumida en la crisis de la deuda externa y el 
fracaso de las ideas cepalinas de industrialización de las que ya he hablado, y 
Estados Unidos luchaba contra la creciente inflación, que logró contrarrestar 
con un importante crecimiento en las tasas de interés. La medida tuvo 
consecuencias en la actividad económica local, pero profundizó los efectos 
sobre los ya sobreendeudados países en desarrollo. El objetivo primordial era 
tratar de corregir las causas que aumentaban la brecha entre los países 
desarrollados y los en vía de desarrollo, especialmente en América Latina. De 
alguna forma, esta región ha sido el laboratorio en el cual se han 
experimentado, no siempre con éxito, muchas ideas de los organismos 
multilaterales. Y surgió otra idea que treinta años después sería declarada 
ineficaz. 

El planteamiento general expresado en forma de receta, según Williamson 
—convertido en mandamientos por muchos—, correspondía a un decálogo de 
acciones y principios de política pública. Como vamos a ver, la mayoría de las 
recomendaciones se refieren a ejercicios desde la órbita de lo 
macroeconómico. Una de las características más notables de esta escuela es 
que se concentra en las condiciones que considera propicias para que el 
mercado pueda desarrollar libremente sus máximas potencialidades. Es por 
esta manera de pensar que finalmente es llamada neoliberalismo y que fue 
ampliamente divulgada por la llamada escuela de Chicago. Así aparecieron en 
escena los llamados Chicago Boys. 

El decálogo de este “movimiento” económico constituye la base de mucho 
de lo que sucedió en América Latina durante estas tres últimas décadas. Los 
principales puntos de la receta son: 


1. Disciplina fiscal 

Una de las principales características de las economías de la década de 
1980 es haber perdido el control de los niveles de endeudamiento de los 
gobiernos centrales; años más adelante vendría la crisis de los gobiernos 
territoriales en la mayoría de los países de la región, pero en ese momento 
prácticamente todos los países perdieron la capacidad de atender las 
obligaciones que asumieron con los prestamistas internacionales y con 
organismos multilaterales. Buena parte de la literatura que estudia lo sucedido 


en esos diez años la denomina como la “década perdida”. 

No es de extrañarse entonces que muchas de las reflexiones planteadas 
hayan nacido justamente en estas últimas organizaciones porque, de alguna 
forma, fueron víctimas de la incapacidad de pago de los países que las 
integraban. Aun así, no dejan de tener culpabilidad por haber permitido que 
los saldos de endeudamiento aumentaran exageradamente, hasta el punto de 
no saber si de verdad esas economías serían capaces de atender sus deudas. El 
único país de América Latina que no cayó en default en términos del pago de 
su deuda externa fue Colombia, quizás por haber tenido la suerte de contar 
con ministros de Hacienda que eran expertos fiscalistas. Menciono aquí a 
grandes economistas como Rodrigo Botero o Roberto  Junguito, 
especializados en hacienda pública, cuyas decisiones permitieron navegar, sin 
naufragar, las aguas de las dificultades fiscales y de endeudamiento. 

Ante esta realidad, la primera recomendación de fondo de estos 
economistas fue mantener prácticas de disciplina fiscal que aseguraran la 
atención de la deuda que adquirían con otras economías, al tiempo que 
controlaban sus gastos e inversiones locales. 


2. Reordenamiento de las prioridades en el gasto público, con énfasis en 
políticas en pro del crecimiento de la atención a la población pobre, 
concentrándose en salud, educación e infraestructura. 

Este mandamiento es de alguna forma el reconocimiento de la necesidad 
de atender las graves carencias sociales de nuestras sociedades. En el caso de 
Colombia, los datos de pobreza en ese momento superaban el 50 por ciento de 
la población, las tasas de analfabetismo eran de alrededor del 11 por ciento, y 
la cobertura de salud era de menos del 13 por ciento en el régimen 
contributivo, mientras el régimen subsidiado prácticamente no existía.* 

En el caso de Colombia, la deuda social del Estado con la población era 
inmensa, y estamos hablando de las necesidades más básicas desde el punto 
de vista humano. Ni hablar del rezago en términos de infraestructura, 
educación superior, bienes públicos o seguridad. La Colombia de 1990 era 
una sociedad en la cual el Estado había cumplido muy pocas de sus promesas, 
muchas de ellas constitucionales y todo esto sin tener en cuenta lo que se 
venía como responsabilidades del Estado en la nueva Constitución de 1991. 

A la Colombia de entonces le ajustaba muy bien la recomendación de 
dedicar sus escasos recursos a la atención de esta deuda social. Claro, faltaba 
por asegurarse de que nuestra sociedad fuese lo suficientemente capaz de 
producir recursos para canalizarlos hacia esas necesidades. 


Otra parte implícita en esta recomendación, aunque no suficientemente 
enfática, es la responsabilidad del Estado de garantizar que la política social 
sea un ejercicio correcto de redistribución del ingreso y la riqueza. Esta es una 
gran necesidad, pero Colombia ha sido especialmente débil a la hora de 
cumplirla. 

Son conocidos los cálculos que hablan de cuál es el coeficiente Gini antes 
de que los recursos lleguen al Estado para ejecutar la política pública, y cuál 
es el coeficiente Gini después de la política pública. Las cifras demuestran 
plenamente que el papel del Estado es prácticamente inexistente en términos 
de producir resultados que reduzcan la inequidad. Esta es sin duda una de las 
grandes tareas pendientes hoy y deberían estar atadas no solo a las políticas de 
superación de pobreza sino también a la producción de riqueza, uno de los 
conceptos más escasos en nuestros países. 


3. Las reformas tributarias deberían concentrarse en aumentar la base de 
contribuyentes y en moderar los impuestos a las actividades marginales. 

Esta recomendación de los autores del decálogo era muy pertinente para el 
caso colombiano, porque la capacidad del Estado de llegar con controles 
tributarios a la mayoría de la población era muy escasa. Ya en 1977, el 
entonces presidente de la Andi, Fabio Echeverri Correa, se pronunció respecto 
de una reforma tributaria adelantada por el gobierno de Alfonso López 
Michelsen que en teoría pretendía aumentar la base de contribuyentes: “Es 
dudoso que se hayan incorporado al colectivo tributario muchos otros que 
anteriormente no pagaban impuestos en la proporción que en justicia les 
correspondía”. 

Siento que yo he pronunciado esas mismas palabras en muchas ocasiones 
durante los últimos años, en prácticamente todas las conversaciones alrededor 
de las frecuentes reformas tributarias que se tramitan en Colombia. 
Probablemente debo ajustarlas y decir que hay muchos que nunca han pagado 
nada. Seguramente, esta seguirá siendo una afirmación válida por muchos 


años. 


4. Liberalización de las tasas de interés. Fieles al origen económicamente 
liberal, que debo decir comparto en muchas de sus manifestaciones y 
recomendaciones, los inspiradores del Consenso de Washington 
expresaron su preocupación por el hecho de que durante esos años fueran 
muy comunes los controles de precios en el mercado financiero, es decir, 
la definición administrativa de cuál debería ser la tasa de interés que 


podrían cobrar los bancos por los créditos y cuál pagarles a los 
ahorradores por sus depósitos. 

Estas prácticas generaban inmensas distorsiones en la economía, 
incluyendo la imposibilidad de diseñar políticas de financiación del Estado en 
los mercados, y, por supuesto, el riesgo de inestabilidad del sistema mismo en 
caso de crisis de confianza o volatilidad. Además de esto, era latente la 
preocupación de que el Estado tuviera que ser el garante de última instancia 
ante eventuales dificultades. 

En el caso de Colombia, estaba totalmente fresca la experiencia del Grupo 
Grancolombiano y del Banco Nacional, asumidos por la nación por esta razón 
y por muchas otras relacionadas con la falta de regulación y de restricciones a 
la actividad financiera y su capacidad de entrometerse en otros ámbitos. 

También era natural que se buscaran mercados que funcionaran libre y 
eficientemente, dada la convicción también expresada en este decálogo de que 
la economía debería abrirse en términos internacionales, lo que incluía a los 
mercados de valores y financiero. Ningún sistema intervenido artificialmente 
podría soportar esa apertura sin entrar en graves crisis. 


5. Búsqueda de tasas de cambio competitivas, permitiendo que fuesen 
fijadas con fundamento en economías sólidas o flotadas, con mecanismos 
transparentes. 

Otra fuente de distorsión artificial, común en esas décadas, fue tratar de 
manipular la tasa de cambio de los países para acomodar la economía y 
solucionar problemas puntuales, muchos de ellos de corto plazo, relacionados 
con deuda, política fiscal, o incluso para darle más o menos competitividad a 
los productos que se pretendían exportar o importar. Lo cierto es que uno de 
los grandes aportes del debate abierto por este grupo fue lograr amplia 
aceptación alrededor del papel que la tasa de cambio juega como “traductora” 
o “intérprete”, que les permite a las diferentes economías conversar entre sí, a 
pesar de las diferencias en sus estructuras. 

La tasa de cambio es realmente ese mecanismo que permite comparar 
unas economías con otras y cuando las economías son fuertes y se comportan 
bien desde el punto de vista de su capacidad de compra para los ciudadanos, 
se reflejará en que el precio relativo de su moneda frente a otras será mejor. 
Lo mismo sucederá en el caso contrario, si existe el riesgo de entrar en crisis. 

Si bien esta política cambiaría radicalmente los instrumentos de política 
pública que eventualmente pudieran utilizarse para manipular algunas de las 
variables económicas, lo cierto es que uno de los grandes logros del Consenso 


de Washington fue el de convencer a una muy buena parte de países del 
beneficio de adoptar tasas de cambio que permitieran reflejar los términos 
relativos entre unas economías y otras. Este mecanismo permitirá escenarios 
de oferta y demanda de monedas que serán los que determinen los niveles de 
las tasas de cambio. 

En el caso de Colombia, el país venía de una práctica de definición de la 
tasa de cambio por parte de las autoridades económicas por la cual la 
definición de la tasa de cambio la hacía el gobierno nacional. Desde finales de 
los años 1960, el mandato de Carlos Lleras Restrepo utilizó un mecanismo 
parecido a un cuentagotas, en el que día tras día introducía un poco de 
devaluación. Eran microdevaluaciones que en inglés se conocían como 
“crowling peg”. 

En todo caso, era muy llamativo porque todo el mundo asumía que el 
camino natural era que la tasa de cambio se devaluara día tras día; es decir, 
había un reconocimiento explícito de que después de cada jornada económica 
nuestra moneda perdía valor frente al dólar. Era sin duda alguna un acto de 
resignación institucional que aceptaba que la brecha frente a la divisa 
estadounidense se abría más a medida que pasaba el tiempo. 

Pero no era solo resignación. Era la realidad. Los sistemas económicos de 
nuestra región estaban condenados a rezagarse cada vez más. Había una 
complicación adicional y era que el sistema de microdevaluaciones no 
permitía saber en realidad cuál era la tasa de cambio equivalente que debería 
regir en caso de que se permitiera el flujo libre entre países. Por esta razón, en 
varias ocasiones fue necesario recuperar el espacio perdido, tanto así que 
durante el ministerio de Hacienda de Rodrigo Botero fue necesario hacer una 
serie de microdevaluaciones anuales que condujeran a una devaluación total 
del 50 por ciento. Por supuesto, eso de las microdevaluaciones fue un asunto 
meramente semántico. 

Cuando Colombia decidió que la tasa de cambio flotara libremente, en 
forma paralela le dio total autonomía al Banco de la República —el banco 
central- y de paso le permitió convertirse en soporte del mercado cambiario 
mediante el manejo de las reservas internacionales y de otros mecanismos 
monetarios. Dicha decisión está contenida en el texto de la Constitución de 
1991, cuyo artículo 371 dice: 


El Banco de la República ejercerá las funciones de banca central. 
Estará organizado como persona jurídica de derecho público, con 
autonomía administrativa, patrimonial y técnica, sujeto a un régimen legal 


propio. Serán funciones básicas del banco de la república: regular la 
moneda, los cambios internacionales y el crédito; emitir la moneda legal; 
administrar las reservas internacionales; ser prestamista de última 
instancia y banquero de los establecimientos de crédito; servir como 
agente fiscal del gobierno. 


6. Liberalización del comercio internacional 

Una de las recomendaciones con las que más se asocia al Consenso de 
Washington es la de propender por una economía mundial con total libertad 
en términos de comercio internacional. Supone esta tesis que la competencia 
amplia será capaz de producir desarrollo en aquellos sectores donde los países 
tienen posibilidades de triunfar. Así expresada, suena como una propuesta 
bastante justa desde el punto de vista de la competencia entre economías. Sin 
embargo, esta idea de justicia económica puede ser causante de grandes 
inequidades o injusticias desde lo social. Detrás de esta misma iniciativa está 
latente la posibilidad de que los ganadores son los que merecieron ganar, pero 
este principio general se aleja cruelmente de los preceptos de equidad 
humana. Ahí es donde tengo las mayores diferencias con mis colegas 
neoliberales en relación con las políticas de desarrollo. 

Esta recomendación es la gran estocada contra la idea cepalina de que las 
economías que producen lo que consumen lograrán un grado de desarrollo 
similar al de los países que han asumido el liderazgo mundial. 

La gran limitación práctica de esta sugerencia es que ser viable presupone 
que todos los países y sus economías adoptan esta decisión con igual grado de 
compromiso. Y no solo cree que todos los países lo harán, sino que además 
tendrán un comportamiento suficientemente ético como para “no hacer 
trampa”, algo que en comercio se conoce como prácticas desleales. 

Colombia tiene un antecedente que en su momento generó grandes 
discusiones, cuando a finales de la década de 1970 Rodrigo Botero, ministro 
de Hacienda, lanzó la idea de que para despegar el sector productivo se 
requería de lo que él llamó “la ducha fría de la competencia”. Seguramente, el 
planteamiento estaba inspirado en los mercados desarrollados, pero le faltaron 
infinidad de complementos que pudieran conducir a los resultados que en ese 
momento el gobierno imaginaba. 

Esa fue una de las recomendaciones que Colombia asumió con especial 
interés porque buscó reducir aranceles, eliminó las listas previas para importar 
y buscó, y aún busca, firmar acuerdos de libre comercio con otras economías. 
En términos generales podría decirse que durante los últimos treinta años los 


gobiernos han hablado claramente de su aspiración e intención de conducir al 
país hacia un modelo de apertura simple, con muy pocas políticas de 
desarrollo que lo acompañen. 

Sobre este tema es bien conocida por muchos mi opinión, lo que me ha 
valido críticas de muchos de mis amigos economistas, porque creo 
firmemente que una de las más grandes equivocaciones en que puede incurrir 
un país es pensar únicamente en abrir su economía, sin adoptar otras muchas 
decisiones que le permitan a su aparato productivo no solo ser muy 
competitivo sino aprovechar de la mejor forma su posición estratégica para 
vender la mayor cantidad de productos y convertir su valor agregado en 
riqueza para la población. Este es el gran desacuerdo que muchos saben he 
tenido desde el punto de vista intelectual con las ideas del Consenso de 
Washington y sus seguidores neoliberales en el campo del desarrollo 
productivo. 

Muchas veces lo he comparado con una mesa de tres patas que 
indefectiblemente va a terminar coja e inestable, o con el músico virtuoso que 
sabe perfectamente su partitura, pero olvida afinar su instrumento. Puede ser 
que logre algunos sonidos parecidos a los originales de la obra, pero con 
seguridad todo le va a salir muy mal. Se requiere de buenos músicos, buenos 
instrumentos y, aunque parezca obvio, es clave afinarlos muy bien. 

Entonces, la pregunta más importante, a mi parecer, es: ¿qué deberían 
hacer un país y un sistema productivo para enfrentar en forma adecuada una 
apertura como la planteada por esta escuela? En el caso de Colombia, me 
pregunto ¿qué hemos debido hacer para jugar bien ese juego? 

Luego está la otra parte de la ecuación y tiene que ver con la manera como 
se van a comportar los competidores en ese acto de fe que es la competencia 
perfecta. Me refiero a los productores en forma individual y a las economías 
en las cuales ellos operan. 

Las ideas planteadas en este libro giran en buena parte, al menos desde el 
punto de vista económico, alrededor de estas preguntas y sus posibles 
respuestas. 


7. Liberalización de los flujos de inversión extranjera directa. 

Como complemento de la sexta recomendación del decálogo, referida a la 
liberalización de los flujos de comercio, esta idea resulta más que interesante. 
Recordemos que, a finales de la década de 1980, cuando surgieron estos 
planteamientos, el mundo tenía muchas y grandes limitaciones, algunas de 
ellas derivadas de la existencia de la cortina de hierro, entendida como la 


Unión Soviética y los países de su órbita, con los cuales desde occidente los 
intercambios económicos, culturales, de personas, de conocimientos y 
políticos, eran muy limitados. 

Era muy complejo imaginar en ese momento, por ejemplo, grandes flujos 
de inversión entre algunos países de las dos órbitas. Pero dichas restricciones 
no eran solo entre esos dos mundos porque en nuestros países se aplicaban 
restricciones que hoy nos parecerían ilógicas, como la que existía en 
Colombia para que los extranjeros pudiesen ser propietarios de más del 49,9 
por ciento de las entidades bancarias; abundantes requerimientos de 
autorizaciones previas para realizar inversiones extranjeras O limitaciones 
relacionadas con la propiedad de la tierra; o, como sucede todavía en algunos 
países de América Latina que imponen trabas para invertir en áreas con 
hidrocarburos, como es el caso en Venezuela; o de minerales estratégicos 
como el cobre y el litio en Chile. Parecería que en términos de inversión 
extranjera esos años ochenta están más presentes de lo que pudiéramos 
imaginar. 

Una de las grandes virtudes de permitir la inversión extranjera en países 
de nuestra región era justamente abrir la posibilidad a procesos de 
transferencia tecnológica y científica, que nos permitieran recuperar parte del 
retraso acumulado por décadas. Aún hoy, ese mecanismo sigue siendo uno de 
los más efectivos en términos de contar con estándares más actualizados en 
términos de procesos productivos y productos. 


8. Privatización de las actividades en las cuales el Estado está en 
desventaja con el sector privado. (Las formas acá importaron mucho 
porque en numerosos casos los procesos de transferencia al sector 
privado de actividades y bienes públicos resultaron corruptos. Esto fue 
particularmente dramático en las economías con influencia de la antigua 
cortina de hierro). 

Una de las características principales de los procesos cepalinos, así como 
también de las herencias o influencias socialistas, consistía en que el Estado 
pudiera ser muy activo en la elaboración de algunos productos que 
eventualmente el mercado no era suficientemente “atrevido” para producirlos. 
Se asumía que algunos negocios podrían ser tan atractivos que sonaba 
razonable que fuesen propiedad del Estado para garantizar, entre otras cosas, 
su función equitativa. Lo cierto es que en muchos países los Estados se 
involucraron en una gran cantidad de actividades productivas que en la 
actualidad podríamos pensar son del resorte natural del sector privado. La lista 


es bastante larga y podríamos iniciar con todos los servicios públicos, como 
acueductos y alcantarillados; generación, transmisión y distribución eléctrica; 
ferrocarriles, puertos, carreteras, transporte municipal, telecomunicaciones y 
medios de comunicación como la televisión, bancos, compañías de seguro, 
empresas productoras de fertilizantes y vacunas, aerolíneas, organizaciones 
logísticas y de soporte al agro, mataderos y frigoríficos, compañías mineras y, 
por supuesto, ocupan un lugar muy destacado las compañías de exploración, 
explotación y refinación de hidrocarburos. En particular, estas mismas ideas 
parecen estar en la mente de actuales líderes, que con frecuencia afirman que 
unas y otras actividades deberían ser adelantadas por el gobierno por el solo 
hecho de ser rentables. 

Otra de las lógicas que conducía a que el Estado terminara siendo 
propietario de empresas, era que, dado que los países le jugaban a la 
sustitución completa de importaciones, aquellos asuntos en los cuales el sector 
empresarial privado no tenía la iniciativa o la capacidad de desarrollar alguna 
actividad en particular deberían ser asumidas por el Estado. Esta premisa tenía 
el inmenso problema de que casi por definición se trataba de actividades no 
rentables, lo que condujo a profundizar la falta de eficacia del Estado en su 
gestión, en este caso, empresarial. 

En el caso de Colombia, también hubo compañías de otro estilo, como por 
ejemplo las que resultaron de las intervenciones del sector financiero cuando 
el Estado tuvo que asumir la operación y responsabilidad frente a ahorradores; 
o las compañías y empresas que fueron el resultado de las políticas de 
fomento industrial generadas a raíz de la recomendación de la Cepal de 
sustituir importaciones en todos los sectores. Lo cierto es que en ese momento 
los Estados eran dueños de una gran cantidad de empresas que pudieran ser 
perfectamente desarrolladas y operadas por agentes distintos a ellos. 

Esta recomendación del Consenso de Washington pasó por un debate 
ideológico interesante, aunque hoy nos puede parecer casi arcaico en cada uno 
de los casos que tenían que ver con la opinión de la sociedad sobre si un 
servicio o un producto específico podía ser prestado o producido por agentes 
privados, sin ceder autonomía nacional o posiciones estratégicas vitales para 
el país. Se hablaba incluso de la posibilidad que tendría un privado de operar 
las telecomunicaciones, asegurando que se mantenía íntegramente el derecho 
a la privacidad. Es decir, se hablaba de la capacidad de negociar con la 
sociedad el que pudiera tener una compañía en caso de que, por ejemplo, 
controlara el acueducto de una población, o el suministro de combustibles; o 
en los casos más extremos, se hablaba de seguridad nacional, referida a la 


importancia que tendría un puerto, un aeropuerto, una carretera, o el sistema 
bancario, en caso de un conflicto bélico. Eran épocas de grandes paranoias, 
teorías de complot y complejos de persecución y por eso cuando se hablaba de 
la posibilidad de abrir la economía a inversiones privadas, o peor aún, de 
inversiones extranjeras, siempre salía a relucir la excusa de la seguridad 
nacional. Quizás era también una herencia de la Guerra Fría, que por más de 
cuarenta años había dominado la escena de la geopolítica mundial. 

En Colombia existían compañías en todas las categorías anteriores, 
algunas muy importantes en el sector eléctrico o en el servicio público de 
telecomunicaciones. Pero también había otras completamente inviables, 
resultado de la idea de que el Estado debería cubrir los espacios desatendidos 
por el sector empresarial de forma espontánea. En la mayoría de los casos, 
estas últimas empresas tenían pocas o nulas probabilidades de ser posibles o 
viables, por lo que muchas desaparecieron en el proceso de su intención de 
privatización. 

En los demás sectores hubo un activo programa que inició con la 
privatización de compañías en las cuales no había mucha duda ideológica 
alrededor de la tranquilidad que todos los ciudadanos sentían sobre su venta al 
sector privado. Paulatinamente se fueron adelantando procesos que 
permitieron esta transición. Solo para que ilustremos este punto, menciono 
con un ejemplo reciente la conversación ideológica que había en este frente. 

Si bien el proceso del que quiero hablar arrancó formalmente en el 
gobierno de Andrés Pastrana -1998-2002-, solo fue hasta 2016 cuando 
vendieron el 57,6 % de Isagén, que era propiedad de la nación. Y para que nos 
hagamos una idea del contenido ideológico de estas discusiones, los 
principales contradictores del proceso surgieron desde el Centro Democrático, 
partido político liderado por el expresidente Álvaro Uribe Vélez, declarado el 
movimiento más de derecha en el espectro ideológico del país. Los 
argumentos esgrimidos giraron alrededor de la inconveniencia de que el 
Estado le vendiera a un privado la tercera generadora de energía del país, 
creando según ellos condiciones de eventual pérdida de autosuficiencia y 
autodeterminación en términos de política energética. Si esto lo dijo el partido 
de la derecha nos podemos hacer una idea de cómo fueron las conversaciones 
sobre ese tema. 

Una segunda fase del proceso de participación del sector privado en 
algunas actividades del ámbito del sector público se dio con el desarrollo de 
nuevas facilidades de infraestructura, como la construcción de carreteras, la 
conversión a autopistas de vías ya existentes o proyectos de nuevos 


aeropuertos. 

No tengo la menor duda de que con una regulación estricta y con 
definiciones de política pública claras, algunos sectores, entre ellos el de la 
infraestructura, podrían apalancarse en las capacidades técnicas y financieras 
del empresariado. Nadie puede negar que la proveeduría de bienes públicos es 
responsabilidad del Estado, más si nos referimos a vías que conectan regiones 
a las cuales históricamente el Estado no ha tenido la capacidad de llegar; o, si 
se están conectando algunos centros productivos donde se desarrollan 
actividades que generan empleo y valor, con puertos y canales de 
comunicación con mercados internacionales. 

La lógica que justifica la participación del sector privado en estos 
proyectos es tan simple como contundente: 


+ El desarrollo de las grandes obras de infraestructura está 
íntimamente atado a inmensas capacidades técnicas y de ejecución, 
para lo cual existen organizaciones a lo largo y ancho del planeta 
especializadas en ello. Están los expertos en túneles, en puentes y en 
grandes movilizaciones de tierra, así como los ingenieros calculistas 
y diseñadores, por mencionar algunos. 

+ La construcción de estos proyectos requiere de inmensas cantidades 
de recursos desde el punto de vista financiero, que normalmente 
están por fuera de las capacidades de corto plazo de cualquier 
Estado. Más en el caso del precario desarrollo de la infraestructura 
de muchos de los países latinoamericanos, como es el caso de 
Colombia. 

+ Existen mecanismos mediante los cuales se le puede ofrecer al sector 
empresarial que se encargue de los proyectos, los financie, y utilice 
los más altos estándares para desarrollarlos y ejecutarlos de la mejor 
forma en el mejor tiempo posible. 

+ El arte de este modelo está en identificar mecanismos que eviten 
situaciones en las cuales se produzcan desequilibrios que conduzcan 
a injusticias con el Estado, con los usuarios, o con los 
desarrolladores. 

+ El modelo debe ser suficientemente claro también para asegurar que 
los riesgos están en cabeza de la parte que debe asumirlo. Por 
ejemplo, si una sociedad decide que para construir vías y 
mantenerlas es necesario que sus ciudadanos asuman un costo por su 
utilización, esta regla debe mantenerse en todo momento. Uno de los 


mecanismos de financiación más utilizados es el de que el Estado 
ceda de manera temporal ese pago de los ciudadanos a quien 
subvenciona el proyecto. Pero, nuevamente, surge la definición 
ideológica de si las personas pagamos o no por el uso de los bienes 
públicos, no le corresponde al privado sino al Estado, y solo en los 
casos en los cuales toma la decisión de generar el cobro lo puede 
utilizar como mecanismo de soporte para su financiación. 


Los proyectos de infraestructura son por definición de largo plazo, tanto en su 
construcción, como en su periodo de amortización. Por esta razón es que se 
busca apalancar su construcción con el cobro del uso a los ciudadanos durante 
muchos años. Desde el punto de vista político e ideológico, el modelo tiene el 
inmenso problema de que la mente colectiva y su capacidad de tener memoria 
es siempre muy frágil, por lo que muy probablemente después de diez años de 
estar tratando de recuperar el costo de la inversión inicial, mucha gente no 
recordará cuál fue el acuerdo con el cual se inició todo. 

Luego está el inmenso problema que generan eventuales fallas en el 
diseño o la construcción y, por ello, con razón, la ciudadanía es implacable en 
sus reclamos y cuestionamientos por el mal funcionamiento de los bienes 
públicos. Las críticas se exacerban cuando se identifica que detrás pudo estar 
una empresa privada, señalada como culpable por parte del Estado. 
Normalmente, las crisis originadas en proyectos u obras desarrolladas bajo la 
modalidad de concesión tienen un inmenso riesgo reputacional que siempre 
sale a relucir. 

Se podría pensar que esta lógica compleja es propia de movimientos 
populistas de izquierda, pero no es así. A comienzos del gobierno de Álvaro 
Uribe -2002-2010-, fui invitado por su ministro de Transporte, Andrés Uriel 
Gallego —q. e. p. d.— para hablar del sistema de concesiones. Recuerdo 
perfectamente que al final de su exposición dijo que no estaba de acuerdo con 
esa figura contractual porque era un mecanismo para enriquecer a las 
compañías de construcción y de ingeniería. Por supuesto que las compañías de 
construcción e ingeniería no serían parte de este modelo, ni de ningún otro, si 
no tuvieran la expectativa de generar rentabilidad. 

Como resultado de esta conversación y seguramente de muchas otras 
reflexiones, durante más de dos años el proceso de otorgamiento de nuevas 
concesiones estuvo totalmente paralizado. La verdad es que en aquel 
momento la construcción de vías nacionales fue muy lenta, y se concentró 
exclusivamente en lo que el ministro Gallego denominó entonces como el 


plan 2.500, que se dedicaba a construir vías, sobre todo rurales —que por lo 
demás eran y son totalmente necesarias—, cuando en realidad un país no puede 
escoger entre hacer unas y otras si tiene la posibilidad de hacer las dos. 

Tres años después recibí una nueva invitación del ministro Andrés Uriel, 
en la que me expresó su intención de reactivar el sistema de concesiones 
porque en su opinión era la única forma de adelantar las grandes 
construcciones que requería Colombia. 

La posibilidad de multiplicar la capacidad de ejecución del Estado por 
medio de los sistemas de concesión es considerable, tanto desde el punto de 
vista técnico como desde el financiero. Por eso, durante estos años hemos 
visto cómo se produce un péndulo entre quienes creen que los privados se 
benefician de construir obras por la modalidad de concesión, e incluso 
obtienen de ellas rentabilidades, y los que opinan que sin este esquema es 
imposible adelantar obras que muchas veces son de gran magnitud y costo, 
pero totalmente necesarias para intercomunicar al país y comunicarlo con el 
mundo. 

Hace pocos meses oímos, por ejemplo, al presidente Petro hablar en 
contra de las concesiones, diciendo que eran grandes vías para transportar 
productos importados. Eso no deja de ser cierto, pero también lo es que 
transportan los productos exportados, y muy especialmente a los colombianos 
en su territorio. Lo más preocupante es que esas vías son la base de cualquier 
proceso de industrialización y desarrollo productivo. Sin una infraestructura 
decente no es posible adelantar una estrategia de industrialización o de 
generación de nuevas capacidades en el campo. Pero seguramente por el 
hecho de que en esos proyectos se requiere de la participación del sector 
privado, los mismos son fuente de fuertes ataques ideológicos que provienen 
del, nada más ni nada menos, presidente de la república. Colombia está lejos 
de tener capacidades de infraestructura excedentarias. Ojalá llegáramos a ello. 


9. Desregulación: reducir la regulación gubernamental excesiva y 
eliminar barreras burocráticas para facilitar la actividad empresarial y 
promover la competencia. 

Las economías que seguían las recomendaciones de lo que hemos llamado 
el modelo cepalino, iban de la mano de Estados intervencionistas. No se 
trataba de economías centralmente planificadas, pero de alguna forma se 
podía intuir la aspiración, o la ilusión, de que muchos de sus líderes tenían el 
poder desde el gobierno de definir las cosas que sucedían en el entorno de la 
producción en los mercados. Eran economías reguladas, pero en temas que 


ignoraban los principios de la microeconomía y muchos de la 
macroeconomía. 

La intervención de las tasas de interés, como hablábamos en párrafos 
anteriores, o de las tasas de cambio, o las definiciones de cupos de 
importación, o la afectación de precios por la vía de controles, o definiciones 
de aranceles a sus materias primas o productos sustitutos, son ejemplos de 
economías llenas de regulaciones y, por lo tanto, sujetas a un altísimo riesgo 
de equivocación por parte de sus inspiradores. Para no hablar de la 
inexistencia de mecanismos de ajuste automático que permitan corregir 
eventuales distorsiones en los mercados, como, por ejemplo, precios con tope 
que no pudieran reaccionar ante situaciones de escasez, con el eventual riesgo 
de creación de mercados subterráneos. 

Esta última discusión recobra actualidad porque ante el crecimiento 
generalizado de precios, especialmente de alimentos —algo que afecta 
sobremanera a las poblaciones más vulnerables—, es común que surjan voces 
que propongan bajar la inflación por decreto, es decir, mediante mecanismos 
de control de precios. Desde siempre esta ha sido una solución populista que 
en realidad implica un riesgo importante para la economía porque en 
apariencia en el muy corto plazo se está solucionando la inflación, pero en el 
mediano plazo generará inmensos problemas al distorsionar mercados hasta el 
punto de generar escasez y, muy seguramente, traerá fuertes dolores de cabeza 
para la población en general porque recuperar el funcionamiento normal de la 
economía tomará mucho tiempo. 

Durante los últimos tiempos hemos visto que algunos gobiernos, como el 
argentino, han caído en la tentación de establecer mecanismos de control de 
precios que han terminado en situaciones aún más indeseables como la 
escasez O la creación de mecanismos de mercados negros o contrabando. 

Ahora, cuando los Estados deciden permitir la participación del sector 
privado en entidades históricamente públicas, aparece la necesidad de generar 
nuevas regulaciones que garanticen la prestación de los servicios para 
proteger al consumidor de eventuales abusos por parte de productores y 
prestadores de servicios. Quizá una de las medidas más importantes está 
relacionada con el hecho de que, en el caso de servicios y bienes públicos, se 
garantice la prestación a los sectores de la población en los cuales 
eventualmente no sería “rentable” hacerlo en forma individual. No se puede 
olvidar que el Estado debe preservar la obligación constitucional de atender a 
la totalidad de la población y aumentar sus coberturas. 

Al final del día no se trata entonces de la desregulación total, sino de un 


cambio fundamental en el tipo de regulaciones que requieren las sociedades. 
Dejar, por ejemplo, intervenir precios y, por otro lado, garantizar la cobertura 
de servicios públicos a toda la población. En realidad, estas ideas de cambio 
de regulación no fueron planteadas originalmente por el Consenso de 
Washington, sino que son un desarrollo posterior, en mi opinión necesario, y 
diría que muy impresionante desde el punto de vista del avance de la técnica 
de regulación. 

En Colombia y en muchos países de América Latina fueron adoptadas 
tanto las recomendaciones originales del punto 9 del Consenso, como el 
desarrollo de lógicas de regulación más modernas. La realidad es que quienes 
tuvimos oportunidad de observar lo que sucedía en ese momento en el Estado 
colombiano, en las universidades y en los centros de pensamiento, fuimos 
testigos de una gran revolución en términos de una nueva concepción del 
Estado. Me atrevo a decir que es el mayor caso de desarrollo institucional en 
lo económico que ha tenido Colombia en las últimas décadas, quizás al lado 
de la independencia que se le dio al Banco de la República, que ya mencioné. 

Algunos de los resultados más destacados de esta evolución regulatoria en 
Colombia quedaron contenidos en las leyes 141, 142 y 143 de 1993. La 
primera construyó la estructura que indica cómo debería ser el sector eléctrico 
colombiano en términos de tipo de prestador, generador, transmisor, 
distribuidor o comercializador. Y puso limitaciones a su integración vertical al 
establecer índices máximos de participación en los mercados y crear una 
estructura de regulación y supervisión en cabeza de la Comisión de 
Regulación de Energía y Gas, con un funcionamiento similar al del Banco de 
la República en términos de su independencia. 

Por su parte, la ley 142 se refirió a los servicios públicos domiciliarios y 
expandió su alcance no solo a energía eléctrica sino a gas natural, acueducto y 
alcantarillado, al tiempo que puso al usuario como epicentro. Este sistema fue 
acompañado de otra comisión de regulación, en este caso la de agua y 
alcantarillado. 

Finalmente, la ley 143 reconoció que Colombia tiene áreas especialmente 
alejadas de los centros urbanos y de producción, hacia las cuales había que 
generar mecanismos de cobertura que hasta ese momento eran muy precarios. 
También creó una robusta Superintendencia de Servicios Públicos que 
vigilaría todo el sistema. 

Como vemos, no se trató de eliminar la regulación sino de ajustarla a la 
nueva realidad, reconociendo que en muchos casos transferirle al privado 
algunas de las actividades que históricamente ha realizado el Estado requiere 


de una gran cantidad de reglas encaminadas a preservar a los ciudadanos, a los 
mercados y al sistema mismo. 

La liberalización del mercado financiero requirió esfuerzos igualmente 
relevantes para permitir el crecimiento del sistema, los flujos de capitales, la 
participación en diferentes actividades del sector y la protección del 
consumidor. Y algo muy importante: cuidar a Colombia de caer en una crisis 
sistémica como la vivida en la década anterior, que tuvo que ser pagada y 
asumida por el Estado y, por ende, por todos los ciudadanos. 

De esta manera se puso en marcha un programa de modernización 
financiera que incluyó la liberalización del sector, la simplificación normativa 
y la desregulación, al tiempo que se generó un ejercicio de fortalecimiento en 
la supervisión y en la regulación prudencial. Todo ello teniendo como 
objetivo primordial la defensa del consumidor financiero, la generación de 
condiciones que permitieran el desarrollo económico y la estructuración de un 
sistema suficientemente moderno para atraer incluso a operadores de los 
mercados más desarrollados, generando condiciones que  atrajeran 
inversionistas internacionales, los que seguramente llegarían con las más 
modernas técnicas financieras del mercado. 

Muchas de las normas construidas para evitar grandes crisis en el sector 
financiero fueron inspiradas en realidad en el Acuerdo de Basilea, un esfuerzo 
global casi simultáneo a la redacción del Consenso de Washington. Dichas 
medidas fueron planteadas en 1988 por el Comité de Supervisión Bancaria de 
Basilea, BCBS, y tuvieron la virtud de que para muchos países se convirtieron 
en el modelo a seguir en términos de solvencia, riesgo crediticio, relación del 
capital de las entidades financieras y sus capacidades de préstamo, y mejores 
prácticas de supervisión y regulación por parte de las autoridades. Con 
posterioridad, en 2004, 2006, 2008 y 2011, se produjeron nuevos acuerdos y 
revisiones a los anteriores, que contribuyeron a actualizar esas regulaciones. 

En Colombia son particularmente importantes la ley 45 de 1990, que 
redefinió el régimen de la Superintendencia Financiera; la ley 35, que reguló 
el nuevo régimen de cambios internacionales al permitir el libre flujo de 
divisas por parte de ciudadanos colombianos y extranjeros desde y hacia 
Colombia; y la ley 100 de 1993, que creó los fondos de pensiones y cesantías, 
reglamentados luego por el decreto 663 de 1993, que definió el régimen de 
inversión de los recursos administrados por ellos. 

Hago referencia a esta última ley y al respectivo decreto porque al analizar 
la “salud” y la sostenibilidad del Estado colombiano en ese momento, uno de 
los grandes peligros era la existencia de la denominada “bomba pensional”, 


que no era otra cosa que los inmensos pasivos no contabilizados y no 
fondeados, debido a las pensiones que se deberían pagar en los años 
subsiguientes. 

Ante tal eventualidad fue creado un sistema mixto que garantizara que una 
parte importante de las pensiones y sus cotizaciones fueran efectivamente 
ahorradas para ser utilizadas en el futuro en pagarles las mesadas pensionales 
a los jubilados colombianos. También es cierto que se mantuvo una entidad 
pública que recibía las cotizaciones de pensiones, las enviaba a la caja central 
del Estado y este se comprometía a pagar en el futuro las mesadas de 
pensiones correspondientes. 

La idea de un régimen mixto consistía en mantener una porción del 
sistema de pensiones en una entidad del Estado, que seguiría con la práctica 
de tomar las cotizaciones, enviarlas al gobierno central, que giraría los 
recursos al momento de honrar la mesada correspondiente al jubilado. 

Ahora bien. Hay que preguntarse por qué en ese momento se mantuvo esa 
porción del sistema bajo esa modalidad. ¿No habrán identificado en ese 
momento las personas a cargo de la reforma que se estaba manteniendo vivo 
parte del pecado que había sido identificado? Indagando un poco en la 
historia, la respuesta es un poco más compleja porque en aquel momento 
existía un grupo importante de personas que tenía el derecho adquirido de 
pensionarse bajo la modalidad de prima media, que obligatoriamente conducía 
al Estado a otorgarles un subsidio. Era imposible trasladarles esa obligación a 
los fondos de pensiones y cesantías, razón por la cual una porción del sistema 
permaneció en la modalidad histórica, pero con la esperanza de que poco a 
poco fuera reemplazado por un esquema que garantizara que el ahorro estaría 
disponible todo el tiempo para atender a los jubilados. 

Traigo esta conversación debido al debate que se ha dado en el primer 
semestre de 2023 en Colombia, alrededor de una reforma pensional que bien 
podría revertir todo lo logrado en ese momento, que no fue más que un acto 
de responsabilidad que buscaba quitarle en el futuro al Estado colombiano la 
contingencia de desembolsar las pensiones. Pero quizás más importante aún 
es el hecho de que les quitaba a los trabajadores de hoy el riesgo de que 
eventualmente el Estado colombiano tuviera dificultades para atender sus 
pensiones. Á pesar de que el Estado parezca un muy buen sujeto de crédito 
hacia el futuro, lo cierto es que como no hemos vivido eso en Colombia 
despreciamos el riesgo de que eventualmente el Estado no cuente con los 
recursos suficientes para responder por sus obligaciones. 

En ese momento, Colombia llegó a la conclusión de que no sería 


responsable entregarle al Estado los ahorros de los jubilados y los trabajadores 
para usarlos en sus gastos corrientes, ni siquiera los que tenían que ver con las 
grandes necesidades sociales que ya habían sido identificadas en el punto 1 
del decálogo del Consenso de Washington. Treinta años después estamos 
justamente en esa discusión. Y parecería que tenemos el riesgo de repetir los 
mismos errores de nuestra historia y, que, ante el afán del gobierno de querer 
utilizar los recursos ahorrados por el sistema, se quiera volver a una estructura 
en la cual el Estado recibe las cotizaciones y se apalanca en ellas para realizar 
su gasto. Vale anotar que al tiempo que esto sucede en varios países de 
América Latina, economías como la holandesa deciden jugársela por el 
sistema de cuentas de ahorro individual, tal cual había sido definido por Chile 
o Colombia hace treinta años. 


10. Fortalecimiento de los derechos de propiedad y formalización de la 
economía. 

El incremento en las inversiones está por definición atado a la 
construcción de condiciones que permitan asegurar su propiedad. La historia 
latinoamericana de expropiaciones, relacionada con operaciones en los 
sectores minero, petrolero y financiero, requerían un ejercicio de ratificación y 
clarificación que permitiera decir explícitamente que no sucedería más en el 
futuro. Infortunadamente, esto no fue cierto en países como Venezuela y 
Nicaragua, que incurrieron en abusos y errores en este frente. 

El decálogo del Consenso de Washington hizo una manifestación expresa 
de la importancia de que los inversionistas tengan este tipo de seguridades. De 
lo contrario, sería imposible aumentar los flujos de inversión hacia esta 
región. 

Colombia no generó grandes preocupaciones en este frente porque, la 
verdad, hasta hoy ha sido especialmente cuidadosa en no trasgredir límites tan 
peligrosos. 

En el tema de la formalización, Colombia, al igual que muchos otros 
países de la región, tiene uno de sus mayores retos aun hoy. Para el país sí es 
muy pertinente fortalecer los procesos de formalización empresarial y laboral 
en la economía. 

Se trata de actividades económicas no obligatoriamente definidas como 
ilícitas, pero sí están fuera de toda regulación, control fiscal, regulación 
sanitaria, cumplimiento de normas laborales o de reglas de competencia. 

En los años 1990 la informalidad era muy alta y hoy sigue siendo. Se 
estima que en Colombia cerca del 60 % de los trabajadores o personas 


económicamente activas son informales. Parecería que nos acostumbramos a 
esa cifra y hasta hace parte del paisaje latinoamericano, pero la verdad es que 
es uno de los problemas más serios que tenemos frente a nosotros. 

Subestimamos el hecho dramático de la informalidad. En nuestro país le 
llamamos “rebusque” y le asignamos incluso algún grado de mérito, 
admirando el empuje y la decisión de personas que no logran obtener un 
trabajo formal y deciden por cuenta propia adelantar actividades económicas 
sin ningún tipo de protección social. Un trabajador informal no es ni más ni 
menos que alguien sin derechos. Es cierto que es admirable la voluntad de 
esas personas, pero también es cierto que ellas son la expresión de una 
sociedad que no ha tenido las capacidades para generar condiciones para que 
todas las actividades sean llevadas a cabo dentro de un marco de reglas de 
juego que todos deben cumplir, lo que al final del día los deja con un grado de 
vulnerabilidad enorme. Este mundo, que en buena hora ha decidido volcar 
parte de sus esfuerzos a lograr que quienes no tienen derechos los tengan, se 
ha olvidado de los millones de personas que no tienen ningún derecho laboral. 
No solo no tienen prestaciones sociales, sino que carecen de cobertura de 
pensión para la vejez, de aseguramiento en términos de riesgos laborales o de 
periodos de cesantía y de horas extras o dominicales. Pero, sobre todo, no 
tienen siquiera contrato laboral. Ese, que era un problema en los años 1990, 
sigue vigente hoy. Si no hablamos de porcentajes, si no hablamos de números 
absolutos de personas, con toda seguridad hoy existen muchas más personas 
en la informalidad que hace tres décadas. 

Lo más llamativo desde el punto de vista social es que no se hacen 
esfuerzos suficientes para solucionar este problema, que, por supuesto, es 
inmenso en lo humano, pero también es muy grande desde el punto de vista 
colectivo de la economía. Es cierto que hasta ahora se han perdido muchas 
batallas importantes, como la lucha contra el narcotráfico, que por ahora no 
parece tener salida alguna. 

Pero en el asunto de la informalidad, lo más doloroso es que ni siquiera 
hay grandes luchas planteadas en lo social. No se trata de un tema importante 
en la agenda social de los países, incluso en Colombia el actual gobierno ha 
acuñado el término de “economía popular” a la cual pretende apoyar, quizás 
por el tamaño del electorado representado en ella, pero el apoyo anunciado no 
incluye procesos de formalización. Uno de los efectos más importantes sobre 
la población de esta realidad es que nos encontramos con porcentajes 
altísimos de personas que no tienen cobertura para pensión cuando llega a su 
edad madura, y nos damos golpes de pecho por una sociedad que no fue capaz 


de ofrecérsela. Lo cierto es que el origen del problema está en que, muy 
probablemente, en una parte muy importante de su vida tuvieron que trabajar 
bajo la condición de informalidad. 

Si se hace una disección del problema y se compara lo que sucede en las 
áreas urbanas frente a las rurales, nos damos cuenta de que el problema en el 
campo es de dimensiones inaceptables. Algunos datos hablan del 85 % o el 87 
% de personas en condición de informalidad laboral en ese sector. Un país 
como Colombia, o una región como América Latina, no se pueden dar el lujo 
de pensar en grandes desarrollos agrícolas y pecuarios sin solucionar las 
condiciones de trabajo en el campo. 

Otra arista del mismo problema tiene que ver con la informalidad 
empresarial en términos del no cumplimiento de obligaciones regulatorias de 
salubridad o fiscales y tributarias. La situación actual no es muy diferente a la 
de hace treinta años, y todavía muchos de los diagnósticos actuales muestran 
la importancia de que el Estado pudiera contar con más recursos para atender 
las necesidades sociales, situación difícil de lograr mientras exista un grupo 
tan importante de actividades económicas que no le aportan al Estado. 


¿Qué fue de quienes siguieron el decálogo? 

No hay la menor duda de que las recomendaciones contenidas en el decálogo 
y adoptadas por los modelos llamados luego neoliberales, son valiosas en sí 
mismas y me atrevo a decir que no existe prácticamente ningún país que no 
las hubiera seguido si quisiera hacer lo correcto. Se trataba de salir de esa otra 
situación insostenible, a la que nos había llevado la idea casi autárquica de 
que cada país debería producir lo que consume y que esa era la fórmula que 
deberíamos seguir, dado que, según sus inspiradores, teníamos el ejemplo en 
Estados Unidos o en la Unión Soviética, que tenían robustos aparatos 
productivos en prácticamente todos los campos de la economía, con modelos 
institucionales distintos. 

Todo lo dicho allí parecía ser “lo correcto”, sonaba bien, era lo 
responsable. La idea de que el mercado es el mejor mecanismo para la 
asignación de recursos parecía absolutamente imbatible. No había modelo 
económico capaz de comprobar lo contrario. 

Varias de las principales preguntas históricas de la economía parecían 
estar resueltas: ¿cómo tomar las mejores decisiones que permitan maximizar 
los resultados del aparato productivo? ¿Cómo asignar los recursos de forma 
que se logren los óptimos económicos? Frente a las preguntas fundamentales 
de los economistas se había identificado al mercado como un mecanismo con 


capacidad de generar los incentivos correctos para tramitar la racionalidad de 
los individuos, al tiempo que podrían lograr los equilibrios de demanda y 
oferta. Muchos años de esfuerzos de la economía parecen finalmente haber 
sido correctamente interpretados y compilados en este decálogo. ¿El 
resultado? Un grupo muy importante de políticos y economistas 
latinoamericanos encontraron en esta fórmula la respuesta que habían buscado 
para enfrentar sus desafíos. “¿Qué podemos perder?”, dijeron algunos. 
“¿Cómo no hacerlo?”, señalaron otros. El Consenso de Washington se tomó 
los espacios políticos y académicos, no sin una gran cantidad de argumentos 
poderosos y válidos. El neoliberalismo había copado todos los espacios de la 
academia y la política pública. Así fue en ese momento y así se mantuvo 
durante tres décadas. Los Chicago Boys se tomaron la región. Hace poco, un 
artículo publicado en el diario El País de España hablaba de los Santiago 
Boys, en referencia a la fuerza que esta escuela tuvo especialmente dentro de 
los economistas chilenos. 

Debo decir que yo mismo estaba y estoy de acuerdo con prácticamente 
todo lo que dice el decálogo. Me parecen condiciones necesarias, más lejanas 
de ser suficientes. Mi discrepancia es sobre todo con lo que no se dijo, y, por 
lo tanto, no se hizo. Infortunadamente, los planteamientos tuvieron tanto éxito 
entre líderes políticos y económicos y fueron aceptados con tal grado de 
“sumisión” que en muy pocas ocasiones sus seguidores se detuvieron a 
cuestionar qué faltaba para que al final la fórmula funcionara. Y en mi opinión 
era mucho lo que faltaba. 

Cuando surgió el Consenso de Washington con las recomendaciones y el 
liderazgo de Williamson en 1989, América Latina estaba inmersa en la gran 
crisis de la deuda externa. Entonces se argumentó, con razón, que la 
participación del Estado en las estrategias de industrialización basadas en la 
sustitución de importaciones no solamente había resultado fallida, sino que 
fue la causa de ese enorme endeudamiento, resultado de la necesidad de 
financiar la industrialización y la balanza comercial, que no arrojaban 
resultados satisfactorios. 

Así, el paradigma pasó de una economía con un Estado altamente 
intervencionista, en el que las variables macroeconómicas no eran prioridad, a 
un modelo que buscaba equilibrio fiscal y sanidad de las finanzas públicas. El 
mercado, su capacidad de asignar eficientemente los recursos y la apertura, 
serían el nuevo mantra que regiría durante los siguientes treinta años. Todavía 
hoy, importantes defensores de esas políticas argumentan que el mercado es el 
mejor árbitro para tomar decisiones relacionadas con la optimización. 


La crisis de la deuda fue el caldo de cultivo perfecto para incubar ideas 
que rechazaran cualquier paradigma vigente en ese momento. Era la más 
contundente demostración de que la receta no había funcionado. El Estado era 
totalmente tóxico para el desarrollo. Era como si el Estado fuera no solo la 
medicina contraindicada para un paciente en crisis, sino que además lo 
culpaban de la crisis. Este fue el escenario propicio para terminar todos los 
programas de soporte al desarrollo, con los subsidios y con las consabidas 
prebendas.* 

De tal manera que, al mismo tiempo que aplicaban las recetas del 
decálogo, con la misma lógica se olvidaron todas las ideas de políticas de 
industrialización. No solo existía la idea de que el mercado sería capaz de 
lograr lo que el “Estado intervencionista” no había podido, sino que 
adicionalmente se consideraba que los costos asociados a las políticas 
industriales no debían ser asumidos por gobiernos que tenían grandes 
dificultades para atender sus obligaciones fundamentales, causa final de la 
crisis fiscal generalizada en la región. El argumento del costo fiscal terminó 
siendo muy efectivo al momento de presentarlo a los gobiernos. 

Hizo entonces carrera la idea de que lo correcto era lo propuesto por el 
decálogo y equivocado continuar cualquier tipo de política industrial o de 
esfuerzo de industrialización que proviniera de la esquina estatal. Fue una 
lástima, porque desechó totalmente cualquier idea que pudiera insinuar que el 
Estado puede jugar un papel activo en términos de esfuerzos por apoyar el 
desarrollo productivo. 

La versión cínica de este asunto quizás hubiera interpretado que muchos 
de los administradores públicos y los diseñadores de las políticas públicas 
adoptaron una posición facilista, en el sentido de hacer un gran esfuerzo para 
llegar al cambio estructural planteado. El efecto final es que prácticamente se 
olvida el desarrollo productivo, porque el mercado se encargaría de obtener 
los mejores resultados. De pronto habría sido más fácil dejarle la tarea al 
mercado, que además parecía tener la sabiduría de la que carecieron políticos 
y economistas. 

No todos los países adoptaron la receta con igual entusiasmo, ni con los 
mismos énfasis. Algunos, como Chile, compraron la idea de la apertura 
inmediata y total; otros optaron por hacer procesos graduales, como 
Colombia, con periodos de transición de entre cinco y diez años para llegar a 
la apertura gradual con el fin de darle tiempo a la industria local para 
transformarse y luego sí llegar a aperturas más amplias. 

La verdad es que Chile consiguió resultados que durante un tiempo 


parecieron prometedores. De hecho, podría decirse que era el mejor ejemplo 
en toda la región, entre otras razones porque allí hizo carrera la teoría de que 
se deberían hacer esfuerzos para lograr que el país creciera. Y se pusieron la 
meta específica de crecer, decían ellos, para convertirse en un país de ingreso 
medio, como era Portugal en ese momento. 

Entre tanto, Colombia estableció una gradualidad en el proceso de 
liberación del comercio, pero abandonó muy rápidamente cualquier política 
que pudiera ser asociada a una iniciativa pública de desarrollo productivo. 
Este impulso tomó tanta fuerza que, en una de las primeras entrevistas que 
tuve la oportunidad de dar cuando fui designado presidente de la Andi en 
2013, dije que Colombia necesitaba implementar con urgencia una política de 
desarrollo industrial. Aun en esa época era prácticamente una herejía decir 
eso, al punto de que una no despreciable cantidad de amigos economistas 
dijeron que no se podía hablar de política industrial y al mismo tiempo ser 
presidente de la Andi. Lo sucedido ratificó que veintitrés años después de que 
Colombia abandonara las políticas industriales, todavía se consideraba un 
anatema del que no se podía hablar. 

Fue tan contundente la decisión de dejar de lado cualquier tipo de política 
de desarrollo industrial, que en 2002 desaparecieron en Colombia el Instituto 
de Fomento Industrial, IFI, el Ministerio de Desarrollo Económico y cualquier 
forma de crédito de fomento, al tiempo que en forma más o menos simultánea 
surgió nada más ni nada menos que el Ministerio de Comercio Exterior. Es 
decir, el país abandonó explícitamente el desarrollo económico y se la jugó 
por el comercio exterior. No se trataba de un simple juego de palabras, porque 
la nueva entidad nunca absorbió las funciones de desarrollo económico que 
originalmente tenía el ministerio desaparecido. 

Más aún, no es equivocado afirmar que la actual institucionalidad 
colombiana no tiene una entidad que se encargue del desarrollo económico y 
del crecimiento de su economía. Tenemos un muy importante Ministerio de 
Hacienda Pública que administra las finanzas de la nación y algunos 
ministerios con especializaciones sectoriales, como los de minas y energía, 
vivienda, transporte, agricultura y comercio industria y turismo. Pero el 
objetivo de desarrollo económico no es responsabilidad de nadie. Nos 
preocupamos cuando el país crece poco y nos alegramos y enorgullecemos 
cuando crece mucho, pero para casi todas las entidades públicas el resultado 
del crecimiento económico no es más que una variable estadística. No tiene 
doliente. 

En 2010 y 2011 estuve al frente del viceministerio general de Hacienda, 


con Juan Carlos Echeverry como ministro, en el gobierno de Juan Manuel 
Santos, y tuvimos fructíferas conversaciones al respecto. A pesar de que no 
era, ni es, responsabilidad institucional del Ministerio de Hacienda, Echeverry 
lanzó la idea de que Colombia debería concentrar sus esfuerzos en impulsar 
cinco temas que llamó “locomotoras”, y deberían convertirse en los próximos 
años en grandes jalonadores de la economía. Se refería a los sectores agrícola 
y minero-energético, vivienda, infraestructura e innovación. Fue una posición 
interesante porque de alguna forma era el reconocimiento de que había que 
generar mecanismos de impulso a actividades específicas, más allá de los que 
hubieran reconocido y aceptado los economistas amigos de las ideas de los 
años 1990. 

También fue la ratificación de que es necesario definir que alguna entidad 
dentro del Estado colombiano lleve el liderazgo de la agenda de crecimiento, 
que hasta ahora ha sido desechada y reemplazada por esfuerzos sectoriales 
individuales que no han dinamizado nuestra economía. 


El mercado en deuda 

Una de las más fuertes críticas que se ha hecho a la escuela neoliberal es que 
le ha otorgado al mercado capacidades sobrenaturales para producir los 
mejores resultados. Digo sobrenaturales, no porque sea imposible que una 
economía con correctas condiciones de mercado pueda arrojar señales y 
resultados positivos, sino porque es nula la probabilidad de que el mercado 
solo, sin la participación del Estado y de políticas públicas explícitas, pueda 
encargarse del desarrollo acelerado de los países. Hoy me atrevo a decir que 
es una apuesta muy riesgosa eso de jugársela por darle al mercado tanta 
responsabilidad, que creo es una forma también de evadir nuestras 
responsabilidades. ¿Qué hacer entonces? ¿Deberíamos pensar en abandonar el 
mercado? La respuesta debe ser un no rotundo. Esta tampoco es una 
posibilidad, porque la economía en realidad debe ser una disciplina que 
observe con múltiples lupas, telescopios, catalejos, escáneres y todos los 
instrumentos de observación posibles, de lejos y de cerca, lo que está 
sucediendo en la sociedad para intervenir cuando sea necesario, o permitir que 
los mercados actúen, manteniendo siempre como objetivo principal la 
creación de bienestar para las personas, hoy y en el futuro. 

“El Estado hasta donde sea necesario, el mercado hasta donde sea 
posible”. Esta frase ha sido utilizada por Karl Polanyi, Miguel de la Madrid, 
Juan Manuel Santos, Michelle Bachelet y Sebastián Piñera, pero no logré 
establecer quién fue su autor original. Es en mi opinión una muy buena 


expresión porque no le otorga superpoderes absolutos al Estado, ni al 
mercado. De alguna forma es una posición profundamente pragmática que 
intenta sacarnos de los radicalismos y sin duda es un paso adelante que 
permite sobrepasar el neoliberalismo puro y adentrarnos en un universo 
menos dogmático y más práctico. 

Profundizando un poco en las ideas anteriores, hay que decir que deben 
cumplirse algunas condiciones para que tenga alguna aplicabilidad la tesis de 
que el mercado funciona como un mecanismo capaz de encontrar los óptimos. 
La condición más importante para que un mercado funcione perfectamente, 
como lo dice la teoría, es que los mercados sectoriales de toda la cadena de 
valor funcionen en forma transparente. 

La realidad ha demostrado que la gran generalidad es que el mercado, o 
los mercados, nunca tendrán las condiciones a las que hace referencia la 
teoría. Al menos no en forma generalizada, entre otras razones porque olvida 
que los productos y servicios son en realidad el agregado de múltiples 
mercados que son parte esencial de su elaboración. Así, cada vez que se habla 
de un mercado se habla también de todos los mercados que componen su 
cadena de valor. A manera de ejemplo, un café vendido en un local en 
Londres es resultado de muchos mercados: el de finca raíz, el de los 
empleados y trabajadores que atienden la tienda, el de los transportadores que 
lo llevaron hasta el Reino Unido, el de torrefactores, el de los exportadores en 
Colombia, Costa Rica, Nigeria o Bali —o todos ellos, en caso de que se trate de 
una mezcla—-, más el mercado de tostadores, caficultores, recolectores y 
agricultores. Si alguno o algunos de estos mercados no funciona 
eficientemente, el producto final cargará con todas las ineficiencias o falta de 
trasparencia de sus componentes. 

En el caso del comercio internacional, algunos de los mercados que 
componen la cadena de valor de los productos comercializables son: el 
mercado laboral, el del conocimiento, el de los apoyos estatales, el de los 
trámites, el de la tecnología, el financiero, el de capitales y hasta el de la 
eficiencia, derivada de la infraestructura y la logística para ejecutar el mismo 
comercio. 

Un elemento de gran importancia en el análisis, pero muy pocas veces 
mencionado en las discusiones de comercio internacional, es el tamaño del 
mercado local de cada productor, que cuenta con un entorno local que le da la 
oportunidad de llegar a economías de escala para ofrecerlas a los mercados 
internacionales. 

En el mejor de los casos, el mercado del comercio exterior solo llevará a 


construir óptimos en la asignación de recursos si él mismo, y todos sus 
componentes, funcionan en forma transparente. 

Pretender que el mercado de bienes y servicios a ser transados, y todos los 
mercados relacionados funcionen en forma transparente, es un poco ingenuo. 
Es insensato pensar que se depende de la voluntad y la eficacia de múltiples 
gobiernos, de países disímiles, con diferentes grados de desarrollo e 
institucionalidad, así como también de todos los agentes eslabones de 
encadenamientos de cada producto. En resumen, asumir estrategias y políticas 
públicas sobre la base de que existirá total “transparencia” del mercado y las 
reglas de mercado que indica la teoría, puede ser muy equivocado, y, por decir 
lo menos, cándido. 

Pensemos en el mercado laboral. Todos los productos, en mayor o menor 
grado, tienen involucrado en su elaboración un componente de mano de obra. 
Los mercados laborales de cada país están llenos de particularidades, lo que 
los vuelve difícilmente equiparables entre ellos. Me refiero a aspectos como el 
costo directo por hora, semana o mes, las prestaciones y los sobrecostos 
asociados a los mismos, la productividad, el nivel de capacitación y la 
flexibilidad o inflexibilidad de los esquemas contractuales. 

En la medida en que existan estas diferencias será imposible comparar 
unos mercados y otros, y la competencia entre ellos será desbalanceada, 
particularmente en los temas estructurales. ¿Será razonable someter dos 
mercados disímiles a un proceso de competencia? Los puristas del libre 
mercado dirán: “Que gane el más competitivo”. O “que los otros se 
transformen y compitan”. ¿Es realista eso? En la mayoría de los casos las 
transformaciones del mercado laboral son política y socialmente 
complejísimas en aspectos regulatorios, de formación y de capacitación, 
porque se trata de procesos que duran años y a veces décadas. 

Habría entonces que preguntarse si es razonable someter a productos con 
altos componentes laborales a un proceso como el planteado por los 
defensores del Consenso de Washington. Nunca será tan simple como decir 
“ganen los más eficientes y pierdan los que no lo son”. Uno siempre podrá 
preguntarse si debemos asumir que el mercado sea el rasero adecuado de la 
justicia, o si solo es una estrategia de los más aventajados. 

El sector productivo es en realidad consolidador de muchos mercados. 
Uno de los más interesantes, por lo diverso, es el mercado del conocimiento. 
Las sociedades, especialmente las más desarrolladas, basan gran parte de sus 
ventajas comparativas en la construcción de sistemas de conocimiento que 
parten de los esquemas educativos y de las universidades. 


Pudiéramos también darle una mirada al mercado del conocimiento y el 
desarrollo tecnológico; al mercado de los apoyos estatales o a los obstáculos 
estatales, como los trámites al mercado financiero, de capitales, de la 
infraestructura y a la logística. Cada uno de estos mercados cuenta con 
condiciones propias, muchas de las cuales pudieran ser ubicadas en lugares 
lejanos de lo que consideraríamos un mercado perfecto. Pensemos un poco en 
el mercado del conocimiento, de los desarrollos tecnológicos y de la 
investigación. No hay duda de la importancia de estos tres mercados para la 
formación del resto de mercados. ¿Pudiéramos decir que son mercados 
transparentes, con libre acceso de todos los agentes a todos los recursos y 
productos? ¿O afirmar que en los mismos no hay prácticas de comercio 
desleal, por ejemplo, barreras no arancelarias de acceso o reglas que permitan 
que los agentes accedan a los productos en las mismas condiciones? ¿O decir 
que en estos mercados no existen incentivos “indebidos” desde el punto de 
vista de lo dicho por la Organización Mundial de Comercio, por parte de 
gobiernos o entidades que son importantes en el sistema? ¿O asegurar que los 
mecanismos de formación de precios responden a las reglas más transparentes 
de los mercados? 

El hecho de que se trate de un mercado con productos tan inmateriales o 
intangibles, como son el conocimiento, la innovación, la investigación 
científica y la creatividad, han hecho que estos mercados no sean casi nunca 
considerados dentro de los analizados al momento de ver los equilibrios 
comerciales y la implementación de las decisiones de política pública. Más 
aun, un análisis de los tratados de libre comercio nos lleva a identificar que 
casi siempre incluyen capítulos completos relativos a lo que se denomina 
defensa de la “propiedad intelectual”, que en realidad termina siendo una 
forma de mantener unas reglas que son justas desde el punto de vista del 
derecho del conocimiento, pero que no dejan de ser fuente de verdaderas 
diferencias entre unos países y otros. Este tema merece una profunda reflexión 
en términos de buscar mecanismos que permitan a los países más pobres 
acceder a formas de producción, productos, y soluciones que den acceso a la 
creación de valor agregado, bienestar y riqueza. No profundizaré mucho más 
en este punto porque ameritaría en sí mismo un documento propio, pero sí 
quiero hacer énfasis en el papel que juega la brecha tecnológica en el 
mantenimiento de las diferencias económicas. 

El mercado de los productos y su comercialización es en realidad un 
ejercicio de transacción que implica intercambiar múltiples dimensiones entre 
las distintas economías. Cada vez que un país le compra a otro una prenda de 


vestir está adquiriendo una gran cantidad de cosas relacionadas con todos los 
mercados que he descrito. Y seguramente muchos más. En realidad, es un 
ejercicio fascinante y por lo mismo complejo, y hay que entenderlo en 
profundidad a la hora de tomar decisiones de política pública que tienen que 
ver con unas cosas y con las otras. Por esta razón, en mi opinión, cuando se 
trata de simplificar la política industrial, refiriéndose exclusivamente, por 
ejemplo, a la posibilidad de imponer o no imponer aranceles, se está 
cometiendo una gran ingenuidad intelectual que seguramente nunca va a 
reflejar la realidad de los mercados de la economía y del desarrollo 


económico. 


La inevitable globalización 

Unas palabras poco rigurosas sobre la globalización. Cuando se hace un 
repaso a las reflexiones anteriores contenidas en este capítulo, es inevitable 
preguntarse si de verdad personas muy técnicas nunca tuvieron en cuenta las 
posibles distorsiones que podrían estar ocultando detrás de una política 
comercial aparentemente abierta y transparente. 

Algunas veces, algunos días, cuando amanezco con el escepticismo 
alborotado, pienso que nunca sabremos si la propuesta de globalización fue 
resultado de los análisis técnicos de economistas serios, que consideraron que 
esta era la mejor solución dado que optimizaba los recursos de las capacidades 
de producción existentes; o si se trató de una estrategia más pensada, y quizás 
más maquiavélica, en la cual se era consciente de los efectos de afectación y 
desindustrialización de los países con mayores desventajas que tenían mucho 
más que perder al entregar sus mercados a los productores internacionales. 

Lo cierto es que los grandes ganadores, entre los que iniciaron la carrera 
en ese momento, sí han sido quienes tenían a su favor las ventajas de 
competitividad endógena, como la tecnología o las economías de escala, que 
casi siempre coincidieron con las primacías exógenas de la regulación, 
infraestructura, mercados, talento humano e instituciones. En otras palabras, 
como hubiera sido de esperarse, los grandes vencedores de la globalización 
abierta fueron aquellos mejor preparados para enfrentarla. Sin duda, hablamos 
de las corporaciones de los países desarrollados que lograron ampliar sus 
mercados en forma acelerada y con muy pocos esfuerzos. Si se observa el 
crecimiento de esas economías a partir de la globalización, es evidente que, 
contrario a lo que se estimaba, lo que ha habido durante los últimos treinta 
años es una gran aceleración e incremento de la brecha entre el mundo 
desarrollado y los demás países, que no sabemos en qué vías de desarrollo 


van. 

Volviendo un poco a la historia del desarrollo económico colombiano 
durante estas dos últimas décadas, diría que no es justo decir que no se 
hicieron grandes esfuerzos. Solo haber puesto en marcha y ejecutado los 
cambios estructurales iniciados en el gobierno de César Gaviria fue una tarea 
gigantesca. Todos recordamos que en su discurso de posesión el 7 de agosto 
de 1990, dijo a los colombianos “Bienvenidos al futuro”. Nadie puede negar 
que en su mandato se dio un salto sin precedentes que quizás nunca se ha 
repetido en la economía colombiana, complementado por la promulgación de 
una nueva Constitución que no solo generó las bases de una nación más 
moderna desde el punto de vista de los derechos de las minorías, sino mejores 
condiciones institucionales para poner en marcha los cambios que vendrían. 

No tengo duda de que en ese momento nos tomamos en serio el reto de 
superar las limitaciones que nos impuso el estructuralismo y aplicamos con 
convicción las ideas dominantes en ese momento. Sinceramente, creo que allí 
no nos equivocamos. Sin embargo, parecería que nos quedamos atascados en 
tratar de implementarlas, lo que no es poca cosa. 

Por supuesto que son muchas las cosas que se han logrado durante estas 
tres décadas, pero no obstante no creo que sea una exageración afirmar que 
están concentradas en la atención de necesidades básicas y creación de 
algunas condiciones en las cuales el Estado es el principal responsable: 
infraestructura, salud, mercado financiero, sistema eléctrico, servicios 
públicos, telecomunicaciones, vivienda y educación. Son sectores en los 
cuales la Colombia de hoy es sustancialmente distinta y sobre ellos haré un 
breve comentario, porque no es justo con nosotros que nos autoflagelemos, 
habiendo logrado tantas cosas en tantos frentes. Sin embargo, se registra 
ausencia de avances importantes en términos de reducción de las grandes 
brechas de desarrollo productivo y económico. 

La academia y la gran mayoría de los más destacados economistas 
colombianos se identificaron por muchos años con esa escuela, y, de hecho, 
en numerosos debates han insistido en aplicarla a rajatabla y rechazan 
cualquier desviación del libreto. Debo confesar que esa actitud tan extrema 
siempre me ha parecido muy rara porque cae en el dogmatismo, algo contrario 
a la práctica del debate intelectual y en cierta forma del pensamiento crítico. 

La pregunta que debemos hacer es ¿por qué al final los resultados son tan 
decepcionantes? ¿No será que nos estamos equivocando? Llevamos treinta 
años de experimento, ¿no será que hay que hacer otro experimento? Por ello 
es interesante la afirmación del presidente Gustavo Petro cuando plantea la 


necesidad de pensar en una nueva estrategia de industrialización. Sin 
embargo, muchas de sus decisiones no van en ese sentido, incluso lo hacen en 
sentido totalmente contrario, lo que plantea una gran contradicción porque 
tampoco formula una estrategia concreta que haga pensar que el gobierno o el 
presidente tienen clara una hoja de ruta. A pesar de eso, me parece valioso 
cuestionar lo hecho hasta ahora. 

Por esa razón, este libro intenta identificar las diferencias entre los países 
que desarrollaron políticas industriales explícitas y decididas, y los que se la 
jugaron por la receta “neoliberal? en el sentido estricto de la palabra. 
Colombia, seguramente, hizo un poco de lo uno y mucho de lo otro, lo que 
terminó siendo una generalidad inútil dicha de esta forma. Justamente por ello 
me pareció pertinente hacer un recuento de las políticas específicas 
implementadas por los países que se encontraban en condiciones 
relativamente similares, en términos de algunos indicadores de desarrollo 
social y económico. Con esa especie de ejercicio de compilación y arqueo 
específico pretendo tratar de identificar cuáles fueron las cosas que produjeron 
una nueva brecha entre los países ““neodesarrollados”, y los que siguen en vías 
de desarrollo. 

En alguna ocasión, cuando mi frustración era casi que irresistible, 
publiqué un trino que decía, más o menos: “Colombia tiene un superávit de 
macroeconomistas y un déficit de microeconomistas”. Esta afirmación, 
desesperada y poco concreta, no era más que una referencia al exagerado 
énfasis que se hace en las metas de equilibrio macro vis a vis a la forma en 
que se ignoraba la lógica económica basada en los principios de la 
microeconomía, que al final del día son los que en forma agregada producen 
los resultados macroeconómicos. Era también una referencia al abandono de 
las políticas industriales. 

En este momento debo hacer una aclaración porque no quiero 
malentendidos respecto de la importancia del equilibrio macroeconómico, el 
que considero una condición absolutamente necesaria para alcanzar 
economías sanas. Pudiera también entonces decir que no quiero que haya 
menos macroeconomistas, pero sí necesitamos muchas más personas en el 
mundo de la microeconomía y de las formas por las cuales se incentivan la 
producción, la generación de actividad económica, y la generación de empleo. 

Entonces, el trino podía ser modificado por algo así como: “En Colombia 
existe un superávit de macroeconomistas y un déficit de microeconomistas, 
que solo puede ser solucionado con el incremento de estos últimos”. Esperaría 
que este trino no pusiera en peligro mi reputación en el mundo de la 


economía, aunque en realidad creo que es más importante abrir las 
discusiones trascendentales que mantener lo que es políticamente correcto. 


Sectores que sí avanzaron 

Anteriormente mencioné que la ausencia de políticas de desarrollo productivo 
no significó un desarrollo nulo en todos los sectores, y relacioné varios de 
ellos en los cuales ha habido importantes avances durante los últimos treinta 
años. Estos son algunos de los logros que es forzoso reconocer en Colombia 
durante este periodo, aunque seguramente habrá muchos más. Con ese 
objetivo quiero estar seguro de mencionar al menos este grupo. 

Hablemos inicialmente de infraestructura. En este campo fueron 
desarrollados programas que facilitaron múltiples generaciones de 
concesiones viales que ya van en su quinta versión; es así como incluso hoy se 
habla de las concesiones 5G, resultado de pulir y mejorar los contratos de 
asociaciones público-privadas que han permitido dar un salto cualitativo en 
las carreteras de Colombia. Ahí están incluidas la construcción de nuevas vías 
y el mejoramiento sustancial de algunas de las existentes históricas que han 
unido entre ellos los principales centros poblados del país con los puertos y 
fronteras. Si se pregunta por el grado de desarrollo actual del sector de 
infraestructura, sin duda alguna la respuesta es que en Colombia faltan 
muchas vías todavía, aunque la comparación con lo que teníamos al inicio de 
los años 1990 arroja un avance significativo. 

Claro que una de las más importantes riquezas de Colombia es también 
una de sus más grandes desventajas, como es la realidad de la geografía 
colombiana. La maravilla que son sus montañas y sus tres cordilleras, con 
importantes valles en medio de ellas y que tanto admiran los visitantes cuando 
llegan, con pisos térmicos variados que van desde las tierras más tropicales o 
semidesérticas hasta las cumbres nevadas perpetuas, representan una gran 
desventaja en términos de las facilidades y costos para desarrollar una 
infraestructura eficiente y suficiente para el desarrollo de la sociedad y su 
economía. 

Son muchos los kilómetros construidos, viaductos, túneles, puentes, 
puertos y aeropuertos, que hubiera sido imposible desarrollar sin el modelo de 
concesiones público-privadas que ha adelantado Colombia, que por cierto se 
convirtieron en modelo continental. A tal punto que, dado que tuve la 
oportunidad de trabajar en la definición de la estructura de varias generaciones 
de concesiones, en cierto momento el Banco Mundial me pidió trabajar en un 
programa para entrenar a otros gobiernos en la implementación de modelos 


similares en sus países. 

Un recuento rápido de lo logrado durante estos años arroja la construcción 
de aproximadamente 10.000 kilómetros de carreteras, 2.000 kilómetros de 
doble calzada, 250 kilómetros de sistemas de transporte masivo urbano, 15 
aeropuertos y 20 puertos, además de su mantenimiento. Claramente, esta 
infraestructura no es suficiente, pero por supuesto la construcción de cada una 
de esas obras implicó un inmenso esfuerzo desde el punto de vista 
institucional, financiero, económico, de ingeniería y de construcción. Cabe 
destacar que estas cifras son estimaciones a 2022 y pueden variar en función 
de los proyectos y avances específicos en Colombia. 


La salud deja de ser un lujo 

Otro de los buenos ejemplos de sectores en los cuales se han producido 
importantes avances durante los últimos años es el de la salud. Justo al cierre 
de este libro, Colombia ha estado sumida en un gran debate alrededor de 
cambiarlo y mejorarlo o hacer borrón y cuenta nueva y crear un modelo 
completamente distinto. Considero que es el momento propicio para hacer un 
recuento de las cosas que se han logrado durante estos últimos años y sería 
absurdo pensar en ponerlos en peligro. Por eso, he acompañado todas las 
voces que abogan por construir sobre lo construido, no como una frase cliché 
sino como un ejercicio de cuidar lo bueno que tenemos y mejorar todo lo que 
se deba mejorar. 

El análisis del sistema de salud indica que en 1990 solo el 22 % de la 
población tenía cobertura plena y en 2000 ese indicador había subido al 55,6 
por ciento. En 2010 había llegado al 93,6 %, y a mediados de 2023 la 
cobertura es de 99,03 %. Este es sin duda alguna uno de los mayores logros de 
la sociedad colombiana durante los últimos años. 

Estamos hablando de uno de los más sofisticados ejemplos de alianzas 
público privadas, en el que la coordinación entre Estado, cotizantes del 
sistema contributivo, aseguradores, administradores de riesgos, prestadores de 
servicios, proveedores, y personal médico y de la salud, han construido un 
sistema que está lejos de dejarnos tranquilos desde el punto de vista de su 
cobertura final, de su calidad o de su estructura económica, pero también es 
cierto que en poco tiempo ha construido una base sobre la cual se pueden 
producir grandes mejoras. 

La participación del sector empresarial en este ejercicio ha sido 
fundamental, y si no hubiera sido así seguramente los índices habrían estado 
en niveles mucho más bajos. Un estudio hecho desde hace algún tiempo por la 


Andi mostró que cerca del 80 % de la atención a pacientes involucraba 
entidades del sector privado. 

Los ejercicios de atención al público en términos de las obligaciones 
constitucionales del Estado, con la participación de entidades privadas, son 
candidatos perfectos para hacer un ajuste en términos de regulación para 
garantizar que no se generen distorsiones en la atención de los derechos de la 
ciudadanía. Por esta razón, es común, y deseable, que haya procesos de 
perfeccionamiento y corrección regulatoria que aseguren el rumbo del sector. 
Más aún, sectores que hacen desarrollos científicos y tecnológicos, son 
justamente los candidatos a actualizaciones en términos de su regulación y sus 
normas. Este es el caso de la salud. 

En el debate que hemos dado en el escenario público nacional, nuestro 
énfasis ha estado en que no asumamos el riesgo de poner en peligro la 
prestación del servicio público a los derechos de los ciudadanos por la vía de 
cometer errores procedimentales originados en planteamientos demasiado 
ideológicos alrededor de la participación del sector privado. Por último, cabe 
resaltar que ni el gobierno colombiano ni ninguno a nivel mundial, o 
prácticamente ninguno, ni siquiera el cubano tantas veces elogiado por la 
izquierda del continente, se han destacado por su eficiencia en términos de 
producir productos o generar servicios, lo cual no es de sorprenderse porque 
normalmente no es esta la función y especialidad de los gobiernos. 


De la “larga distancia” al celular 
En telecomunicaciones, Colombia ha vivido un proceso acelerado de 
transformación desde los años 1990. En aquella época existía un sistema 
totalmente estatal, fragmentado entre compañías públicas de telefonía local y, 
por supuesto, una muy potente telefonía fija. 

Una gran compañía estatal, la Empresa Nacional de Telecomunicaciones, 
Telecom, tenía el monopolio de las comunicaciones de “larga distancia”, 
como se conocía entonces cualquier llamada que trascendiera los límites del 
municipio desde el cual se originaba. 

Así, y a manera de ejemplo, una simple llamada telefónica entre Cali y 
Palmira, o entre Medellín y Rionegro, o entre Cartagena y Barranquilla, o 
entre Bogotá y Nueva York, era considerada de larga distancia y, por lo tanto, 
tenía que ser transmitida por Telecom. Esa era una compañía altamente 
burocratizada, con grandes limitaciones desde el punto de vista de sus 
capacidades tecnológicas y canales de comunicación, lo que hacía toda una 
aventura el comunicarse con otro municipio. 


Muchos de nosotros crecimos marcando el 09 durante minutos 
interminables para pedirle a una operadora que intentara llamar a otra ciudad, 
pero el ejercicio no siempre era exitoso porque los canales podían estar 
ocupados. Se escuchaba entonces un desalentador mensaje: “Por favor intente 
su llamada más tarde, todos nuestros canales se encuentran ocupados”. Ello 
significaba, nada más ni menos, que empezar de cero para intentar una 
comunicación. 

Cuando empezó el proceso de apertura en el sector de telecomunicaciones, 
la gran mayoría de llamadas se hacían a través de operadora. Por eso, la 
novedad consistía en que esa misma llamada se pudiese hacer mediante un 
sistema “automático”, que no era otra cosa que la utilización de un prefijo que 
permitiera que el proceso fuese gestionado por uno mismo. 

En los primeros años de la década de 1990, el país tomó tres decisiones de 
fondo: la primera, relacionada con la posibilidad de permitir competencia en 
las actividades de comunicaciones de larga distancia, con lo cual aparecieron 
el 05 y el 07, además del 09 de Telecom. Eso fue un notable avance. La 
segunda, con la posibilidad de privatizar las compañías de telecomunicación 
local. Y la tercera, que en realidad fue resultado de uno de los más 
importantes avances tecnológicos de la humanidad: la aparición de la telefonía 
celular. 

Este fue el primer cambio de fondo en términos de telecomunicaciones 
que llegó relativamente rápido a Colombia, gracias a que en ese momento el 
país ya tenía la actitud y la mentalidad para que se pudiera desarrollar. No 
obstante, la primera tendencia que surgió estuvo encaminada a hacer que el 
único operador del nuevo sistema fuera el Estado. 

Por fortuna, y después de muchos debates, el país decidió que no solo 
hubiese varios operadores, sino que en algunos de ellos participara el sector 
privado. De esa manera, la actividad celular empezó con la concesión de seis 
licencias diferentes, distribuidas en tres regiones: centro, norte y occidental. 
En cada una de ellas se consideró importante la existencia de al menos dos 
operadores, uno de los cuales debería ser de economía mixta. 

Detrás de esta conversación tecnológica surgió algo evidente, pero que 
muy pocos sabían, y es que uno de los bienes públicos más valiosos era el 
espectro electromagnético que desde siempre había sido utilizado en forma 
desordenada por todas las tecnologías, es decir, en televisión, radio y 
radioaficionados. 

El siguiente avance importante fue permitir que los operadores regionales 
se convirtieran en operadores nacionales porque en su primera versión 


consideró que debería cobrarse un cargo especial por “larga distancia” cuando 
se realizaran llamadas entre las diferentes regiones. En este momento existían 
cerca de cuatro millones de usuarios con esa tecnología frente a una población 
de cerca de 45 millones de habitantes. Esta integración permitió generar la 
idea de que los operadores pudieran prestar un servicio competitivo. Esa 
nueva realidad fue reforzada cuando se facultó la participación de terceros 
operadores, que rompieron el duopolio existente. 

Claro, el mercado explotó y la realidad es que hoy hay más líneas 
telefónicas que habitantes en Colombia, algo que se repite en prácticamente 
todos los países. El sistema permitió, además, cambiar las tecnologías. Por 
supuesto, estos desarrollos no son colombianos, pero el Estado sí ha jugado un 
papel clave porque ha creado condiciones para que los operadores, que 
originalmente eran de telecomunicaciones, hoy sean la columna vertebral a 
través de la cual van ya no solo las voces, sino toda la internet con sus grandes 
flujos de datos, imágenes, redes sociales, aplicaciones de innumerables 
utilidades y, recientemente, la inteligencia artificial. 

En los años 1990, este sector afrontó un proceso de redefinición 
institucional cuando fue creada la Comisión de Regulación de 
Telecomunicaciones, CRT. La nueva entidad ajustó el marco legal existente y 
permitió, entre otras cosas, que en una actividad prestada exclusivamente por 
el Estado también participaran empresas y operadores de talla internacional 
que tuvieran el músculo financiero suficiente para seguir el ritmo de la 
vertiginosa carrera de desarrollos tecnológicos de esa industria, y trasladarlo a 
la ciudadanía. 


La pensión se convierte en un ahorro 

Al sector relacionado con la administración de los fondos de pensiones me 
refiero en otro lugar de este libro, pero quisiera recalcar dos de las funciones 
que han cumplido, especialmente en estos tiempos en los que soplan vientos 
de reforma. 

En primer lugar, está el importante papel que los fondos han jugado al 
minimizar el riesgo de que las próximas generaciones enfrenten una “bomba 
pensional”, entendida como el riesgo de que el Estado deba en el futuro girar 
cuantiosos recursos para atender pensiones para las cuales no hay un “ahorro” 
reservado. Otro gran valor del sistema privado de pensiones administrado por 
las AFP es el de canalizar parte del ahorro nacional a sectores y actividades 
que buscan crear desarrollo productivo a través de los mercados de capitales y 
financiero. 


Para algunos, esta es justamente la mayor crítica al sistema porque se 
argumenta que los ahorros de las personas son llevados a actividades de 
intermediación financiera. No hay la menor duda de que esa es la única 
alternativa posible y por ello siempre se está ante el dilema de saber qué tipo 
de rentabilidad se quiere buscar. Esta variable es la que determinará el monto 
de las pensiones que el sistema estará en condiciones de reconocerles a las 
personas. 

Los proyectos de ley presentados en Colombia y en otros países, como 
Chile, responden al interés de los gobiernos de turno de acceder a los recursos 
ahorrados por las personas para atender algunas de sus necesidades o de sus 
aspiraciones en términos de inversiones o gasto público. Con frecuencia se 
justifican con el argumento de que esos recursos irán a atender programas 
solidarios de cobertura de las personas que a lo largo de su vida no cotizaron 
al sistema de pensiones y, por lo tanto, no tienen derecho a una mesada. Este 
último es sin duda alguna un objetivo loable, pero no existe razón lógica para 
imaginar que esto se debe hacer con los ahorros de quienes sí aportaron. Se 
trata de programas con contenido social, importantes, totalmente justificados, 
pero deberían ser financiados por el Estado con los presupuestos asignados 
para desarrollar sus políticas sociales. La llegada de la pensión deja de 
depender de la caja del Estado y los trámites ante entidades públicas y 
funcionarios con inmensas cantidades de procesos sobre sus escritorios. 


Un apagón que encendió la chispa 

Por todo lo que se ha logrado, vale la pena resaltar al sector energético. En los 
años 1990, también en el gobierno de César Gaviria, ocurrió quizá la más 
importante crisis energética de nuestra historia, al punto de que hubo un 
momento en el cual la capacidad instalada no tenía cómo atender la demanda 
diaria del mercado. Es lo que en aquella época se conoció como el gran 
apagón, que desencadenó un racionamiento generalizado de energía. 

Dado que la demanda era superior a las capacidades del sistema, el 
periodo total de restricción del servicio fue de cerca de tres años, entre 1992 y 
1995. Fue una gran coincidencia que esta grave contingencia sucediera justo 
en el momento en que Colombia y el mundo pensaban autorizar el ingreso de 
empresas privadas al sector energético. 

Es muy probable que la necesidad evidente y manifiesta que se presentó 
en ese momento, de realizar nuevas y grandes inversiones en forma acelerada, 
haya jugado un papel determinante a la hora de que la sociedad toda aceptara 
la participación del sector privado empresarial en actividades que 


tradicionalmente habían sido responsabilidad exclusiva del Estado. Sin la 
emergencia del racionamiento, y sin los cambios de paradigma internacional, 
seguramente habría sido imposible imaginar que el Estado les abriera la 
puerta a los privados en una actividad tan sensible. 

Recordemos que en esa época se hablaba de sectores estratégicos y de 
sectores fundamentales para la seguridad nacional, entre los cuales estaba el 
energético. 

En el desarrollo de cada uno de los puntos contenidos en el decálogo del 
Consenso de Washington me detuve a mencionar las transformaciones 
institucionales y regulatorias que se dieron en el sector energético. Es 
indudable que no solo se produjo un ordenamiento del sector, que condujo 
desde entonces a evitar apagones o racionamientos, y fue creado un robusto 
mercado de protección a los consumidores, sino que se puso en marcha un 
atractivo ecosistema en el cual se han presentado una gran cantidad de 
proyectos e inversiones que aún hoy demuestran que su diseño fue correcto. 

Un punto al que no me he referido tiene que ver con la creación de un 
mercado que permite la transacción de capacidades disponibles y energía 
despachada. Su ventaja es que diferencia a los consumidores domiciliarios y 
pequeños de los denominados grandes consumidores, para quienes el costo de 
la energía es determinante de su capacidad competitiva. 

Este mercado incluye la posibilidad de transar energía futura, lo que sin 
duda alguna resulta indispensable para construir y adelantar proyectos que 
requieren de grandes inversiones y de periodos relativamente largos de 
construcción. También facilita la posibilidad de transar energía mediante un 
mercado equivalente a las bolsas de valores, es decir, comprar capacidades 
disponibles prácticamente día tras día. 

Es una figura tan creativa como eficiente, que dispone de una entidad 
centralizada que organiza y prioriza las plantas que generarán y despacharán 
la energía, de acuerdo con las necesidades actuales y futuras, proyecciones 
hidrológicas que son tan importantes en nuestro país, y el menor costo 
marginal de generar en cada momento. Es en realidad un modelo muy 
sofisticado que ha sido incluso tomado como ejemplo en otras latitudes. 

Desde esos años 1990 hasta hoy, se han terminado y puesto en marcha una 
buena cantidad de proyectos, algunos térmicos, con distintos combustibles, 
otros hidráulicos, y últimamente basados en energías renovables no 
convencionales como la energía solar y la energía eólica. Incluso hoy 
mencionamos planes basados en energía geotérmica o hidrógeno. 

Para que tengamos una idea del avance logrado, en 1992, cuando se 


produjo el apagón, Colombia contaba con 8.527 MW de capacidad instalada, 
de los cuales el 79 % era energía hídrica. En 2000, esa capacidad total había 
aumentado a 12.581 MW y en 2010 ya era de 13.485 MW. Hoy esa capacidad 
de generación es de 18.914 MW, de los cuales el 66 % es hídrica, 21 % es 
térmica y el resto es cogeneración y energías renovables no convencionales. 

Menciono esto para referirme exclusivamente al modelo de generación 
eléctrica, porque igualmente podríamos referirnos a la transmisión de la 
energía o a su distribución. 

Como ha quedado planteado, en este sector es mucho lo que se ha logrado 
porque es quizá uno de los mejores ejemplos de regulación y supervisión; 
pero también, de participación privada en atención a las necesidades de la 
población. 

Traigo a colación estos casos porque no quiero que se confunda mi tesis 
de que no hemos tenido políticas de desarrollo productivo que nos hubiesen 
llevado a crecer en forma acelerada —tal como lo han logrado otros países—, 
con un eventual desconocimiento, injusto de por sí, de muchas cosas buenas y 
notables avances alcanzados durante estos treinta años. 

La tesis no se refiere a si en Colombia se han hecho cosas valiosas o no, o 
a si Latinoamérica ha hecho esfuerzos por mejorar las condiciones de sus 
países después de adoptar los principios generales planteados por el 
neoliberalismo o el Consenso de Washington. Es claro que sí ha habido 
grandes, importantísimos avances, muchos de ellos ejemplares, muchos de 
ellos basados en la estructura diseñada alrededor del papel del Estado y de su 
capacidad para crear condiciones propicias para que pasaran muchas de las 
cosas que deberían pasar en la búsqueda del desarrollo, incluyendo las 
condiciones de regulación para permitir la participación del sector privado en 
actividades históricamente públicas y en muchos casos responsabilidad 
constitucional del Estado. 

Pero el argumento va en otro sentido. En identificar por qué, a pesar de 
eso, no se han dado grandes saltos en el desarrollo social y económico 
productivo de esta región. Tal como señalo al inicio de este capítulo, 
numerosas afirmaciones sobre Colombia son aplicables a países de América 
Latina. Muchos hicieron cambios regulatorios, permitieron la participación 
del sector privado, cambiaron las instituciones, las modernizaron, se 
plantearon nuevas metas en términos fiscales y hasta eliminaron el monopolio 
estatal. Siempre me impresionó ver cómo en los años 1990 una nación como 
Costa Rica había estatizado el negocio de los seguros, una actividad 
eminentemente privada y atada a los mercados internacionales del reaseguro, 


pero allá solo la podía desarrollar una entidad del Estado. Lo cierto es que 
cada país tiene ejemplos de casos hoy inexplicables. 


La alianza empresa y sociedad 

Desde ya hace varios años, incluso mucho antes de formar parte del equipo de 
la Andi, me ha generado inmenso interés el rol del sector privado empresarial 
en la sociedad. A finales de los años 1990 e inicios del nuevo siglo, le propuse 
a la revista Dinero publicar una columna de opinión sobre responsabilidad 
empresarial, la cual fue aceptada y de esa manera empecé a escribir 
quincenalmente en ese medio. Fue la primera columna de este tipo publicada 
en un medio de comunicación especializado en economía y negocios en el 
país. Posteriormente, como profesor de la Universidad de los Andes en 
materias relacionadas con finanzas corporativas, me propusieron escoger otro 
sector en el cual estudiar y enseñar, y me incliné por la materia de 
responsabilidad social en pregrado de la Facultad de Administración. En ese 
programa busqué acercar a los estudiantes que se formaban en el mundo de 
los negocios al concepto de que las organizaciones empresariales tienen un rol 
social mucho mayor que el de simplemente producir bienes o servicios. 

Finalmente, y desde el punto de vista académico, en el Centro de Estudios 
de Desarrollo Regional, Cider, también en la Universidad de los Andes, tuve 
la oportunidad que me brindó un amigo cercano de integrar la primera 
plantilla de profesores de una especialización en responsabilidad social que se 
estaba creando allí. Elegí estructurar una materia que se llamaría Empresa y 
Sociedad, que se adentraba en tratar de identificar cuál era el papel de las 
primeras en la segunda. 

Estaba convencido de que ese rol no solo va muchísimo más allá del 
simple objeto social de las organizaciones, sino que ha cambiado de manera 
fundamental a lo largo de la historia. Mi tesis sobre este tema incluía una 
reflexión similar a la expresada en este libro, alrededor del cambio que se 
pudo haber registrado en la década del noventa, cuando se volvió política y 
socialmente aceptable la participación de las empresas privadas en muchas 
actividades que hasta ese momento de la historia habían sido consideradas 
exclusivas del Estado. 

Otro de los grandes ejemplos a nivel mundial es el de los correos, que 
hasta ese momento eran un monopolio estratégico por razones de seguridad 
nacional. Hoy los correos son entidades completamente distintas porque ya no 
llevan cartas, telegramas, télex o marconis, sino casi exclusivamente paquetes. 
¿Por qué? Porque los mensajes se transmiten en su gran mayoría a través de 


canales digitales. 

Durante el proceso de búsqueda del material para los cursos que había 
escogido, además de la reflexión que ya tenía sobre cómo estaban cambiando 
las cosas a nivel mundial, el nuevo orden mundial y el papel del sector 
empresarial, también pensaba en la situación de Colombia durante los años 
1990 en términos de seguridad, de viabilidad y de atracción de la inversión 
hacia un país que se encontraba en uno de los momentos más delicados de 
toda su historia por cuenta del narcoterrorismo y la guerrilla. También eran 
bien conocidas las experiencias de algunos países que entraban en profundas 
crisis de seguridad o de seguridad jurídica y terminaban por expulsar a 
muchos de los protagonistas de la vida empresarial. Cuba, por supuesto, era el 
ejemplo más extremo; más adelante, Venezuela fue el más triste botón de 
muestra de una economía pujante, no solo en el mundo del petróleo y la 
petroquímica, sino en términos industriales. Poco a poco fuimos testigos de 
cómo fue desapareciendo todo el sector empresarial privado, bien porque 
perdió viabilidad o bien porque decidió buscar mejores vientos en otros 
países. 

Vista en retrospectiva, en esa década de los años 1990, tan llena de 
historia y de dramatismo, el país vivió momentos muy complejos, de terror y 
temor, pero también de valentía y coraje. Todo hubiera sido completamente 
distinto aquí si el sector empresarial hubiera buscado sobrevivir en otras 
latitudes, como sucedió en Venezuela. 

Muchas de las historias del Estado combatiendo a sus enemigos, o la 
ciudadanía exigiendo y tramitando una nueva Constitución, o un país que 
reinventa sus marcos institucionales y regulatorios con la idea de prepararse 
para este nuevo mundo, hubieran sido muy distintas si no tuviésemos un 
sector productivo potente, que sostuvo la economía, que generó oportunidades 
para las personas y que le dio al Estado colombiano un soporte vital para 
afrontar tan inmensos retos. 

Lo anterior me permite afirmar que quizá una de las más importantes 
contribuciones del sector empresarial a lo que ha sucedido durante los últimos 
treinta años en Colombia es la de haber mantenido en funcionamiento la 
economía, a pesar de las múltiples dificultades que surgieron. Durante ese 
periodo hubo un momento realmente complejo desde el punto de vista 
individual para las personas que formaban parte del mundo de las empresas. 
En términos de seguridad era muy complejo tener algún tipo de visibilidad 
porque podía ser fuente de amenazas O ataques. Sin embargo, la historia 
muestra un sector empresarial que no solo se quedó en Colombia, sino que 


decidió invertir en ella y —a pesar de las dificultades en términos de seguridad 
o de las condiciones tan poco propicias desde el punto de vista competitivo— 
hacer un esfuerzo notable para mejorar y ampliar las capacidades productivas 
del país. 

Un capítulo que merece atención cuando se mira a Colombia es la relación 
entre economía, minería e hidrocarburos, energía, desarrollo y sostenibilidad. 
Si se hiciera un chequeo a la nube digital de temas que se discuten en foros, 
debates, medios de comunicación y conversaciones académicas, se podría 
pensar que Colombia es un gran productor de petróleo y que, por lo tanto, es 
razonable que la conversación se enfoque especialmente en ese tema. 

La producción o extracción diaria de petróleo a nivel mundial es variable, 
pero se mueve en un promedio que oscila entre 80 y 100 millones de barriles 
diarios. Los mayores productores son Estados Unidos, con 11 millones de 
barriles; Arabia Saudita, con un poco más de 9; Rusia, con alrededor de 10; y 
Canadá, con algo así como 5. 

Por su parte, en sus mejores épocas, Colombia logró producir un poco más 
de 1 millón de barriles diarios incluyendo los equivalentes de gas natural, y en 
los últimos años ha estado estancada en una cifra apenas superior a 700 mil. 
En el 2000 extrajimos un poco más de 500 mil barriles día en promedio, 
menos del 1 % del petróleo que se produce en el mundo. Sin embargo, para la 
economía colombiana esta actividad tiene un inmenso impacto. En los años 
1990 y en épocas anteriores, el gran reto era lograr la autosuficiencia porque 
en muchas ocasiones debimos usar las reservas internacionales en la compra 
de combustible para que la economía funcionara. 

A pesar de la importancia marginal de nuestra producción de 
hidrocarburos en el contexto global, es claro que sí ha servido para apalancar 
una gran cantidad de variables sociales y económicas que han tenido inmensa 
importancia para el país. No es exagerado decir que buena parte de esos 
recursos fueron invertidos en causas supremamente importantes, entre ellas el 
plan de superación de la pobreza, en la construcción de infraestructura, en el 
fortalecimiento de algunos programas sociales y en el fondeo de las pensiones 
de entes territoriales, y hasta en el fortalecimiento de las fuerzas armadas y de 
policía en la búsqueda de la seguridad y la paz, que ha sido nuestro karma. 

A finales de 2022 conversé con Max Bearak, periodista del New York 
Times, quien llegó a Colombia a escribir un reportaje sobre las ideas del 
presidente Gustavo Petro que fue publicado en noviembre. Él había escuchado 
su reciente discurso en las Naciones Unidas y se veía muy impactado, creo 
que positivamente, porque el mandatario había hecho algunas reflexiones 


sobre la falta de atención de la crisis climática por parte de las grandes 
potencias, y le atraía en especial la idea de que su gobierno tomaría la 
decisión de no producir hidrocarburos en el futuro próximo. El periodista 
había recopilado otras declaraciones al respecto del presidente Petro y me dijo 
que según su parecer Colombia, al lado de Uruguay, le estarían dando un 
ejemplo al mundo. Mencionó a Uruguay porque había anunciado que en un 
plazo relativamente corto solo permitiría la venta de automóviles eléctricos en 
su territorio. Inicialmente creo que había entendido la magnitud de la idea de 
abandonar el petróleo y sus implicaciones en la sociedad. 

Fue una conversación interesante, que luego sería publicada en parte en 
dicho periódico estadounidense bajo el título “Colombia Depends on Oil. Its 
Leader Wants to Give it Up” y en la cual intenté entender los intereses del 
entrevistador e ir un poco más allá. Hablamos de que no es lo mismo decir 
que no se compren autos de combustión, que por cierto no son producidos en 
Uruguay, que renunciar a la principal fuente de recursos de la economía. En 
últimas, vimos cómo es una valiosa decisión de los compradores pagar por los 
autos eléctricos con el fin de contribuir al propósito de disminuir el 
calentamiento global. Por el contrario, vimos cómo, si Colombia renuncia a la 
producción de hidrocarburos, perdería la fuente de la mayor parte de sus 
divisas, el recurso que genera los principales ingresos para el Estado y las 
administraciones regionales; afectaría la estabilidad cambiaria del país y, por 
supuesto, la capacidad de adelantar proyectos de política social. 

Le pregunté a Max si creía que Colombia era un potente productor de 
petróleo y respondió que sí, que eso era lo que él entendía; indagué si sabía 
cuántos barriles de petróleo producíamos al día y reconoció que no sabía con 
exactitud, pero se aventuró a decir que unos tres millones. Su sorpresa fue 
grande cuando le expliqué que solo eran 700 mil, o algo más, pero lo que más 
le llamó la atención fue escuchar datos concretos sobre el impacto que esos 
barriles tienen sobre nuestra economía. Entendió que en realidad Colombia 
hace milagros con su relativamente pequeña producción, y sacrificarla para 
“darle ejemplo al mundo” tiene un costo que una sociedad como la 
colombiana simplemente no puede asumir. 

Por cierto, su intención era entrevistar al presidente porque estaba 
impresionado por sus ideas y para lograrlo estuvo diez días en el país. Pero no 
logró concretar la audiencia. 


Hidrocarburos, ejemplo de trabajo colectivo 
En medio de la conversación sobre el sector privado hago referencia al tema 


de los hidrocarburos, porque lo que se ha logrado en este frente es uno de los 
varios ejemplos de trabajo colectivo en el cual hay participación del sector 
público, incluyendo un proceso regulatorio que tomó años crear, o la 
participación de Ecopetrol como principal protagonista del mercado. Al 
mismo tiempo, con dicho marco normativo se generaron las condiciones para 
que el sector empresarial privado pudiera actuar con dinamismo para 
complementar la acción del Estado. De allí los logros mencionados en 
producción, divisas e ingresos para la nación. También porque históricamente 
la participación del sector empresarial en este sector es uno de los temas más 
frecuentemente criticados por la extrema izquierda del continente al momento 
de dar discusiones ideológicas. 

Es por todo esto que resultó incomprensible el tratamiento que la reforma 
tributaria le dio a este sector porque generó sobretasas y sobrecostos fiscales 
desproporcionados. Durante el trámite de la iniciativa fiscal le propusimos al 
gobierno una estructura para que el sector compartiera con toda la sociedad 
las eventuales ganancias extraordinarias que se produjeran cuando los precios 
internacionales del crudo estuviesen muy altos. Por ejemplo, con precios 
superiores a 90 o 100 dólares por barril, las utilidades serían compartidas por 
partes iguales entre los operadores y el Estado. 

Uno de los hechos más dramáticos de falta de alineación con los intereses 
de la nación, el país y los políticos y sus ideologías, fue el vivido con la 
primera ministra de Minas del gobierno de Gustavo Petro, que no solo era 
definitivamente la persona equivocada para el cargo, tanto por su falta de 
conocimiento como por ser enemiga declarada de las actividades que debía 
apoyar, sino que sin duda le causó mucho daño al sector y al país como 
resultado de esas características. Una de sus más impactantes posiciones fue 
cuando dijo que en el sector no se permitiría más exploración de 
hidrocarburos. Una declaración de este calibre en un país donde cerca del 50 
% de las exportaciones depende del sector, donde al menos un tercio de la 
inversión extranjera corresponde a ese sector, donde cerca del 90 % de los 
presupuestos de inversión de los entes territoriales corresponde a regalías 
mineras y petroleras, donde alrededor del 53 % del presupuesto de la nación 
proviene del ingreso petrolero, por supuesto generó una de las mayores crisis 
económicas autoinflingidas de la historia del país. 

Fue tan exótica esa posición que, durante la campaña por la presidencia de 
Brasil, la revista Time le preguntó a Luiz Inácio Lula da Silva si estaría 
dispuesto, como Petro, a detener la exploración petrolera, a lo cual respondió 
que en el caso de Brasil esa sería una posición “irreal”. Y agregó: “Petro tiene 


el derecho de proponer lo que él quiera. En el caso de Brasil, esto no es real. 
En el caso del mundo esto es irreal. Mientras no tengas energía alternativa 
deberás continuar utilizando la que tienes”. Se trataba de un comentario que 
no solo se refería a cada país individualmente, sino a la humanidad como un 
todo. 

Hago referencia a Lula porque, además, sin duda alguna, es el principal 
líder de la izquierda latinoamericana; el mismo que en la primera semana de 
agosto de 2023 citó a los países amazónicos en Belém do Pará para hablar de 
la región y donde tuvo un gran desacuerdo con el presidente colombiano 
respecto de su idea de prohibir la exploración en la región, y, mucho más, 
sobre la exótica idea de crear una especie de Otán Amazónica con armas para 
combatir en la región. 


La violencia toca a todos 

Las empresas y los empresarios han entendido que en un país como Colombia 
su responsabilidad es inmensamente superior a la que podrían tener en otros 
países. Se podría decir que esta realidad es una constante en América Latina, 
pero sin embargo en Colombia tiene un componente muy especial y es el 
hecho de que durante años los movimientos insurgentes las han convertido en 
objetivo de sus ataques. Las cifras de secuestros de empresarios O 
funcionarios de empresas durante 1990 y 2000 son impresionantes. Un 
estudio para la Andi elaborado por los profesores Jorge Giraldo y Gustavo 
Duncan desde la Universidad Eafit, muestra los años en los cuales hubo 
secuestros, que alcanzaron 4.422 personas relacionadas con organizaciones 
empresariales; son igualmente importantes las estadísticas de ataques a 
instalaciones físicas. 

A pesar de la situación tan compleja, la historia registra una voluntad 
inquebrantable y a prueba de todo, de querer mantenerse en el país y de jugar 
el papel social que debemos jugar. No es así en otros países, donde se 
presentaron casos masivos de éxodo empresarial. A lo anterior se suma una 
realidad, esta sí mucho más generalizada en la región, de Estados 
extremadamente débiles, con poca presencia en muchos frentes sociales o 
incluso geográficos, donde al final sus falencias son cubiertas por el sector 
empresarial. Es común ver obras públicas, acueductos, escuelas, centros de 
salud, y hasta actividades culturales, responsabilidad del Estado, atendidas por 
empresas privadas. Es común ver comunidades, en muchos casos con razón, 
que piden a empresas presentes en el territorio que solucionen o ayuden a 
tramitar salidas a sus necesidades sociales. 


A financiar al Estado y sus políticas 

En el campo fiscal o de financiación del Estado también el sector empresarial 
ha hecho grandes esfuerzos. Colombia tiene una estructura tributaria llena de 
distorsiones, donde el hecho más notorio es quizás la incapacidad del Estado 
para implementar un sistema que incluya en su totalidad a ciudadanos y 
empresas. La verdad es que una gran cantidad de personas podrían y deberían 
pagar impuestos y no lo hacen. En contraste, los empleados formales y las 
empresas pagan tarifas exageradamente altas, mientras existe un grupo que no 
es parte del esfuerzo colectivo. Lo anterior conduce a otra gran distorsión: una 
muy buena parte del recaudo tributario está concentrado en unas pocas 
empresas formales. Se estima que los grandes contribuyentes en Colombia 
son alrededor de 3.600, y el Impuesto al Valor Agregado, IVA, que es pagado 
por toda la población, recarga con tasas muy altas e inequitativas muchos 
productos que son fundamentales para la supervivencia de amplios sectores de 
la población. 

En medio de esta realidad han existido momentos de grandes necesidades 
desde el punto de vista fiscal. Uno de ellos, muy dramático, fue el que 
vivimos justo después de la pandemia, en el 2021, cuando la actividad 
económica severamente afectada impactó el recaudo, que disminuyó, y el 
Estado, que venía de grandes tasas de gasto público contra cíclico, quedó en 
una situación del fisco nacional más que precaria. 

A comienzos de ese año, el gobierno anunció una reforma tributaria para 
solventar la situación y por eso propuso subir la base de contribuyentes, 
incrementar las tasas de impuesto de renta y aumentar los productos sujetos de 
impuestos al valor agregado. En teoría, muy seguramente la reforma tributaria 
habría solucionado muchos de los problemas estructurales de nuestro sistema 
de impuestos, pero, sin embargo, implicaba un esfuerzo extraordinario por 
parte de la ciudadanía, que venía de una situación compleja desde el punto de 
vista humano y económico debido a la pandemia del covid-19 y a las medidas 
que tomaron distintos países para evitar el contagio y luego para tratar de 
recuperar la economía afectada por las medidas recién tomadas. 

En forma simultánea al anuncio del proyecto de ley tributario, desde la 
Andi y en representación de una buena parte del sector empresarial, se 
propuso una reforma radicalmente diferente en la que no se tocara a los 
ciudadanos y se hiciera un esfuerzo temporal por parte de las empresas para 
pagar un impuesto de renta del 35 %. Son bien conocidos los hechos sociales 
que se presentaron entre el 28 de abril de 2021 y el 6 de junio de ese año, en 
los cuales se produjo un proceso de bloqueo y desestabilización de la 


economía. Por una parte, en los desórdenes se vieron involucrados ciudadanos 
que protestaban contra la reforma tributaria y la deficiente implementación del 
proceso de paz, pero por otra parte hubo movimientos políticos y grupos 
ilegales y violentos que buscaron aprovechar la situación para generar una ola 
de descontento que produjo grandes efectos sobre toda la sociedad y luego 
sería capitalizada en las elecciones presidenciales de 2022. 

Después de candentes discusiones en el Congreso de la República, el 
gobierno retiró la propuesta inicial de reforma y aceptó la estructura 
presentada por la Andi y los empresarios. Infortunadamente, el trámite no 
tuvo en cuenta el efecto de la temporalidad planteada y el aumento de 
impuestos quedó permanente y fue ratificado luego por una reforma adicional 
presentada por el gobierno de Gustavo Petro en agosto de 2022, un día 
después de su posesión. 

El análisis de la estructura tributaria de Colombia podría ser materia de 
otro libro, pero quiero resaltar la posición del sector empresarial, que asumió 
cargas extraordinarias en momentos en que la sociedad más los necesitaba. A 
decir verdad, esto fue positivamente valorado por la ciudadanía, como voy a 
referirlo en los próximos párrafos. 


Más vacunas para todos 

Otro caso que quiero destacar con gran orgullo porque de alguna forma hice 
parte de su decisión e implementación, fue el papel del sector empresarial en 
el proceso de vacunación requerido a raíz del covid-19. Quizás todos 
recordamos, y si no lo tenemos presente vale la pena que lo hagamos porque 
es uno de los capítulos más tristes de la historia de la humanidad, me refiero a 
cómo en un momento dado los países más desarrollados lograron antes que 
los demás producir vacunas contra el virus, pero inmediatamente decidieron 
no venderlas por fuera de sus fronteras. 

Dicha decisión condenó a los países no desarrollados a resignarse y 
esperar que buenamente sobraran vacunas y las enviaran a su antojo a otras 
naciones. Diversas entidades multilaterales, como la Organización Mundial de 
la Salud, OMS, lucharon para corregir semejante inequidad, que hablaba no 
solo de otorgarles privilegios a unos sobre otros, sino de generar un 
mecanismo de selección vital por el cual había una jerarquía del valor de la 
vida en favor de los países con más recursos. Será difícil explicar cómo fue 
que se tomaron esas decisiones, aunque también siento que es un asunto que 
está un poco olvidado. 

En medio de ese panorama, Colombia logró, en términos relativamente 


rápidos para nuestra condición de país no desarrollado, tener acceso a algunas 
cantidades de vacunas que inicialmente fueron insuficientes, pero importantes. 
Pero claro, se trataba de un proceso operativamente complejo que significaba, 
entre otras muchas complejidades, tener acceso a los biológicos, manejarlos 
correctamente, preparar personas para su aplicación, disponer sistemas de 
control para saber quién se había vacunado y quién no, llegar a todo el 
territorio nacional y hacerlo en el orden que definió el gobierno nacional de 
acuerdo con las vulnerabilidades. 

En este contexto, el sector empresarial le propuso al país y al gobierno 
nacional adquirir a su costo grupos importantes de vacunas que permitieran 
multiplicar los esfuerzos de darle cobertura en el territorio nacional a esta gran 
gesta. La primera sorpresa que tuvimos fue la negativa de las autoridades para 
permitir que esto sucediera. Sinceramente no esperábamos que una iniciativa 
aparentemente positiva y desinteresada pudiera tener contradictores, pero lo 
cierto es que tuvimos grandes dificultades para que el gobierno nacional lo 
aceptara. En numerosas ocasiones nos dijeron que eso no era posible con el 
argumento de que se quería mantener el proceso en manos de las autoridades. 
Esa decisión, de facto, conducía a que era más importante ese control que el 
hecho de que se vacunara a más de un millón de personas adicionales. Algún 
día haremos un repaso de este tema, que está lleno de anécdotas sorprendentes 
y hasta desconcertantes. 

Después de varios meses de lucha, por fin logramos avanzar en un proceso 
mediante el cual el sector empresarial compró los biológicos para vacunar a 
más de un millón de personas y se encargó de toda la logística para hacerlo, 
sin interferir en el proceso de vacunación liderado por el Estado. Así, 
Colombia se convirtió en el primer país del mundo donde se llevó a cabo un 
gran proceso de vacunación liderado por el empresariado. Casi 
inmediatamente, decenas de colegas líderes de organizaciones empresariales 
de todo el mundo nos pidieron apoyo para que les contáramos cómo lo 
habíamos hecho, primero para convencer al Estado, y luego para ponerlo en 
marcha. Luego invitamos a las empresas a hacer aportes voluntarios, 
donaciones, para llevar a cabo el proceso. 

De esa manera, en menos de dos días logramos obtener recursos y 
compromisos presupuestales futuros por cerca de 60 millones de dólares. 
Recuerdo una llamada del ministro de Salud de esa época en la que después 
de muchas conversaciones finalmente dijo que autorizaba la compra de las 
vacunas, pero al mismo tiempo nos ponía la condición de que había que girar 
al día siguiente 28 millones de dólares a la farmacéutica china. Esa, por 


supuesto, era una condición casi imposible de cumplir porque ese monto, por 
una parte, era más del doble del presupuesto anual de toda la Andi y, por la 
otra, implicaba que acudiéramos a las compañías a darles la buena noticia de 
que nos habían autorizado con la condición de poner los recursos 
inmediatamente para adquirir los dólares y girarlos a las empresas en China, 
lo que debería suceder en menos de 24 horas. El gran reto fue superado y se 
logró girar el anticipo. 

Toda la vacunación hacía parte del Plan Nacional de Vacunación del 
Estado, solo que una porción fue financiada y operada por el sector 
empresarial. Hoy, en retrospectiva, creo que uno de los grandes valores de 
este esfuerzo consistió en acelerar la capacidad de ejecución estatal. Se creó 
una especie de sana competencia por ver quién vacunaba más rápido, y el 
Estado reaccionó muy bien; por supuesto todo en beneficio de los 
colombianos. Para esto se creó una gran red de vacunación que logró llegar a 
cientos de poblaciones y proteger a más de un millón de personas 
rápidamente. Nadie sabrá nunca cuántas vidas se salvaron, y queda la 
satisfacción de haber logrado unir voluntades y esfuerzos para ese, el principal 
objetivo de la humanidad en ese momento. 

La ciudadanía expresó con entusiasmo y generosidad su reconocimiento a 
los esfuerzos realizados por el sector empresarial, que respondió con 
responsabilidad ante una situación extraordinaria para la cual nadie estaba 
preparado. Aunque puede resultar una actividad más comprometedora para las 
empresas, esta responsabilidad extendida puede haber llevado a una relación 
de empatía entre la sociedad y las empresas. Con frecuencia me encuentro con 
empresarios que preguntan qué más pueden hacer y cómo lo pueden hacer, e 
indagan si tenemos mecanismos de participación en el debate nacional, en los 
cuales ellos puedan ser actores en las grandes conversaciones; por supuesto en 


defensa de la democracia y las instituciones. 


Encuestas, reflejo de la realidad 
No solo se trata del papel de las empresas y su sentimiento de responsabilidad. 
Los ciudadanos también lo reconocen y tienen grandes expectativas sobre cuál 
puede ser la actitud del sector empresarial en el desarrollo de los 
acontecimientos nacionales. A diferencia de otros países, donde existe un 
sentimiento de animadversión frente a las empresas, en Colombia se percibe 
claramente un alto sentimiento de opinión favorable y, más importante aún, de 
confianza en las empresas. 

Una reciente encuesta elaborada por el Centro Nacional de Consultoría 


para la Universidad Externado y el diario El Tiempo, indicó que el 78 % de 
los colombianos siente orgullo de las empresas y el 73 % de los empresarios. 
Por su parte, el barómetro de confianza elaborado por Edelman Trust señala 
que en Colombia el 65 % de los encuestados confía en el sector empresarial. 
En realidad, en lo único que creen realmente es en sus empresarios, porque 
expresan un sentimiento neutro sobre las Organizaciones No 
Gubernamentales, ONG, y respecto del gobierno y los medios de 
comunicación tienen un sentimiento de desconfianza. 

Finalmente, una encuesta que se realiza en Colombia cada dos meses 
elaborada, por Invamer, denominada el Poll, Indica que la opinión favorable 
sobre los empresarios es del 58 %, mientras la desfavorable es del 35 %. Este 
grupo y la Iglesia católica son los más apreciados por la población 
colombiana. 

Es indiscutible que esta realidad genera una gran responsabilidad frente a 
toda la ciudadanía porque mucha gente sabe que el sector empresarial es el 
gran generador de empleo del país. Quizá este concepto se hizo más 
consciente cuando la pandemia condujo al cierre de empresas y, por ende, a la 
desaparición de empleos. Pero hoy no existe la menor duda de que es un 
sentimiento generalizado el reconocer esta realidad. 

Por supuesto que no se puede negar, ni tapar el sol con las manos, y decir 
que no han ocurrido casos en los cuales empresas o sus representantes han 
cometido actos irregulares o incluso delitos. Esas fallas tienen que ser 
castigadas con todo el rigor de la ley. Corresponde a las autoridades 
investigar, pero en términos generales nos encontramos con una inmensa 
mayoría de personas dispuestas a ir más allá de sus responsabilidades para 
hacer de esta una sociedad mejor y con la cual, al final del día, todos estemos 
comprometidos. 

Sí llama mucho la atención la posición de algunos dirigentes políticos, que 
incluso son parte del gobierno, que tratan de generar animadversión en contra 
del empresariado, quizás porque encuentran en esa estrategia una forma de 
estigmatizar a un sector y con base en ello generar opinión pública a su favor. 
Es una forma tan injusta como peligrosa de buscar popularidad. 

Son muchos los esfuerzos que han hecho miles de empresarios por hacer 
las cosas bien, y por aportar al desarrollo de nuestros países para que su 
esfuerzo se vea atacado por políticos que poco saben de eso y de todo lo que 
hay detrás de los mismos. Adicionalmente, es una posición tristemente egoísta 
la de tratar de construir una base política sobre el ataque a la fuente de 
desarrollo y bienestar de la sociedad. No es generoso, pero tampoco 


inteligente atacar la fuente de trabajo, bienestar, riqueza y hasta de recursos 
públicos. Sinceramente creo que es una gran irresponsabilidad actuar de esa 
forma, revistiendo de populismo actitudes que son solo para beneficio propio. 


Notas 

* Ortega-Bolaños, J. La concepción de justicia en la cobertura universal de salud, 
Colombia 1990-2015. Hacia promoc. salud. 2016. 

* Augusto de la Torre y Felipe Valencia. The Washington Consensus, Assesing a 
Damaged Brand, de Nancy Birdsall, Banco Mundial, 2010. 


CAPÍTULO 3 


El crecimiento como estrategia social 


Ya he hecho referencia a la pregunta sobre qué pasos han dado las naciones 
exitosas en lo económico, que no hayan hecho nuestros países. Uno podría 
incluso plantearse la inquietud de por qué en prácticamente todas las regiones 
del planeta —con excepción de América Latina y África- se encuentran 
ejemplos de economías que han logrado producir suficiente riqueza para 
atender las necesidades básicas y, al mismo tiempo, generar altos niveles de 
bienestar para sus ciudadanos. En otras palabras, qué ha sucedido para que 
existan pueblos muy exitosos y otros muy poco hábiles para producir riqueza. 

En términos de la historia de la humanidad, diría que hasta hace unos 
doscientos años era posible encontrar tres factores para explicar esa realidad. 
El primero, la suerte de un pueblo, un reino, o una nación, de contar con 
recursos naturales como oro, diamantes, esmeraldas, plata, especias, seda, 
opio, trigo, maderas, café, té, entre otros, que significaban una gran fuente de 
riqueza. El destino les dio la buena fortuna de tener productos por los cuales 
otros pueblos estuviesen dispuestos a pagar por ellos. 

El segundo, determinante y, por supuesto, muy relacionado con el 
anterior, es la capacidad y habilidad militar de una nación. En otras palabras, 
la posibilidad real de que un país pudiese dominar a otros pueblos o hacerse a 
la riqueza producida por ellos. Si examinamos la historia de la humanidad, el 
poder militar no significaba otra cosa que la suficiencia de un pueblo para 
hacerse a las propiedades y la riqueza o a la capacidad de otro pueblo de 
producir riqueza. Es decir, apropiarse de sus minas, de sus tesoros, de sus 
habitantes para esclavizarlos, de las rutas de comercio, de sus flotas de barcos, 
de sus centros urbanos, de sus campos y de su aparato para producir 
alimentos. Hasta en las llamadas guerras “defensivas” el objetivo ha sido en 
buena parte no perder riqueza, tierra o territorios estratégicamente valiosos. 
No han ocurrido guerras para apropiarse de territorios improductivos o sin 
valor estratégico. Bueno, casi nunca. Claro está que se puede argumentar que 
el poder militar estaba determinado en buena parte por la capacidad 
económica. Pero también se pudiera decir lo contrario, de forma que estamos 


ante dos asuntos íntimamente ligados. 

El tercer factor al que quiero referirme resulta de la construcción 
estratégica de los dos anteriores porque son determinantes en la riqueza. Tiene 
que ver con la doble capacidad de las sociedades para maximizar y bien 
utilizar su riqueza natural y acelerar el desarrollo. Ello deriva en la 
construcción de instituciones para la gobernanza o la justicia, la 
implementación de condiciones que conduzcan a la equidad, la concentración 
de recursos para la educación o la capacidad innovadora, la creación de 
mecanismos eficientes para la toma de decisiones, y capacidades para 
planificar y definir estrategias de desarrollo. 

A medida que nos adentramos en el siglo XX fue creciendo la idea de que 
las guerras no deberían ser aceptadas como estrategia para la creación de 
riqueza, sino como robos de riqueza. Después de superar la Segunda Guerra 
Mundial, en la que se estima murieron sesenta millones de personas, la 
humanidad se esforzó en construir acuerdos y sistemas que evitaran la 
repetición de semejante barbaridad. Fue también el resultado de la reflexión 
colectiva desatada por temor a la fuerza devastadora de la tecnología y la 
ciencia aplicada a la guerra, cuyo producto más destructivo sin duda fue la 
bomba atómica. Se entendió que la mente de la humanidad dedicada a 
imaginar las formas más eficientes de matar al mayor número de personas con 
el menor esfuerzo era garantía para la extinción de la especie humana. 

El hecho es que, en octubre de 1945, poco tiempo después de las bombas 
de Hiroshima y Nagasaki, 51 países crearon la Organización de las Naciones 
Unidas con el objetivo primordial de mantener la paz y la seguridad del 
mundo, alrededor de la idea de establecer condiciones de desarrollo y defensa 
de los derechos humanos. Se trató de un gran acto de contrición o reacción 
frente al temor de que las herramientas de guerra pudiesen superar la 
capacidad de supervivencia de la humanidad. Para efectos de estrategias de 
creación de riqueza, las guerras parecían estar llegando a su fin. A pesar de 
ello, desde entonces y de tanto en tanto, somos testigos de agresiones y 
acciones militares que en apariencia parecen decisiones relacionadas con 
estrategias de interés nacional de algún país, pero en el fondo tienen mucho 
que ver con temas económicos, como es el caso de las tensiones alrededor del 
mar de China, Taiwán, Crimea o Ucrania. Nuevamente, países poderosos 
buscando apoderarse de las riquezas de otros países. 

Las antiguas fuentes de riqueza son complementadas y superadas por 
capacidades mucho más sofisticadas de creación de valor, como la 
creatividad, la educación, la justicia y la actitud emprendedora. Algunos 


Estados crean capacidades y estrategias colectivas para apoyar la 
productividad y la competitividad, como el surgimiento de los bienes 
públicos, inicialmente pensados para la guerra y la atención de necesidades 
básicas, como las carreteras, caminos y calles, puentes, fortalezas, murallas y 
acueductos. Ahí estaban también organizaciones públicas que requerían de 
conocimientos y habilidades que iban más allá de las obras y construcciones, 
como es el caso de hospitales, escuelas, universidades, centros de justicia, 
tribunales, parlamentos e incluso organizaciones eclesiásticas. 

En este contexto me atrevo a decir que existen dos tipos de países: los que 
buscan el desarrollo y lo convierten en un objetivo nacional, y los que 
administran su pobreza y precariedad en medio de grandes esfuerzos, pero 
carecen de una estructura institucional y conceptual que les permita ponerse 
en la senda del desarrollo. No se puede decir que estos últimos sean perezosos 
o que no trabajen por el bien común. Es probable incluso que les sea mucho 
más difícil poder atender las inmensas necesidades de su población, pero el 
hecho es que todos sus esfuerzos sirven para sobrevivir a duras penas con las 
inmensas necesidades que tienen y los escasos recursos con que cuentan. En 
este libro defiendo la dolorosa tesis de que si algo identifica a Latinoamérica 
es que todos somos parte de este grupo. 

Según un documento denominado “Clasificación de Ingresos del Banco 
Mundial”, los países están divididos en las siguientes categorías: 


+ Países de ingreso bajo, con menos de USD$1.045 de PIB per cápita 
anual: 31. 

» Países de ingreso bajo-medio, con un PIB per cápita entre USD 
$1.046 y 4.095: 51. 

+ Países de ingreso medio-alto, con un PIB per cápita anual entre USD 
$4.096 y USD$12.695: 56. 

» Países de ingreso alto que cuentan con un PIB per cápita igual o 
superior a USD$12.696: 82. 


Para usar este indicador como mecanismo de comparación de la riqueza 
agregada de los distintos países, es necesario ajustarlo con un indicador que 
refleje la diferencia entre los precios que hay entre las distintas economías. En 
otras palabras, un dólar no alcanza para lo mismo en Suiza que en Honduras. 
Para esto fue desarrollado el índice de Paridad en el Poder Adquisitivo, PPA, 
que permite comparar el producto interno de cada país dividido entre el 
número de habitantes, y ajustado por el poder adquisitivo real en uno de ellos. 


De la riqueza a la pobreza: indicadores dolorosos 

De acuerdo con la clasificación del Banco Mundial para 2021 y usando el 
PPA, el Producto Interno Bruto, PIB, per cápita por persona de un país como 
Estados Unidos, es de 75.179 dólares anuales; el de Singapur, 131.425 
dólares; Noruega, 79.201; Canadá, 52.085; España, 46.551 dólares. Panamá, 
el primer país latinoamericano en la lista, en el puesto 47, cuenta con 31.680 
dólares de PIB per cápita. Chile ocupa el puesto 53 con 29.104 dólares; 
Uruguay, 24.625; Argentina, 23.627; Costa Rica, 23.387; República 
Dominicana, 20.769; México, 20.036; Venezuela, 17.527; Colombia, 16.893; 
Brasil, 16.056; Paraguay, 13.975; Perú, 13.895; Ecuador, 11.661; Guatemala, 
9.769; El Salvador, 9.668; Bolivia, 9.030; Nicaragua, 6.331; Honduras, 6.525 
y Haití, 3.127. 

Cabe aclarar que el ajuste por PPA busca hacer comparables los ingresos 
totales, de acuerdo con el costo de vida de estar en un país o en otro. Pero si se 
trata de comprar bienes o servicios importados, como tecnología, educación 
de alto nivel internacional, consultorías o maquinaria de última generación, 
los precios internacionales son los mismos para cualquier comprador. Ello sin 
importar el país de origen, por lo que por ejemplo los 16.893 dólares de PIB 
ajustados por PPA, no servirían como indicador, y deberíamos tener en cuenta 
que el Producto Interno Bruto per cápita en valores absolutos sin ajustar, es de 
solo 6.430 dólares, contra 63.420 de Estados Unidos y de España, de 30.150 
dólares. 

Quiero iniciar las referencias a países como el caso de Panamá, que por la 
vocación que le dio la existencia del canal en su territorio aplica como un muy 
buen ejemplo para el argumento que quiero traer a colación en este libro. Es 
cierto que ese es un país pequeño, y es más cierto aun que durante muchos 
años una muy buena parte de su territorio estuvo bajo control casi total de 
Estados Unidos, dada la importancia del canal interoceánico, construido y 
operado por ese país desde cuando fue puesto en marcha. 

Sin embargo, el canal, y posteriormente el desarrollo de una industria 
financiera y bancaria relacionada con el carácter comercial e internacional de 
su actividad principal, fueron los grandes determinantes del devenir 
económico de Panamá. Es un país que nació con propósito estratégico. Desde 
el momento mismo de su separación de Colombia el 3 de noviembre de 1903, 
ya contaba con un plan estratégico sobre su futuro económico. Es cierto que 
no fue algo definido por su propio pueblo, y mucho menos controlado o 
usufrutuado por los panameños, pero lo cierto es que sí contaba con una ruta 
claramente definida: servir de comunicación para una buena parte del 


comercio mundial, papel que ha venido cumpliendo desde 1914, cuando el 
canal fue abierto al servicio. Debemos recordar que solo fue hasta 1977 
cuando el tratado Torrijos-Carter definió que el canal sería transferido 
totalmente al pueblo panameño en 1999. 

Una de las primeras decisiones de Panamá cuando tomó control del canal 
consistió en estudiar una ampliación que le permitiera ajustarse a las nuevas 
necesidades del transporte marítimo. Fue así como siete años después se inició 
la construcción de un tercer juego de esclusas, la profundización de todo el 
canal y el dragado de los accesos en el Caribe y en el Pacífico. Estaba en 
marcha el plan estratégico del país para las próximas décadas y el canal se lo 
dio. 

Indirectamente al inicio y luego en primera persona, Panamá optó por 
producir riqueza. El Estado jugó un papel protagónico en todo el proceso y en 
su ejecución, al punto de que la financiación total del ambicioso proyecto fue 
asumida por la nación. 

Con el ejemplo de Panamá sobre la mesa, quiero regresar al punto de los 
niveles de ingreso per cápita de la región y su gran diferencia con los países 
desarrollados. Es cierto que se podrían adjudicar las causas originales de la 
riqueza a la abundancia de recursos naturales o al poder militar, pero, sin 
embargo, repasar la lista de los países más ricos nos lleva a encontrarnos con 
el hecho de que muchos de ellos, como Noruega o Emiratos Árabes, son 
productores de petróleo, pero hay otros que nunca fueron guerreros exitosos O 
poseedores de minerales valiosos, aunque seguramente sí fueron comerciantes 
aventajados. Sobre todo, han sido buenos en el propósito de producir valor en 
el mundo actual de las manufacturas y los servicios. 

Llaman mucho la atención los casos de países que en las últimas cuatro 
décadas han incrementado en forma acelerada su riqueza colectiva y la de sus 
ciudadanos. Naciones que en los años 1970 eran consideradas de ingresos 
bajos o medios bajos, que lograron dar el gran salto y ahora hacen parte del 
grupo de los más privilegiados, como Japón, Australia, Noruega, Suecia, 
Corea del Sur, Dinamarca y, por supuesto, China, entre varios otros. Quizás la 
pregunta más interesante es ¿qué puede hacer un país en términos de 
desarrollo económico para acelerar su desarrollo? ¿Qué hicieron esos países 
para alcanzar semejante éxito en un tiempo tan relativamente corto? ¿Por qué 
hay países que logran dar el salto y hay otros que no lo hacen? 

Una manera de aproximarse a resolver esas preguntas es repasar la historia 
de algunos de ellos, tratando de identificar las decisiones de política pública 
que tomaron durante las últimas décadas, y con base en ese ejercicio 


identificar dónde está el secreto de su éxito. Con toda seguridad no llegaremos 
a una conclusión determinante y mágica desde el punto de vista económico, 
pero muy probablemente encontraremos ideas iluminadoras que nos darán 
pistas muy interesantes en términos de estrategias, o ausencia de ellas. 

Al lado del equipo económico de la Andi y con investigaciones propias 
me puse en la tarea de tratar de hacer un ejercicio relativamente exhaustivo de 
escoger países que, en nuestra opinión, han sido buenos ejemplos de 
desarrollo acelerado durante las últimas tres o cuatro décadas. Identificar a 
aquellos que, en los años 1980 e inicios de la década de 1990, tuvieron niveles 
de desarrollo similares a los de América Latina, pero que hoy viven 
condiciones más parecidas a las de los llamados países desarrollados. La lista 
no es corta, y dentro de ella se encuentra uno con ejemplos muy diversos, con 
casos muy destacados, como Corea del Sur o China, aunque también es 
forzoso incluir a Singapur, Hong Kong, Tailandia, Turquía, Israel, Emiratos 
Árabes y Qatar. Incluso podría decirse que algunos países que hoy son parte 
de la Unión Europea, hace treinta años se parecían más a países 
latinoamericanos que a los líderes de la UE, como Portugal o incluso España y 
algunas regiones autónomas de ese país como el País Vasco, Cataluña o 
Galicia. En la región es interesante examinar a México y Chile, que 
registraron avances interesantes en muchos de los indicadores que usualmente 
se miden para analizar el grado de desarrollo. 


Los que encontraron tesoros 
Los árabes: en la lista hay un importante grupo de países para los cuales la 
explotación de recursos naturales fue base para que dieran el que algunos 
economistas han llamado “el gran salto”, el “big leap”, como dicen en inglés. 
Sobresale, por supuesto, el mundo árabe, con Arabia Saudita, Emiratos 
Árabes, Qatar, Omán y Kuwait. Claro que existen grandes diferencias entre 
ellos, pero tienen como común denominador los enormes recursos que 
reciben, derivados de la extracción de petróleo, gas natural y otros minerales. 
Los nórdicos: un segundo grupo, muy interesante por razones 
geopolíticas, pero también por razones relacionadas con el papel que juegan 
hoy en la discusión ambiental mundial, está integrado por algunos países 
nórdicos, cuyo ejemplo más notorio es posiblemente Noruega, con sus 
gigantescas e históricas exportaciones de petróleo. Suecia, que tiene una larga 
y muy importante historia en minería, especialmente de hierro, cobre, oro, 
zinc, oro y plata; Finlandia, con explotaciones de níquel, cobre, zinc y 
cobalto; y Dinamarca, que tiene una muy lucrativa experiencia petrolera en el 


mar del norte, donde tiene 55 plataformas y 21 yacimientos, de los cuales 15 
son de petróleo y 6 de gas natural. Solo como referencia para otras 
discusiones, Dinamarca ha dicho que en 2050 espera abandonar su producción 
de hidrocarburos. 

La mención de estos países resulta especialmente llamativa porque si bien 
hace cuarenta años no eran considerados pobres, sí registraron un incremento 
muy acelerado de sus indicadores económicos, a tal punto de que hoy tienen 
los modelos de sociedad que todos soñamos. La producción económica 
basada en la explotación de bienes naturales ha estado acompañada de un muy 
particular modelo de socialismo, moderno y profundamente democrático. No 
se equivocan quienes afirman que esas son hoy las sociedades más equitativas 
del planeta porque allí se aplica la poderosa idea de que el Estado debe ser 
capaz de responder ante los ciudadanos por todas sus necesidades básicas, al 
tiempo que la actividad empresarial es catalogada como el gran motor de la 
economía. Pocos países defienden tanto a sus empresas como los nórdicos. 
Hay, sin duda, mucho que aprenderles en este frente. 

A propósito de los países nórdicos y su comparación con América Latina, 
vale la pena tomar algunos párrafos para hablar del tema tributario. Este sin 
duda es uno de los temas más sensibles en nuestra región por las necesidades 
de financiamiento que requieren los Estados, todavía no satisfechas, por el 
alto grado de informalidad y evasión tributaria, y por el efecto que la 
tributación tiene sobre la competitividad y al final de los productos, tema que 
considero base fundamental de cualquier estrategia de construcción de 
riqueza. 

Uno de los temas más interesantes al analizar los países nórdicos es el de 
la carga impositiva, porque a veces se compara la carga de nuestros países con 
la de ellos, pero no se tiene en cuenta la otra parte de la historia que es lo que 
el Estado le brinda a cambio a los ciudadanos y a las empresas. En muchas 
ocasiones, cuando se dan discusiones tributarias, sale a relucir el argumento 
de que las tasas impositivas de esos países son de las más altas del mundo. 
Eso es totalmente cierto cuando hablamos de tasas impositivas para las 
personas, pero en el caso de las empresas es evidente que se han preocupado 
genuinamente por mantener tasas muy competitivas que estimulen la creación 
y mantenimiento de empresas en sus territorios. No es gratuito que allí hayan 
surgido organizaciones como Spotify, Volvo, Nokia, Saab, Ikea, Astra 
Seneca, Ericsson, H8M, Tetra Pak, Maersk, Lego, Vestas, Bang Olufsen, 
Kone, Yara o ABB, por mencionar algunas que por sí solas podrían cambiar 
el destino de un país. Nada más basta con recordar que en aquellas latitudes, 


por allá en 1886, hace más de siglo y medio, Alfred Nobel descubrió la 
dinamita, producto que cambió al mundo, y muy especialmente al mundo de 
la minería y de las grandes obras de infraestructura como vías y túneles. 

La mención a los impuestos en estos países permite aclarar una discusión 
que siempre se da en nuestra región al momento de hacer comparaciones. La 
tasa de tributación general de la economía, la tasa de tributación de las 
personas y la tasa de tributación de las empresas, son cosas totalmente 
diferentes. La primera es básicamente la estimación de cuál es el total de 
impuestos recaudados por el Estado como porcentaje del Producto Interno 
Bruto total del país. La segunda mide cuántos impuestos paga una empresa 
como porcentaje de sus ventas o de sus utilidades. Y la tercera es el nivel de 
impuestos pagados por las personas como porcentaje de sus ingresos, o en 
algunos casos como porcentaje de su riqueza o sus activos. 

La primera es una medida meramente estadística que compara dos cifras 
globales, pero agrega poco en términos del análisis de la competitividad o el 
aporte de los ciudadanos a la equidad. Se refiere fundamentalmente al tamaño 
de los ingresos del Estado y su capacidad de hacer gasto, inversión social e 
inversión pública. 

Es muy importante distinguir entre este indicador y las otras tasas de 
tributación y por ello recuerdo que en el debate de la reforma tributaria que se 
llevó a cabo en Colombia en 2022, en la plenaria de la Cámara de 
Representantes presenté el resultado de un estudio que hicimos con más de 
300 empresas, en un universo que incluía las más representativas del país, así 
como también medianas y nuevos emprendimientos. El análisis mostraba que 
los impuestos pagados por una empresa, comparados con el total de sus 
utilidades, podía superar el 60 por ciento. Pero de inmediato el ministro de 
Hacienda respondió que no era cierto que en Colombia se pagaran muchos 
impuestos, porque según él la tasa de tributación como porcentaje del 
Producto Interno Bruto no superaba el 18 por ciento, mientras en la Ocde el 
promedio pasaba del 30 por ciento. Obviamente, el ministro hablaba de un 
asunto distinto, aunque cierto, que no reflejaba la tasa real de tributación de 
las empresas. Era un argumento efectista encaminado a mostrar niveles bajos 
de tributación, pero por razones totalmente distintas, relacionadas con la 
inmensa informalidad y evasión que se da en nuestros países. Hoy estoy 
seguro de que el ministro José Antonio Ocampo sabía lo que decía, pero 
decidió usar ese argumento para llevar la discusión a otro tema, quizás 
confiando en que la opinión pública no percibiría la diferencia. 

Las tasas impositivas de las empresas indican dos cosas: de una parte, qué 


porción de la actividad empresarial se lleva el Estado, y determina, por 
supuesto, también el nivel de costos que deben asumir las compañías para 
Operar en una economía o en otra. Esto explica por qué se afirma con 
frecuencia que el Estado termina convertido en uno de los socios más 
importantes de las empresas y por ello adquiere el derecho legal de llevarse 
una parte muy importante de sus utilidades. Claro, valga decir, sin asumir 
riesgo alguno. 

La tercera es una medida totalmente distinta que refleja el porcentaje de 
los ingresos que los ciudadanos pagan al Estado. En general, las empresas 
reciben recursos derivados de sus salarios, de actividades empresariales y 
económicas propias, o del producto de inversiones, como finca raíz, 
inversiones financieras o inversiones en empresas. En resumen, los impuestos 
a las personas son uno de los más importantes instrumentos para producir 
equidad. 

Las economías nórdicas basan su modelo socialista en altas tasas 
impositivas a las personas, con la condición de cumplir la promesa de atender 
las necesidades básicas de la totalidad de sus ciudadanos. Es así como el 
Estado se encarga de ofrecer elevados estándares de educación hasta el más 
alto nivel, salud plena de primera calidad para toda la población, oferta urbana 
en transporte, espacios públicos, infraestructura de vanguardia, procesos de 
investigación científica e innovación, actividades culturales y deportivas, 
atención a la vejez y soporte a las personas en condición de vulnerabilidad. 

Hago referencia en este momento a los asuntos tributarios porque desde 
siempre he estado convencido de que la gran mayoría de los líderes 
económicos de nuestros países ven el mundo de los impuestos exclusivamente 
como la fuente de financiación de los Estados. Pero lo cierto es que los 
gravámenes son mucho más que eso. Son, en primera instancia y desde el 
punto de vista de los ciudadanos, la base de la construcción de equidad entre 
las personas que más tienen y más ganan, que no es lo mismo, y las personas 
con mayores grados de vulnerabilidad económica y de insatisfacción de sus 
necesidades básicas. 

Vistos desde la óptica de las empresas, los impuestos son la forma 
mediante la cual el Estado participa de sus utilidades, pero con el inmenso 
cuidado de no exagerar esta participación so pena de quitarles competitividad 
como fuentes de riqueza y, por lo tanto, de atractivo para la futura inversión 
en el mismo. 

¿Qué tantos impuestos se les cobran a las personas y a las empresas? Esa 
es una de las definiciones estructurales más importantes que realiza una 


sociedad. Si se asume que las personas son las dueñas de las compañías, se 
podría afirmar que, en una economía ideal, en el extremo teórico, las empresas 
no deberían pagar impuestos y las personas, en la medida en que tengan más 
ingresos, deberían pagar tasas muy altas. 

Ustedes se preguntarán ¿por qué las empresas en ese mundo ideal no 
deberían pagar? Porque los impuestos son un costo que se debe cubrir con la 
venta de productos o servicios. Lo deseable es que los menores costos lleven a 
las empresas a ser más competitivas y exitosas frente a la competencia 
internacional. Si eso fuera así, habría una mayor generación de empleo e 
incluso más utilidades, que llegarían a los dueños de las empresas y sobre las 
cuales pagarían muchos impuestos. 

Sin embargo, es obvio que no estamos en el mundo ideal porque existen 
estructuras tributarias, así como también jurisdicciones y posibilidades de 
ubicarse en otros países, y, cómo no decirlo, compañías dueñas de compañías 
que vuelven todo muy complejo. Adicionalmente, nuestros países tienen 
grandes limitaciones para que las autoridades tributarias identifiquen y 
controlen a las personas, lo que ha producido un hecho contundente: el Estado 
no es capaz de garantizar que tiene las herramientas adecuadas para cobrarles 
impuestos a todas las personas que deberían pagarlos. Esa ecuación lleva a 
que, por negligencia e impotencia, Estados como los nuestros se concentren 
en buscar maneras para cobrarles más impuestos a las empresas, 
infringiéndoles una gran carga a la competitividad de sus productos. Esa es 
sin duda una de las razones por las cuales no somos los más eficientes en los 
mercados internacionales. 

Vuelvo al modelo del socialismo nórdico que a veces inspira los discursos 
de algunos economistas y políticos de la región. Me parece importante resaltar 
que en ninguna parte busca que el Estado remplace al sector empresarial en la 
actividad productiva o de servicios. La filosofía que mueve a esas sociedades 
no sugiere por ningún lado que el Estado dedique esfuerzos a sustituir las 
actividades que por su naturaleza o vocación producen los agentes privados. 
Todo lo contrario. Ofrece condiciones para buscar que su sector productivo 
sea exitoso a nivel global. Es prioridad de esas economías que sus empresas 
sean muy competitivas y exitosas. Todo esto acompañado de esfuerzos por 
ofrecer condiciones de infraestructura propicias para que sus productos y 
servicios sean exitosos. 

En términos de formación del talento o de apoyo a la innovación y la 
creatividad, el Estado juega un rol fundamental. Las empresas ya consolidadas 
e incluso los nuevos emprendimientos tienen acceso a recursos de 


financiación y capital provenientes de los fondos estatales alimentados por las 
regalías derivadas de la actividad petrolera. 

De otro lado, a pesar de la admiración que les tengo, debo confesar que 
siempre me han llamado la atención las posiciones que esos países asumen 
alrededor de los temas ambientales. Es realmente impresionante ver el grado 
de conciencia sostenible que se vive en esas latitudes. Ciudades a escala 
humana totalmente inteligentes desde el punto de vista urbano, transporte 
público prácticamente libre de emisiones, transporte privado con componentes 
eléctricos o híbridos altísimos. En resumen, las ciudades ideales. Sin embargo, 
recuerdo aquella vez cuando observaba la hermosa bahía de Oslo y su 
imponente centro de artes escénicas, que reparé en el hecho de que buena 
parte de la riqueza que había permitido la construcción de ese paraíso 
provenía de las inmensas cantidades de petróleo que Noruega le ha vendido al 
mundo por décadas. Es cierto que, desde el punto de vista de las finanzas 
públicas, Noruega es el más destacado ejemplo de cómo las bonanzas no son 
para dilapidarlas sino para ahorrarlas e invertirlas bien. Pero también es cierto 
que el origen de ese dineral proviene, en una muy buena proporción, de los 
hidrocarburos. Suenan llamativas las consignas ambientalistas globales que se 
lanzan desde esas latitudes, cuando la verdad es que el origen de una buena 
parte de sus riquezas está en el petróleo y en la minería. Y no porque crea que 
esas dos actividades son malas per se, sino porque las causas muchas veces 
tienen que ver con las consecuencias de estas. Es un poco el caso de Suiza, 
una de las potencias históricas mundiales en la comercialización de productos 
de minería e hidrocarburos. 


Venezuela, el mayor desperdicio de oportunidades 
Ahora bien. Que haya tesoros en el territorio de un país no es ni mucho menos 
garantía de su desarrollo. Son varios y muy tristes los ejemplos de economías 
bendecidas con importantísimos recursos naturales, que no han sido capaces 
de convertirlos en riqueza para sus pueblos. El más cercano y doloroso para 
nosotros es Venezuela, un país que no solo descubrió grandes cantidades de 
petróleo y gas en su subsuelo, sino que supo extraerlo y refinarlo e incluso 
transformarlo en algunos de sus más valiosos derivados, pero no tuvo la 
visión suficiente para construir una senda de desarrollo y beneficios para su 
gente. 

Así como es interesante conocer las decisiones y estrategias que llevaron a 
algunos países a dar el gran salto, también lo es entender las causas 
estructurales que no le permitieron a Venezuela convertirse en una potencia 


del primer mundo. Siente uno que nuestro vecino país es una gran 
oportunidad desperdiciada. ¿Cómo entender que una nación que alcanzó a 
producir 3,7 millones de barriles diarios, con 28 millones de habitantes, no sea 
hoy una gran potencia? ¿Cuáles fueron las causas institucionales que lo 
impidieron? ¿Cuáles las políticas públicas que no se aplicaron? ¿Cuáles los 
errores? ¿Qué condujo a un país tan rico a semejante fracaso? Es mucho lo 
que se ha escrito sobre Venezuela, los errores de sus dirigentes y partidos, la 
falta de políticas públicas para el desarrollo, la falta de diversificación de su 
economía, o las fallas de sus instituciones y democracia; sin embargo, es poco 
lo escrito sobre cómo es que se produjo semejante situación. 

Venezuela tuvo la oportunidad más importante que haya tenido una nación 
latinoamericana para desarrollarse. Un país que encontró y le dio viabilidad a 
inmensas cantidades de petróleo y gas, que además desarrolló una gran 
industria para refinarlo y procesarlo, incluyendo los eslabones aguas abajo que 
le permitieron volverse potencia en la industria petroquímica, inicialmente en 
la producción de materias primas hasta llegar a la industria de los polímeros y 
los fertilizantes, perdió esa coyuntura a causa de pésimos gobiernos. La falta 
de un plan hacia el desarrollo, al lado de un gobierno inmensamente corrupto 
que destruyó toda la economía, convirtió la mayor promesa de la región en su 
mayor fracaso. 

Es una gran pérdida el caso de un país con recursos naturales que le 
hubieran podido dar inmensa riqueza para haber desarrollado en forma 
sostenible y permanente su economía. No estoy seguro de que los gobiernos 
anteriores a Hugo Chávez tuvieran un plan claro para desarrollar y utilizar 
todos los recursos y alcanzar ese propósito superior. Es incluso muy probable 
que la corrupción y la falta de planificación tampoco hubieran producido 
buenos resultados aún si Chávez no hubiera llegado al poder, pero de lo que sí 
no hay duda es de que la llegada del coronel al poder fue lo peor que le pudo 
haber pasado a Venezuela porque logró empobrecer a un país inmensamente 
rico, quizá porque estaba convencido de que eso nunca sucedería dadas las 
inmensas reservas de petróleo con que contaba. 

Hay por supuesto varios ejemplos de países ricos en recursos naturales 
que tampoco lo han logrado, como es el caso de Nigeria, Angola, Libia, 
Argelia, Irán o Irak. 


¿Y los países sin tesoros? 
Por otro lado, está el grupo de países que no han contado con grandes reservas 
de recursos naturales transables en los mercados internacionales, pero en tres 


o cuatro décadas sí han logrado avanzar en sus economías al alcanzar altas 
tasas de desarrollo. Son estos los más interesantes de estudiar porque no se 
trata solo de un golpe de suerte o de regalos de la naturaleza. Su gran salto, su 
éxito, se ha basado en decisiones y estrategias que una vez aplicadas han 
demostrado ser eficaces. 

Por supuesto, este grupo lo lideran China, Corea del Sur, Singapur, Israel, 
Turquía, e incluso algunas regiones de países que han logrado hacer grandes 
avances, como Cataluña o el País Vasco en España. El ejercicio adelantado 
con el equipo económico de la Andi, que será publicado de manera 
independiente y con el soporte estadístico y numérico, hace un recorrido 
exhaustivo por más de treinta países, incluyendo la mayoría de los que he 
mencionado acá, y algunos más latinoamericanos, tratando de identificar la 
evolución de sus indicadores, como el tamaño de su economía, el producto per 
cápita, los niveles de pobreza, de educación, la cobertura en salud, las 
exportaciones, las importaciones y las tasas de endeudamiento. 

La idea es tratar de identificar cuáles han sido sus avances en las últimas 
tres décadas, en el entendido de que no solo son importantes los valores 
absolutos de estas variables, sino la capacidad de avanzar en mejorarlas a lo 
largo del tiempo. Además de este análisis, sobre todo estadístico, el estudio 
profundiza en tratar de entender qué hizo cada uno de estos países en términos 
de políticas públicas, decisiones económicas y estrategias nacionales y qué 
resultados produjeron en unos y otros. En particular, resulta interesante 
contrastar el grupo de países que se limitaron, en algunos casos parcialmente, 
a poner en práctica las recomendaciones del Consenso de Washington, con 
aquellos que también concentraron sus esfuerzos en los desarrollos 
sectoriales, enfocados en el aumento de las capacidades de producción de sus 
economías y su competitividad frente a otras regiones. 

Para elaborar este argumento es importante hacer una corta referencia 
nuevamente a cinco de los principios generales, pero fundamentales, 
predicados por las entidades, especialmente el Fondo Monetario Internacional 
y el Banco Mundial, los economistas, y los países que hacen parte de esa 
escuela: 


1. La estabilidad macroeconómica es necesaria y se logra con disciplina 
fiscal, equilibrio y reducción de los déficits fiscales. El principal 
mecanismo para el control de la inflación es el ejercicio de la política 
monetaria. 

2.Se recomendaron reformas orientadas hacia el desarrollo del 


mercado y sus capacidades para asignar eficientemente los recursos, 
dentro de las cuales están el libre comercio, la desregulación y la 
privatización de las empresas de propiedad del Estado. Defensa de la 
competencia transparente y el libre mercado, y promoción de la 
inversión extranjera, defendiendo la estabilidad de las reglas y las 
leyes aplicables a los mercados. 

3. Desde el punto de vista del sector público, se hizo énfasis en el 
fortalecimiento de la gobernanza, entendida como los mecanismos 
de toma de decisiones basados en la técnica y lejos del clientelismo y 
la corrupción. 

4. Fortalecimiento del sector financiero, liberalizando los flujos de 
capitales y promoviendo la inversión y el ahorro. 

5. Creación y promoción de redes de seguridad social que protejan las 
poblaciones vulnerables, incluyendo medidas que mejoren la 
equidad, reducción de pobreza y la exclusión social. 


En los momentos actuales, cuando es evidente un renovado movimiento hacia 
la izquierda en varios de los países de la región, es común tratar de 
caricaturizar y estigmatizar a quienes comparten estas ideas. Se les llama 
neoliberales, por su marcado énfasis en el poder del libre mercado para 
asignar correctamente los recursos y quizás hasta para orientar a los países 
hacia mejores estrategias. Con frecuencia se usa el término para descalificar 
las decisiones de política pública que en el pasado han tomado los gobiernos 
de centro izquierda, centro derecha o de derecha. He oído decir incluso a 
funcionarios de gobiernos de izquierda, sin siquiera sonrojarse, que las 
políticas de superación de la pobreza son neoliberales, solo por haber sido 
diseñadas por otros gobiernos, como si fueran una vergiienza. Nada menos 
neoliberal que las políticas de apoyo a poblaciones en condición de pobreza 
extrema. Claro que esto nos habla de otro de los grandes males de nuestra 
realidad actual como es la polarización, y la manipulación de ideas para tratar 
de construir bases de apoyo popular, estrategias que están presentes en 
nuestras vidas, como una nube oscura que nos cubre y de la cual no tenemos 
idea de cómo salir. 


Y los ganadores son... 

Hoy, un tercio de siglo después de logrados esos acuerdos conceptuales, la 
gran conclusión es que la idea de asignar de manera eficiente los recursos en 
los países incluidos en la muestra resultó en gran desventaja frente a las 


sociedades que fueron más allá e implementaron estrategias con objetivos 
expresos de crecimiento económico. 

En general, se podría decir que en América Latina compramos la idea de 
que bastaba con poner en marcha al menos estas cinco recomendaciones del 
Consenso y eso nos conduciría por la senda del crecimiento y con vía directa 
hacia el desarrollo. Además, resultaba bastante conveniente, por no decir que 
fácil, pensar que hacíamos unas reformas y que las mismas, dado el poder 
mágico del mercado, le permitirían al Estado prácticamente retirarse de su 
papel de propulsor de la economía, limitándose a ser disciplinado en lo fiscal, 
garantizar la competencia y el libre comercio, y de tanto en tanto ajustar la 
regulación en la medida en que fuese necesario. 

Hubo sin embargo dos pequeños detalles que no tuvimos en cuenta, y por 
el hueco dejado por ellos nos tomaron gran ventaja los que hicieron las cosas 
de otra forma. El primero de ellos es que la fórmula del Consenso de 
Washington no se podía aplicar a medias y prácticamente todos los países 
fueron medianamente estrictos en hacer lo que se quería, pero muchos 
gobiernos fueron poco disciplinados y la competencia no fue totalmente 
transparente, pero, sobre todo, el comercio internacional nunca fue totalmente 
libre. Y es que la fórmula no funciona si no la aplica todo el mundo. Es más, 
puede ser que, si algunos países son más estrictos que otros, los primeros 
salgan perdiendo en el comercio internacional. El otro detalle, que en mi 
opinión es la gran falla de la fórmula del Consenso, es que no considera que 
las estrategias de crecimiento son parte fundamental de la política económica 
que deben adelantar los Estados y los países completos. 

Los países que lograron altos índices en sus indicadores económicos y 
sociales tienen como gran característica que en sus actividades productivas y 
de servicios implementaron con gran decisión estrategias de aceleración del 
crecimiento. Todos, sin excepción, se dedicaron con persistencia misional a 
desarrollar sus capacidades productivas. En numerosos casos puede incluso 
decirse que la búsqueda de ese crecimiento se hizo a costa de muchos de los 
acuerdos que se consideraban éticos entre países, y no es que yo defienda o 
elogie esas actitudes, pero sí da una idea del grado de decisión con el que 
algunos países asumieron ese reto. 

So pena de simplificar procesos complejos y llenos de realidades políticas, 
sociales o económicas, y de comprimir en unos pocos párrafos varias décadas, 
el siguiente ejercicio busca ilustrar las decisiones y acciones que tomaron 
algunos países, siempre fuera de la región, para demostrar que construyeron 
una agenda de mediano y largo plazo centrada en la idea de que se debe 


generar desarrollo siguiendo estrategias robustas en la búsqueda de esas 
metas. 


COREA DEL SUR 

Empecemos por Corea del Sur para luego hablar de China, gran protagonista 
de la historia económica de las últimas décadas. Cuando se hace un listado de 
los países que mejor aplicaron los principios del Consenso de Washington, en 
la lista de los analistas aparecen en primer lugar Chile y Corea del Sur. Sin 
embargo, inmediatamente se aclara que, en algunos temas, Corea del Sur se 
apartó de sus principios. En efecto, ese país siguió las recomendaciones de 
disciplina macroeconómica y financiera, pero se diferenció especialmente de 
la idea de que el mercado optimizaba los recursos y, por lo tanto, hacía una 
selección natural de los sectores y jugadores ganadores, con la condición de 
que el Estado no hiciera nada para intervenir en ese proceso. 

Corea del Sur asumió como gran objetivo convertirse en potencia 
económica. Lograrlo se convirtió en una obsesión nacional. Era un país que en 
los años 1970 y 1980 estaba por debajo de buena parte de las economías 
latinoamericanas, pero en poco tiempo ya era reconocido como una gran 
potencia mundial, no solo en lo económico, sino en ciencia, innovación, 
educación, salud y en otros indicadores de desarrollo social. 

El Estado dedicó todos sus esfuerzos a buscar que su aparato productivo 
fuera uno de los más competitivos del mundo, y la verdad es que nadie se 
atreve hoy a decir que no lo logró. Ellos rompieron todos los paradigmas 
alrededor de la selección de sectores y la no intervención del Estado en el 
apoyo al sector empresarial. Como un todo se dedicó a fortalecer y desarrollar 
su sector productivo, con el convencimiento de que solo un país que es 
exitoso en la batalla de la competitividad y la producción tendrá la capacidad 
de generar suficiente riqueza para educar a su gente, generar empleo y 
oportunidades o financiar al Estado en su función social. 

La intervención del Estado tuvo múltiples dimensiones, desde el apoyo 
decidido a la formación de personal, pasando por el desarrollo científico e 
innovación, hasta la financiación subsidiada y el estímulo directo a las 
inversiones. Así como los gobiernos de nuestra región disponen de planes de 
desarrollo, en Corea el sector público y el sector productivo construyen mano 
a mano los planes de desarrollo productivo con vigencia de cinco años, e 
incluyen metas, objetivos, estrategias, definición de responsabilidades y 
mecanismos de apoyo del gobierno a la producción de la sociedad. El trabajo 
nacional para lograr el objetivo de la generación de riqueza contempla: 


+ Planes productivos de mediano plazo. 

» Programas de fortalecimiento de la infraestructura para la 
competitividad. 

» Soportes financieros e incentivos, inicialmente para el 
fortalecimiento sectorial, hoy muy concentrados en investigación y 
desarrollo RázD. 

+ Apoyo directo a la investigación y desarrollo mediante la creación de 
centros estatales de investigación y de innovación, así como parques 
tecnológicos. La política incluye apoyo directo a entidades privadas 
que realicen estas labores, en el entendido de que se deben unir 
esfuerzos para cumplir las prioridades nacionales. La venta misma de 
tecnología se ha convertido en una de las más importantes categorías 
de exportación del país. 

» Promoción industrial y desarrollo de clusters, parques industriales y 
zonas francas. 

+ Educación y desarrollo de talento para la productividad, con énfasis 
en desarrollo industrial. Hoy buscan desarrollos científicos y 
digitales, promoción de ciencia, tecnología y educación en 
matemáticas. Esto dentro de programas dinámicos de ajuste, de 
acuerdo con las necesidades, lo que garantiza su aporte al objetivo 
nacional, al tiempo que garantiza la empleabilidad de los jóvenes. 

* Implementación de una política explícita y agresiva de promoción de 
las exportaciones, incluyendo tratados de libre comercio, y apoyando 
la diversificación de exportaciones de las industrias coreanas. 

» Creación e implementación de modernos y exigentes estándares y 
regulaciones en términos de seguridad, calidad, protección 
ambiental, accesos de mercados y protección al consumidor. 

+ Programas de promoción y apoyo a pequeñas y medianas empresas, 
tanto en términos financieros como en apoyo al aumento de sus 
capacidades, productos, asistencia financiera, acceso a mercados y 
programas de encadenamientos con empresas medianas y grandes. 

* Programas de cooperación internacional, promoción de inversión 
extranjera y creación de redes comerciales para las empresas 


coreanas. 


Como vemos, se trata de un gran número de programas y políticas públicas en 
muchos frentes. El Estado ha jugado un papel fundamental en el desarrollo de 
las capacidades productivas del país. 


En algún momento reciente visité Corea del Sur por invitación del 
gobierno de ese país. Después de diez días de conocer empresas, centros de 
desarrollo como el de la Ciudad Digital de Samsung, parques industriales 
como la Zona Franca de Incheon, la bolsa de valores y entidades del gobierno 
como el Ministerio de Desarrollo Económico y el Banco Central, concluí — 
como decía al inicio del libro- que ellos entendieron que el desarrollo no es 
un golpe de suerte ni una casualidad; el desarrollo hay que asumirlo con 
fervor casi religioso. 

El desarrollo es el resultado de decisiones y acciones. De muchas y 
consistentes decisiones, algunas de ellas costosas en el empleo de recursos, 
otras de mediano plazo y otras muy pensadas, en términos de un mundo en el 
cual los países luchan aguerridamente por sus mercados. Solo aquellos que lo 
asumen así logran dar el gran salto. Estando allí me preguntaba si sería 
factible que Latinoamérica tomara la decisión de apoyar sus sectores 
productivos con el convencimiento de que eso es lo mejor para todos, pero sin 
caer en la trampa de decir que apoyar la producción beneficia a unos pocos. Y 
bueno, sin reparar en las afirmaciones polarizantes que se derivan de esa 
primera idea. 

Los resultados actuales de Corea del Sur son contundentes: su Producto 
Interno Bruto en 2020 fue de 1,65 billones de dólares, el desempleo del 3,2 
por ciento, la balanza comercial, positiva, en 52,7 mil millones de dólares; el 
15,7 % de la población vive en pobreza negativa y prácticamente no hay 
pobreza extrema. Además, ese país es uno de los líderes tecnológicos, 
digitales y científicos del planeta. 

Corea del Sur no es el único país que ha actuado de esa forma porque 
varias décadas atrás Japón desarrolló un modelo supremamente exitoso, y 
países como Israel, Turquía, Singapur y Tailandia se han movido en líneas 
similares desde el punto de vista de sus objetivos, no así de sus estrategias 
para logarlo porque, como vamos a ver, ha sido muy diferente en cada caso. 

Sigo en todo caso con China en mi mente, porque al fin y al cabo es el 
ejemplo más claro, y en cierta forma el más dramático, de cómo se construye 
un líder mundial. 


ISRAEL 
Tal es el caso de un país que no tiene riqueza natural sobre la tierra y por eso 
es más interesante explicar su enorme éxito económico. En realidad, se trata 
de una sociedad que decidió convertirse en líder mundial de varios sectores, a 
pesar de encontrarse en un territorio que desde el punto de vista estratégico no 


representa ninguna ventaja competitiva evidente y con una historia económica 
inexistente a partir de los activos acumulados. No obstante, su pueblo decidió 
fomentar el conocimiento, cultivarlo, construirlo, aprovecharlo y venderlo al 
mundo. 

A finales de la década de 1960, Israel le pidió al Comité para el Desarrollo 
Económico trazar una estrategia que se convirtiera en su hoja de ruta. Como 
nación había sido creada el 14 de mayo de 1948, pero estaba rodeada de 
países enemigos y no solo no tenía grandes recursos naturales, sino que su 
población provenía en buen porcentaje de países que los habían expulsado. 

Una de las más importantes e interesantes definiciones que hizo el Comité 
fue declarar que las empresas estaban obligadas a promover los intereses de la 
sociedad y servir a sus necesidades. Por esa razón, las compañías fueron 
consideradas pilar fundamental de la sociedad y en virtud de ello debían 
dedicarse a reducir la dependencia internacional de la nación, generar 
oportunidades de empleo, incrementar su productividad y optimizar la 
utilización del capital. 

Dicho Comité estructuró un Plan de Desarrollo Industrial para la década 
de 1975 a 1985, que daría inicio a la construcción de un robusto tejido 
productivo. Terminado el plazo, surgió el Plan de Estabilización Económica 
de Israel, liderado por el ministro de Finanzas del momento, Shimon Peres, 
convertido luego en el primer ministro más reconocido de ese país. 

La estrategia definida en esos documentos habla de la construcción de una 
sociedad basada en los siguientes pilares económicos: 


+ Conformación de una economía soportada en el conocimiento, 
promoviendo la ciencia, la tecnología y la innovación como los 
grandes diferenciadores de los productos y procesos productivos. 

+ Promoción del capital humano como pilar principal de la 
construcción de capacidades científicas y tecnológicas. Esta política 
incluyó una agresiva y dinámica convocatoria de profesionales 
altamente calificados de todo el mundo, aprovechando el atractivo 
que el país representaba para la población judía del mundo, y la 
mística que significaba la causa de conformar una nación para ellos. 

* Creación y promoción de un ecosistema de emprendimiento e 
innovación. Por cuenta de ello, Israel cuenta hoy con uno de los 
ambientes más propicios para la creación de empresas y desarrollo 
de nuevas ideas y startups. Por varias décadas, esta política ha 
incluido incentivos tributarios, becas, subsidios al establecimiento de 


nuevas empresas, programas de financiación y fondeo de capital, y 
estímulos al crecimiento de las empresas ya existentes. 

* Declaración expresa del hecho de que Israel es una economía 
orientada a la exportación de productos. Una vez logró el 
autoabastecimiento y la independencia de recursos externos, el 
aparato productivo del país se dedicó expresamente a producir 
productos y servicios para vendérselos al mundo. 

» Creación de un tejido productivo diversificado para evitar la 
dependencia de un solo sector; fue así como definieron al menos 
cuatro sectores principales: tecnología, agricultura y alimentos, 
manejo de aguas y sector defensa. 

* Declaración expresa de que todo el desarrollo se llevaría a cabo 
mediante la actuación coordinada entre el Estado y el sector 
productivo, para lo cual el primero se comprometía a proveer fondeo, 
financiación, estímulos, un ambiente regulatorio propicio a la 
inversión, apoyo a la investigación y desarrollo e infraestructura. El 
sector empresarial se comprometía a contribuir con capital, 
conocimiento, tecnología y acceso a los mercados. 


Cualquier análisis de la historia del desarrollo empresarial de Israel debe tener 
en cuenta al menos cuatro factores: 


1. Israel es un país que desde su nacimiento ha vivido en constante 
amenaza militar de varios países vecinos. Esa situación lo ha 
obligado a desarrollar las más eficientes tecnologías de defensa, entre 
las cuales han incluido sofisticados componentes de tecnología. 

2. Israel tuvo el firme propósito de convertirse en un país viable y para 
hacerlo partió prácticamente de cero. Esa ecuación lo obligó desde el 
inicio a pensar en una estrategia productiva, en sus industrias, en sus 
sectores y en sus reglas de funcionamiento. Todo esto adobado con 
el deseo y la motivación de todos sus ciudadanos de cumplir un 
sueño colectivo. Eso es Israel: la materialización de un sueño 
colectivo. ¡Cómo son de importantes los sueños colectivos para el 
logro de las grandes metas! Casi me atrevo a afirmar que es 
prácticamente imposible desarrollar un país sin verdaderos sueños 
colectivos. 

3. Para desarrollar su estrategia, Israel ha contado con el decidido 
apoyo de otros países, especialmente de Estados Unidos y, más 


importante aún, el respaldo de las comunidades judías en todo el 
planeta, muchas de los cuales son grandes industriales. 

4. Desde el momento mismo de su creación, el Estado de Israel se fijó 
como una de sus más importantes prioridades desarrollar un aparato 
productivo que le permitiera convertirse en una potencia mundial. El 
éxito de esa estrategia ha reforzado en todo el país la importancia de 
producir y generar valor agregado y riqueza para sus ciudadanos. 


TURQUÍA 

Este es el caso de un país que ha sido potencia mundial en varios periodos de 
la historia y en algunos momentos la más importante potencia global. Desde 
siempre, el gran tesoro de Turquía ha sido su ubicación. Hay dos naciones que 
podrían ser catalogadas como el ombligo del mundo: Panamá, desde hace 
apenas un siglo por su canal, aunque a diferencia de Constantinopla fue un 
logro totalmente artificial con un inmenso esfuerzo incluso a costa de cientos 
de vidas humanas; y Turquía, el lugar del mundo por donde durante siglos ha 
pasado la civilización, de oriente a occidente. Aun hoy, en 2023, cuando 
vivimos la absurda, inaceptable y arbitraria invasión de Rusia a Ucrania, 
Turquía, con su privilegiada posición geopolítica, cumple un papel 
fundamental en las cartas que se juegan día tras día desde el punto de vista 
geoestratégico con los productos y ejércitos que salen o llegan desde esa 
región hasta y desde el resto del mundo. 

Así como en el pasado Turquía era determinante para el tránsito desde 
Persia, India o el Lejano Oriente hacia Europa, en la actualidad sigue siendo 
el privilegiado corredor marítimo a través del cual salen y entran los 
productos desde y hacia todos los países de las riberas del mar Negro y el mar 
Caspio. Con toda razón, Turquía siempre ha aprovechado su ubicación como 
una ventaja competitiva. No se puede olvidar que Rusia ha estado obligada a 
comunicarse marítimamente con occidente a través del estrecho del Bósforo o 
del mar Báltico, que tiene como vigilantes de puerta a Dinamarca y Suecia en 
el estrecho de Vresund. 

A lo largo de la historia, esa realidad ha puesto a Turquía en una posición 
de poder desde el punto de vista estratégico y económico. En casos como este, 
creo que el pasado pesa mucho en la personalidad y en la ambición de los 
pueblos. Turquía sabe lo que es ser poderoso y en sus límites imaginables 
persiste la posibilidad de ocupar un puesto como potencia mundial. Quizás 
eso explique en parte la manera como actuamos en Latinoamérica. 

Podría decirse que la era moderna del desarrollo productivo de ese país se 


basó inicialmente en su gran ventaja estratégica, y se inició en 1979 con el 
“Plan Quinquenal para el Desarrollo de Turquía”, diseñado por la 
Organización de Planeación del Estado, hoy Ministerio de Desarrollo. Desde 
ese momento surgieron seis planes sucesivos que dieron seguimiento a los 
anteriores y ajustaron sus objetivos y estrategias a sus avances y realidades. 
Así llegaron al “Plan de Desarrollo y Competitividad Tecnológica”, adoptado 
en 2011. 

Los primeros planes fueron similares a los adoptados por otros países que 
siguieron esa ruta e incluyeron los siguientes aspectos temáticos: crecimiento 
orientado a la exportación de productos manufacturados; selección de 
sectores, entre ellos automotores, textiles, acero y agricultura; políticas de 
industrialización y transformación económica; inversiones en infraestructura 
para la competitividad, con énfasis en vías y aeropuertos; facilidades de 
generación eléctrica, trenes y puertos; desarrollo de capacidades tecnológicas, 
con la participación activa del Estado en su promoción y financiación; y 
promoción del talento humano, sumado a la formación en ciencias y 
tecnologías. 

El plan desarrollado puesto en marcha en 2011 dio un giro importante 
hacia los nuevos escenarios de la competitividad, como son las energías 
sostenibles con energías renovables no convencionales; el desarrollo y apoyo 
a las medianas y pequeñas empresas para incluirlas en las cadenas de valor; y 
programas de inclusión de empresas y comunidades rurales. Si bien por 
muchos años el turismo ha sido una importante fuente de ingresos, decidieron 
apoyar su desarrollo a gran escala y por eso iniciaron grandes obras de 
infraestructura aeroportuaria e intensificaron los programas de promoción 
internacional. 

Más importante aún es que el plan desarrollado por el Ministerio de 
Industria y Tecnología —en trabajo conjunto con las asociaciones industriales, 
la academia y la sociedad civil- incluyó todo lo relacionado con alta 
tecnología y los sectores aeroespaciales, de defensa, electrónico, farmacéutico 
y químico. En forma paralela, hizo énfasis en investigación, transferencia 
tecnológica y penetración en nuevos mercados. 

El resultado de estos planes —que tuvieron el respaldo del Estado en 
términos de incentivos y apoyos a empresas—, es sorprendente, por decir lo 
menos: las exportaciones de Turquía pasaron de 36,1 millones de dólares en el 
2000 a 169,9 miles de millones de dólares en 2019. Y según declaraciones de 
sus autoridades, se espera que esta sea la década del crecimiento real. Como 
veremos en todos los casos, las exportaciones siempre serán el gran objetivo 


para la producción de riqueza, aunque también nos encontraremos que, o se 
trata de exportaciones de recursos naturales de gran valor, con gran margen, o 
se trata de exportaciones con gran valor agregado. Cualquier otro producto 
requerirá de mucho trabajo, pero no producirá valor. 

Turquía ha dado muestras consistentes de su interés en conquistar 
mercados. Tanto, que a nivel mundial se percibe una exagerada agresividad 
comercial en algunos sectores. Esa actitud turca, en opinión de muchos, 
sobrepasa todos los límites de la competencia leal. Definida en los términos de 
la Organización Mundial de Comercio, ha llevado a varios países a tomar 
medidas para contrarrestar esas prácticas, calificadas como de competencia 
desleal. Uno de los casos más sonados tiene que ver con el gobierno de 
Estados Unidos, que expidió la directiva presidencial 232 de 2018, mediante 
la cual impuso sobrearanceles del 25 y el 10 por ciento al acero y al aluminio, 
respectivamente. Aunque se dijo que esos porcentajes aplicaban para 
prácticamente todos los países, es conocido que estaban dirigidos 
especialmente a los productores de esos dos metales en Turquía. 

Imposible mencionar la directiva 232 de los Estados Unidos y no hacer 
referencia al injusto y abusivo impacto sobre los productores de una gran 
cantidad de países que no tienen relación alguna con las actitudes denunciadas 
de quienes cometen los abusos comerciales. Con la excusa de que se trata de 
razones de “seguridad nacional” se ha impuesto esta medida a todas las 
importaciones de esos productos. Es incomprensible esa actitud, y como 
ejemplo quisiera mencionar que es increíble desde todo punto de vista que se 
argumente que las exportaciones de acero de Colombia a Estados Unidos 
pueden significar una amenaza nacional a ese país, y por el contrario el daño 
que se ha hecho a esa industria es inmenso. Colombia tiene un sector 
siderúrgico importante, pero muy pequeño en términos relativos. Es que se 
venían exportando alrededor de 63 millones de dólares anuales a ese país, 
pero se perdió toda competitividad y generó un gran perjuicio. 

Este es uno de esos casos en los cuales no se entiende la posición de 
Estados Unidos hacia la región, que en lugar de ser un aliado en la producción 
de prosperidad y desarrollo termina actuando como una poderosa e implacable 
contraparte comercial con países significativamente más débiles. 

Este capítulo era referente a Turquía y mencionaba su exagerada 
agresividad comercial, pero hay que agregar que debates parecidos al del 
acero se han dado alrededor de sectores como el de las confecciones y el 
químico. 


EL PAÍS VASCO-EUSKADI 
Uno de los ejemplos más interesantes de experiencias exitosas de 
comunidades o países que asumen la necesidad de aumentar su producción y 
actividad económica como objetivo de interés prioritario, es la Comunidad 
Autónoma del País Vasco en España, o Euskadi, como se dice en vasco. La 
estructura política de España permite que sus comunidades puedan tomar 
decisiones estratégicas y económicas independientes. 

En este escenario aparece el País Vasco, cuya existencia está contenida en 
la Constitución Española, en el Estatuto de Autonomía de Guernica de 1979 y 
en la recuperación del Concierto Económico en 1981, que define una buena 
parte de la distribución de responsabilidades y relaciones económicas con 
España. En este caso, existe un acuerdo según el cual, siendo parte de la 
nación española, las provincias de Vizcaya, Guipúzcoa y Álava —unidas en la 
conformación el País Vasco—, tienen mecanismos de gobierno y planificación 
autónomos, lo que les ha permitido en muy poco tiempo convertirse en 
ejemplo de desarrollo. 

Siendo España uno de los Estados fundadores de la Unión Europea, UE, el 
proceso de integración planteó una serie de retos para el futuro de la vocación 
económica de muchos de sus sectores industriales tradicionales. Las bases de 
la unificación fueron incluidas en un acuerdo firmado en febrero de 1986, 
conocido como Single European Act, SEA, que se convertiría en la autopista 
que condujo a la conformación de la Unión Europea, materializada siete años 
después. 

La entrada en vigor de la integración económica y el proceso de 
liberalización de los mercados entre los miembros de la UE, plasmado en el 
tratado de Maastricht de noviembre 1 de 1993, incluyó a una docena de países 
con inmensas diferencias entre ellos. El reto no era menor, porque estaban en 
juego todas sus dimensiones económicas, desde lo fiscal, regulatorio y 
monetario, hasta asuntos relacionados con desarrollo, capacidades 
productivas, competitividad y capital humano. 

Al referirme a la UE de ese momento, hablo de Bélgica, Dinamarca, 
Alemania, Grecia, España, Francia, Irlanda, Italia, Luxemburgo, Holanda, 
Portugal y el Reino Unido. Como vemos, se trata de países vecinos, pero 
¿cómo comparar a Alemania con Luxemburgo? ¿O a Grecia con el Reino 
Unido? Sin duda, este fue uno de los grandes obstáculos para generar 
efectivos mecanismos de integración económica y comercial. Quizás allí está 
también gran parte del mérito y la magia de esa iniciativa sin precedentes, en 
establecer acuerdos que llevaran a “homologar” economías profundamente 


disímiles hasta el punto de lograr la total integración entre ellas. 

Claro que también implicaba decisiones en términos de levantamiento de 
todas las barreras de movilidad a las personas, autorizaciones de estudio o 
trabajo y, muy importante y complejo, la utilización de una moneda única 
como el euro. Estamos hablando de países que usaban francos, pesetas, liras, 
marcos que decidieron olvidar sus monedas y adoptar una nueva, común. La 
operación de unificación monetaria de Europa es uno de los proyectos del 
mundo económico más sofisticados de la historia de la humanidad. Requirió 
de innumerables ajustes y decisiones en cada país, así como a nivel 
comunitario, que tuvieron que estar acompañadas de una admirable disciplina 
y decisión, bases de la construcción de confianza en todos sus miembros y en 
el resto del mundo. 

Fue una operación tan sofisticada que algunos países entraron en la Unión 
Europea, pero no adoptaron las decisiones contenidas en el tratado de 
Maastricht que estableció los lineamientos del nuevo esquema monetario. Hoy 
el euro es la segunda moneda más importante del mundo. 

De tanto en tanto se habla en nuestra región de avanzar hacia una moneda 
única y con frecuencia los líderes políticos lanzan esa “idea novedosa” en los 
foros regionales. El último fue Lula da Silva en el encuentro de la Celac en 
Buenos Aires, cuando habló de una moneda latinoamericana para nuestros 
intercambios intrarregionales. Me pregunto si lo están pensando con seriedad, 
o solo buscan el titular más llamativo de la reunión, porque no creo que sean 
conscientes de lo que tuvo que hacer Europa para llegar al euro. Estoy seguro 
de que nuestros países no estarían en condiciones, ni tendrían la voluntad y la 
disciplina para ajustar sus economías a todo lo que implica una decisión de 
esa magnitud. 

Volviendo a Euskadi y cómo la entrada a la Unión Europea tuvo mucho 
que ver con el inicio de su desarrollo en términos productivos, el proceso de 
homologación buscaba crear condiciones para que los productores de los doce 
países pudieran acceder a todos los mercados en forma transparente, sin que 
mediaran diferencias en tasas de cambio oO aranceles que generaran 
distorsiones, o corrigieran distorsiones derivadas de las diferencias relativas 
entre sus economías. 

Ejemplos claros de esta realidad pueden ser el sector automotor, el hierro 
y el acero. Me explico. Hasta antes de la integración, cada país tenía niveles 
de competitividad, productividad e incluso desarrollos tecnológicos muy 
distintos a los de sus “socios comunitarios”, pero la idea era dejar de lado esas 
diferencias y abrir totalmente el comercio entre sectores, industrias y países. 


Esta decisión por supuesto generó grandes retos, porque hubo quienes 
quedaron en inmensa desventaja frente a sus pares de los demás países 
comunitarios. 

A manera de ejemplo, esa situación produjo, de entrada, que los camiones 
Fiat, Renault, Mercedes Benz y Pegaso entraran a competir sin limitaciones. 
Los camiones Pegaso, provenientes de España, parecen ser hoy parte de la 
historia lejana, pero fueron parte fundamental de la historia del desarrollo de 
la movilidad en América Latina. Entonces era previsible que algunas de esas 
marcas resultaran ganadoras y otras perdedoras, hasta el punto de que alguna 
desaparecería, como finalmente ocurrió. Con el acero sucedió algo parecido, 
aunque se trataba de un producto menos caracterizado por el efecto del diseño 
y sus diferentes marcas. Así, lo que quedó planteado fue la competencia 
abierta por un producto prácticamente idéntico. 

En estas condiciones, la UE determinó que la competitividad y la 
productividad harían la selección natural de qué sectores en cada país 
permanecerían o desaparecerían. Esos acuerdos fueron cuidadosos en 
reconocerles los costos derivados de la integración a quienes eventualmente 
pudieran resultar perdedores. 

El hecho es que el sector siderúrgico de Vizcaya desapareció totalmente 
como resultado de la integración derivada de la creación de la Unión Europea. 
Sucedió porque las protecciones económicas que tenía Euskadi en ese 
momento, del 14 por ciento en promedio, frente al 2,6 por ciento de Europa, 
desaparecieron automáticamente con la creación de la UE. Esa industria 
representaba una de las actividades más tradicionales de la región y por 
muchos años había sido fuente de creación de producto y empleo. Si bien es 
cierto se dieron las compensaciones del caso, también lo es que esa realidad le 
planteó una poderosa alternativa al Euskadi. Era la oportunidad y el momento 
de plantear una nueva ruta económica y productiva para el país, que en los 
años 1980 venía de una crisis y ahora enfrentaba el nuevo escenario de la 
integración europea. Ello obligaba a pensar en transformar las vocaciones de 
una de las zonas industriales más importantes de España. 

Así surgió el “Plan Industrial Vasco 1993-1996”, desarrollado con el 
liderazgo del Departamento de Industria, Comercio y Turismo, en 
colaboración con organizaciones del sector empresarial, incluyendo la 
Agencia Vasca para el Desarrollo de Empresas y la Federación Vasca de 
Propietarios de Empresas, Confebask. Dicha estrategia buscaba modernizar y 
diversificar la base productiva de la región, promover el desarrollo de nuevas 
tecnologías, acoger procesos innovativos y propiciar la colaboración entre 


firmas empresariales, siempre con la idea de que estos esfuerzos deberían 
buscar la generación de empleos y oportunidades. Este plan, cuya 
estructuración tuvo el soporte del profesor Michael Porter, es con frecuencia 
citado como unos de los más exitosos ejemplos de política industrial en 
Europa. 

Al igual que muchos ejemplos exitosos, el plan incluyó la decisión de 
hacer apuestas sectoriales explícitas que fueron apoyadas en diversas formas 
por el gobierno de la Comunidad Autónoma. Estos sectores han evolucionado 
y encajado en los nuevos desarrollos y exigencias de la sociedad. Hoy son: 


+ Tecnologías de la información y telecomunicaciones. 

* Tecnologías ambientales, incluidas energías renovables y también las 
no convencionales; manejo de basuras y desperdicios; tecnologías de 
control de polución y economía circular. 

» Biotecnología y ciencias de la salud con énfasis en desarrollo 
farmacéutico, dispositivos médicos y herramientas diagnósticas. 

+ Manufacturas avanzadas, tecnologías de manufactura, 
automatización y robótica, técnicas de producción y nuevos 
materiales. 

* Industrias creativas como diseño, arquitectura y multimedia. 

» Gastronomía y alimentos, sector que merece capítulo aparte por el 
liderazgo mundial que ejerce la región. Incluye el desarrollo y 
creación de nuevos productos y técnicas de alta calidad. 


En este plan son muchos los roles que ha jugado el gobierno del País Vasco. 
Desde la definición y convocatoria a la academia y al sector empresarial, 
pasando por una agresiva política de atracción de inversión extranjera 
mediante estímulos e incentivos al establecimiento de nuevas empresas en la 
región; también, una dinámica política de promoción de exportaciones y 
apoyo a la investigación y desarrollo como pilar fundamental de la estrategia. 
En 2018 fui invitado por el gobierno de Euskadi a una visita de 
profundización en el conocimiento del modelo económico y el proceso de 
desarrollo productivo. Fueron cinco días con el Lendakari o jefe de gobierno 
en los que conocimos todos los sectores mencionados, pero me impresionó 
sobremanera ver que por cada uno de ellos existía al menos un centro de 
investigación y desarrollo apoyado ampliamente por el gobierno. Menciono 
especialmente el Centro de Desarrollo e Investigación Culinaria y 
Gastronómica situado en San Sebastián, adscrito a la Universidad Mondragón. 


Y lo hago por lo innovador que puede resultar ese sector y por lo poco común 
que significa construir un gran sector de desarrollo alrededor de una actividad 
que podría ser considerada más como un arte o un oficio casi artesanal y de 
pequeñas escalas como es el sector gastronómico. Este es un ejemplo de la 
valiosa integración entre universidad, investigación y sector productivo. 

El éxito del País Vasco es indiscutible porque logró transformar 
completamente su sistema productivo con seis ejes distintos que le dieron la 
diversificación que buscaba. Y se centró en sectores de alto valor agregado, 
algunos de ellos considerados punta de lanza de la actual economía global. 

Las cifras de esa región son comparables con algunas de las más 
importantes ciudades-región de la Unión Europea. La medición de 235 
ciudades, usando la calificación NUTS 2, ubica a Euskadi en el puesto 25 en 
PIB per cápita ajustado por paridad de poder adquisitivo, al lado de ciudades 
como Londres, Luxemburgo, Estocolmo, París o Bruselas. 

En ese proceso ha sido fundamental el énfasis realizado en la necesidad de 
fortalecer los esquemas colaborativos entre los sectores público y productivo, 
indispensable para la ejecución de cualquier plan de desarrollo. Desde las 
actividades educativas, pasando por los esfuerzos de innovación, o por 
programas de incentivos a las nuevas inversiones, hasta los esfuerzos de 
penetrar mercados internacionales, son llevados a cabo mediante esquemas de 
colaboración explícitos y claros entre el sector público y el privado. 


EL DESPERTAR DEL DRAGÓN 

Sin duda alguna, el caso de desarrollo económico más relevante, 
probablemente de la historia moderna, es el protagonizado por China durante 
las últimas tres décadas. No solo por el éxito en términos de los avances 
alcanzados, sino por el tamaño que representa ese país para la economía 
mundial. La pregunta que debería hacerse es ¿cómo logra un país 
relativamente pobre y atrasado convertirse en tan corto tiempo en una de las 
potencias mundiales, superando a todas las potencias históricas europeas y 
prácticamente poniéndose a la par de Estados Unidos? 

China es la historia de un país que, si bien es milenario y había vivido 
muchas épocas de esplendor, solo hasta transcurridos tres cuartos del siglo XX 
era un país grande y con historia y cultura, pero muy pobre. La historia 
registra cómo China, a partir de ese momento, tomó decisiones y diseñó 
estrategias que lo llevaron a convertirse en una de las potencias mundiales y 
entró en una senda que lo conduciría en poco tiempo a ser reconocida como 
una gran potencia mundial. ¿Cómo lo logró? Esa, sin duda alguna, es la gran 


pregunta del desarrollo económico de los últimos doscientos años en el 
planeta. 

Desde el punto de vista de las políticas de desarrollo industrial, se puede 
hablar de dos épocas claramente marcadas por la muerte de Mao Zedong. 
Entre 1949 y 1976, la gran meta de la clase dirigente China fue construir una 
base ideológica inamovible alrededor de la llamada Revolución cultural, que 
en lo económico buscaba implementar las ideas del comunismo de Mao, es 
decir, el Estado como dueño único de todos los medios productivos, así como 
de la conformación de colectivos cooperativos encargados de sacar adelante la 
producción agrícola y de alimentos. Pero ni las cooperativas, ni los ejercicios 
industriales, fueron capaces siquiera de alimentar al pueblo chino y como 
consecuencia de ello se produjo la “gran hambruna”, causante de la muerte de 
más de veinte millones de personas a finales de la década de 1950 y 
comienzos de la de 1960. La base del modelo maoísta simplemente fracasó y 
le falló a su pueblo. Ese es un reconocimiento que desde esa época hacen los 
dirigentes chinos, pero sorprendentemente fue adoptado como ideal por 
algunos movimientos insurgentes latinoamericanos. 

Son muchas las características únicas de la China de nuestra época. Por 
muchos años ha sido el país más poblado del planeta, recientemente alcanzado 
por la India en número de habitantes. Se trata del experimento más 
representativo de comunismo, no solo por su longevidad, sino por el tamaño 
del país y la rigurosa disciplina con que se implementó. Es también el caso 
más claro de autoritarismo prolongado, sin contar las monarquías como 
ejemplo de este tipo de gobiernos. China es única de muchas formas, por lo 
que seguramente sus experiencias no son precisamente enseñanzas replicables 
en cualquier nación por razones institucionales, económicas y en algunos 
casos hasta por razones de principios. 

China se autodenomina hoy como una nación comunista, lo que por 
supuesto no es totalmente cierto al pie de la letra. Aunque es verdad que el 
Partido Comunista Chino, PCC, está en el poder desde 1949, su modelo 
económico ha cambiado radicalmente durante las últimas décadas. Aun así, 
mantiene varias características políticas de su historia, como la idea de que el 
liderazgo de facto en el gobierno lo tiene el PCC, que mantiene la posibilidad 
de ser autoritario en todo sentido. 

Hablar de autoritarismo es relevante a la hora de hacer cualquier análisis 
alrededor de la trayectoria del desarrollo de China durante estas últimas 
décadas. Inicialmente, la estructura político-económica era la de un país 
comunista en el que la propiedad privada de la empresa no existía. La 


totalidad de las empresas eran del Estado, pero ese modelo se agotó al quedar 
demostrada su incapacidad para atender las necesidades de su población. 

En la década de 1980, bajo el liderazgo de Deng Xiaoping, fueron 
introducidas grandes reformas económicas que permitieron migrar de una 
Economía Centralmente Planificada a una que podría ser denominada 
Economía Socialista de Mercado. Mediante un cambio constitucional se abrió 
paso a la propiedad privada, incluyendo la propiedad privada de las empresas. 
En la Constitución china fue incluido un principio según el cual “el Estado 
protege la propiedad privada legítima del individuo y de las organizaciones, y 
garantiza la seguridad y la inviolabilidad de la propiedad”. Este fue el 
verdadero punto de inflexión de la economía y fue a partir de ese momento 
que esa nación se enrutó hacia la China que conocemos en la actualidad. 

Esta política estuvo acompañada de algunas definiciones desde el punto de 
vista fiscal, porque reglamentó una nueva estructura de manejo de recursos del 
gobierno central en las provincias. Además, eliminó la idea de que el Estado y 
sus empresas deberían disponer de una caja única para el manejo de sus 
recursos y les permitió a las empresas de ese mismo Estado generar políticas 
de expansión y crecimiento, basadas en la autonomía y retención de 
utilidades, algo impensable en el pasado. 

De otra parte, el frente de la economía del campo adquirió una gran 
relevancia en las prioridades de política pública, tanto por la importancia de 
alimentar a cientos de millones de personas, como por brindar oportunidades 
de trabajo a ese gran porcentaje de la población ubicado en las zonas rurales. 
Esto permitió que se dieran pasos importantes en el camino de superar la idea 
de la economía totalmente centralizada y dominada por el Estado y se les 
permitió a las unidades de producción campesina incursionar en la fabricación 
de fertilizantes y herramientas agrícolas. 

Eso mismo pudieron hacer más adelante otras actividades, como la de 
alimentos procesados, textiles y confecciones, que resultaron favorecidas con 
exenciones fiscales que fortalecieron su estructura financiera. También fueron 
incentivadas a incursionar en otros mercados dentro de la nación y en el 
extranjero, lo que inmediatamente amplió su visión y su alcance. 

Ahora bien. Evolucionar hacia la aceptación y protección de la propiedad 
privada, si bien fue un gran paso en la atracción de la inversión internacional, 
no significa que China se haya movido decididamente hacía el libre mercado. 
El Estado chino juega un muy fuerte papel en el funcionamiento, regulación, 
definición de políticas públicas, decisiones estratégicas y hasta en la 
producción de bienes y servicios, porque una muy importante proporción de 


las empresas son propiedad total o parcial del Estado. Es forzoso entender que 
el Estado tiene hoy una gran injerencia en los mercados. 

Un buen ejemplo, además muy vigente, sobre el grado de intervención del 
Estado chino, son los bien conocidos casos de las comunicaciones —internet y 
digital-, cuyas plataformas globales están totalmente restringidas allí. En 
términos de servicios de mensajería digital como WhatsApp o de plataformas 
de búsqueda como Google, su uso está tan limitado que incluso los visitantes 
extranjeros se ven obligados a utilizar plataformas locales. Son inmensas las 
discusiones actuales alrededor de los datos personales de los ciudadanos 
dentro y fuera de China, por parte de las plataformas controladas por 
empresas y autoridades de ese país. No son pocos los países que han emitido 
serias alertas al respecto, incluyendo las audiencias llevadas a cabo en el 
Congreso de Estados Unidos, a las cuales fue citado el CEO de la red social 
TikTok, Shou Zi Chew, en relación con las preocupaciones que genera la 
obligación de cualquier compañía de ese país de darle acceso al gobierno 
chino de la totalidad de las bases de datos administradas por ella. 

El modelo de desarrollo implementado desde los años 1980 ha tenido 
varias etapas que iniciaron con la propuesta de que dada la abundancia de 
mano de obra y su bajo costo, China se convirtiera en la que inicialmente fue 
denominada “la fábrica del mundo”. Un país con la inmensa necesidad de 
ofrecerles alternativas laborales a millones y millones de personas parecía 
estar dispuesto a ser el sitio donde se podían elaborar masivamente los 
productos que requerían de grandes cantidades de mano de obra. Fue así como 
surgió con fuerza el concepto de “processing trade”, que no es otra cosa que 
la participación en la manufactura de alguno de los eslabones de la cadena 
productiva, especialmente los relacionados con la mano de obra. 

Desde el momento mismo del inicio de la nueva política, fue 
promocionada ampliamente la posibilidad de que grandes productores, con 
énfasis en confecciones, textiles, construcción de maquinaria y la creciente y 
luego muy exitosa industria de electrónicas y electrodomésticos, pudieran 
elaborar las partes más intensas en mano de obra en grandes fábricas ubicadas 
en la China. 

Quizás faltó resaltar que, en el proceso de convertirse en la fábrica 
mundial, hubo una efectiva selección de sectores en los cuales se podría 
materializar la idea de que, una vez instaladas las plantas de proceso en China, 
se alcanzarían economías de escala y ahorros en costos que aumentarían la 
competitividad. A pesar de los numerosos enemigos que tiene la selección de 
sectores, lo cierto es que la gran mayoría de los países que han tenido éxito en 


dar el salto han aplicado estrategias que de una u otra forma han hecho 
apuestas específicas por actividades por las cuales se las han jugado. 

En el caso de China se trató inicialmente de industrias y sectores en los 
cuales la mano de obra era suficientemente importante dentro del componente 
total de costos y su fin primordial en ese momento era el empleo. Una revisión 
a la literatura marxista permitiría afirmar que este ha sido uno de los procesos 
de explotación del trabajador más extendidos de la historia de la humanidad, 
lo que no deja de ser paradójico para un Estado que se declara comunista. Sin 
embargo, no es esta la base de la hipótesis que defiendo en este libro, por lo 
que simplemente dejo este comentario para posteriores reflexiones y otros 
debates. 

Los sectores seleccionados fueron aquellos en los cuales se consideró 
había ventajas suficientes para lograr el objetivo de la generación de empleo, 
es decir, confecciones, textiles, ensamblaje electrónico, agrícola, agroindustria 
y ensamblaje de otras industrias. Esta decisión trascendental terminó por 
convertir a China, entre otras, en el mayor productor de automóviles del 
mundo, lo que no dejó de sorprender a Estados Unidos y a Europa, que 
consideraban la industria automotriz como uno de los pilares del desarrollo de 
su economía moderna. 

Cuatro grandes regiones chinas se dedicaron muy en particular a crear las 
condiciones adecuadas para desarrollar el “processing trade”: Guangdong, 
Zhejiang, Jiangsu y Shandong. 

En la primera está la ciudad de Shenzhen, muy conocida en occidente a 
partir del inicio de ese proceso. En dicha región china fueron implantadas 
enormes zonas económicas especiales y zonas francas, que lograron atraer la 
inversión de miles de compañías que fueron muy efectivas en el propósito de 
generar grandes cantidades de empleo. La segunda concentró buena parte de 
las operaciones dedicadas a la industria textil y de confecciones. En la tercera 
desarrollaron instalaciones dedicadas al ensamblaje electrónico y de 
maquinaria, y a la industria química. La cuarta tuvo un enfoque distinto 
porque se especializó en industrias dedicadas al procesamiento de productos 
agrícolas. 

Todo este desarrollo sucedió con la dirección explícita del gobierno, que 
generó instrumentos específicos para atraer la inversión. Pero también hubo 
un esfuerzo especial para ofrecer condiciones atractivas que hicieran rentable 
realizar los procesos productivos en el territorio chino. Como es obvio, 
inicialmente la mano de obra disponible tenía bajísimos niveles de 
entrenamiento y conocimiento, razón por la cual en esas primeras décadas fue 


común escuchar comentarios relacionados con la baja calidad de los productos 
elaborados en China. Después de casi cinco décadas de aprendizaje y 
formación de talento humano y desarrollo de experiencia, esta es una realidad 
completamente distinta hoy. 

Este detonador se convirtió también en uno de los principales motores de 
la economía de China. Se estima que, en la década de 1990, cerca del 60 por 
ciento de las exportaciones provenían de operaciones basadas en el 
“processing trade”. No porque hayan disminuido, sino porque la economía ha 
crecido y se ha diversificado. Ese porcentaje fue del 50 por ciento al inicio de 
este siglo, y se estima que hoy representa alrededor del 30 por ciento de las 
exportaciones hacia el mundo. Tan interesante como el comienzo y la puesta 
en marcha de la estrategia es su evolución, porque habría de convertir la 
economía china en líder en términos de innovación, generación de valor 
agregado, investigación y desarrollo. 

El proceso llevado a cabo por ese país también está lleno de grandes 
preguntas acerca del papel del Estado autoritario y las prácticas consideradas 
violatorias de lo que la Organización Mundial de Comercio ha denominado 
“comercio leal y justo”. Los señalamientos no son pocos: actuaciones 
predatorias de mercados que han conducido a la desaparición de muchas 
industrias en diversos países; abuso laboral como elemento fundamental de la 
estrategia de competitividad basada en la mano de obra extremadamente 
barata; mecanismos de determinación de tasas de cambio artificialmente altas; 
violación flagrante de todas las prácticas y leyes de protección de propiedad 
intelectual; y violación de derechos humanos en la producción de algunos 
productos. 

No se puede dejar de lado que los medios internacionales mencionaron el 
caso del tratamiento de trabajo forzoso a los trabajadores del algodón en la 
provincia de Xinjiang, que produce una quinta parte del algodón mundial. 
Informaciones internacionales hablaron de campos de detención que 
dedicaban cientos de miles de personas a estas labores, así como también de 
minorías étnicas sometidas y obligadas a trabajar. 

La posición de China frente a la sostenibilidad ambiental, el calentamiento 
global y los esfuerzos por lograr compromisos serios de reducción de 
emisiones, ha sido uno de los temas más delicados en las relaciones de su 
aparato productivo con el resto del mundo. Al tiempo que un grupo muy 
representativo de países ha expresado su interés en reducir las emisiones de 
gases efecto invernadero, China ha dicho que su compromiso de carbono 
neutralidad regirá a partir de 2060. Esta es una muy mala noticia para el 


planeta viniendo de una de las dos más importantes potencias industriales, que 
además podría convertirse en la de mayor tamaño en los próximos años. 

Esta realidad, además de ser una muy mala noticia para la humanidad ha 
tenido grandes consecuencias en términos geoeconómicos y de 
competitividad. En momentos en los cuales con razón se les exige a los 
grandes productores mundiales de occidente que hagan grandes esfuerzos para 
reducir el calentamiento global que amenaza a nuestra especie, productores 
industriales de la China anuncian que a ellos les tomará cerca de cuarenta 
años empezar a hacer algo significativo al respecto. Es decir, desde el punto 
de vista económico le están diciendo al mundo que ellos no asumirán ningún 
costo por reducir sus emisiones, lo que es completamente inaceptable en 
muchas economías hoy. 

No tengo duda de que el mundo unido debe hacer una gran exigencia a 
China para que reduzca el impacto de su producción en términos de 
calentamiento global y emisiones de gases que están produciendo. Es 
inaceptable que la prosperidad y aumento de poder de China se base en 
aumentar el calentamiento global y poner en peligro al planeta. La posición de 
muchos países alrededor de ignorar estos efectos en primer término en sus 
propios territorios, pero luego en casos como China, es tan inaceptable como 
incomprensible. El mundo debe ser muy fuerte con los grandes emisores y 
exigirles cambios inmediatos en sus posiciones. 

Aunque es imposible ignorar las inquietudes planteadas por los anteriores 
cuestionamientos, es innegable el éxito logrado por ese país. Una mirada a las 
cifras de inversión extranjera directa, según datos de la UNCTAD, indica que 
en 1990 ese rubro alcanzó un monto de 3.487 millones de dólares. En 2018 
esa cifra ya era de 139.043 millones de dólares. Miremos las cifras de empleo 
según el Fondo Monetario Internacional: entre 1980 y 2018 se han mantenido 
en un rango entre el 2 y el 4,3 por ciento, lo cual no es poca cosa hablando del 
territorio más poblado del mundo. 

Desde el punto de vista de política industrial, han sido varias las etapas 
que ha recorrido ese país. Empezó con la economía ideal, aunque fallida, de 
Mao Zedong y luego pasó al modelo planteado por Deng Xiaoping, que 
entendió que el comunismo comunitario no resultaría en absolutamente nada 
bueno y que por lo tanto había que migrar hacia un modelo que generara 
empleo masivo para esa gran población. Finalmente llegó a una ambiciosa 
agenda que asumió el reto de convertirse en una potencia mundial, que es lo 
que hemos observado durante estos últimos veinticinco años. 

¿Qué caracteriza entonces el salto entre la época de generación masiva de 


empleo a la generación masiva de valor agregado y posicionamiento 
estratégico a nivel global? Son muchas las decisiones tomadas e 
implementadas en forma consistente. Empezó con el fortalecimiento de la 
educación y el talento humano; pasó a la selección original de sectores que 
pudieran generar los puestos de trabajo que necesitaba el pueblo chino; eligió 
los sectores que pudieran posicionar a China como una gran potencia 
mundial; pasó por costosos e importantes procesos de investigación y 
desarrollo; y, claro, no se interesó demasiado por lo que pudieran pensar o 
sentir otros países en términos de abusos locales o internacionales. 

La llegada del siglo XXI marcó un punto de inflexión para la economía 
China porque coincidió con la decisión de generar condiciones económicas, 
algunas de ellas sorpresivas, como que el Banco Central fuese independiente, 
algo improbable frente a la autoridad demostrada por el Partido Comunista en 
todos los frentes. También planteó la posibilidad de permitir la entrada de 
capitales privados a compañías históricamente estatales. Y puso en marcha el 
gran salto tecnológico, acompañado de incrementos sustanciales en la 
inversión de recursos para investigación y desarrollo. El porcentaje del 
presupuesto dedicado a estas actividades superó el uno por ciento del 
Producto Interno Bruto, y ha aumentado año tras año hasta llegar a niveles 
superiores al dos por ciento. De esa manera, China se convirtió en el segundo 
país del mundo en términos de recursos invertidos para esos menesteres y por 
eso se entiende la posición estratégica que ocupa en la actualidad. 

Por supuesto que al tomar la decisión de concentrar tantos recursos en 
investigación se estaba dando el salto adelante que superaba el desarrollo 
focalizado exclusivamente en los sectores altamente demandantes de mano de 
obra. Entonces, China entró en el mundo del desarrollo digital, la 
farmacéutica, la medicina, la industria aeroespacial, la investigación científica 
y académica, y algo que siempre ha sido sinónimo de liderazgo mundial como 
es la industria armamentística. La inversión en educación ha sido el tándem 
que ha acompañado a la investigación y el desarrollo. Por muchos años, China 
no solo dedicó inmensos recursos a la formación de la totalidad de su 
población, sino que realizó grandes inversiones para formar científicos y 
académicos en las mejores universidades del mundo, así como en la atracción 
de talento global hacia sus centros académicos. 

En la actualidad es muy notoria la decisión de China de realizar 
inversiones estratégicas en sectores que le puedan dar autonomía o poder en el 
futuro, como es el caso de los minerales denominados vitales para la 
transición energética, minerales con potencial nuclear, puntos estratégicos de 


la infraestructura mundial, como es el caso de puertos o canales, o inversiones 
que garanticen la sostenibilidad alimentaria de la sociedad. 

Son muchas las críticas que se le podrían hacer hoy a China frente a su 
comportamiento en el mercado internacional, en sus prácticas locales, o en el 
funcionamiento de las libertades, incluyendo la concepción occidental de 
democracia. Sin embargo, nadie podrá nunca decirle a China que logró su 
desarrollo por casualidad. Lo que es hoy es resultado de su inquebrantable 
decisión de convertirse en líder mundial. 

Un indicador que no se puede dejar de lado al observar la evolución del 
desarrollo productivo de China es el incremento en su Producto Interno Bruto, 
que entre 2000 y 2019 ha registrado un crecimiento en precios corrientes 
superior al 1.300 por ciento, con tasas de crecimiento anual promedio 
cercanas al 9 por ciento en términos reales. Este comportamiento se replica en 
prácticamente todas sus variables económicas importantes, como las 
exportaciones e importaciones, en todo caso generando durante estas dos 
últimas décadas superávits muy importantes a su favor. 

De otro lado, no es infundado el temor acerca de los límites que considera 
tiene China en el mundo. Su éxito es precisamente su mayor amenaza. El 
hecho de haber logrado el desarrollo que ha alcanzado en estos años, su 
capacidad productiva, su potencia militar, y los escasos límites que ha 
demostrado tiene su comportamiento comercial y geopolítico, son sin duda 
alguna una de las mayores fuentes de incertidumbre y temor para países que 
no son potencia mundial. Todo esto para no hablar de la ambición y las 
posibilidades de convertirse en una potencia mundial, situación que no deja de 
producir temor en los países débiles económica y militarmente hablando. 

Durante los últimos días de redacción de este libro —mediados de julio de 
2023 se llevó a cabo el encuentro de los 27 países miembros de la Unión 
Europea con los 33 países de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y 
del Caribe —Celac—, al cual tuve la oportunidad de asistir en Bruselas. La 
agenda se centró especialmente en el reclamo de los países latinoamericanos a 
Europa por toda una historia de esclavismo, sumada a la solicitud de que haya 
una compensación por ese hecho tan grave. Y de parte de Europa, un llamado 
de atención a los países latinoamericanos por la creciente presencia de China 
en el continente. No deja de ser curiosa esta posición si se tiene en cuenta que 
durante los últimos años China ha sido también uno de los dos principales 
socios comerciales de la UE. 

Por supuesto, también fue muy notoria la presencia desorganizada e 
individualista de los presidentes de los países miembros de la Celac, que son 


todo menos un grupo integrado de naciones. Á veces creemos que el hecho de 
ser vecinos y hablar idiomas similares nos convierte en un bloque político y 
económico, pero lo cierto es que no hay ninguna característica que nos 
permita afirmarlo. 


Elementos en común de este repaso 
Después de este somero repaso por algunos de los casos más interesantes de 
países que han logrado dar un gran salto en términos de su desarrollo 
económico, son varias las conclusiones que pudiera sacar al identificar 
elementos comunes en todas estas experiencias. 

La primera que quisiera resaltar es que absolutamente todos los casos de 
éxito económico se realizaron a partir de determinaciones claras y explícitas 
de llevar la sociedad a un estado distinto. De asumir que salir del statu quo 
implica tomar grandes decisiones, enmarcadas en ambiciosas estrategias de 
desarrollo que incluyen por supuesto la atención de las grandes necesidades 
sociales relacionadas con superación de la pobreza, educación y salud, pero 
que siempre están acompañadas por robustos planes económicos que buscan 
el aumento de la producción, del valor agregado, de la riqueza, del empleo y 
de las oportunidades para los ciudadanos. 

Pero hay más. La capacidad del aparato productivo de competir con el 
mundo, buscando transferir valores agregados hacia cada uno de los países 
que acometen estas gestas. Entender que el mundo es un escenario en el cual 
hay ganadores y perdedores, y que, si bien es deseable generar mejores 
condiciones para toda la humanidad aumentando el tamaño de la torta, el 
proceso de crecimiento es competido y lleno de triunfos y derrotas. Todos 
deberíamos creernos ganadores dentro de estándares de ética, sostenibilidad y 
humanidad. 

Otra conclusión es que ni la sociedad civil ni el mundo productivo pueden 
desarrollar estas estrategias sin el acompañamiento del Estado. Tampoco las 
puede realizar el Estado sin que esos planes se hayan convertido en propósitos 
nacionales, ni sin la participación a fondo del sector empresarial, el cual 
requiere de condiciones adecuadas para adelantar su función social. Para 
nosotros en América Latina todo esto puede parecer casi que exótico, porque 
en estas latitudes ha hecho carrera la idea de que es prácticamente imposible 
que el sector público y los gobiernos puedan tener algún tipo de interés en que 
el sector productivo se desarrolle. 

En algunos lugares se considera falta de ética que el Estado apoye los 
esfuerzos del sector productivo, y no solo estoy hablando de gobiernos de 


izquierda; pasa exactamente con algunos gobiernos de derecha, lo que termina 
siendo una actitud muy torpe porque elimina de tajo cualquier posibilidad de 
generar procesos acelerados de desarrollo. 

Esta es, quizás, una herencia de las ideas del neocomunismo desarrollado 
inicialmente en Cuba, que actuó con fanatismo en reacción con todo aquello 
que significara capitalismo o algo por el estilo. Es que llegó al extremo de 
promover la idea de que podía ser incluso indeseable que la sociedad tuviera 
ánimo de lucro. Curiosamente, varios de los ejemplos que mencioné 
anteriormente, en particular el de la China comunista, se basan en el 
reconocimiento de que la única forma de generar desarrollo es produciendo 
valor económico que se convierta en soporte de las políticas sociales. 

El rol del Estado, entonces, ha sido crucial para que todos esos países 
hayan logrado dar “el gran salto”. No debe malinterpretarse esta afirmación, 
buscando justificar la idea de que es el Estado el que debe llevar a cabo las 
actividades productivas, porque de hecho no existe un caso en el cual el 
Estado haya asumido las actividades productivas y haya tenido éxito como 
modelo de desarrollo económico. Esa fue una idea ampliamente 
implementada, por ejemplo, en la Unión Soviética de la primera mitad del 
siglo XX y luego revaluada por su incapacidad de arrojar resultados sociales, 
que como vimos se replica como experiencia en la China de Mao Zedong, y 
en muchos otros casos de la cortina de hierro. El Estado, en efecto, tiene un 
gran papel en la generación de condiciones que conduzcan a alcanzar el 
desarrollo económico. Cuando hoy se oyen ideas alrededor de que el Estado 
debe asumir actividades productivas empresariales en forma extendida, es 
inevitable pensar en la Unión Soviética, en la América Latina de los años 
1960 o en Cuba intentando producir bienes y servicios. Está demostrada la 
ineficiencia e ineficacia del aparato público para reemplazar la actividad 
emprendedora. No deberíamos pensar en forma generalizada en empresas 
manejadas o a cargo de Estados que por su naturaleza serán controladas por 
políticos. Claro que en algunas entidades y lugares esto ha sucedido, 
especialmente en el caso del sector de minería e hidrocarburos, una industria 
que tiene características muy especiales debido a sus altos valores, su 
importancia estratégica y la conformación de sus mercados, que facilitan en la 
mayoría de los casos ineficiencias que en otros productos serían totalmente 
inviables. Pero en ningún caso se trata de un modelo generalizado de 
participación del Estado en este frente. 

Si aceptamos la anterior afirmación, las pregunta que surgen son: ¿qué 
debe hacer el Estado para generar estas condiciones? ¿Qué tanto debe 


intervenir? ¿Cómo debe intervenir? Y, ¿qué tanto debe dejar al libre 
funcionamiento del mercado? 

Un elemento común de los temas vistos hasta ahora es que el Estado debe 
ser mucho más activo de lo que ha sido, por ejemplo, en la búsqueda del 
objetivo del desarrollo en las economías latinoamericanas. Debe ser 
claramente una política del Estado el desarrollo de la industria, la agricultura 
y las industrias de alimentos, la minería, ahora la minería estratégica, las 
energías renovables no convencionales, las actividades digitales y 
telecomunicaciones, las actividades de investigación y desarrollo e incluso del 
sector financiero. 

En los casos observados, el Estado tomó posición y generó condiciones 
para el desarrollo de sectores específicos de la economía considerados 
estratégicamente valiosos para producir los objetivos de desarrollo planteados. 
En algunos casos creó incentivos explícitos para el crecimiento, incluyendo 
inversiones, capital, financiación o apoyos tributarios. Siempre incluyó un 
capítulo alrededor del talento humano, y trabajó en la creación de condiciones 
de comercio que apoyaran el esfuerzo inversionista. 

En mi opinión, otra de las más contundentes y quizá más importantes 
conclusiones es que en América Latina las políticas de desarrollo económico 
son más multidimensionales de lo que usualmente creemos. Una política de 
desarrollo económico no es solamente el impulso de uno o varios sectores 
económicos. No es solo la generación de condiciones de competencia, el 
levantamiento de las barreras burocráticas, la negociación de acuerdos 
comerciales que den acceso a otros países y a otros mercados, la generación 
de una política de investigación y desarrollo, la formación de talento humano, 
la creación de mecanismos de financiación y acceso a capitales, el apoyo con 
bienes públicos e infraestructura o la decisión del Estado de considerar que el 
sector productivo es el mejor vehículo que tiene para la generación de riqueza, 
empleo, oportunidades y valor agregado. Tampoco es solo un subconjunto de 
las anteriores estrategias. Obligatoriamente tiene que ser el conjunto de la 
totalidad de ellas, pero sobre todo orientadas y regidas por la decisión de las 
naciones de dar un salto adelante y convertirse en sociedades diferentes. Es 
convertir todos estos propósitos en obsesiones nacionales; y ese ha sido el 
gran elemento en común de los países que lo han logrado. 

Ahora bien. Es claro que en algunos casos las sociedades analizadas no 
son precisamente el modelo de sociedad que algunos soñaríamos. Nos 
encontramos en algunos casos con sociedades que no son plenamente 
democráticas, o con otras que no están interesadas en garantizar el 


cumplimiento y el respeto a los derechos humanos, así como también nos 
encontramos con sociedades que no están suficientemente comprometidas con 
la sostenibilidad del planeta y la responsabilidad que tenemos con las 
próximas generaciones. Es más, las muchas veces que he sostenido esta 
conversación con amigos economistas la reacción inmediata y común ha sido: 
“Pero mira que se trata de regímenes autoritarios”. Esto solo genera la absurda 
pregunta de: ¿son una condición para el desarrollo los Estados autoritarios?, 
¿se requiere de regímenes menos democráticos para tomar las decisiones que 
requiere el desarrollo? Y, por supuesto, una pregunta más compleja pero 
también más desafiante, es ¿cómo lograr el desarrollo en una democracia 
profunda? En este momento debemos mirar hacia los países nórdicos. No 
basta con querer decididamente dar el salto en lo económico. Por lo menos no 
para quienes creemos en la democracia. Claro, si fuera verdad que creemos en 
ella. 

No son entonces sociedades que puedan servir de modelo exacto para lo 
que nosotros consideraríamos es nuestro país ideal, pero sí son sociedades que 
han logrado una parte muy importante, y definitivamente necesaria, de las 
condiciones que se requieren para poder ser colectivos mejores. Y me refiero 
a la capacidad que tengamos desde el punto de vista económico de atender la 
totalidad de las necesidades de sus habitantes. Son países que han logrado 
adelantar significativamente el cumplimiento de esas condiciones necesarias, 
aunque debemos tener claro que, en algunos casos, la forma como se ha 
llegado al cumplimiento del objetivo seguramente no es compatible con 
nuestros principios democráticos de sostenibilidad y humanos. 


La velocidad del crecimiento importa 
Desde hace algunos años le he hecho seguimiento a la idea de que no solo hay 
que crecer, sino que hay que crecer aceleradamente. Desde 2017, con el 
equipo económico de la Andi hemos observado a unos treinta países con datos 
obtenidos a partir de 1990, tratando de identificar la evolución de algunas de 
sus variables económicas y sociales, más que en sus valores absolutos, en las 
dinámicas de su evolución. Tomamos como ejemplo países con potencial de 
crecimiento y calculamos el crecimiento acumulado desde el inicio de esa 
década en variables como exportaciones, importaciones, producto interno 
bruto, producto per cápita, índices de pobreza e inversión extranjera directa, 
entre otros. 

Como resultado de ese ejercicio creamos algo que llamamos Índice de 
Velocidad del Desarrollo, que mide cuántas veces en cada país han crecido 


cada una de esas variables, y luego en un solo resultado intentamos comparar 
los diferentes países entre sí. En forma más o menos arbitraria buscamos 
variables que permitan reflejar dos hechos principales, como son la capacidad 
que ha tenido cada país de apropiarse del valor agregado de otros trayéndolos 
a su economía, y la capacidad de crecer el tamaño de su economía mediante el 
análisis de la evolución del PIB. Construimos un indicador que arrojó los 
siguientes resultados. 

En términos aritméticos, hicimos muchos cálculos y quiero presentar uno 
de ellos acá. Para cada país identificamos cuántas veces crecieron entre 1990 
y 2020 el PIB, las exportaciones y las importaciones. Luego, sumamos los dos 
primeros datos y restamos el último. Buscando reflejar el crecimiento 
registrado en producción de valor y combinándolo con la capacidad neta de 
traer valor a cada país. 
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Este ejercicio simple compara a cada país consigo mismo. Busca identificar el 
registro del dinamismo en el crecimiento de producción de valor de cada país. 
El ranking refleja el resultado de las políticas y estrategias de crecimiento que 


implementaron todos estos países, y no sorprende ver cuáles son los líderes en 
la tabla. Son impresionantes las diferencias de China, Turquía, Singapur y 
Malasia, con los demás. Es verdad que los resultados son reflejo de lo 
sucedido en el periodo estudiado. Por ejemplo, Corea del Sur, que registra un 
crecimiento alto pero lejano al de los primeros cuatro, había tomado gran 
ventaja durante la década de 1980, por lo que en 1990 ya tenía una base de 
resultados importantes. Con países desarrollados como Estados Unidos o 
Canadá, pasa exactamente lo mismo. Su gran desarrollo proviene de años muy 
anteriores. Los países latinoamericanos se muestran muy atrás y esta tabla 
refleja fielmente la brecha que no se cerró durante estas tres décadas, pero 
también se trata de una gran alerta: por el camino que vamos, no vamos a 
reducirla, sino a aumentarla con toda seguridad, a menos de que pase algo. 

Esta aproximación permite establecer un mecanismo de comparación que 
supera la limitación analítica que implica el hecho de que estamos hablando 
de economías con tamaños significativamente diferentes. Y no compara, por 
lo tanto, el valor de las variables en forma individual, sino que intenta 
establecer una metodología para medir el éxito de las políticas y estrategias de 
cada país, analizando la dinámica de la evolución de las variables que reflejan 
la idea de que la riqueza económica de los países se produce en la medida en 
que son capaces de aumentar su capacidad de incorporar a sus economías 
valor agregado o riqueza adicional. Este indicador mide la velocidad con la 
que crecen las variables que tienen el potencial de generar mayor riqueza a las 
sociedades. 

He venido haciendo este ejercicio durante los últimos seis años y el 
resultado es que la diferencia entre los países de la punta y los coleros, para 
hablar en términos ciclísticos, es cada vez mayor. Otro elemento nuevo es que 
las brechas ya no son solo con los países desarrollados, sino que además se 
está alimentando una brecha creciente entre los países neodesarrollados y 
nuestros países estancados. 


CAPÍTULO 4 


Una estrategia en dos frecuencias 


¿Cómo atravesar dos océanos? 

Estamos hablando entonces de asumir dos retos inmensos: lograr el desarrollo 
y crecimiento económico acelerado y hacerlo en un proceso de profundización 
de la democracia para volverlas democracias plenas. Si América Latina logra 
eso se podría convertir en el gran modelo a seguir a nivel mundial. Tengo la 
ilusión de que podemos hacerlo si nos lo planteamos como gran objetivo, pero 
soy consciente de que se trata de retos inmensos. Más aún, creo que para 
lograrlo deberían admitirlos como los dos grandes objetivos históricos de la 
región, solo superados por el objetivo de lograr la Independencia, asumidos en 
el siglo XIX. 

Es como estar parado en la orilla de un océano y decidirse a atravesarlo a 
pesar de que se sabe que las dificultades serán inmensas, de que se requerirán 
grandes esfuerzos, de que no sabremos con qué nos encontraremos y que lo 
único que nos llevará al otro lado será la voluntad y la decisión férrea de 
atravesarlo. Hablo del océano del desarrollo basado en el crecimiento 
acelerado y del océano de la democracia profunda. 

En una conversación que sostuve hace algún tiempo con varios 
empresarios españoles en medio de varias reflexiones sobre lo que sucedía en 
nuestros países, señalaron que, más allá de las muchas complejidades que 
estaba viviendo Colombia, era forzoso reconocer que el país había sido 
incapaz de lograr un nivel aceptable de equidad. Según argumentaron, el 
coeficiente Gini, que mide el nivel de desigualdad de una sociedad de cero a 
uno, siendo cero la igualdad total y uno la desigualdad total, mostraba 
claramente que Colombia nunca había logrado bajar de 0,5 y, en 
consecuencia, siempre ocupaba uno de los cuatro puestos más altos de la 
región, muy arriba también en el nivel mundial. 

Por supuesto lo anterior es totalmente cierto, pero para iniciar la discusión 
y tener un poco de contexto, les pregunté cuál creían ellos era el Producto 
Interno Bruto per cápita de España y cuál el de Colombia, es decir, el 
producto total de cada uno de los países, dividido entre el total de habitantes. 


Este indicador es una aproximación que intenta calcular cuánto recibiría cada 
ciudadano si el valor producido en un país se dividiera en partes iguales entre 
todos. Es, entonces, un indicador de qué tan rica es una sociedad como 
colectivo. 

Mis interlocutores no tenían muy presente cuál era ese nivel. En el caso de 
España, mencionaron una cifra bastante aproximada: 25.000 a 30.000 dólares. 
Muy cerca, porque en 2020 fue de 32.320. En el caso de Colombia, no 
lograron siquiera aproximarse al dato real y dijeron que 15.000 dólares. En el 
2020, según el Fondo Monetario Internacional, fue de 6.170 dólares, pero es 
un dato que depende mucho de la tasa de cambio y, por ejemplo, en 2022 fue 
de 5.800 dólares. 

Cabe anotar que los dos países tienen poblaciones significativamente 
parecidas: Colombia, 50 millones de personas y España 47.4 millones. En ese 
momento no entré en honduras técnicas para señalar que en un sentido estricto 
y para cotejar bien los dos países, esa cifra debía ser contrastada con otro 
indicador conocido como Paridad de Poder Adquisitivo, PPA, que mide qué 
tan caro es vivir en un país o en otro. 

La comparación de las cifras para los dos países permite ilustrar otra 
realidad más importante aún y es que Colombia tiene muy pocos recursos para 
distribuir, es decir, somos una sociedad muy pobre. Esto mismo sucede en 
prácticamente todos los países latinoamericanos. Incluso, esta situación es 
mucho más dramática si de ese total producido restamos negocios, diríamos 
especiales, como los hidrocarburos y la minería, que en realidad son 
actividades —si son realizadas formalmente— adelantadas por organizaciones 
relativamente grandes con ingresos y gastos en general concentrados en un 
número más o menos pequeño de personas. 

En otras palabras, España, que está muy lejos de ser incluido entre los 
países más ricos, dispone de cinco veces más recursos por habitante para 
atender las necesidades de la sociedad, los bienes públicos e infraestructura, la 
educación, el esparcimiento e incluso ahorrar y acumular riqueza. Es decir, el 
Estado tendrá muchas más oportunidades de desarrollar sus políticas sociales, 
la seguridad, la justicia y la infraestructura, entre muchos otros temas. A nivel 
individual sucede exactamente lo mismo: los ciudadanos españoles no solo 
tendrán un Estado que les proveerá muchas más cosas que las que estamos en 
condiciones de darles a nuestros ciudadanos, como salud, educación, 
seguridad o infraestructura, sino que cada persona tendrá cinco veces más 
recursos para atender sus necesidades que un habitante de un país como 
Colombia. 


Este es un ejercicio sencillo, simplificado al máximo, pero que no deja de 
ser abrumadoramente concluyente y permite poner de presente una realidad 
que, desde el punto de vista económico, social y hasta político, es el mayor 
determinante de lo que le sucede a un país como Colombia aplicable a toda 
América Latina: somos economías dolorosamente pequeñas y pobres. 

La anterior realidad por supuesto no es una excusa para entender la 
preocupante distribución del ingreso, ni tampoco una justificación para que no 
se atiendan las obligaciones que el Estado tiene con toda la población, 
especialmente la más vulnerable. Aunque en buena parte sí explica todas las 
limitaciones que tenemos desde el punto de vista social, y habla de cuál es 
realmente la capacidad que tiene nuestra sociedad en términos de recursos 
para atender las innumerables necesidades que tenemos en términos de 
atención de necesidades básicas, o incluso de creación de condiciones para 
lograr el anhelado crecimiento. 

Habrá personas ocurrentes que dirán que la solución está en implementar 
tasas de tributación más altas, que le permitan al Estado disponer de mayores 
recursos y distribuir de manera más equitativa los limitados recursos. Esta 
aproximación tiene dos profundas limitaciones: en primera instancia, nuestros 
Estados han demostrado tener muy pocas capacidades para redistribuir y 
ejecutar eficientemente los recursos de sus impuestos; en segunda instancia, el 
traslado de recursos producirá una importante reducción en los ingresos 
disponibles de las familias, profundizando la falta de recursos, una de las más 
grandes limitaciones actuales. No podemos abstraernos a la realidad de que 
esta solución no deja de ser un ejercicio de distribución de pobreza. Crecer 
pronto el tamaño de nuestras economías debe ser una prioridad. 

Además de estas limitaciones de ingresos y de recursos, hay algo común 
en los países latinoamericanos y es la debilidad de sus Estados. Anteriormente 
hablábamos de la inmensa debilidad de nuestras democracias, de lo muy mal 
calificados que estamos a nivel mundial frente a países totalmente 
democráticos; también hablábamos de la falta de interés de los líderes, de los 
políticos, de los gobiernos, e incluso de los ciudadanos, en avanzar en la 
profundización de la democracia misma. 

La debilidad de los Estados se manifiesta en su incapacidad para cumplir 
muchas de sus obligaciones constitucionales, de sus capacidades 
organizacionales y operacionales y de sus capacidades económicas para 
adelantar algunas de las funciones que le han sido asignadas por las distintas 
constituciones. Pero también tiene que ver, y muy especialmente, con la 
incapacidad de cada Estado para ofrecerle a la ciudadanía garantías de plena 


democracia, entendida no solo como la capacidad de realizar elecciones libres 
para la definición de quiénes son los líderes nacionales y locales, o quiénes 
son los elegidos para ir al Congreso en las democracias representativas. 

Lo que realmente está en juego es la capacidad del Estado de garantizar 
verdadera libertad a los ciudadanos, entendida como la posibilidad de 
desarrollar sus vidas sin temores, o al menos con temores mínimos, respecto 
de aquellas facetas de su vida que dependen de lo que deba hacer el Estado. 
La seguridad ciudadana, la garantía de la vida, la posibilidad de expresarse 
libremente, la supervivencia en términos de satisfacción de las necesidades 
básicas como alimentación, salud o servicios públicos, son ejemplos de ello. 
La búsqueda de la democracia es casi sinónimo perfecto de la búsqueda de la 
libertad plena, y esta solo nos la dan las instituciones. 

Con demasiada frecuencia las fuerzas de la sociedad deben salir a 
defender la independencia de los poderes públicos. Esto no debería suceder, 
no deberíamos tener que recordarnos esa condición de nuestra democracia con 
tanta intensidad. Este no debería ser un tema de discusión, aunque sean claras 
las tentaciones de los gobernantes por deshacerse del control del poder 
judicial, o sus intentos de legislar sin necesidad de pasar por el Congreso, o 
incluso el cierre de congresos como solución para solventar las situaciones en 
las cuales el Ejecutivo siente que no le están permitiendo hacer lo que tenía 
planeado o que pudiera estar en riesgo su permanencia al frente del gobierno. 

Sería imposible encontrar un año en el cual en un país de América Latina 
no haya habido grandes enfrentamientos que eventualmente implicarían o 
bien la destitución del presidente o bien el cierre del Parlamento. Ha sido una 
lucha constante para la cual nuestras instituciones no han tenido respuesta. 
Claro que no quiero caer en la sobre simplificación de empaquetar a todos los 
países para hablar de un comportamiento generalizado, pero lo cierto es que 
en todos se han presentado estas situaciones durante las últimas décadas. 

Mucho más ilustrativas han sido las innumerables ocasiones en las cuales 
se han dado golpes de Estado, dictaduras y mecanismos de transición como 
las juntas militares, que a veces no lo son tanto. Resulta dramático ver que en 
pleno 2023 existan regímenes totalitarios en Venezuela, Cuba y Nicaragua. Es 
preocupante que los países que se quieren hacer llamar democráticos convivan 
con situaciones de gobiernos totalitarios, incluso para hacer alianzas y 
presentarse frente a bloques geopolíticos de otras latitudes. Vivimos casi 
naturalmente con la idea de que Rusia, China o Irán pueden ser aliados 
estratégicos de algunos de nuestros países, lo que no deja de ser preocupante 
si se tiene en cuenta que se trata de países con regímenes autoritarios en los 


cuales no se vislumbra ningún asomo de democracia. 

En principio, uno pudiera imaginar que los dos hilos conductores tratados 
a lo largo de este libro son completamente independientes el uno del otro. Por 
un lado, la democracia precaria generalizada en América Latina y, por el otro, 
la incapacidad de nuestros países para sacar adelante sus economías y generar 
el desarrollo y las soluciones que requerimos con urgencia. 

Sin embargo, la tesis que quiero plantear y que está detrás de este trabajo, 
es que el nuestro ha sido un continente sin rumbo en lo económico, que no 
sabe realmente para dónde va en las próximas décadas y que carece de una 
voluntad evidente de desarrollo democrático. Claramente, no se ven por 
ningún lado decisiones explícitas de pensar en estrategias de crecimiento 
económico que busquen dar un salto importante en términos de capacidades 
de producir riqueza para todos sus habitantes. También sostengo que no se 
trata de procesos independientes, que si bien nuestra cultura ha creado la idea 
de que una cosa es la política y otra cosa es la economía, lo cierto es que la 
una sin la otra no existe y al final estamos hablando de dos conceptos: libertad 
y bienestar. 

Es preciso tener en cuenta que el Estado es el principal vehículo ejecutor 
de las políticas públicas que definen prácticamente lo económico. Por lo tanto, 
si no existe una institucionalidad fuerte e inteligente desde el punto de vista 
colectivo, nunca seremos capaces de tomar buenas decisiones en términos de 
nuestras estrategias económicas y del destino de la prosperidad de nuestros 
países. 

La tesis, entonces, es que, sin una democracia fuerte en el sentido amplio 
de la palabra expuesto en este libro, y sin estrategias robustas de crecimiento 
económico, simultáneas, complementarias y colectivamente decididas, los 
países de América Latina no saldrán jamás de la condición de “países en vías 
de desarrollo”, que no es otra cosa que una frase políticamente correcta para 
referirse a países eternamente pobres. 


El remolino que empuja hacia abajo 

He conocido tecnócratas y administradores públicos de muchos países de 
América Latina y son preparados, capaces, bien intencionados y muy 
comprometidos con sus países. Incluso, en las entidades multilaterales es 
común encontrarse personas que han pasado por los gobiernos de distintos 
países de la región, con las más altas calificaciones y siempre dispuestos a 
aportar. Ellos clasifican entre las mentes más brillantes del planeta en sus 
especialidades. De manera que no se trata de falta de capacidades o de 


preparación. Cuando están trabajando en sus países he visto a esas mismas 
personas hacer esfuerzos inmensos por tratar de solucionar algunos de los más 
grandes desafíos que han enfrentado. 

Sin embargo, me es totalmente imposible dejar de pensar que se trata de 
personas y de generaciones que han remado con todas sus fuerzas en 
remolinos que no nos permiten avanzar o, por decir lo menos, que avanzan a 
velocidades angustiosamente bajas, mientras los países desarrollados van a 
ritmos que parecen inalcanzables. ¿Se trata acaso de que la institucionalidad 
no quiere o está tan mal implementada que no nos permite que avancemos? 
¿O se trata acaso de que el día tras día consume todos nuestros esfuerzos 
porque estamos concentrados en sobrevivir ante los múltiples problemas que 
nos agobian, sin pensar en planes de largo plazo? ¿O se trata de sociedades en 
las cuales las fuerzas del poder no quieren permitir que se den los cambios 
que se requieren para lograr el desarrollo? ¿O será acaso que nunca nos hemos 
decidido realmente a lograr la democracia plena y el desarrollo económico 
que a veces extrañamos? 

Creo que se trata un poco, o mucho, de todas las causas, que son como un 
lastre que no nos deja salir a flote; de sociedades que institucionalmente no 
han logrado encontrar su camino hacia la democracia liberal plena. 

Con plena seguridad habrá quienes digan que aún en condiciones de falta 
de democracia se pueden producir resultados económicamente exitosos, en 
términos de la capacidad del Estado y de la sociedad de producir estrategias 
de desarrollo y producción de riqueza para la sociedad. Seguramente, algunos 
de los ejemplos más obvios serían justamente algunos de los que fueron 
expuestos en este libro, como los casos, por supuesto, de China, Corea del Sur 
—hasta hace no muchos años—, Vietnam, Singapur o Malasia, o incluso 
monarquías como las de Emiratos Árabes. Seguramente esas mismas personas 
pudieran argumentar que algunos de los momentos más brillantes de 
economías latinoamericanas como la chilena fueron justamente los vividos 
durante el régimen totalitario de Augusto Pinochet. 

Sin embargo, los defensores de la democracia liberal y la libertad tenemos 
que rechazar cualquier alternativa que se base en regímenes autoritarios, a 
sabiendas de que en América Latina han resultado en situaciones 
profundamente graves, no solo desde el punto de vista económico sino 
especialmente desde el punto de vista humanitario y social, sin olvidar las 
inmensas distorsiones en términos de corrupción. 

Incluso, la referencia a los tres regímenes autoritarios vigentes hoy en la 
región serviría de buen ejemplo de por qué las cosas no se deben hacer así. 


Hubo una época en que las dictaduras latinoamericanas se ubicaban a lo largo 
de todo el espectro ideológico. Había de izquierda comunista, de extrema 
derecha militar, e incluso dictaduras que en lo económico pretendían 
transmitir ideas de pragmatismo de centro. No quisiera generar la idea de que 
hay dictaduras exitosas y dictaduras ineficaces. Un acercamiento simplista al 
tema pudiera permitir que se jugara con la idea de que en lo económico los 
regímenes autoritarios del Lejano Oriente han sido más exitosos que los 
latinoamericanos. 

Si se analizan las democracias latinoamericanas, no sería justo ignorar que 
es cierto que algunos países tienen sistemas que han facilitado que incluso 
personas y movimientos provenientes de grupos insurgentes que alguna vez 
fueron guerrilla, que luego participaron en procesos de paz que incluyeron su 
desmovilización, mecanismos de justicia transicional y posterior participación 
abierta en política, llegaran a los más altos cargos de los poderes Legislativo y 
Ejecutivo. 

Tales son los casos de Brasil o Colombia, donde personas que integraron 
esos movimientos llegaron a la presidencia de sus países; o Venezuela, donde 
un coronel que intentó tomarse el poder por las armas, pero fracasó, luego 
decidió aprovechar el gran descontento de la población y probar suerte a 
través de los mecanismos democráticos. Es este sin duda un inmenso logro de 
la democracia, que debería haber sido más que contundente para acabar con 
todo tipo de ideas de que la forma de liderar una sociedad es mediante las 
armas y el enfrentamiento violento. 

Sin embargo, no ha sido así, quizá por la falta de fortaleza del Estado para 
evitar que surjan otros grupos y personas con las mismas ideas. Esto, por 
supuesto, se complica cuando algunas actividades ilegales como el 
narcotráfico se convierten en aliados íntimos de grupos insurgentes, 
generando un incentivo prácticamente insuperable para acabar con estas 
intenciones violentas. 

La debilidad de las instituciones tiene también un acompañante ideológico 
que ha complicado las situaciones en las cuales exmiembros de movimientos 
insurgentes, que decidieron participar en el proceso democrático, llegaron a 
triunfar en su propósito. Aquí hablamos de la historia política de la región y 
de los movimientos de izquierda nacidos en los años 1950, inspirados por el 
Che Guevara y Fidel Castro, quienes durante ya más de sesenta años han 
demostrado que no fueron los principales admiradores de los procesos 
democráticos. 

Como resultado de eso ocurrió la Revolución cubana de finales de 1959 y 


a partir de ese momento Fidel y Raúl Castro se apropiaron completamente de 
Cuba y la convirtieron en su propia monarquía, con características 
autocráticas rigurosas que aun hoy prevalecen y que intentaron exportar a toda 
la región, en algunos casos con éxito total. 

Dado todo lo que hemos planteado sobre la falta de democracia plena y 
profunda en la región, debemos preguntarnos qué tanto estamos avanzando en 
ese camino o si, por el contrario, nos encontramos en una dimensión en la cual 
nos sentimos más o menos estables, aunque no satisfechos, también a causa de 
la resignación. O si, en cambio, podemos estar alejándonos de ella. 


La toma del poder 

Cada vez estoy más convencido de que los gobernantes que inicialmente 
intentaron llegar al poder por las armas y luego lo lograron por la vía de la 
democracia, tienen un gran obstáculo que superar y es el hecho de que 
justamente durante años lucharon, con sus vidas, por “tomarse el poder”. Esa 
“toma del poder” en la dimensión revolucionaria siempre fue entendida como 
un proceso de fuerza y lucha por el cual se le arrebataba el liderazgo a las 
clases que habían estado al frente de las sociedades que ellos pretendían 
superar. Entonces me surge una pregunta: ¿qué papel juega la lógica que los 
movió incluso a jugarse la vida al momento de alcanzar el liderazgo de sus 
países, pero por la vía de la democracia? ¿Cómo actuarán frente a las 
instituciones y a toda la sociedad? ¿Cambiarán el viejo paradigma guevarista 
de “tomarse el poder”, entendido como la capacidad de dominar a otros? ¿O 
comprenderán que en las reglas de la democracia nadie somete a nadie, nadie 
se toma el poder y lo único que sucede es que se eligen temporalmente 
personas para liderar a la comunidad y administrar el Estado? No se debe 
olvidar que se trata de personas que por lo general han argumentado que la 
institucionalidad construida alrededor de la sociedad no era más que una 
forma de justificar y lograr la dominación del pueblo, y que todo esto debería 
terminar. 

Esa idea de “tomarse el poder” o de “llegar al poder” no deja de ser 
perturbadora. En realidad, ninguna persona o movimiento que se haya 
“tomado el poder” lo ha hecho para ejercerlo democráticamente. Por esta 
razón quizá nos encontramos con tantos casos de líderes “revolucionarios” 
que cuando llegan a la presidencia de los países cometen tantos atropellos con 
las instituciones y la democracia. Ecuador, Nicaragua, Venezuela o Bolivia 
han acumulado numerosas experiencias de limitación de libertades, 
persecución a la prensa libre, ataques a líderes gremiales, como es el caso de 


Nicaragua, cambio de Constitución, de reglas de la democracia y suspensión 
de procesos democráticos. 

Entre muchos líderes latinoamericanos y también de otras latitudes, parece 
ser una constante la idea de que aún si llegan a la presidencia mediante las 
vías democráticas esa era una de las varias alternativas que tenían para 
eventualmente tomarse el poder. Y por definición “tomarse el poder” es 
contrario a ejercer la democracia. Por esta razón, será tan importante el 
ejemplo que puedan ofrecerles a sus sociedades los gobiernos de Boric, Petro, 
Lula da Silva en su segundo mandato y López Obrador, demostrando que se 
trata del resultado de ejercicios plenamente democráticos que no solo buscan 
jugar dentro de las reglas de la institucionalidad acordada en las 
constituciones, sino fortalecerlas. 

La idea de la toma del poder no ha sido exclusiva de movimientos y 
líderes “revolucionarios” e insurgentes de izquierda. En la región hemos 
vivido durante los últimos doscientos años un gran número de casos en los 
cuales esta misma actitud fue asumida por movimientos de origen militar, en 
la mayoría de los casos en defensa y representación de ideas de extrema 
derecha. Son muy tristes las historias en la región de gobiernos militares, 
represivos, violadores de derechos humanos y de todas las normas de la 
democracia. 

A pesar de que seguramente en Cuba existen defensores del comandante 
Fidel Castro y en Chile del general Pinochet, lo cierto es que esa versión de 
toma del poder ha sido protagonista de algunas de las páginas más oscuras de 
la historia latinoamericana. 

Algo que es muy difícil de entender es cómo personas que se 
autoproclaman demócratas, hoy todavía desde fuera de las fronteras cubanas y 
venezolanas defienden las figuras de Castro y Chávez. Todavía hoy se 
escuchan alabanzas hacia ellos de parte de personas que se dicen demócratas. 
Pero no se trata de una historia nueva. Aún recuerdo cuánto me impactaba la 
tolerancia y en cierta forma la complicidad de nuestro querido Gabo con el 
régimen cubano, lo mismo que muchos otros intelectuales, que pasaban con 
los ojos cerrados por encima de las violaciones de libertades y derechos 
humanos, obnubilados por el discurso de equidad que salía de las voces 
oficiales de esos regímenes. Cuando escucho sus opiniones y sus argumentos, 
quedo con la sensación de la profunda doble moral de líderes que se 
promocionan como defensores de las minorías y de los derechos humanos, 
pero al mismo tiempo defienden y elogian figuras de dictadores, en muchos 
casos llenos de culpabilidad por abusos sobre otros seres humanos, que 


desprecian completamente la idea de que no hay personas o grupos que 
dominan a otros, y que, sin duda alguna, a lo largo de la historia han sido 
protagonistas de numerosos casos de sostenida corrupción. 

Para seguir con esta argumentación me atrevo a pedirle al lector que 
hagamos un acuerdo explícito mediante el cual declaramos que cualquier idea 
posible de gobierno en la región latinoamericana tiene que estar 
obligatoriamente enmarcada dentro de los principios de la democracia. En 
este continente no tenemos siquiera razones históricas para argumentar 
lógicas monárquicas o autocráticas. En efecto, somos un continente nuevo, lo 
que nos salva de tener que cargar con las eventuales tradiciones de 
dominación con las que sí tienen encima en otras latitudes. Este debería ser 
uno de los grandes valores de nuestros países y convertirlo en una de nuestras 
más importantes oportunidades. 


Democracia y libertad, objetivos superiores 

La juventud institucional de nuestras sociedades, construidas sobre violentos e 
inaceptables procesos de exterminación y dominación relacionados con la 
Conquista, obligaron y permitieron a raíz de los procesos de Independencia 
del siglo XIX la creación de sociedades totalmente nuevas basadas en la idea 
de ciudadanías que crean mecanismos para gobernarse, liderarse y generar 
proyectos colectivos que les permitieran salir adelante. 

Sin exceso de ingenuidad, aspiraría a que la mayoría de los lectores 
latinoamericanos no tuvieran que reflexionar mucho alrededor de la idea de 
que la democracia debería ser sin duda alguna un objetivo superior de nuestra 
sociedad. Si lo anterior es cierto, podemos entonces preguntarnos ¿qué tanta 
democracia tenemos?, ¿cómo lograr democracias plenas? Pero, sobre todo, 
cuáles pudieran ser los resultados de sociedades con esas características que 
eventualmente sí estén convencidas de adelantar estrategias de largo plazo de 
producción de riqueza. 

En pleno proceso de escritura de este libro, encontré una entrevista que el 
consultor en comunicaciones Alfonso Castro Cid le hizo al escritor sueco 
Johan Norberg, publicada en el diario El Tiempo el 25 de junio de 2023 en la 
que preguntó: “Ustedes (Suecia) parecieran tener claro el límite entre la 
responsabilidad del Estado y la empresa”. 

Norberg respondió: 


Es interesante, porque luchamos mucho con esto en Suecia. Se 
necesita encontrar el balance para garantizar la inclusión de las personas, 


mientras se tejen mallas de seguridad e instituciones que no destruyan el 
funcionamiento de la economía, asegurando que se anime el crecimiento y 
parte del resultado se emplee para ser redistribuido. Entre 1970 y 1980 
pensamos que éramos lo máximo y que el crecimiento llegaba 
automáticamente, duplicamos el tamaño y el gasto del gobierno en veinte 
años, e incrementamos impuestos en todo, y eso fue un desastre; 
representó que empresas e inversiones salieron de Suecia y no teníamos 
nuevos negocios por falta de seguridad jurídica. Dejamos de crear 
empleos. En ese momento los partidos políticos, en consenso, tomaron un 
cambio para hacer fuerte a Suecia otra vez y tener recursos para 
redistribuir. Tal vez este punto es el de mayor importancia para otros 
mercados incluido Colombia, y no se debe dar por sentado el crecimiento 
económico porque es muy difícil tenerlo, pero es fácil echarlo a perder. 


En el fondo, el párrafo anterior hace referencia a las dos frecuencias o a los 
dos océanos que debemos cruzar y de los cuales he venido hablando. Uno, la 
estrategia de la estructura institucional que les permite a los países tomar 
decisiones correctas; dos, la estrategia de generar condiciones para que los 
países sean suficientemente exitosos en lo económico para producir ingresos 
capaces de cubrir las necesidades de toda la población, incluyendo, por 
supuesto, generar mecanismos de distribución del ingreso que produzca 
riqueza para todos. 

La descripción de la situación ocurrida entre 1970 y 1980 habla de una 
sociedad que tomó decisiones equivocadas, seguramente cortoplacistas y con 
un contenido de populismo irresponsable, por ejemplo, para aumentar el 
tamaño del Estado sin disponer de los recursos suficientes, para luego decidir 
que la forma de financiarlo era con más impuestos de los que realmente podía 
aguantar la economía y, finalmente, para convertir durante esa época a Suecia 
en un país sin posibilidades de desarrollarse. La descripción también incluye 
mecanismos de producción de decisiones colectivas “de consenso” que 
permitieron corregir el rumbo y generar estrategias de largo plazo que 
fortalecieron la sociedad. 

En la misma entrevista, Norberg dijo: “fallamos por tanto tiempo en 
Europa, pero también hemos aprendido de esos errores. Y tomó mucho 
tiempo entender que necesitábamos ciertas instituciones. Una vez que se tiene 
todo empieza a parecer más fácil, pero es difícil llegar a eso y generar 
confianza del público”. 

¿Qué les faltaría a los países de nuestra región para garantizar la libertad? 


¿La confianza en el Estado, la independencia absoluta e indiscutible de los 
poderes públicos, la democracia sin corrupción, la construcción de escenarios 
de toma de decisión que permitan plantear los derroteros de nuestras 
sociedades que se encuentran tan rezagadas? Diría que a propósito de la 
referencia planteada y aunque sé que se trata de una generalidad y que por 
supuesto hay países más convencidos de esa idea que otros, y sin duda alguna 
grandes personas han dedicado su vida entera a trabajar por la democracia, 
quisiera hacer la siguiente afirmación, sin duda tremendista, pero que busca 
lanzar un grito de alerta en el sentido amplio de la palabra: América Latina no 
ha demostrado un compromiso férreo, indeclinable e inquebrantable con la 
democracia porque somos un continente que no ha creído en la democracia 
liberal plena. 

Con excepción de los momentos en los cuales el proceso de elección 
democrática se ha visto interrumpido, es muy extraño ver líderes políticos o 
partidos, o sociedades, dando grandes luchas por las democracias. Por el 
contrario, no es imposible ver cómo en medio del fragor político y del debate 
cotidiano, eventualmente se hable de soluciones que no son democráticas, 
como suspensión del Congreso, eliminación de algunas garantías, mecanismos 
para legislar por parte del Ejecutivo, gobiernos quejándose de que no los 
dejan gobernar y que les están dando un “golpe blando”, o alguno que otro 
extremista al que se le ocurre pensar que las fuerzas militares son la solución. 

No tenemos procesos de liderazgo robustos para buscar la democracia 
plena. Cuando hicimos el recuento de los índices de democracia para los 
distintos países de América Latina, encontramos multiplicidad de falencias 
que no parecen estar siendo atendidas, y no aparecen en la agenda de las 
sociedades. 

La búsqueda de la democracia plena no es un objetivo colectivo de alta 
prioridad de las sociedades latinoamericanas. No es parte de nuestras 
ambiciones y sueños. Quizás Uruguay o Costa Rica deberían considerarse 
honrosas excepciones por el estado de desarrollo que han logrado, aunque no 
estoy totalmente seguro de que hayan sido consecuencia de un anhelo 
colectivo indeclinable. Lo digo porque entre 1973 y 1976, Juan María 
Bordaberry Arocena, quien había sido elegido presidente dentro de las reglas 
de la democracia, se convirtió en dictador en Uruguay. 

Las fragmentaciones de América Latina, que van mucho más allá de lo 
expuesto por Eduardo Galeano en el tantas veces citado libro Las venas 
abiertas de América Latina, pasan también por la adolescencia eterna de sus 
instituciones y su democracia. Mientras tengamos la inmensa incapacidad de 


mostrarnos como un conjunto de democracias, siempre será una utopía 
imaginar a una América Latina unificada y fuerte ante el mundo. 

La región tendría una inmensa oportunidad si se convierte en un bloque de 
países ejemplo en términos de institucionalidad, participación e inclusión. Por 
supuesto, entiendo que se trata de una visión quizás ingenua e idealizada de lo 
que podría llegar a ser esta parte del mundo, pero no tengo la menor duda de 
que si queremos dar el gran salto en términos de desarrollo social y 
económico, esta es una condición obligada si se quiere acometer el resto de la 
tarea. Si no logramos esta fortaleza institucional, será imposible cristalizar la 
estrategia económica que se requiere. 

Esto último me permite entrar en la segunda parte del argumento. Desde el 
punto de vista económico, nuestra región se ha caracterizado por la ausencia 
de estrategias de crecimiento en el largo plazo. Dimos una mirada somera a la 
experiencia de muchos países que en algún momento de su historia decidieron 
desarrollar sus economías, en el entendido de que si no lo lograban les sería 
imposible cubrir sus necesidades desde el punto de vista social. Solo con 
desarrollo económico se podrá tener una sociedad con suficiente capacidad de 
producir valor agregado que genere riqueza para todos, al tiempo que sobren 
recursos para que el Estado pueda atender sus necesidades en materia social. 

Por supuesto, en casi todos los países hemos construido planes de 
desarrollo económico y estructurado documentos, misiones y comisiones. 
Disponemos de diagnósticos e inventarios detalladísimos alrededor de cuáles 
son los principales obstáculos para el desarrollo económico. Somos 
aparentemente conscientes del rezago que tenemos en términos educativos y 
científicos, y en los bajísimos niveles de innovación e investigación. Sabemos 
de nuestros retrasos en infraestructura, conocemos la debilidad de nuestras 
economías en términos de la dependencia de bienes primarios, productividad 
del trabajo y la bajísima producción de bienes y servicios de alto valor 
agregado. Nos han acompañado las entidades multilaterales, las 
universidades, los centros de pensamiento y, de tanto en tanto, nos juntamos 
colectivamente para hacer el ejercicio de imaginar un futuro mejor. 

¿Por qué ninguna de las economías de Latinoamérica ha florecido 
realmente? El nuestro es un continente rico en recursos naturales, sin 
embargo, no logramos salir de los pobrísimos niveles de producción 
económica. Si no pasa algo extraordinario en las estrategias y decisiones que 
tomemos en el futuro cercano, América Latina, con plena seguridad, seguirá 
siendo un continente pobre. Más aún, en términos relativos, la brecha entre 
países desarrollados y países de la región aumentará en forma significativa en 


los próximos años. A menos que ocurra una catástrofe natural o geopolítica 
que produzca un retroceso importante en los países desarrollados, pero esa 
sería una pésima manera de reducir las diferencias. 

¡A las tasas de crecimiento actuales de nuestras economías, duplicar el 
PIB per cápita nos tomará treinta o cuarenta años como ya vimos! Algo 
importante tenemos que hacer o de lo contrario como sociedad habremos 
perdido varias generaciones. 

A pesar de los estudios y esfuerzos mencionados, no existen estrategias de 
crecimiento que les permitan a nuestras economías dar el gran salto hacia 
adelante. No es lo mismo tener a la mano los diagnósticos que refieren los 
obstáculos que debemos superar, a hacer todo lo que esté a nuestro alcance 
para que, en un periodo relativamente corto, una o dos décadas a lo sumo, 
nuestras economías sean sustancialmente más grandes y productoras de valor 
agregado. 

Los ejemplos que vemos de economías de otras latitudes ilustran cuál es el 
tamaño real de las estrategias que deben ponerse en marcha para que dejemos 
de remar en el remolino de nuestras afugias diarias. 

Se trata de adaptar y alistar estas economías y sus sociedades para 
transformarlas completamente. Establecer objetivos claros y ambiciosos 
respecto de las tasas de crecimiento a las que debemos aspirar para 
desarrollarnos. Durante años nos sorprendió que China se ufanara de decir que 
una tasa inferior al 8 % de crecimiento anual no era aceptable para alcanzar 
sus objetivos. Al final, está demostrado que, si no es a esas velocidades, no 
será posible salir del lamentable estado de país “en vías de desarrollo”. 


En medio de un agresivo entorno internacional 

Ese debería ser un proceso mediante el cual se defina una estrategia que se 
convierta en la gran prioridad de los países, a sabiendas de que se trata de una 
carrera contra el tiempo en la que, si no llegamos a la meta, dejaremos a 
muchas personas en condición de vulnerabilidad, pobreza y desatención de 
sus necesidades básicas. Se trata de vidas, de vidas que pueden perderse, de 
generaciones completas sin oportunidades o sin sus necesidades insatisfechas. 
Son personas en condiciones significativamente peores que los habitantes de 
los países desarrollados. 

Se trata de que cada nación identifique cuál es la mejor manera de 
producir crecimientos anuales en sus economías, pero entendiendo que el 
mundo del comercio internacional es supremamente agresivo porque muchos 
otros países también buscan obtener los mejores resultados. En algunos casos 


es necesario hacer cambios drásticos y en otros hay que invertir, pero es claro 
que los Estados pueden jugar un papel fundamental, no solo en generar 
condiciones para que se dé la inversión, sino incluso como actores 
fundamentales del proceso de habilitación de las estrategias. 

En la región se han dado algunos ejemplos sectoriales interesantes, como 
la decisión de Perú a inicios de este siglo de acelerar el proceso de convertirse 
en gran productor de algunos alimentos, como aguacate o espárragos. Dicho 
ejercicio fue acompañado por importantes inversiones públicas en sistemas de 
riego, vías de comunicación, acceso a los puertos, desarrollo tecnológico, 
capacitación y penetración de mercados internacionales. Brasil, quizás por su 
tamaño y la potencia de su mercado, se ha comportado un poco más en la 
línea de generar crecimiento generalizado y acelerado, y se ha convertido en 
un buen ejemplo de producción de alimentos y algunas industrias. Chile tiene 
para mostrar frutas, vinos y minería. Finalmente, México ha desarrollado 
estrategias encaminadas a convertirse en el gran proveedor del mercado de los 
Estados Unidos, algo que le ha dado buenos resultados en la generación de 
empleo. Inicialmente, este ejercicio estaba restringido a los procesos de 
maquila, pero paulatinamente se especializó en productos con mayor valor 
agregado como es el caso de la industria de automóviles en la que ha habido 
evidentes y muy notables avances, al punto de erigirlo como uno de los 
mayores productores del mundo. 

Sin embargo, y a pesar de esos resultados, no parece obvio en un país 
como México que el gobierno actual esté convencido del beneficio de generar 
trabajo conjunto con el sector empresarial para lograr los objetivos colectivos 
de la sociedad, a pesar de que sin duda algunos de los ejemplos más 
importantes de generación de condiciones propicias para el desarrollo 
empresarial, han sido justamente puestos en marcha por México. Sin duda ese 
país vive una realidad muy extraña porque hoy está permeado por la violencia 
derivada del narcotráfico y, adicionalmente, tiene un gobierno tan poco amigo 
de la empresa que ha desatado una preocupante ola de transferencia de 
diversas actividades al Ejército Nacional, al tiempo que en algunas regiones se 
dan ejemplos interesantes de apoyo a la actividad empresarial, probablemente 
posibles por su carácter federal, pero que no deja de ser algo llamativo. 

Impacta observar que el crecimiento económico no hace parte de la 
agenda de nuestros países y ciertamente no lo ha sido nunca en Colombia. 
Aquí, los debates y los objetivos parecen estar enfocados únicamente en 
identificar de qué manera vamos a gastar los escasos recursos que tenemos. 
En términos más coloquiales, desde lo público estamos acostumbrados a 


distribuir pobreza, y generar riqueza parece que no nos importa o no pareciera 
posible. 

Pudiera ser que esto último sea cierto, o parezca difícil, o simplemente un 
propósito cuyos resultados son tan de largo plazo que a ningún gobierno le 
resulte atractivo plantear una estrategia que conduzca a eso. 

Sin embargo, hay varios ejemplos de países que consideran el crecimiento 
de su economía una prioridad de Estado y ponen en marcha estrategias con 
exitosos resultados. Pero ninguno es latinoamericano. Los países nórdicos, 
Japón, Corea, Eslovenia, Israel, Nueva Zelanda y, por supuesto, China, son 
ejemplo de sociedades que decidieron crecer aceleradamente y lo lograron. 

Desde hace unos años, en la Andi hemos seguido de cerca lo que los 
matemáticos y economistas llamarían la “segunda derivada del crecimiento”, 
es decir, la velocidad con la que crecen los países. El desarrollo es una carrera 
contra el tiempo según la cual la demora o la falta de velocidad producen 
pérdida de vidas, falta de oportunidades, destrucción y falencias en educación, 
entre otros muchísimos efectos dolorosos. 

Al comparar treinta países que en 1990 tenían grados de desarrollo 
relativamente similares, o menos brechas frente a economías pujantes, se ve 
claramente que estas tres décadas fueron determinantes para la configuración 
del nuevo mapa geoeconómico del planeta. 

Respecto de las estrategias y soluciones, aparece la imperiosa necesidad 
de plantear una estrategia realista y convertir el crecimiento, no el 
decrecimiento, en un objetivo real de las políticas públicas y en un sueño de la 
comunidad. 

El crecimiento no debe ser entendido como un indicador estadístico, sino 
como la creación de estrategias que permitan —por la vía de generar 
actividades económicas exitosas— contar con oportunidades y bienestar para 
los ciudadanos. Por supuesto, habrá múltiples métodos que podrían 
interpretarse como orientados a estimular el crecimiento, pero es claro que en 
nuestros países esas estrategias no han sido completas, eficaces, ni exitosas. 

No se trata de dejar de reconocer los esfuerzos que han hecho los 
diferentes países en términos de generar políticas que eventualmente deriven 
en mecanismos que propicien o incentiven el crecimiento. No. Es algo 
estructuralmente diferente. Es decir, para estas sociedades no es prioritario 
alcanzar un crecimiento acelerado para recuperar el rezago que tienen frente 
al resto del mundo. Este tema no ha sido obsesión para ningún país, y 
mientras no lo sea no lo logrará. 

No es posible encontrar siquiera una campaña política, o un plan de 


gobierno, o una estrategia de política pública, que diga con claridad que su 
objetivo es duplicar el Producto Interno Bruto, o triplicar el PIB per cápita en 
los próximos diez o veinte años. No porque esa sea una arenga política 
conveniente desde el punto de vista del apoyo popular a candidatos o 
gobiernos, sino porque en efecto eso es lo que sí han dicho los países que lo 
han logrado. 

Ninguno de los países que alcanzaron altas tasas de crecimiento lo 
hicieron sin ese propósito explícito. Y después de hacer la “declaración” de su 
objetivo colectivo, todos lo pusieron en marcha muy disciplinados. Aumentar 
exportaciones en forma acelerada fue el gran objetivo táctico, pero fue mucho 
más que eso, fue cambiar toda la economía y adecuar la sociedad para 
lograrlo. 

Sí bien en algún momento los chilenos dijeron explícitamente que querían 
llegar a los niveles de crecimiento que Portugal tenía en ese momento, y de 
hecho hicieron los esfuerzos más notorios en términos de generar el mayor 
crecimiento en la región, lo cierto es que crecer como ese país no parecía algo 
demasiado ambicioso, sin querer demeritar al país luso. Pero, por otro lado, se 
embarcaron en una tarea que no fue completada. Es cierto que en la actualidad 
Chile tiene un PIB per cápita superior al del promedio de América Latina, está 
muy lejos de poder decir que tiene una economía suficientemente rica como 
para llevar a su población a altos niveles de prosperidad. 

Un repaso a las declaraciones públicas de líderes de países con alto 
crecimiento da una idea de cuál es el grado de determinación que requiere una 
sociedad para embarcarse en un objetivo de esa naturaleza. Me puse en la 
tarea de identificar algunas de las opiniones más relevantes de los líderes de 
algunos de los países a los cuales hemos hecho referencia y esto es lo que 
encontré. 

“Nuestro objetivo es lograr un crecimiento económico de alta calidad y 
fortalecer la competitividad de nuestra economía. Continuaremos 
implementando reformas estructurales, fomentando la innovación y 
promoviendo la apertura al comercio internacional para impulsar el desarrollo 
económico sostenible de China”. Xi Jinping, presidente de la República 
Popular China. 

“La economía es la base fundamental de nuestra nación. Seguiremos 
enfocándonos en el desarrollo económico como prioridad, implementando 
políticas que fomenten la inversión, impulsen la productividad y generen 
empleo para mejorar el bienestar de nuestro pueblo y construir una sociedad 
próspera”. Li Keqgiang, ex primer ministro de la República Popular China. 


“Nos comprometemos a buscar un crecimiento económico estable y 
equilibrado. Fortaleceremos la demanda interna, fomentaremos la innovación, 
mejoraremos la eficiencia en el uso de los recursos y promoveremos la 
cooperación internacional para lograr un desarrollo económico de alta calidad 
en China”. Yi Gang, gobernador del Banco Popular de China, en funciones 
desde 2018. 

En el caso de Singapur, el gran artífice y líder de la política de crecimiento 
económico fue Lee Kuan Yew, su primer ministro entre 1959 y 1990. Su 
versión sobre su legado está contenida en el libro Del tercer mundo al primer 
mundo: la historia de Singapur, en el que hace una declaración casi lapidaria 
que refleja bastante bien la idea que intento transmitir en la hipótesis que 
motiva este libro. Esto señaló: “debíamos crecer rápidamente o perecer. No 
había una tercera opción para nosotros”. Esta frase refleja la imperiosa 
necesidad de crecer que tiene cualquier economía que intente salir del 
tormento que significa sobrevivir día tras día y convertirse en fuente de 
prosperidad y riqueza para sus ciudadanos. Por supuesto, no se puede hablar 
de Lee Kuan Yew sin pensar en la ausencia de democracia de su mandato. En 
América Latina ¿podríamos generar una alternativa de política pública que en 
un escenario democrático permita alcanzar los resultados de una nación como 
Singapur? Ese debería ser el gran reto de nuestra sociedad. 

“Nuestro objetivo es convertir a Israel en una potencia económica 
mundial. Para lograrlo, debemos fomentar la innovación, atraer inversiones 
extranjeras y promover el espíritu empresarial. Solo a través de un 
crecimiento acelerado podremos garantizar la prosperidad de nuestro pueblo y 
asegurar un futuro próspero para Israel”. Benjamín Netanyahu, primer 
ministro. 

“La economía es el motor que impulsa el progreso y la seguridad de Israel. 
Trabajaremos incansablemente para estimular el crecimiento económico, 
desarrollar sectores clave como la tecnología y las industrias de alta 
tecnología, y atraer inversores y talentos de todo el mundo. Nuestro objetivo 
es convertir a Israel en una nación líder en la economía global”. Naftali 
Bennett, exministro de Economía de Israel, 2013-2015. 

“Israel enfrenta desafíos únicos, pero también tiene enormes 
oportunidades. Debemos aprovechar nuestro talento humano y nuestras 
capacidades tecnológicas para lograr un crecimiento económico acelerado. 
Nuestra visión es convertir a Israel en un centro de innovación y 
emprendimiento que impulse el desarrollo económico y mejore la calidad de 
vida de nuestros ciudadanos”. Moshe Kahlon, ministro de Finanzas, 


2016-2017. 

“La prosperidad económica es fundamental para nuestra seguridad y 
bienestar. Nos comprometemos a crear un ambiente empresarial favorable, 
reducir la burocracia, promover la inversión y fortalecer la competitividad de 
Israel en los mercados internacionales. Nuestro objetivo es alcanzar un 
crecimiento acelerado que beneficie a todos los israelíes”. Shoshana Arbeli- 
Almoslino, exministra de Salud de Israel, 1986-1988. 

En el caso de Israel, el crecimiento económico es visto incluso como una 
de sus principales estrategias, no solo para producir prosperidad sino para 
generar instrumentos que le permitan enfrentar los desafíos de esa nación 
desde el punto de vista geopolítico y geoeconómico. El crecimiento 
económico es entonces casi que una estrategia de defensa para un pueblo que 
se ha sentido históricamente vulnerable. 

“Nuestro objetivo es lograr un crecimiento económico acelerado y 
sostenible. Para ello, implementaremos reformas estructurales, fomentaremos 
la inversión extranjera directa, promoveremos la innovación y mejoraremos la 
competitividad empresarial. Estamos comprometidos a crear un entorno 
favorable para los negocios y atraer inversiones que impulsen el desarrollo 
económico y mejoren la vida de nuestros ciudadanos”. Pham Minh Chính, 
actual primer ministro de Vietnam. 

“La economía es la columna vertebral de nuestro país. Trabajaremos para 
fortalecer el sector empresarial, mejorar la infraestructura, promover el 
comercio internacional y fomentar la innovación. Nuestro objetivo es alcanzar 
un crecimiento económico acelerado que beneficie a todos los vietnamitas y 
nos permita avanzar hacia el desarrollo sostenible”. Nguyén Xuán Phúc, ex 
primer ministro de Vietnam, 2021-2023. 

“Nuestra visión es convertir a Indonesia en una economía de clase 
mundial. Trabajaremos para atraer inversiones, impulsar la industrialización, 
mejorar la educación y la capacitación, y promover el emprendimiento. 
Estamos comprometidos a lograr tasas de crecimiento económico acelerado 
que generen empleo, reduzcan la pobreza y mejoren la calidad de vida de 
nuestros ciudadanos”. Joko Widodo, presidente de Indonesia desde 2014. 

“La economía es la base de nuestro desarrollo. Estamos decididos a 
impulsar el crecimiento económico a través de reformas estructurales, 
fortalecer la competitividad, mejorar el clima empresarial y promover la 
inversión. Nuestro objetivo es crear un ambiente propicio para el crecimiento 
acelerado que posicione a Indonesia como una economía líder en la región”. 
Airlangga Hartarto, ministro coordinador de Economía de Indonesia desde 


2019. 

“Nuestro enfoque está en el desarrollo económico acelerado y sostenible. 
Promoveremos la diversificación económica,  fortaleceremos la 
competitividad, fomentaremos la innovación y mejoraremos el acceso a los 
mercados internacionales. Estamos comprometidos a crear un entorno 
empresarial dinámico que estimule la inversión y estimule el crecimiento 
económico en Hong Kong”. Carrie Lam Cheng, jefe ejecutiva de Hong Kong 
entre 2017 y 2022. 

“Nuestra visión es que Hong Kong sea una economía vibrante y en 
constante crecimiento. Implementaremos políticas que fomenten la 
innovación, impulsen la tecnología, fortalezcan el sector financiero y 
promuevan la apertura al comercio internacional. Estamos decididos a lograr 
tasas de crecimiento acelerado que impulsen el desarrollo económico y 
mejoren el bienestar de nuestra comunidad”. Leung  Chun-Ying, 
vicepresidente de la Conferencia Consultiva Política del Pueblo Chino. 

Las siguientes son declaraciones en diferentes épocas de presidentes de 
Corea del Sur. 

“El desarrollo económico es una tarea fundamental para nuestra nación. 
Debemos esforzarnos por lograr un crecimiento acelerado y sostenible que 
eleve el nivel de vida de nuestros ciudadanos y fortalezca nuestra posición en 
el escenario global. A través de la industrialización, la planificación 
estratégica y la colaboración entre el gobierno y el sector privado, podemos 
transformar a Corea del Sur en una nación próspera y avanzada. Trabajemos 
juntos para construir un futuro brillante para nuestra patria”. Park Chung-Hee, 
ejerció entre 1963 y 1979. 

“Nuestra visión es convertir a Corea del Sur en una economía líder a nivel 
mundial. Implementaremos políticas que fomenten la innovación, impulsen la 
investigación y desarrollo, mejoren la competitividad y promuevan la apertura 
al comercio internacional. Estamos comprometidos a lograr un crecimiento 
económico acelerado que genere empleo, mejore el bienestar de nuestros 
ciudadanos y asegure un futuro próspero para nuestro país”. Moon Jae-In, 
presidente entre 2017 y 2022. 

“La economía es la clave para nuestro futuro. Trabajaremos para 
fortalecer el espíritu empresarial, promover la inversión en investigación y 
desarrollo, mejorar la educación y la capacitación, y fomentar la colaboración 
público-privada. Nuestro objetivo es alcanzar tasas de crecimiento económico 
acelerado que impulsen la competitividad global y mejoren la calidad de vida 
de todos los surcoreanos”. Park Geun-Hye, presidente de Corea entre 2013 y 


2017, cuando fue destituida. 


El secreto de dar el gran salto 

En el caso de las economías europeas, si bien es cierto que en muchos casos 
representan el tipo de economía al que numerosos países quisieran llegar, que 
llevan muchos años construyendo una base que arroja los resultados que hoy 
las convierten en los Estados con mayor capacidad de ofrecerle bienestar a sus 
ciudadanos, también es cierto que dichos logros son resultado de trabajo de 
décadas y reflejan la sólida decisión de mantener su posición como grandes 
productores de valor agregado. 

Claro que ese modelo de desarrollo no es el que se ajustaría a economías 
como las nuestras, dado que aquellas han adelantado procesos que han tardado 
siglos. Los países que uso como referencia son aquellos que lograron dar el 
salto en los últimos treinta años. Son ejemplos que sirven para analizar cómo 
hacer para adelantar un proceso que tome pocos años. Sin embargo, es curioso 
ver que el ideario colectivo europeo mantiene el objetivo de que las 
economías de esos países, a pesar de que tienen algunos de los mejores 
indicadores de bienestar social, deben ser capaces de producir y mantener 
altas tasas de crecimiento, si quieren mantener su liderazgo en el mundo. 

“Nuestro objetivo es convertirnos en una economía líder en Europa y en el 
mundo. Para lograrlo, debemos impulsar un crecimiento acelerado, fomentar 
la innovación, mejorar la competitividad y promover la inversión en sectores 
clave. Solo a través de un crecimiento económico sólido y sostenible 
podremos garantizar el bienestar de nuestros ciudadanos y fortalecer nuestra 
posición en el escenario global”. Angela Merkel, canciller de Alemania. 

“La economía es el motor de nuestro país. Debemos centrar nuestros 
esfuerzos en lograr un crecimiento acelerado que nos permita generar empleo, 
impulsar la inversión y mejorar la calidad de vida de nuestros ciudadanos. 
Para ello, promoveremos políticas que fomenten la competitividad, impulsen 
la innovación y fortalezcan la colaboración público-privada”, Emmanuel 
Macron, presidente de Francia. 

“El crecimiento económico sostenible y sólido es fundamental para 
fortalecer la estabilidad y el bienestar de nuestra nación. Debemos impulsar la 
inversión en investigación y desarrollo, promover la innovación tecnológica y 
fomentar la educación y la capacitación de nuestros ciudadanos. Solo a través 
de un crecimiento acelerado y basado en el conocimiento podemos enfrentar 
los desafíos del futuro y asegurar un futuro próspero para nuestra sociedad”. 
Mark Rutte, primer ministro de los Países Bajos. 


“La economía es la base de nuestro progreso. Para mantenernos a la 
vanguardia, debemos fomentar la competitividad, atraer inversiones y 
promover el emprendimiento y la creatividad. Estamos decididos a lograr 
tasas de crecimiento acelerado que impulsen la productividad, generen empleo 
y mejoren la calidad de vida de nuestros ciudadanos”. António Costa, primer 
ministro de Portugal. 

“La prosperidad económica es esencial para garantizar la seguridad y el 
bienestar de nuestra nación. Para lograrlo, debemos centrarnos en la atracción 
de inversiones, el fomento del comercio internacional y la promoción de la 
innovación y la tecnología. Estamos comprometidos a crear un entorno 
empresarial favorable y a tomar las medidas necesarias para impulsar un 
crecimiento acelerado y sostenible”. Kyriakos Mitsotakis, primer ministro de 
Grecia. 

Por supuesto, es posible encontrar declaraciones de líderes 
latinoamericanos que de una u otra forma tienen similitudes con las frases 
citadas acá, sin embargo, sí existe una gran diferencia: sus mensajes nunca se 
han convertido en propuestas nacionales que muevan a sus países. En este 
lugar del mundo no hemos pasado de discursos efectistas en los que se dice lo 
correcto, pero es distinto a la acción que produce el cambio. Es por eso por lo 
que no surgen políticas públicas que busquen cumplir los anhelos esperados 
por tanta gente. 

Un repaso histórico a los líderes latinoamericanos nos lleva a la triste 
conclusión de que muy probablemente ninguno ha considerado que, para 
superar los retos sociales, deberíamos embarcarnos en estrategias de 
crecimiento acelerado. 

Lograr cambios en cualquier sociedad es una tarea épica. Y eso incluye 
todos los frentes: el institucional, el de los derechos, el social y de 
interrelación, el de superación de violencias, y por supuesto, el económico. 
Transformar naciones es una labor casi sobrehumana que requiere de 
inmensos esfuerzos en términos de adecuar el marco institucional, cambiar la 
mentalidad de los ciudadanos, garantizar la consistencia en el largo plazo, 
invertir recursos, y esto es aún más complejo en los casos en que los 
resultados no son inmediatos; renunciar a parte del statu quo, lograr la 
disciplina estatal y colectiva para seguir uno a uno los pasos que garanticen el 
cambio; y hasta en términos comunicacionales y motivacionales, porque se 
trata de liderar y unir los esfuerzos de inmensos colectivos, de mantener la 
convicción, pese a los eventuales obstáculos y vicisitudes que se puedan 
presentar. 


En este punto, las preguntas que surgen son: ¿qué se requiere para 
transformar nuestras sociedades, de manera que podamos superar la inmensa 
pobreza colectiva que nos mantiene en niveles tan bajos de cobertura de las 
necesidades de la población y de bienestar colectivo? ¿Por qué no lo hemos 
logrado, pero otros países sí? ¿Dónde están las diferencias en nuestro 
comportamiento colectivo, en nuestra institucionalidad, en nuestro ideario y 
en la decisión de nuestros líderes? 

El ejercicio de contraste que he formulado en este libro intenta identificar 
cuáles han sido las condiciones y los comportamientos de los países que 
dieron el gran salto y que de alguna manera en Latinoamérica no hemos 
observado. Podríamos concluir que es claro que no se trata de diferencias 
fundamentales en términos de riqueza de recursos naturales. Podría decirse 
incluso que hoy por hoy el continente latinoamericano es significativamente 
más rico que Europa, Singapur, Corea o Israel, y que a pesar de ello no hemos 
sido capaces de lograr lo que ellos sí han logrado. Pero ahí no está la 
diferencia. Donde sí hay una gran diferencia es en la forma de enfrentar los 
desafíos socioeconómicos y en las estrategias para enfrentarlos y financiarlos. 

Estos países consideran indispensable hacer los esfuerzos posibles para 
alcanzar economías robustas, capaces de penetrar los mercados 
internacionales, producir grandes cantidades de valor agregado, aumentar el 
ingreso de las personas y de las familias, y financiar el Estado. En otras 
palabras, desde el punto de vista estratégico es muy importante tener 
economías grandes y sólidas. 

Como he mencionado en varias ocasiones, no todos los países que son 
ejemplo desde el punto de vista económico son a la vez referentes desde el 
punto de vista democrático. Pero allí no nos vamos a enredar porque el único 
modelo aceptable para nuestras sociedades es el democrático, el de las 
democracias liberales. Lo que no nos puede pasar es que sigamos en la 
ecuación de asumir con resignación que tenemos que mantener nuestras 
democracias en estado de debilidad, porque también esa es una manera de 
construir sociedades profundamente inequitativas, propensas a la corrupción, 
desordenadas y sin objetivos colectivos claros, y, por lo tanto, incapaces de 
generar las grandes transformaciones que se necesitan. Quiero hacer énfasis 
en esta última palabra porque es realmente una necesidad, o de lo contrario 
América Latina está condenada eternamente a la pobreza y al fracaso. 

Avanzaba en la redacción final de este capítulo cuando vino a Bogotá el 
profesor Paul Krugman, premio nobel de Economía en 2008, por invitación 
del Gobierno Nacional y de la Universidad Javeriana, para hablar de nuevos 


modelos de desarrollo económico. Su presentación, en términos generales, fue 
bastante similar a la contenida en los planteamientos comúnmente expuestos 
por él, pero formuló algunas reflexiones que resultaron especialmente 
alineadas con la argumentación que he venido construyendo a lo largo de este 
libro. 

En particular me pareció interesante que presentó un gráfico, 
aparentemente simple, que comparaba el PIB per cápita, ajustado por paridad 
de poder adquisitivo, como porcentaje del PIB de los Estados Unidos, para 
México y Corea del Sur. Explico lo que significa esta jerga. 

El análisis hace un cálculo desde 1950 hasta el 2022, en el que se puede 
ver cómo en el primer año el PIB per cápita de México era más o menos el 35 
% del PIB per cápita de Estados Unidos y 72 años después su PIB per cápita 
es más o menos el 30 % del PIB per cápita de Estados Unidos. 

En otras palabras, demuestra cómo, durante estas siete décadas ha 
aumentado la brecha de poder adquisitivo o de producción de riqueza entre 
estos dos países. La gráfica precisa que en 1982 el PIB per cápita de México 
llegó a su pico máximo en términos relativos cuando era más o menos el 50 % 
del de Estados Unidos. A partir de ese momento la brecha empezó a crecer 
nuevamente. 

Por su parte, en 1959, Corea del Sur tenía un PIB per cápita que era más o 
menos el 9 % del de los Estados Unidos; en 1982 ese indicador ya era el 20 % 
del de Estados Unidos, y a partir de ese momento se empezó a generar una 
reducción de la brecha que en 2000 lo llevó al 50 % y en 2022 a 70 %. Se 
registró una tendencia creciente acelerada que en términos relativos hizo que 
multiplicara en siete veces su producto por habitante. De seguir así, podría 
llevarlo en pocas décadas a prácticamente igualar a los estadounidenses. 

Esta reflexión no significa que México no haya crecido, sino que lo ha 
hecho significativamente menos que la economía de Estados Unidos. Por el 
contrario, muestra cómo el crecimiento de Corea del Sur ha sido siete veces 
más veloz que el de la economía más poderosa del planeta durante este 
periodo. 

El análisis para un país como Malasia muestra resultados que, aunque 
menos acelerados que los de Corea, no dejan de ser interesantes. En 1950, el 
PIB per cápita de Corea era el 20 % del de Estados Unidos y en 2022 había 
subido al 45 %. De igual manera, al comparar un país significativamente más 
pobre como India se encuentra que en 1950 el PIB per cápita era más o menos 
el 5 % del PIB de Estados Unidos y en 2022 ese indicador había llegado a un 
poco más del 11 %. Es claro que se trata de un porcentaje dramáticamente 


bajo, pero por más de medio siglo estuvo en alrededor del 5 % y a partir de 
2000 creció aceleradamente hasta duplicarse, o un poco más. Recordemos que 
durante ese periodo Estados Unidos creció en forma muy importante y, por lo 
tanto, subir el porcentaje de su indicador es en sí mismo una aceleración 
superior a la de la gran economía. 

Finalmente, el profesor Krugman hizo dos reflexiones más que bien valen 
la pena resaltar porque están alineadas con los argumentos centrales de esta 
publicación. La primera de ellas habla de algo que he mencionado en varios 
capítulos y es el hecho de que el relevante éxito de las economías asiáticas no 
puede generarnos la idea de que se puede replicar la fórmula exacta en 
nuestros países. Según él, en un momento dado y ante la notoria pujanza de 
los asiáticos, muchos países, especialmente los latinoamericanos, intentaron 
emular sus políticas, pero con muy pobres resultados. Obviamente, la 
pregunta obligada para el profesor fue: ¿por qué razón si se copió la receta, no 
produjo los mismos resultados? La verdad es que en ningún país se replicó 
exactamente ninguna de las recetas aplicadas en el sudeste asiático, Corea o 
China. En algunos casos se intentó replicar a duras penas parte de las 
experiencias de estos países y esto siempre es problemático porque no hay 
fórmulas a medias, aun si aceptamos que nuestros países son diferentes y no 
se pudiera calcar lo hecho allá. 


De la pragmática Mazzucato a Petro 

Por cuenta de estas inquietudes recordé la visita a Colombia en 2022 de otra 
economista muy importante. Me refiero a Mariana Mazzucato, quien tiene la 
idea de que la dinamización de algunas economías puede girar alrededor de la 
generación de grandes iniciativas nacionales que ella denomina “misiones”. 
Según eso, con el liderazgo del Estado se pueden construir acciones colectivas 
de encadenamientos que pueden representar grandes diferencias para algunos 
países. 

Para sustentar su teoría, ella pone de presente que en 1962 Estados Unidos 
decidió plantearse la misión de que antes de terminar esa década debería haber 
sido capaz de poner un hombre en la Luna. Lo más importante de esa decisión 
fue no solo la ambición que implicaba la idea, sino el impulso con el cual ese 
país hizo todo lo posible para alcanzar ese objetivo. Una de las características 
más importantes es que el viaje a la Luna fue llevado a cabo con el esfuerzo 
colectivo del Estado y del sector privado empresarial. 

Por esas épocas, muy al comienzo de su gobierno, el presidente Gustavo 
Petro se refirió varias veces a las teorías de la profesora Mazzucato. Debo 


confesar que me generó gran ilusión que el mandatario colombiano estuviera 
pensando en poner en ejecución proyectos del estilo de los planteados por la 
reconocida economista italo-estadounidense. 

Sin embargo, la versión de Petro, o al menos la que ha expuesto en 
diferentes foros, tiene una gran diferencia con las recomendaciones de la 
profesora. Ella ha sido especialmente enfática en señalar que los proyectos de 
esta naturaleza, que impactan directamente en la economía, requieren de 
condiciones propicias y atractivas para atraer la inversión privada a las 
misiones desarrolladas con el liderazgo del Estado. 

Quizá también hay una profunda diferencia en la idea de que al final lo 
que se está proponiendo no es un gran proyecto estatal con implicaciones 
productivas, sino un enorme proyecto nacional con un importante liderazgo 
del Estado y la participación armónica entre la economía de lo público y de lo 
privado. Más aún, ella es suficientemente clara en decir que se tienen que 
cumplir las condiciones ya conocidas de incentivo a la inversión, como son 
reglas claras de juego, escenarios competitivos en lo tributario, regulatorio y 
financiero, e incluso en términos laborales y de talento humano, los cuales 
parecería no son totalmente compatibles con la ideología expresada por el 
actual gobierno en Colombia. 

Después de haber revisado lo que se publicó sobre la visita de Mazzucato 
a Colombia, me quedo con esta frase como el mensaje más potente de todo lo 
que dijo: “Para poder redistribuir riqueza hay que producir riqueza”. Es el 
reconocimiento de que más allá de la ideología y de la voluntad de contar con 
economías más equitativas, la gran condición previa que deben cumplir todas 
las economías es la de disponer de capacidades económicas en términos de 
producir valor agregado y excedentes que permitan desarrollar todos los 
programas y proyectos. 

El gran aporte de Mazzucato es profundamente pragmático. Es el 
reconocimiento de que hay formas de generar un momentum especial que, si 
está bien diseñado, construido y ejecutado, puede tener muy buenos 
resultados. Incluso puede ser un muy buen detonante de procesos de 
desarrollo acelerado. Más que ideológico, el planteamiento de Mazzucato 
resulta ser práctico porque habla de cómo aumentar las probabilidades de 
éxito en el intento. 

Hago referencia a Mazzucato luego de mencionar a Krugman porque creo 
que la respuesta a la pregunta que hizo este último tiene que ver con la 
interpretación parcial que se le dio por parte del Estado colombiano a la 
propuesta de esas misiones nacionales. No se puede copiar un modelo 


económico sin entender las realidades de cada país y de cada economía, pero 
tampoco se puede tratar de copiarlo por pedazos, haciendo solo las cosas que 
son políticamente posibles, y olvidando o postergando las que tienen mayor 
dificultad para ser implementadas en cada comunidad. Vale anotar además 
que estas últimas, más complejas, son las que usualmente producen los 
cambios estructurales y habilitan a las economías a implementar políticas 
verdaderamente transformadoras. 

La última referencia interesante que hizo Krugman durante su conferencia 
en Bogotá fue aclarar que en muchos casos se ha intentado asimilar el 
crecimiento acelerado a la apertura total y a la participación en los mercados 
internacionales. Precisó que la internacionalización de las economías está 
lejos de ser una condición suficiente para producir crecimiento acelerado del 
producto, de la riqueza y del bienestar. Y resaltó que los países que han 
crecido en forma acelerada tienen altos grados de internacionalización de sus 
economías. Pero fue muy enfático en indicar que esa internacionalización en 
sí misma no asegura el crecimiento acelerado, y dio algunos ejemplos de 
países con altos niveles de comercio exterior que no han sido capaces de 
producir grandes efectos de crecimiento en su economía. 

Este mismo argumento fue parte de mi hipótesis de trabajo a lo largo de la 
“misión de  internacionalización” adelantada en Colombia bajo la 
coordinación del profesor Ricardo Hausmann, en la cual yo era el “outlier”, el 
“rebelde” del grupo, quizá por las razones expuestas en este libro. Intenté, con 
poco éxito, argumentar que la sola internacionalización no podía ser el 
objetivo último de una economía si no éramos capaces de implementar 
políticas de crecimiento productivo, rápido, estructural y permanente, que 
probablemente conducirían a tomar decisiones respecto de cuáles eran los 
sectores a los que Colombia, pero también cualquier país de América Latina, 
deberían apostarles haciendo grandes esfuerzos, incluso estatales, para generar 
ejercicios que hicieran la diferencia a la hora de compararse con otras 
economías. Debo reconocer que el profesor Hausmann, a quien profeso 
aprecio, acompañó gran parte de mis argumentos, al punto de que algunos de 
ellos fueron incluidos en el documento final, aunque con muy poca fuerza. 

En ese momento yo hacía una explicación alrededor de la importancia de 
generar condiciones para que en un país como Colombia se pudiera 
desarrollar una industria automotriz, tomando como ejemplo los esfuerzos que 
había hecho México para desarrollar la suya. Y señalaba que ese es uno de los 
mejores ejemplos de cómo se puede, aún en industrias que requieren de 
grandes volúmenes de masa crítica de producción, desarrollar capacidades que 


terminaran por aportarle valor agregado, producto y empleo a una sociedad. 
Pero, si por el contrario simplemente se abre la economía a la competencia 
internacional indiscriminada, sin acompañar esa apertura de sólidas políticas 
industriales y de producción y servicios, con plena seguridad estas industrias 
habrían desaparecido de nuestras latitudes. 

Muy pocos comisionados estuvieron de acuerdo con la posición planteada. 
Sí alguien lee hoy el reporte final de la misión, terminado en 2021, no 
encontrará argumentos potentes que defiendan esta tesis. 

A fin de cuentas, este libro es casi que un intento por responder a la 
pregunta planteada por Krugman, formulada también por numerosos 
economistas, incluido Robert Solow, premio nobel de Economía en 1987, 
quien hizo estudios profundos alrededor del efecto de la acumulación de 
capital, el talento humano y la tecnología, como los grandes determinantes del 
crecimiento. Él terminó por reconocer que estos factores por sí solos no son el 
detonante de procesos acelerados de desarrollo, y, por el contrario, factores 
aparentemente sociológicos como las instituciones, la calidad del gobierno, la 
estabilidad macroeconómica y la democracia, pueden convertirse en 
condiciones necesarias. 

Son tantas las condiciones que deben cumplirse para desatar procesos de 
transformación económica profunda, que sería iluso suponer que se pueden 
lograr con un estudio, un plan de desarrollo, un conjunto de leyes, o aún con 
la decisión de un gobierno. Para transformar una nación se requiere a toda la 
nación, convencida, comprometida. 

El punto concreto es que no hemos logrado construir economías 
suficientemente prósperas para atender nuestras necesidades y generar 
suficiente bienestar para la población. Tenemos que empeñar todos los 
esfuerzos en producir prosperidad para nuestras sociedades, y solo hasta que 
esa búsqueda se convierta en un objetivo común, estarán condenadas a aceptar 
que no tenemos solución para la mayoría de los problemas sociales de sus 
comunidades. 

El crecimiento y el bienestar tienen que convertirse en objetivo de altísima 
importancia y prioridad, si queremos salir de la condición de países en vías de 
desarrollo, que no es otra cosa que naciones cada vez más alejadas de aquellos 
que ya han logrado solucionar sus problemas sociales. Tendrán otros 
problemas porque seguramente no son perfectos, pero no se puede desconocer 
que han resuelto la gran mayoría de los retos vitales. 

¿Será que alguna vez nos convenceremos de que tenemos la inmensa 
necesidad de producir prosperidad, al extremo de realizar grandes cambios, 


algunos de los cuales requerirán de esfuerzos inmensos y gran tenacidad? Si 
lo logramos, seguro seremos capaces de construir las condiciones 
institucionales que se requieren para poder llevarlos a cabo. 

La más importante condición institucional es profundizar la democracia, 
porque solo así se podrá alcanzar una democracia efectiva y real, una 
democracia que les otorga plenas libertades a los ciudadanos, que el Estado 
cumple con sus obligaciones en todos los frentes, incluyendo justicia, 
seguridad, necesidades básicas, educación, salud, estabilidad jurídica, 
inclusión y ciudadanía plena. Tener ciudadanos sin temores debe ser el gran 
sueño de los países americanos. Esto solo se logra si existen condiciones de 
prosperidad suficientemente amplias y equitativas para toda la sociedad. 

Se requiere, entonces, de planes concretos de profundización de la 
democracia y de generación de proyectos nacionales que busquen el 
crecimiento acelerado. Está más que comprobado que probablemente no sean 
un fracaso las políticas públicas de desarrollo económico aplicadas en 
América Latina durante estos años, pero sin duda alguna sí son 
profundamente ineficaces en términos de su capacidad de hacer que las 
economías despeguen. 

Uno de los elementos más criticados por las escuelas económicas 
latinoamericanas de los últimos años ha sido el de la eventual selección de 
sectores como jugadores líderes que pudieran traer mayor capacidad para 
multiplicar su efecto sobre la totalidad de la economía. Con frecuencia se 
argumenta la existencia de un gran riesgo moral en la selección de sectores, 
probablemente por la idea de que en el fondo se están escogiendo ganadores y 
perdedores, y que en el sentido amplio de la palabra todos deberían tener las 
mismas condiciones frente al mercado. Pero, claro, también está la idea de 
que el mercado será lo suficientemente potente como para hacer un ejercicio 
de selección natural que terminará por exterminar las especies no competitivas 
y potenciando a los elegidos por ese mercado. 

Una conversación muy latinoamericana alrededor del deber ser ha llenado 
la agenda de la economía con el argumento de que nadie está en capacidad de 
seleccionar a quien tiene la oportunidad de ganar. También surge la idea de 
que se debe ser suficientemente neutral con los jugadores presentes en 
nuestras economías, sin generar ningún tipo de preferencias o ventajas 
indebidas. Contra estos principios es muy poco lo que se puede argumentar, 
en especial si fuese verdad que existe un mecanismo divino, o de la justicia de 
los hombres, capaz de hacer esta selección sin que nosotros intervengamos. 

Ahora, una conversación completamente distinta es si esta metodología es 


capaz de producir las decisiones correctas para llegar a economías menos 
pobres con mayor capacidad de generar prosperidad para los ciudadanos. No 
parecería que los resultados a la mano pudiesen acompañar esta hipótesis. ¿No 
existe un riesgo moral al dejar que el mercado haga la selección y hasta de 
pronto aniquile algunos sectores en un proceso de apertura indiscriminada sin 
haber creado las condiciones macroeconómicas e institucionales para 
permitirles competir con efectividad? Creo que sí, y sería un riesgo moral 
inmenso. Vale decir que eso sucedió en muchos casos. 

De otra parte, al hacer una revisión más o menos exhaustiva de las 
economías que sí lo lograron, uno se encuentra con la existencia de un 
poderoso plan en múltiples dimensiones, que conduce a que en efecto el 
Estado sí es un actor fundamental en la creación de condiciones regulatorias e 
institucionales que permiten crear sectores con probabilidades de éxito a nivel 
internacional. 

Recordemos que la internacionalización es condición necesaria para 
generar altas tasas de crecimiento. De manera que este argumento es 
suficientemente importante a la hora de seleccionar las estrategias. 

Pondré un ejemplo que me parece relevante para nuestra región, como es 
el de la producción de alimentos. Cosechar alimentos no es un ejercicio 
agrícola. Me explico. Con frecuencia, nuestros países lo asumen como un 
proyecto de siembra, cosecha y venta, pero resulta que se trata de proyectos 
más amplios. Cada vez más, la agricultura debe estar acompañada de mucha 
investigación, desarrollo y, hoy, innovación. Cada vez más, la agricultura de 
verdad implica un complejo proceso logístico porque se deben mover miles y 
miles de toneladas de productos en condiciones especiales; en muchas 
ocasiones son almacenadas con requisitos de humedad o temperatura, y hasta 
de luz; y con frecuencia son transportados en formas muy eficientes para que 
lleguen a los mercados locales. 

Pero cuando se trata de producción de alimentos para el mundo, estamos 
hablando además de llegar a otros lugares del planeta en condiciones de 
inocuidad y calidad supremamente delicadas. La producción de alimentos 
también tiene que ver con producir eficiencias que conduzcan a que cada vez 
haya más toneladas de producto por metro cuadrado utilizado. También habla 
del uso eficiente del agua o de la energía y hasta el asunto de seguridad 
termina convertido en una condición determinante. 

En resumen, los proyectos de producción de alimentos a gran escala son 
en realidad inmensamente grandes y requieren del involucramiento de una 
gran cantidad de agentes. Y quizás más importante aún, de una sucesión de 


bienes públicos que tienen que estar disponibles para hacer eficaz el proceso. 
Vías rurales y de larga distancia, puertos, aeropuertos, facilidades de 
almacenamiento, sistemas de riego, producción eficiente de energía, y, hoy, 
hasta capacidades de acceso a internet para monitorear o apoyar el día tras día 
del proceso de cultivo. 

La conversación alrededor de la producción de alimentos no es un diálogo 
de campesinos, o al menos no solamente de campesinos, aunque por supuesto 
hay que trabajar con ellos y hacerlos parte de las mejores formas de 
producción de valor agregado debe ser un objetivo de cualquier ejercicio de 
desarrollo. Producir, comercializar y vender alimentos es también una 
conversación con transportadores, con agrónomos. Así como también es una 
conversación de grandes territorios, de muchas personas, de inversiones 
inmensas en términos de infraestructura, de expertos tecnológicos y científicos 
que apoyen la mejor producción, de expertos de mercadeo y acceso a los 
mercados internacionales, de condiciones de seguridad. 

Con este ejemplo pensemos un momento en lo que habría que hacer para 
convertir a un país en un gran productor de alimentos a nivel continental o 
mundial. Muchos de nuestros territorios disponen de ministerios de 
Agricultura y entidades gubernamentales que tienen la inmensa 
responsabilidad de generar las condiciones que en teoría nos conviertan en 
grandes productores de alimentos. Un ministerio de Agricultura, en términos 
de los que conocemos hoy en nuestra región, no tendrá nunca la capacidad 
para influir sobre los grandes determinantes de la agricultura, que no son 
solamente, como ya veíamos, los procesos de siembra, cultivo, recolección y 
venta. 

Ahora, también está el gran reto de lograr que no se trate de la producción 
de alimentos con bajo valor agregado, que por cierto ha sido la constante en 
una gran cantidad de ocasiones en la región. Uno de los grandes dilemas de la 
humanidad será alimentar a los 8.000 millones de personas que habitan el 
planeta en la actualidad, y, por lo tanto, desde el punto de vista estratégico 
será vital producir alimentos para el mundo. Aunque también es cierto que el 
espectro de producción de alimentos en términos de sus capacidades de valor 
agregado es inmenso. 

Una cosa es cultivar café y vender café, pero otra completamente distinta 
es tostarlo. Y algo más exótico y sobre todo productor de valor es llevarlo a 
las tazas de los consumidores de los mercados más desarrollados, con la idea 
de que son los últimos eslabones de una gran cadena de valor agregado. Pasa 
exactamente lo mismo con el cacao. Los grandes valores agregados de ese 


alimento no han sido producidos en América Latina sino creados, 
promocionados, mercadeados y vendidos por organizaciones ajenas a nuestros 
países. 

¿Qué hubieran debido hacer los países latinoamericanos para hacer suyo el 
gran valor agregado que se puede producir con este par de productos? ¿Lo 
hubiera podido hacer el sector empresarial latinoamericano? ¿O esa es una de 
esas causas por las cuales estos Estados han debido formar parte de estos 
proyectos para generar grandes cadenas de valor que pudieran ser luego 
distribuidas en nuestras sociedades con el objeto de producir prosperidad? 

Tengo la plena convicción de que esta es justamente una de esas áreas en 
las cuales América Latina debería concentrar todos sus esfuerzos. Hacerlo en 
forma colectiva, o quizás más fácil, en forma individual pero coordinada y 
ojalá con gran decisión. La capacidad que tendríamos de ofrecerles alimentos 
a todo el planeta es más que evidente, no solo por la cantidad de suelos fértiles 
que tenemos, sino por nuestras variedades en términos de altitudes y latitudes. 
Este panorama garantiza la existencia de capacidades para producir cualquier 
variedad de productos, desde los que crecen en el mundo de las selvas hasta 
los que se dan en las tierras de las estaciones, pasando por las llanuras, las 
laderas y los grandes centros de agua. 

Producir y exportar valor agregado debería ser parte del mantra de 
nuestras sociedades, solo así seremos capaces de generar nuevas riquezas. 
Debemos imaginarnos nuevas estrategias y sin duda hacer nuevos esfuerzos, 
logísticos, científicos, de productividad. ¿Qué tal implementar políticas de 
incentivos tributarios para todas las exportaciones no minero-petroleras? Para 
muchos esta es una idea absolutamente inaceptable, por el costo fiscal de 
corto plazo. ¿Pero no será que esta es una forma de multiplicar la actividad 
económica y por lo tanto de aumentar todo el tamaño de la economía? 

Las exportaciones de valor agregado son la materialización de la 
capacidad que tenga una economía de producir nuevas riquezas. Es por esto 
que es justo en esta actividad donde se concentran la mayoría de los grandes 
esfuerzos de los países que lograron dar el salto. Incluso aquellos esfuerzos 
que se consideran desleales desde el punto de vista de comercio, por ser 
demasiado agresivos. Solo cuando logremos incrementar sustancialmente 
nuestras exportaciones podremos aumentar el tamaño de nuestra economía a 
niveles que nos permitan mejorar todos los indicadores que hemos señalado 
en este libro. 


¿Somos importantes para el planeta? 


Por años se ha dicho que América Latina es el “pulmón del planeta”, en 
referencia general a la existencia de la Amazonia como el más importante 
ecosistema de selva húmeda. Sin duda, se trata de uno de los últimos tesoros 
ecosistémicos del planeta, uno que hay que cuidar como si en realidad fuera 
un pulmón, porque sin él muy probablemente la vida desaparecería de la 
Tierra. La pregunta es si esta realidad indiscutible es una ventaja competitiva 
para que los países de nuestra región se conviertan en productores de valor 
agregado importante, al punto de superar las barreras de prosperidad que 
tenemos. Y si seremos capaces de ejercer esa función vital para la humanidad, 
no como el resultado de que nos impongan sanciones, requisitos o exigencias 
por parte de los países desarrollados, sino como parte de un acuerdo global de 
sostenibilidad ambiental y equidad social mediante el cual se plantee una 
relación equilibrada entre naciones que busque esos objetivos. 

Ahora, ¿puede el mundo pedirle a América Latina que mantenga ese 
pulmón para que la humanidad garantice su supervivencia y al mismo tiempo 
abandona a la región a un destino de pobreza y exclusión? ¿Pueden los países 
europeos imponerle metas de deforestación a Latinoamérica, con la amenaza 
de que en caso de que no se cumplan las metas se limitará su comercio y, por 
lo tanto, se profundizarán las brechas económicas entre esos dos mundos? ¿Es 
moralmente aceptable esto? 

La Declaración de los Derechos Humanos fue el gran detonante. La 
humanidad entendió que uno de sus más importantes retos debería ser la 
búsqueda de la equidad. Alrededor de este concepto han sido desarrollados 
indicadores, mediciones, programas y proyectos, y se volvió un tema 
recurrente en los encuentros de economistas y analistas sociales y políticos. 

El énfasis de la discusión predominante en el mundo económico ha estado 
muy concentrado en medir la inequidad al interior de países, o incluso de 
comunidades más pequeñas, como regiones o Estados dentro de países o 
Estados. Sin embargo, la gran inequidad de la humanidad es la que se sucede 
entre países, entre continentes. Es la que habla de un mundo en el cual un 
porcentaje inferior al 20 % de la humanidad vive en los países desarrollados, 
con un producto interno bruto per cápita de alrededor de 56.000 dólares en 
2021; y un 80 % de la población que habita en el resto de los países y vive con 
un PIB per cápita de alrededor de 5.000 o 6.000 dólares en promedio, aunque 
algunos están cerca de los 15.000 dólares. Pero también hay otros que están 
apenas por encima de los 1.500 dólares. 

Es mucho más frecuente una conversación alrededor de qué sucede con el 
coeficiente de Gini al interior de los diferentes países, y son incluso comunes 


las críticas de los países desarrollados hacia los que están “en vías de 
desarrollo” por sus pobres indicadores. Pero es menos frecuente que se dé una 
conversación alrededor de si la equidad es a nivel de la humanidad y, por lo 
tanto, del planeta, en la cual existe una responsabilidad de los países 
desarrollados con el resto de la población mundial. 

En el actual mundo globalizado deberían darse muchas más discusiones, 
conferencias, estudios y maestrías, para tratar de solucionar las diferencias 
entre Suecia y Ruanda, entre Nueva York y Quibdó, en el Chocó colombiano, 
o entre Oslo y las favelas brasileras. Suena muy pobre la idea económica de 
que debemos concentrarnos en el comercio internacional porque es en ese 
escenario donde se producirán los flujos y las búsquedas de óptimos que 
llevarán a la humanidad a producir bienestar para todos. 

No nos digamos mentiras. Los economistas y los líderes mundiales no 
piensan mucho en ese asunto, al menos no visto de esta forma, que en mi 
opinión puede ser el mayor problema económico que enfrenta la humanidad. 
Quizás porque se trata de temas políticamente incómodos, quizás porque lo 
consideran difícil de plantear y ejecutar, o quizás porque simplemente no lo 
ven posible. Se trata de la superación de la pobreza extrema del planeta y de la 
vergonzosa inequidad entre los países más ricos del mundo y los más pobres. 
Habrá quien diga que cada uno tiene que apañársela para solucionar sus 
problemas y que los nórdicos o los asiáticos nada tienen que ver con la 
pobreza de América Latina o África, pero me permito diferir de esa posición 
por egoísta y falta de humanidad. 

Todos sabemos que, desde el punto de vista histórico, natural y de la 
humanidad, los países no son más que un invento conceptual artificial, que no 
puede ser excusa para la indolencia con las necesidades de tantos seres 
humanos. 

La idea de que hay mundos distintos no deja de ser una versión arcaica de 
hace quinientos años, según la cual algunos países se turnaron el rimbombante 
título de ser el “centro del mundo”, cuando el resto era solo periferia, y en 
algunos casos no descubierta aún. 

No obstante, hoy han aparecido nuevas ideas que conducirían a reconocer 
al planeta como un ecosistema en el que todos dependemos de todos. Me 
pregunto si esa discusión incluirá elementos de equidad o de mero desarrollo 
económico. 

El nuevo escenario que habla de sostenibilidad planetaria es una muy 
buena oportunidad para plantearlo en términos concretos. Vuelvo a las 
preguntas: ¿debe la humanidad pedirle a América Latina que mantenga el 


pulmón del mundo para garantizar la sostenibilidad de la especie, pero sin 
ningún tipo de compensación? ¿Fueron esos países los causantes del 
calentamiento global, los mismos que deforestaron la totalidad o casi totalidad 
de las tierras del continente europeo? ¿Les cabe alguna responsabilidad a esos 
países frente a los ciudadanos de países lejanos en términos de bienestar, 
atención de sus necesidades básicas, o generación de oportunidades de 
trabajo? ¿Les cabe alguna responsabilidad a las sociedades desarrolladas 
respecto del costo ambiental que significa especializar a las economías de 
otras latitudes en productos que están sujetos a los vaivenes del mercado de 
los commodities y producen un nivel de valor agregado realmente precario? 

Capítulo aparte merece la desvergonzada actitud de la Unión Europea, al 
exigirles certificados de no deforestación a países como los nuestros, o de lo 
contrario no permitirá el ingreso de nuestros productos a esas economías. 
Sinceramente, no comprendo esta actitud, que me parece una forma de 
neocolonialismo en lo ambiental, que termina siendo profundamente cruel. No 
porque yo crea que hay que deforestar, sino porque se trata de una posición 
profundamente colonialista que extorsiona a economías muy pobres y 
amenaza con convertirlas en más pobres aún, con el argumento de que no 
deforestar es algo que conviene a la humanidad. Cuesta trabajo mantener la 
serenidad ante semejante excusa, impuesta por sociedades que tienen una alta 
culpabilidad en el calentamiento global del planeta. 

Nuevamente planteo una pregunta: ¿si es un objetivo de la humanidad 
detener la deforestación, la manera de hacerlo es amenazando a las economías 
pobres con no comprar sus productos en caso de que lo hagan? O se trata de 
hacer esfuerzos reales a nivel global, con la humanidad incluida, en cuyo caso 
parecería al menos equitativo que el costo fuera asumido por todos los seres 
humanos. Es verdad que la posición del mundo desarrollado frente a América 
Latina ha sido de una falta total de solidaridad desde el punto de vista 
económico, pero es más cierto que la región no ha tenido ni la entereza ni la 
capacidad de actuar coordinadamente para negociar con el mundo posiciones 
comerciales, de equidad o de sostenibilidad suficientemente dignas. 

Es verdad que América Latina ha enfrentado con gran precariedad —y sin 
mucho mérito en términos de poder definir estrategias efectivas—, los retos de 
superación de necesidades básicas y construcción de democracia. Pero 
también es cierto que la humanidad, como un todo, debería tener mecanismos 
definidos para que, así como en este momento se aspira a que todos seamos 
responsables de la sostenibilidad del planeta, todos respondamos por la 
preservación de la especie humana y por la necesidad que tenemos de generar 


equidad. 

Conversar sobre equidad no implica filantropía o responsabilidad social. 
Es dialogar alrededor de si somos realmente responsables unos con otros en 
todo el sentido de la palabra o solo en algunas cosas. Me llama mucho la 
atención y ya lo mencioné, la actitud de sociedades activistas en países 
desarrollados, que deciden motu proprio pedirles a otras sociedades asumir 
unas u otras responsabilidades en derechos humanos y en temas ambientales y 
económicos, pero están convencidos de que ellos no tienen responsabilidad 
alguna con las sociedades más vulnerables. 

En ese mismo sentido es muy frustrante ver enfrentamientos en nuestros 
países por algunos de esos temas, cuando en realidad deberíamos estar 
pidiéndoles a los habitantes de las economías más desarrolladas que asuman 
su responsabilidad con el resto de la humanidad. Un caso que tiene especial 
relevancia es el de la producción de hidrocarburos o minerales, como el 
carbón. Grandes movimientos a nivel internacional buscan presionar a 
economías como las nuestras para que reduzcan la extracción y explotación de 
estos productos, porque el mundo se está calentando. Pero son justamente las 
economías más ricas las que lo han calentado, y lo siguen haciendo. Otro 
ejemplo por el estilo es el de la producción de aceite derivado de la palma 
africana. En la actualidad, en Europa se estigmatiza este producto debido a lo 
que ellos consideran un ejercicio de deforestación dañino para el planeta. 

Seguramente, en las próximas décadas o siglos se dará el debate alrededor 
de si el mundo desarrollado debe o no, asumir responsabilidad en términos de 
la equidad a nivel de la humanidad. No tengo duda de que llegaremos a ello. 
Pero la doble conversación que sí podemos sostener hoy es: ¿cuál es la 
responsabilidad de nuestros países en términos de la sostenibilidad? Y, ¿qué 
debe hacer la humanidad para garantizar que las prácticas de sostenibilidad no 
deriven en más pobreza y pauperización de nuestros países? 

La pregunta de fondo es entonces: ¿quién debe pagar por ello? Aquí surge 
otra inquietud de índole político regional y es si, como un solo bloque, 
Latinoamérica y, probablemente, África, deberían exigirles resultados 
inmediatos a los países desarrollados en términos de reducción, por ejemplo, 
del impacto de los gases efecto invernadero sobre la atmósfera y el planeta. 

Ya que nos ha costado tanto unirnos para causas constructivistas, 
deberíamos hacerlo y reclamarle al mundo desarrollado acciones concretas 
frente al planeta. La pobrísima capacidad de integración de la región no es un 
escenario propicio para construir sólidas posiciones frente al mundo. 

Como es sabido, solo el 9 % de las emisiones de CO2 se producen en esta 


región. Es cierto que nuestros países han hecho mucho por lograr el desarrollo 
económico y ese es el hilo conductor de este libro, pero también es cierto que 
las economías desarrolladas han asegurado que no tienen responsabilidad con 
los países más pobres. 

Alguna vez, en una sesión del Colombia”s Task Force expresé que lo más 
importante que podría hacer Estados Unidos por América Latina era generar 
prosperidad. Este es un grupo de discusión compuesto por personas 
interesadas en el desarrollo en Colombia y es liderado principalmente por el 
Atlantic Council, del cual hacen parte congresistas demócratas y republicanos, 
y diplomáticos y exdiplomáticos. En el Colombia's Task Force también 
participan otros centros de pensamiento como el Wilson Center o el 
Interamerican Dialogue, y colombianos con alguna presencia y relación con 
Estados Unidos. En el foro que menciono precisé que la mejor manera de 
tener a la región como aliado es apoyar el fortalecimiento de las democracias 
y la generación de riqueza. Sin duda estos dos objetivos serán los únicos 
sostenibles y eficaces en el mantenimiento de las alianzas hemisféricas, 
incluyendo la tan costosa lucha contra el narcotráfico, que tantas vidas y 
recursos nos ha costado. 


La economía de la sostenibilidad 

Dicho lo anterior, veo una gran oportunidad para todos los países de la región 
en lo que llamo “la economía de la sostenibilidad”. Creo que no solo en ese 
escenario se deben dar las conversaciones globales en términos de la 
sostenibilidad del planeta, sino que puede ser también la oportunidad para 
hablar de flujos de capitales, equidad y producción de prosperidad. 

En 2022 publiqué un documento en el que sostuve que después de muchos 
años de buscar ventajas competitivas reales, Colombia había logrado vender 
sus productos en los mercados internacionales, con los cuales generó un alto 
valor agregado y, por lo tanto, produjo recursos para convertirlos en 
prosperidad. Desde siempre se ha argumentado que nuestro país tiene una 
buena posición geográfica porque está al norte de Suramérica, con costas 
sobre los dos océanos, con diversidad de pisos térmicos, con una riqueza 
hídrica extraordinaria, y además es la tercera economía en tamaño de mercado 
de América Latina. 

Bueno, la verdad es que esta realidad no nos ha llevado a obtener grandes 
ventajas competitivas y mucho menos a los resultados deseados. Quizás 
porque solamente las ventajas competitivas son las que lo ponen a uno en 
condiciones de mejor posicionamiento vis a vis con otras economías. 


El argumento principal alrededor de la discusión de sostenibilidad 
ambiental y de la necesidad de reducir la emisión de gases de efecto 
invernadero en todo el planeta, es que muy seguramente surgirá una tendencia 
según la cual los productos que se consuman en los países más desarrollados 
contengan sellos que identifiquen cuál es la huella de carbono en la 
producción y transporte de cada uno de ellos. Un análisis de la matriz de 
generación eléctrica de distintos países mostró que Colombia está entre los 
puestos siete y nueve en términos de generación eléctrica con menos 
emisiones de CO2 a la atmósfera. 

¿Cuál es la razón? Por años, Colombia hizo esfuerzos que hoy quizá 
pudieran ser incluso considerados por fuera de los estándares deseables en 
términos ambientales, y construyó una capacidad instalada de generación de 
energía superior al 70 % del total. El resto lo representaban plantas térmicas 
de generación. Entonces, cada kilovatio producido en el país era 
significativamente más limpio que el producido en el 95 % de los países del 
planeta. En los últimos años se han hecho esfuerzos importantes para disponer 
de nuevas capacidades de generación, en este caso con energías renovables no 
convencionales. Adicionalmente, entrarán en funcionamiento facilidades que 
representarán el 17 % de la capacidad total que serán hídricas en su totalidad. 
Palabras más, palabras menos, la energía no solo es muy limpia, sino que toda 
la que se producirá en el futuro será significativamente más limpia. 

Si a lo anterior le sumamos que Colombia está ubicada en un sitio 
suficientemente céntrico a nivel planetario, que la pone más cerca de orígenes 
y destinos que la mayoría de los otros puntos del planeta, entonces vamos a 
tener también un costo en términos de emisiones de CO2 significativamente 
más bajo que el que habría en muchas otras ubicaciones geográficas. 

Al unir los tres argumentos anteriores podríamos decir que los productos 
que salen de sitios como Colombia tendrán huellas de carbono 
significativamente menores a los producidos, por ejemplo, en países como 
China. Y sí es cierto que los consumidores están en este momento en 
condiciones de exigirles a los productores que reduzcan su huella de carbono, 
esta debería ser una ventaja competitiva inmensa a la luz de los nuevos 
consumidores globales. Por esta razón, por ejemplo, tendría sentido que un 
productor ubicado en este momento en una economía con una alta huella de 
carbono busque trasladar sus plantas o al menos ubicar sus nuevas fábricas en 
países en los cuales la huella de carbono final sea más baja, aún si afrontara 
otras desventajas y costos. 

No tengo duda de que esta será quizá la primera ventaja competitiva 


importante que podría significar que la región pudiera ser el destino para la 
ubicación de las futuras facilidades, no solo de producción sino también de 
prestación de servicios de alto valor agregado para la humanidad. 

Pues bien, esta realidad no es válida solo para Colombia porque 
seguramente incluirá a varios otros países de la región. Podría ser una gran 
oportunidad para construir una ruta de crecimiento acelerado que pudiera ir de 
la mano de las necesidades de economías que exigirán cada vez más desde la 
óptica del consumidor. Seguramente intervendrán los reguladores y las 
autoridades, que tomarán acciones concretas que conduzcan a reducir las 
causas que conducen o han conducido al calentamiento global. 

La identificación de otras oportunidades para países específicos depende 
por supuesto de las características de cada uno y las facilidades que existan en 
ese momento. Se habla mucho del turismo como posibilidades de la región 
para convertirse en potencia mundial. Las oportunidades existen, es seguro, 
pero, nuevamente, para llevarlas a cabo se requiere de grandes decisiones 
nacionales que permitan en cada una de las sociedades ofrecer productos 
suficientemente atractivos en términos de generación de valor. 

Por supuesto, el argumento de las bajas emisiones de CO2 puede ser 
valorado muy positivamente por el nuevo turista del planeta. Sin embargo, en 
este, como en todos los casos, se requiere de la decisión concreta de 
convertirse en un sector de alto crecimiento, para lo cual se requiere el 
compromiso de toda la sociedad de hacer una gran cantidad de cosas que 
habiliten la competitividad del sector. Infraestructura, seguridad personal, 
estabilidad regulatoria, proveeduría de bienes públicos, formación de talento, 
tecnología, mercadeo internacional, serían algunos de los puntos que 
cualquiera pudiera enumerar como necesarios para poder convertirse en un 
jugador exitoso en el mundo del turismo. La pregunta entonces es qué países 
son verdaderamente capaces de adelantar un proyecto ambicioso que provea 
todas estas condiciones simultáneamente, porque si falta una de ellas el 
proyecto no despegará con la dinámica que se quisiera. 

De la mano de los argumentos anteriores aparece para la región una 
oportunidad muy importante como es la de producción de energías que 
apoyen el esfuerzo mundial de reducción de CO2. Es cierto que en muchos 
casos la energía es un bien no transable, es decir, no se puede exportar debido 
a que se produce y se consume dentro de un país. Un ejemplo típico de ello la 
construcción de vivienda. 

Partiendo de que en general la energía es un bien que en muchas ocasiones 
se convierte en un bien no transable por la falta de interconexiones, es claro 


que cada vez más se están diseñando y desarrollando formas mediante las 
cuales puede convertirse en algo con potencial para ser vendido a otros 
mercados. 

Tal es el caso de la producción y exportación de hidrógeno, ojalá 
producido con energía limpia, lo que lo convertiría en lo que los mercados 
llaman hoy hidrógeno verde. Sin embargo, si aceptamos el argumento anterior 
de que la energía es parte muy importante de los componentes de los 
productos y servicios que se venden en los mercados, y que en América 
Latina estamos en condiciones de producir energía cada vez más limpia, esta 
termina siendo una oportunidad muy importante. 

La otra gran decisión que tienen que tomar los diferentes países de 
América Latina es la de hacer grandes inversiones en investigación y 
desarrollo. Dejemos de contabilizar amañadamente las cifras de investigación 
y desarrollo que hacen las empresas, para dar la impresión de que en nuestras 
latitudes se hacen grandes cosas y empecemos a tomarnos en serio la 
investigación. Para las economías pobres, como para todas las organizaciones 
pobres, es entendible que sea muy complejo hacer inversiones cuyos 
resultados probablemente solo se verán en el largo plazo, ya que sin duda se 
trata de inversiones de riesgo cuyo resultado no es cierto, pero, que, si no se 
hacen, casi que garantizan el rezago. 

La decisión de invertir en investigación y desarrollo es casi que el 
indicador perfecto para medir si una sociedad quiere, o no, dar el salto hacia 
adelante. Pudiera decirse que es la verdadera declaración simbólica y efectiva 
de un país en términos de su decisión de convertirse en líder sectorial o en 
gran productor de valor agregado para convertirlo en prosperidad y en darle la 
pauta al mundo en un tema específico. 

Una buena parte de América Latina está ubicada en la franja tropical del 
planeta, lo que le da una riqueza única en términos de biodiversidad. Cada vez 
nos encontramos con más posibilidades derivadas de esta nueva riqueza y 
conversamos entre nosotros de los inmensos potenciales que tiene para 
nuestros países. Vemos algunos esfuerzos locales por trabajar en este sentido, 
pero en términos generales hay una gran ausencia de iniciativas reales locales. 

Volver este objetivo, el de la investigación y el desarrollo con un énfasis 
especial en las posibilidades de la biodiversidad, en un objetivo de Estado, 
con centros de investigación independientes o en universidades que se 
dediquen al desarrollo de nuevas tecnologías, a la creación, a la identificación 
de las mejores formas de convertir la biodiversidad en la gran ventaja de la 
cual hablan tantas personas. 


Es una realidad que, si no lo hacemos, a pesar de la evidente riqueza de 
nuestra naturaleza, vamos a terminar en una situación en la cual los grandes 
desarrollos los harán los centros de investigación de los países que hoy llevan 
la delantera científica, basándose en nuestra biodiversidad, pero seguramente 
produciendo los grandes valores agregados en economías de otras latitudes. 
Se repetirá la historia: nosotros proveyendo las materias primas a precios de 
commodities, y ellos produciendo los grandes valores agregados. 

Aunque sea una inversión de largo plazo y de difícil resultado inmediato 
para los gobiernos de turno, es imperante que nuestras sociedades inviertan 
grandes recursos en lo que en el mundo científico corporativo se llama RéD 
Research and Development. Y si existe algún campo con un rezago 
prácticamente insuperable es este, en primera instancia porque no tenemos las 
capacidades, no las hemos desarrollado, no las hemos cultivado; pero también 
porque no creemos en eso y por esa razón no sentimos que es vital desarrollar 
nuestras capacidades en ese frente. 


¿Podremos superar la resignación? 

Cualquier análisis que se haga del desarrollo de las economías que he 
mencionado en este libro, bien sea la israelita, la china, la coreana, la de 
Singapur, y ni hablar de la de los países nórdicos y el resto de los países 
desarrollados, pasa por resaltar que están soportadas en bases tecnológicas 
muy fuertes, pero para nosotros ni siquiera son importantes. No es gratuito 
que, por ejemplo, durante la pandemia del covid-19 fuese impensable 
imaginar siquiera que en nuestra región habría desarrollos tecnológicos 
ejemplares, como la producción de una vacuna. Pero más triste aún es el 
hecho de que esa producción no se dio, ni siquiera con tecnología importada. 

Ahora: ¿es esta una prioridad para el Estado? ¿El Estado tiene algún papel 
que jugar en esto? ¿Cuál es el elemento dinamizador que hace la diferencia? 
Al igual que en otros campos, sentimos que la actitud correcta es la 
resignación. Es reconocer que no tenemos las capacidades, que quienes 
desarrollan son los países más ricos, y que nosotros, en el mejor de los casos, 
podemos hacer apropiaciones tecnológicas, pero no disponemos de los 
recursos para siquiera adentrarnos en este reto. Mientras mantengamos esta 
actitud no vamos a salir de la pobreza y del subdesarrollo. 

¿Cómo superar esa actitud abrumadora que es la resignación? A veces, la 
resignación trae un poco de alivio porque acaba con las angustias de la 
realidad, pero en términos de desarrollo es definitivamente triste. ¿Cómo 
convencer a millones de que no estamos condenados a seguir en sociedades en 


las cuales la democracia es una utopía? Las libertades, entendidas como la 
falta de temores, están fuera de nuestro alcance y la eliminación de la pobreza 
es impensable. ¿Cómo quitarles la idea a los ciudadanos de que, si quieren 
vivir en un país económica y socialmente desarrollado, su única posibilidad es 
migrar, dejarlo todo y trasladarse a otros lugares? 

Resignarse es aceptar el fracaso. Asumir que nuestras falencias son 
simplemente unas realidades contra las cuales no hay antídoto ni solución. Es 
algo así como decir “Ya hemos luchado mucho, pero tenemos que aceptarlo, 
no lo logramos”. Creo que la pregunta que debemos plantearnos es si 
realmente hemos hecho lo que debíamos; si las luchas que hemos dado nos 
habrían conducido a salir del subdesarrollo y con una ruta concreta. O si se 
trata de luchas solamente por sobrevivir en nuestras importantísimas e 
inaplazables urgencias diarias. 

He hablado de argumentos relacionados con la falta de condiciones 
institucionales que no nos han permitido hacerlo. También he referido la falta 
de decisión de los líderes y las sociedades para dar el gran salto. Son estos dos 
los grandes océanos que no hemos podido cruzar. 

Ahora quiero mencionar otra posible causa. Una que puede parecer poco 
rigurosa porque no es del mundo de los politólogos, ni del de los economistas. 
Sí parecería ser del mundo de las actitudes, los sentimientos y la resignación, 
que no permite el surgimiento de la mística y la esperanza. Para mí es un 
misterio entender cómo se generan las grandes causas sociales, a sabiendas de 
que quizás es más fácil viralizar odios que viralizar esperanzas. Á veces creo 
que la explicación está en la química del ser humano, que es capaz de 
producir más fácilmente las hormonas que acompañan las sensaciones 
negativas que las que están presentes en las circunstancias de ilusión, 
esperanza y determinación. 

En términos generales, parecería somos países con mística, O, mejor, 
pasión por nuestras costumbres, nuestra cultura, nuestras familias, nuestra 
gente, pero con poca mística por el desarrollo. Entendemos la necesidad de 
buscar el desarrollo social, pero no tenemos el sueño colectivo del desarrollo 
económico. No nos ponemos de acuerdo en la necesidad de buscar el 
crecimiento económico, no tenemos un sueño colectivo que pueda ser 
entendido como la decisión de aumentar el tamaño de nuestra riqueza como 
sociedades. Esto hace muy difícil crear grandes convergencias alrededor de 
proyectos que puedan llevarnos a realizar transformaciones reales. 

Aun en los casos de líderes políticos que sueñan con cambios, al momento 
de convocarlos se encuentran con que cuentan con muy poca estrategia y 


planificación, al igual que la falta total de un proyecto que se pueda asumir 
con disciplina y decisión colectiva. ¿Con frecuencia se enfrentan con que no 
entienden por qué no se logran sus ideas? Con frustración, cuando se 
sorprenden con la falta de mística, en muchos casos terminan acudiendo a los 
odios para tratar de generar actitudes colectivas unificadas. 

Necesitamos crear causa común en las que todos podamos creer alrededor 
de la idea de que debemos luchar con todas nuestras fuerzas por el desarrollo 
económico y social que produzca bienestar para la población; pero también 
buscar recursos que nos permitan atender nuestras necesidades y hacerlo en 
forma sostenible. Debemos construir una identidad económica 
latinoamericana que también nos permita enfrentar al resto del planeta 
exigiendo metas ambientales y de equidad global; presentando proyectos de 
construcción de prosperidad en la región, así como oportunidades para nuestra 
población. 

América Latina tiene la pasión, pero no tiene la mística. ¿Cuál es la 
diferencia? Diría que la segunda se refiere a soñar y buscar objetivos con 
estrategia, planificación e incluso con grandes esfuerzos y sacrificios. Lo que 
algunos llamaron “el estallido social” de los años 2020 y 2021 en varios 
países latinoamericanos es quizás el mejor ejemplo de eso. Se protestó con 
fuerza por lo que muchos consideraron equivocado o inaceptable, y también 
por lo que no hay, por las necesidades. Podría incluso decirse que buena parte 
de las razones por las cuales Boric, Petro y Castillo llegaron a la presidencia 
de Chile, Colombia y Perú, provienen de los sentimientos expresados y 
canalizados en esas protestas. Una vez al frente del liderazgo de las 
comunidades y los gobiernos de sus respectivos países, nos encontramos con 
proyectos de desarrollo económico que poco difieren desde el punto de vista 
de su capacidad de crear sueños colectivos. Los intentos de convergencia que 
esos tres presidentes hicieron alrededor de sus proyectos una vez llegaron al 
gobierno, han estado mucho más centrados en reivindicaciones que en sueños 
y planes. Pero no tienen tampoco proyectos para generar el crecimiento 
acelerado que nos sacaría de la pobreza. 

Lula da Silva es sin duda otro ejemplo de alguien que capitalizó el 
descontento, pero la experiencia le ha permitido saber mucho más que los 
otros sobre gobernar, y Brasil, como hemos dicho, tiene otras características. 
Claro que lo cierto es que con el tamaño y el potencial que tiene, Brasil 
debería ser una de las cinco potencias mundiales, pero no lo es. 

Tenemos pocos sueños en lo económico. Parecería que las únicas causas 
que nos generan ilusión colectiva fuerte y apasionada, así como esperanza y 


mística en todos nuestros países es el fútbol y algunos otros deportes, como el 
ciclismo, en Colombia, o el béisbol en el Caribe. Suena tan duro como banal, 
pero es cierto. 

Quizás por esa resignación no hemos sido capaces de enfrentar el reto de 
cruzar esos dos grandes océanos. Nos acercamos a sus orillas, los 
consideramos inmensos, insuperables, abrumadores, estamos de pie frente a 
ellos, lo pensamos un poco, solo un poco, pero abandonamos la idea de entrar 
a sus aguas azules y con resignación nos damos la vuelta y volvemos a 
nuestro día tras día. Entonces, de lo que se trata es de sobrevivir, en la certeza 
de que seguiremos en lo mismo de siempre, en esta Latinoamérica en la que 
estamos condenados a vivir en desorden, en democracias precarias, en 
nuestras pobrezas, con nuestras inequidades y, si queremos algo distinto, 
deberíamos ir pensando en migrar, porque acá no es posible. 

Este libro pudiera terminar en el anterior párrafo, pero soy de los que 
creen que cada generación tiene que luchar por las que son sus 
responsabilidades. La nuestra tiene muchas deudas, no solo porque después de 
todos estos años la tarea está lejos de haber sido completada, sino porque el 
mundo se está planteando nuevos retos, especialmente en términos de 
redefinir muchos de nuestros comportamientos colectivos, procesos, 
sociedades y ambiciones, con el fin último de buscar la sostenibilidad y la 
permanencia de la especie humana en el planeta. 

Creo que en América Latina tenemos que fortalecer y ajustar nuestro 
rumbo y concentrarnos en las dos causas que he mencionado; mirar de frente 
esos dos océanos y atravesarlos con determinación, pero también con mística, 
decisión, estrategia y responsabilidad. Sí, pero planificando cómo lo vamos a 
hacer, en qué tiempo, con qué inversiones y renuncias, colectivamente y 
superando cualquier sentimiento de resignación, porque no puede ser que 
estemos condenados a permanecer en estas sociedades como hasta ahora lo 
hemos hecho. No. Tenemos la responsabilidad de cambiarlas. 

En su libro El fin del poder, Moisés Naím incluye una frase que —términos 
más, términos menos-, afirma que cada vez es más fácil llegar al poder, pero 
que también es cada vez más fácil perderlo. Es una manera de explicar cómo 
en los países con elecciones democráticas cada vez son más escasas las 
hegemonías, y lo que algunas personas han descrito como la aceleración del 
péndulo ideológico conduce a que con frecuencia los países pasen de la 
derecha a la izquierda y viceversa en forma casi sorpresiva y muy radical. Es 
un fenómeno mundial, pero en América Latina tenemos casos muy marcados 
en Brasil, Chile, Colombia, Argentina y México. 


Creo que más que un péndulo ideológico, estamos siendo testigos y 
protagonistas de lo que llamo “la era del descontento”. Estamos frente a 
sociedades y gobiernos que han demostrado muy poca capacidad para 
solucionar estructuralmente los grandes desafíos a los que se ven enfrentados. 
En lo que sí somos realmente buenos, y cada vez mejores, es en alimentar el 
descontento de los ciudadanos. De hecho, la mejor muestra de ello es lo que 
sucedió en Chile, Colombia o Brasil, donde los líderes de las manifestaciones 
llegaron a la presidencia de sus países. Las redes sociales se han convertido en 
mecanismos de alimentación de descontento y polarización. Quienes lo 
entendieron así ganaron las elecciones. Esta es otra muestra de nuestra 
incapacidad para generar planes. Somos sociedades que aparentemente no 
saben lo que quieren y solo saben lo que no quieren. Actuamos 
consistentemente con reacciones negativas ante nuestras frustraciones, pero 
no tenemos un ideario de desarrollo que nos genere ilusión y esperanza. 


La recesión democrática 

El 21 de julio de 2023, la Corporación Latinobarómetro publicó su informe 
anual sobre el estado de la democracia en la región, titulado La recesión 
democrática de América Latina. Lo leí en forma detallada y sobre su 
contenido quisiera hacer algunas referencias que ilustran varias de las 
afirmaciones que he hecho a lo largo de este libro. El estudio fue dirigido por 
Martha Lagos, directora de esa entidad, que tiene el apoyo del PNUD de las 
Naciones Unidas, la CAF, el BID y la Organización de Estados 
Iberoamericanos, OEI. 

El informe hace un llamado de atención a la que denomina indiferencia 
regional al modelo de régimen de algunos países, en relación seguramente a la 
tolerancia de la región a varias dictaduras y regímenes autoritarios. También 
cuestiona otros fenómenos, como el creciente autoritarismo, incluyendo el 
autoritarismo elegido democráticamente; el desplome de las capacidades de 
los gobiernos para solucionar los grandes problemas y los recurrentes casos de 
corrupción. Finalmente, el diagnóstico reflexiona alrededor de la inmensa 
debilidad de los partidos políticos y concluye que los puntos examinados 
constituyen un grave síntoma de democracias crecientemente débiles. 

Democracia no es la simple posibilidad de que se realicen elecciones para 
elegir gobiernos y congresos. Una democracia reúne un conjunto de 
características que permiten que las sociedades sean justas, transparentes y 
confiables para los ciudadanos. El estudio resalta el incremento notable y 
generalizado durante este siglo de personalismos y caudillismos surgidos de 


posiciones populistas de derechas e izquierdas que en forma irresponsable han 
construido plataformas populares electorales sobre la base de debilitar 
instituciones y partidos. Concluye que la denominada “recesión democrática”, 
“retrasa el proceso de consolidación de democracias” porque es terreno fértil 
para los regímenes no democráticos y las autocracias. En realidad, el 
panorama que plantea es en extremo preocupante porque pone de presente que 
no solo estamos lejos de lograr la democracia plena, sino que las realidades 
actuales pueden estar ralentizando o, incluso, devolviendo cualquier proceso 
dirigido a alcanzar democracias desarrolladas. 

Por considerarlos síntomas preocupantes de afectación de la democracia 
en la región, quisiera destacar algunos hechos registrados en estas últimas dos 
décadas a los cuales hace referencia el informe. 


» Inestabilidad en las reglas referentes a la reelección. Aquí señala que 
a lo largo de los últimos años varios países han decidido, casi que 
intuito personae, cambiar las reglas de reelección dependiendo del 
poder de los mandatarios, de sus aspiraciones personales, y de su 
deseo sobre lo que suceda en el futuro. Y hace referencia específica a 
Colombia, Ecuador, Honduras, Bolivia, El Salvador, Perú, Nicaragua 
y Venezuela. Pero va más allá y describe al menos dieciocho casos 
de presidentes reelegidos en la región, sin contar las dictaduras de 
Venezuela, Cuba y Nicaragua. 

+ Mandatos interrumpidos. Hace énfasis en señalar que las 
democracias de Latinoamérica son presidencialistas, con periodos 
fijos, pero relaciona los casos de veinte presidentes de dieciocho 
países que no terminaron los periodos constitucionales. Las causas 
son diversas porque incluyen destituciones y hasta dimisiones. 

» La principal consecuencia de los mandatos interrumpidos es que en 
muchas ocasiones la imposición de presidentes reemplazantes no 
elegidos, aunque constitucionales, ejercen sin la legitimidad que da 
la elección popular. 

» Presidentes investigados por corrupción. La Corporación 
Latinobarómetro destaca que veintidós presidentes de ocho países 
han sido acusados, condenados y hasta encarcelados por casos de 
corrupción. Es indudable el daño que estos hechos le hacen a la 
democracia, pero también muestra la falta de controles, pesos y 
contrapesos. Más angustiosa aun es la falta de respeto que muchos de 
quienes han llegado al poder hacia sus países y sus gentes. 


El estudio menciona de manera especial el florecimiento de la polarización; el 
poder sin balances, pesos y contrapesos; la crisis de representatividad, 
empezando por los partidos políticos; y cómo cambió la tendencia de los años 
1970 y 1980 de que se accedía a los poderes absolutos por medio de golpes 
militares, a la idea de que los gobiernos que se convierten en autocracias lo 
hacen a través de elecciones democráticas. 

Finalmente, el estudio, que recomiendo leer, publica el resultado de una 
serie de encuestas que reflejan la opinión de la ciudadanía respecto de algunos 
puntos cruciales que dan una idea del verdadero aprecio que le tenemos a la 
democracia. En particular, me impresionó un par de esas mediciones. La 
primera es el resultado de preguntarles a los ciudadanos qué tanto se sienten 
identificados con la siguiente afirmación: “No me importaría que un gobierno 
no democrático llegara al poder si resuelve los problemas”. En 2002, el 44 % 
de los encuestados dijeron sentirse identificados; en 2008 el porcentaje subió a 
49 % y en 2023 llegó a 53 %. Lo llamativo es que en seis países el porcentaje 
es de 60 % o más. Otra pregunta a mi parecer muy ilustrativa es si se está de 
acuerdo con el concepto de que: “No puede haber democracia sin partidos 
políticos”. En un 58 por ciento, los encuestados contestaron afirmativamente. 

El estudio examina las razones por las cuales se puede estar presentando 
este fenómeno y coincide en parte con la tesis principal de este libro respecto 
a sociedades, sistemas políticos y planteamientos económicos que no han sido 
capaces de responderles en forma adecuada a generaciones y generaciones de 
personas. Y diría que son sociedades que tampoco permiten pensar que lo que 
estamos haciendo va por el camino correcto y que, aunque nos cueste trabajo, 
algún día llegaremos a donde queremos y a donde se merece la ciudadanía. 


Postdata 

Al momento del cierre de este libro tuve la oportunidad de asistir a la cumbre 
Unión Europea — Celac en Bruselas. Esta reunión no se llevaba a cabo desde 
hacía más de once años. Varios hechos me parecen relevantes y destacables 
de esta reunión. Por una parte, se trata de dos grupos totalmente distintos. En 
una esquina, los países reunidos alrededor del ejercicio de supranacionalidad e 
integración más importante del mundo, que además aglutina una muy buena 
parte de los países considerados desarrollados. En la otra esquina encontramos 
un grupo de países con una gran coincidencia en el idioma; todos, países 
nuevos; todos, excolonias europeas; todos, llenos de recursos naturales que 
podrían ser valiosos; todos, muy mal calificados en términos de democracia, 
institucionalidad o corrupción, con ingresos per cápita bajos; todos, países 


pobres y con muy pocas probabilidades de convertirse en un ejercicio de 
integración del estilo de lo visto en Europa. 

Muy pocas declaraciones unificadas, y muchos líderes queriendo hacer la 
declaración más llamativa, sin importar mucho la idea de que podamos 
convertirnos en una comunidad unificada frente al mundo. 

El ambiente general de la reunión del foro empresarial fue el de un viejo 
continente reclamando el espacio que China se ha venido abriendo en el 
continente, y una América Latina tratando de demostrar el gran valor que 
tiene en el mundo, con muchas referencias a la energía sostenible y a la 
biodiversidad de la región. 

Hago este paréntesis de cierre porque allí pude oír varias intervenciones y 
opiniones que pudieran tener que ver, algunas de ellas, con varios de los 
temas mencionados en este libro. Las reglas de la reunión eran las Chatham 
House Rules, que permiten hacer referencia a las ideas expresadas allí, aunque 
no mencionar la persona que las dijo. Sin embargo, en la instalación hubo 
algunas referencias de personas públicas que asumo sí puedo citar. Hizo la 
instalación Ursula von der Leyen, presidenta de la Comisión Europea, de 
quien quisiera resaltar la siguiente frase: “de América Latina queremos una 
relación que no se limite a la extracción de minerales y materias primas; 
queremos una relación en la cual se genere valor agregado”. En la 
intervención de Luiz Ignacio Lula da Silva, presidente de Brasil, fue muy 
llamativa su afirmación sobre la necesidad de que “los gobiernos deben 
ofrecer previsibilidad, credibilidad y estabilidad jurídicas al sector empresarial 
para poder aumentar las inversiones y las alianzas público-privadas que 
necesita el país, especialmente en el sector de infraestructura”. 

Finalmente, quiero destacar parte de la intervención de Sergio Díaz- 
Granados, presidente de la Corporación Andina de Fomento, CAF, quien citó 
a Jean Monnet, considerado uno de los padres de la Unión Europea, quien 
propuso una teoría que incluso fue denominada como el “método Monnet”, 
según la cual los países deben aplicar un mecanismo para dar muchos y 
frecuentes pequeños pasos para luego ir construyendo la idea de la 
supranacionalidad. Eso es lo que hoy implica la Unión Europea. 

En la cumbre también fueron mencionadas ideas en el sentido de 
aprovechar la oportunidad de la región en términos de biodiversidad, de 
generación energética sostenible, incluso de desarrollar oportunidades de 
producción de hidrógeno limpio que pudiera exportarse y ser la base de 
producciones industriales limpias. Se habló de la posibilidad de profundizar 
los desarrollos digitales y el acceso de toda la población a conectividad; hubo 


espacio para hablar de educación y salud, de financiación sostenible, de la 
Amazonia, de la producción de minerales estratégicos para la transición 
energética, de la necesidad de salir de los commodities para producir más 
valor agregado. También, de la inequidad y la pobreza, de las necesidades de 
la humanidad en términos de alimentos y la posibilidad de la región de ser 
despensa del mundo; de seguridad alimentaria, de seguridad en salud, y de la 
producción de vacunas. 

Todos estos temas los mencionamos acá también y los han mencionado 
muchos. Quizás hay que destacar ¿de qué no se habló? No se habló de 
democracia. Tampoco se habló de estrategias de crecimiento acelerado. 

No se habló de la responsabilidad de toda la humanidad, especialmente de 
los países desarrollados con la equidad global y la generación de prosperidad 
planetaria. 

No se habló de que los países desarrollados deben reducir aceleradamente 
la emisión de gases efecto invernadero. 

No se habló de lo inaceptable que es el hecho de que se esté a punto de 
imponer sanciones económicas y de comercio a países pobres por deforestar. 
No se habló de construir estrategias conjuntas para enfrentar las amenazas 
comerciales de China. 


No se habló del inmenso costo que pagamos por la lucha contra el 
narcotráfico ante el fracaso de sus sociedades de controlarlo localmente. No 
hablamos del costo en términos de vidas, de seguridad, de las finanzas de los 
países, de estigmatización. 

No se habló de corrupción. 

No se habló seriamente de transferencia tecnológica. 

No se habló de la necesidad de que los países de América Latina crean en 
la democracia, en el crecimiento acelerado y se presenten ante el mundo con 
una agenda de equidad social, ambiental y económica. 

Creo que nosotros somos la principal razón por la cual no nos hemos 
desarrollado en la región. Pero tampoco tengo duda de que la posición de los 
países desarrollados ha sido indolente e injusta con el resto de la humanidad; 
y también creo que ante esa realidad los países pobres no hemos sido 
suficientemente fuertes en reclamar. No hemos tenido estrategia, convicción, 
ni una posición seria frente al mundo desarrollado. 

No creo que tenga que haber una “revolución” de los países pobres, pero 
sí debe darse una conversación seria a nivel mundial sobre todos estos temas. 


Adenda 


Interés por el desarrollo 

Crecí en Cartagena, en el Caribe de los años 1970 y 1980, en una región 
que sería fuente de inspiración para el surgimiento del realismo mágico. Allá 
nos sentíamos muy, pero muy lejos del resto del mundo. Cuba, República 
Dominicana o Puerto Rico estaban más cerca que Bogotá, Cali o Medellín. 
Vivíamos convencidos de saber que éramos un territorio rico en lo cultural, 
pero resignados porque esperábamos muy poco del centro del país, del 
Estado, o de los cachacos, como llamábamos a aquellos que no hacían parte 
de nuestro entorno. 

Estudié Economía en la Universidad de los Andes, con algunos de los 
economistas más reconocidos de la actualidad, con ministros de Hacienda y 
con profesionales que han ocupado las posiciones más interesantes del mundo 
económico en Colombia. Luego, durante muchísimos años, trabajé en el 
sector empresarial, en industrias, en compañías y en la banca de inversión, 
pero en un momento dado, en los años 1990, me concentré en una variante de 
la banca de inversión interesada en estructurar proyectos de interés nacional, 
de beneficio público, infraestructura, telecomunicaciones, conectividad, 
aeropuertos, puertos y ferrocarriles. 

A diferencia de quienes solamente se dedicaban a comprar y vender 
empresas, quería trabajar en asuntos más relacionados con el papel de Estado 
como habilitador del desarrollo. Digamos que en ese momento era una versión 
distinta de la profesión que a casi nadie interesaba porque, entre otras cosas, 
no era atractivo trabajar con el Estado pues no solo era riesgoso en lo jurídico, 
sino que se estaba demasiado expuesto desde el punto de vista de lo público. 

Entrando en el inicio de este milenio, en la década del 2000, con varios 
colegas nos embarcamos en la aventura de construir mecanismos para 
impactar lo social desde nuestros oficios. Para hacerlo creamos una fundación 
dedicada a concentrar nuestra consultoría en temas sociales. La tarea consistía 
en organizar y crear métodos para atender y seguir de cerca fundaciones ya 
establecidas y hacer con ellas ejercicios de población. De alguna manera, esas 
dos actividades me permitieron estar muy cerca de la realidad nacional, de la 


necesidad de atender poblaciones vulnerables, de superar la pobreza. 

Así llegué a 2010. Ese año, el ministro de Hacienda, Juan Carlos 
Echeverry, me propuso hacer parte del gobierno de Juan Manuel Santos en 
calidad de viceministro general de esa cartera. No había hecho campaña por el 
nuevo presidente y en lo personal no era cercano a él, no lo conocía, pero me 
pareció que era una buena oportunidad para poner al servicio de la nación 
algunos de mis conocimientos y experiencias, después de laborar tantos años 
en la banca de inversión y en el sector empresarial. 

Debo decir que con esa decisión abrí una puerta muy importante para 
adentrarme en un mundo completamente distinto. Se trataba entonces de 
entender muchos aspectos del sector público, pero siempre de la mano del 
amplio bagaje que había acumulado por provenir del ámbito privado, de 
conocer cómo funcionaban los mercados, de saber de los incentivos 
relacionados con esos mercados y además de conocer a las personas que 
movían el sector empresarial. 

A mucha gente cercana le pareció hasta loco que yo hubiera entrado al 
gobierno porque quienes laboran en lo privado difícilmente aceptarían un 
cargo como el de viceministro de Hacienda. Seguramente no sabían que allí se 
concentra una muy buena parte de la agenda del gobierno, no solo en lo 
económico, como, por ejemplo, el manejo del presupuesto o la estructuración 
del Plan Nacional de Desarrollo. 

En el viceministerio estuve un año y unos meses, y aparte de aprender 
mucho, por supuesto, me di cuenta de que el mundo no gira alrededor de lo 
que se percibe desde el sector privado, sino que lo público es inmenso, 
potente. Mi paso por allí fue más interesante y valioso aún porque en el sector 
empresarial se tiene cierta tendencia a considerar que quienes laboran en el 
Estado son burócratas, funcionarios acomodados que trabajan poco. Pero 
resulta que nada de eso es cierto porque uno se encuentra gente 
comprometida, que sabe mucho, con una gran experiencia. 

En particular, en Colombia el conocimiento del sector público es lo que se 
conoce como tecnocracia, un concepto que al final es como una burocracia 
muy técnica, pero muy admirada en diversos países. Cuando viajo al exterior 
es común oír hablar de la gran tecnocracia que tiene Colombia, de la calidad 
del empleado público, de cuánto sabe, de cuánto estudia y qué tan experto es. 
Creo que Colombia tiene una capacidad inmensa para asesorar técnicamente a 
una gran cantidad de países. No tengo duda de que algo de eso se puede hacer. 

Durante el tiempo que permanecí en el viceministerio también conocí por 
dentro el Congreso de la República, que según las encuestas es una de las 


instituciones más desprestigiadas de Colombia. Pero la verdad es que tiene un 
valor importantísimo y es, además, uno de los grandes contrapesos del 
Ejecutivo porque tiene bajo su responsabilidad aprobar o detener ideas 
planteadas desde el gobierno. Al lado de la rama Judicial, es el fiel de la 
balanza que evita el surgimiento de actitudes autocráticas. Es el sitio desde 
donde de alguna manera se puede ejercer la versión más genuina de nuestra 
democracia, y no tengo duda de que el país está en mora de darle la 
importancia que merece, incluso desde el punto de vista reputacional. 

Aquí se ha vuelto costumbre hablar mal de todo el mundo y eso no es tan 
justo. Si a cualquier colombiano se le pregunta por el sistema judicial, muy 
seguramente dará una muy mala opinión. Pero resulta que no, que impartir 
justicia es muy valioso porque soporta buena parte de nuestra 
institucionalidad, como sucede con el Congreso, con las Fuerzas Militares o 
con las altas cortes. Desde adentro aprendí a apreciar eso, a entenderlo y a 
encontrarle un valor real para el adecuado funcionamiento de la sociedad. 

Más adelante, en 2011, tuve la inmensa suerte de que me propusieran ser 
el primer director del Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social, DPS, una entidad nueva que se encargaría de promover la inclusión 
social, la superación de la pobreza y la reconciliación. Tres temas que 
deberían ser prioritarios en la agenda nacional que Colombia necesita. 

El DPS surgió como una política del gobierno de Santos con base en 
facultades especiales y su diseño fue liderado por él directamente, por María 
Lorena Gutiérrez y por Samuel Azout. Cuando se está por fuera del Estado no 
es fácil dimensionar que de lo que se trataba era de darle forma al organismo 
más grande del Estado colombiano después del Ministerio de Defensa. De 
hecho, desde el día uno, el DPS tuvo el carácter de departamento 
administrativo, es decir, del nivel de Planeación Nacional, e hizo parte del 
Consejo de ministros. Solo tenía restringida la iniciativa legislativa para 
presentar proyectos de ley, pero desde el punto de vista constitucional, por su 
tamaño y su forma, el Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social constituía gobierno. 

Además de promover la inclusión social, la superación de la pobreza y la 
reconciliación, la entidad recibió la enorme responsabilidad de desarrollar la 
Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas del Conflicto 
Armado y el Centro Nacional de Memoria Histórica. Es muy posible que en la 
mente de Santos ya existiera la idea de que como resultado del proceso de paz 
con las Farc, que iba avanzando, esas dos nuevas entidades serían muy útiles. 
Al DPS también quedó adscrito el Instituto Colombiano de Bienestar 


Familiar, ICBF, que como sabemos se encarga de atender a los niños, jóvenes 
y adultos mayores en condiciones de vulnerabilidad. 

Bajo la batuta del departamento administrativo que yo dirigía estaban 
otras dos entidades que hoy ya no existen: la Agencia Nacional para la 
Superación de la Pobreza Extrema y la Agencia Nacional de Consolidación. 

Como mencioné anteriormente, el DPS terminó siendo una potente 
organización con alrededor de 20 mil funcionarios directos y más de 200 mil 
indirectos en todo el territorio, porque había que incluir a quienes laboraban 
en la Red Unidos y a las madres cabeza de familia del ICBF. 

Al DPS llegué a comienzos de noviembre de 2011 y fui el único 
funcionario de esa nueva institución hasta cuando empezó a existir realmente 
en 2012. Durante ese tiempo realicé una gran cantidad de tareas, entre ellas 
crear la planta de personal, incorporar al DPS las funciones de la anterior 
entidad, Acción Social, y también al ICBF. Parte de lo interesante de ese 
proceso es que con Samuel Azout; Diego Molano, director del ICBF; Paula 
Gaviria en la Unidad de Víctimas; y Gonzalo Murillo en el Centro de 
Memoria Histórica, conformamos un grupo increíblemente místico alrededor 
de los principios misionales que nos movían. 

En este punto es preciso señalar que las nuevas entidades —la Unidad de 
Víctimas y el Centro de Memoria Histórica— surgieron como resultado de la 
Ley de Víctimas aprobada por el Congreso en junio de 2011, meses antes de 
que el país conociera que el gobierno y las Farc avanzaban en los contactos 
preliminares del que luego sería el proceso de La Habana. 

La Ley de Víctimas fue crucial en ese momento para lo que sucedería 
después porque el Estado colombiano reconoció de manera definitiva la 
existencia de un conflicto interno armado de más de cincuenta años y, por 
ello, se deberían generar mecanismos de reparación a quienes padecieron la 
confrontación. En el pasado, ese tema ya había estado sobre la mesa y de 
alguna manera las víctimas obtenían cierta reparación mediante tutelas o 
salían victoriosas en decisiones judiciales frente al Estado. Pero con la nueva 
ley la idea era plantear abiertamente la verdad, aceptar que medio siglo de 
conflicto dejó más de seis millones de víctimas no reconocidas a las que se 
debería tener en cuenta, muchas de ellas directas, otras indirectas y otras 
colectivas, y en virtud de eso se debía iniciar un serio proceso de reparación. 

Admitir la existencia del conflicto armado interno generó una discusión 
tan, pero tan grande, que en mi concepto fue uno de los detonantes de la 
extenuante polarización de las últimas décadas en Colombia. Aun así, 
sinceramente, hoy creo que era impensable y alejado de la realidad negar a las 


víctimas y la existencia de un conflicto de tantos años. 

Con todo, y en medio de semejante controversia, nos dedicamos a 
formular programas muy robustos de superación de la pobreza y para hacerlo 
acudimos a gente valiosa, experta a nivel mundial, como el nobel de 
Economía Amartya Sen, originario de India. Para aprender de sus 
conocimientos nos fuimos a la Universidad de Oxford, en Inglaterra, a 
trabajar con un grupo de expertos dirigido por él. Y en forma paralela nos 
contactamos con Sabina Alkire, la alumna más aventajada de él, quien dirigía 
un centro de investigación económica dentro de Oxford conocido como 
Iniciativa de Desarrollo Humano y Pobreza, OPHI. 

Con la experiencia del nobel Amartya Sen y de OPHI, pretendíamos 
identificar de manera metódica cuánta gente era realmente pobre en Colombia 
porque, a veces, las cifras económicas terminan no siendo suficientes para 
saber a ciencia cierta quién es pobre o no. A manera de ejemplo, es posible 
encontrarse con el hecho de que, como resultado de trabajar en un semáforo, 
alguien reciba cinco millones de pesos en un mes y por ello no es posible 
argumentar que esa persona no es pobre. En otras palabras, la pobreza no es 
solamente un indicador monetario sino una serie de condiciones de 
supervivencia y atención de necesidades mínimas. 

El trabajo metódico fue muy intenso, con personas expertas y 
comprometidas. De aquellos años recuerdo que recorrimos todo el país para 
detectar qué necesitaba cada familia. En otras palabras, hicimos un completo 
rediseño del programa Familias en Acción. 

A mediados de 2013 consideré que mi labor al frente del DPS estaba 
cumplida, que año y medio después de iniciado, el sistema estaba en pleno 
funcionamiento. Era el momento de retirarme del gobierno y por esa razón 
hablé con el presidente Santos y le planteé mi decisión de renunciar al cargo. 
Ese momento coincidió con el hecho de que no estaba claro si en 2014 él 
quería buscar su reelección y era sabido que yo había hecho pública mi 
opinión sobre el hecho de que Colombia no estaba suficientemente preparada 
desde el punto de vista institucional para la reelección inmediata de sus 
presidentes. Consecuente con eso, yo había sido una de las personas que 
demandó la posibilidad de que hubiera una segunda reelección cuando Álvaro 
Uribe era presidente. 

A pesar de que se trataba del trabajo más interesante que había tenido 
hasta ese momento, hay momentos en los cuales la agenda de los gobiernos 
está más centrada en la política que en la ejecución. Y en las dos ocasiones 
que Colombia se enfrentó a una reelección fueron seguramente los momentos 


de la historia en los cuales esto ha sido más claro. 

Una vez me retiré del DPS, acepté una entrevista con la periodista Camila 
Zuluaga en el periódico El Espectador, en la que —términos más, términos 
menos- dije que no estaba de acuerdo con la reelección y que por esa razón 
había dado un paso al costado. Lo hice, no como un acto de protesta, de 
rebeldía, sino por simple consistencia intelectual. Claro, en el gobierno se 
molestaron por lo que dije, pero bueno, eso es parte de lo que pasa en 
Colombia, que los gobiernos se resienten permanentemente. 

Mi plan, entonces, era regresar a mis actividades: a la consultoría, a la 
asesoría y a la banca de inversión; es decir, a lo que había hecho durante 
buena parte de mi vida. Pero ahora podría aprovechar la experiencia y los 
conocimientos adquiridos tras haber pasado por el gobierno, porque entendía 
con mayor claridad cómo funcionaban las instituciones del Estado. Con la 
decisión formalizada de retirarme del DPS tenía muy claro el panorama, pero 
un día llamaron a contarme que Luis Carlos Villegas, presidente de la 
Asociación Nacional de Empresarios, Andi, había sido designado por el 
gobierno como embajador de Colombia en Estados Unidos y me preguntaron 
si me interesaría participar en el proceso de selección que estaba por 
comenzar para sucederlo. 

Dije que sí con mucho interés, pero sin mayor expectativa y a sabiendas 
de que era un cargo al que querrían llegar personas con inmensas capacidades. 
El proceso de escogencia fue seguido de cerca por los medios de 
comunicación, y hasta en las secciones de chismes se empezó a especular 
sobre los aspirantes, los eliminados, quiénes estaban en la baraja y quiénes 
habían quedado por fuera. Lo cierto es que inicialmente hubo más de treinta 
posibles candidatos y muy pronto esa cifra bajó a dieciséis. Luego a cuatro, 
entre los cuales estaba yo. 

Un comité delegado por la Junta Directiva de la Andi nos entrevistó el 5 
de noviembre de 2013 y debo reconocer que fue uno de los momentos de 
mayor expectativa en mi vida; como el examen final de un doctorado. Fue una 
situación muy especial porque la sala de juntas es una mesa muy grande en 
forma de U y el candidato se ubica en un asientico en la mitad. En los veinte 
minutos que me dieron para exponer mis ideas señalé que probablemente yo 
era el economista menos famoso de los cuatro preseleccionados, pero me 
esforcé en detallar mi experiencia en la empresa privada y en la pública, y 
especifiqué las tareas que había desarrollado en el sector social. 

El comité de selección dijo en ese momento que la Andi estaba interesada 
en alguien de mi trayectoria, porque no solo conocía a fondo el sector 


empresarial sino porque tenía conocimiento de lo público, referido a las 
víctimas del conflicto, a inclusión, superación de la pobreza y reconciliación. 
Justo los temas que había abordado durante mi paso por el Departamento de 
Prosperidad Social y en los diez años anteriores en el sector social desde lo 
privado. 

Hoy, casi una década después de estar al frente de la Andi, es claro que 
ese proceso de selección fue visionario porque buscó una nueva prospectiva 
alrededor de hacia dónde debería orientarse como entidad representante del 
empresariado. Ese fue justamente el mandato que recibí en aquel momento del 
sector empresarial y a él me he ceñido desde el primer momento. Esa nueva 
visión ha sido tan importante que algunos expertos estadounidenses han 
venido a Colombia a decir que las empresas deberían adoptar enfoques más 
sociales. Pero lo que no sabían era que estábamos en eso desde hacía mucho 
rato, con inmensos retos, aunque orientando una muy buena parte de nuestras 
acciones a construir una actividad empresarial sostenible, consciente, 
empática, e interesada en los temas más importantes de la sociedad. 

Es que, desde el momento de su fundación, la Andi incluyó lo social entre 
sus principales fundamentos y prueba de ello es que una de las primeras cosas 
que hizo por allá entre los años 1940 y 1950 fue, por ejemplo, imaginar un 
sistema de compensación familiar voluntario y ad hoc dentro de la 
organización. La revolucionaria idea tomó forma y, en marzo de 1954, en 
Antioquia fue creada Comfama con 43 empresas afiliadas. A partir de ahí, los 
trabajadores empezaron a hacer aportes para mejorar las condiciones laborales 
de miles de familias. Dicho modelo fue adoptado legalmente en todo el país 
en febrero de 1956. A instancias de la Andi también fueron creados el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, el Servicio Nacional de 
Aprendizaje, Sena, y numerosas universidades. 

En la Andi puse en marcha una estrategia encaminada a averiguar qué 
significaba el sector empresarial para la sociedad colombiana. ¿Por qué? 
Porque una de las cosas más interesantes que hice durante mi gestión en el 
Departamento de Prosperidad Social fue crear el área de relacionamiento con 
el sector empresarial. Lo hice porque estaba convencido de que el Estado solo 
podría cumplir sus objetivos si invita, si pone a participar y, sobre todo, si 
potencia las capacidades del empresariado. Creo que fue importante porque 
casi ninguna entidad pública hace eso. 

Cuento esta historia por el contraste que representa haber estado primero 
en el sector empresarial, luego en el sector público desde lo más macro, más 
adelante en lo público desde otra orilla completamente distinta y después 


regresar nuevamente al sector empresarial. Durante mi paso por el Ministerio 
de Hacienda solamente vi gráficos, cifras, documentos Confis y Conpes, y casi 
nunca tuve contacto con la gente. Pero cuando llegué al Departamento de 
Prosperidad Social fue todo lo contrario porque estuve con personas todo el 
tiempo y, además, me la pasaba de viaje por el país, viendo sus muchos 
problemas, pero también sus riquezas y las múltiples oportunidades y desafíos 
que ofrece. 

Esa combinación de actividades me hizo sentir que tenía una oportunidad 
única para vivir las distintas dimensiones del país. Esa es la verdadera razón 
que me llevó a estar en la Andi y, por eso, desde el primer día asumí uno de 
los principios rectores de la organización, que no inventé, que ha estado ahí 
desde siempre. En otras palabras, la entidad siempre ha querido ser un actor 
relevante en la construcción de bienestar en el país. Lo que quise hacer al 
frente de la entidad fue ejecutar un principio que rige la mayoría de las 
decisiones que tomamos y la mayoría de los proyectos en los cuales nos 
involucramos. 

Voy a mencionar uno de esos proyectos, que tiene que ver con algo muy 
técnico que ocurrió en la última década, relacionado con la necesidad, por 
ejemplo, de digitalizarse, lo que al final significa inclusión, dar oportunidades 
a la gente. Entendimos que Colombia no podía quedarse por fuera de eso, que 
debía trabajar por la competitividad. El desarrollo digital, que, por supuesto ha 
cambiado dramáticamente nuestras vidas en estos veinte años, es en realidad 
la oportunidad que nunca ha tenido la humanidad de acelerar el proceso de 
inclusión y disminución de brechas entre regiones, entre países, o incluso 
entre poblaciones de un mismo país. Solo en términos de educación, es la más 
grande oportunidad que se nos haya presentado de poder llegar con 
conocimiento e información a todo el planeta. 

Desde el punto de vista del desarrollo empresarial, es también la mejor 
opción para disminuir la grieta tecnológica, masificar el acceso a mercados o a 
instrumentos de política pública. Las tres primeras revoluciones industriales 
fueron dramáticos ejemplos de producción de inmensas diferencias entre 
países y regiones. Cada nueva revolución industrial alejó a los países líderes 
más ricos del resto del mundo. Por definición, la revolución de la era digital 
debería ser la del acceso masivo a la información, al conocimiento, a la 
tecnología, a la educación y a los mercados. Desde la Andi asumimos el reto 
de tratar de acelerar ese proceso para Colombia y evitar otra revolución que 
profundice la brecha que nos separa de los países más desarrollados. 

Igualmente, es importante señalar el énfasis que se ha hecho en la agenda 


para insistir en que el sector empresarial sea parte de los esfuerzos colectivos 
de quienes buscan una sociedad más sostenible desde el punto de vista 
ambiental y social. 

En su primera visita al Congreso Empresarial Colombiano de la Andi, 
pocos días después de su posesión en agosto de 2022, tuve oportunidad de 
expresarle al presidente Gustavo Petro mi convencimiento de que todos los 
pasos hacia adelante serán más rápidos y efectivos si caminamos con la 
misma decisión y voluntad. Los grandes cambios de una sociedad se producen 
si son el resultado de que todos estemos de acuerdo en dar ese salto. La idea 
de que algunos ya entendieron hacia dónde debemos ir y se proponen forzar la 
dirección hacia ese sentido no es buena, no es efectiva y es fuente de 
conflictos sociales que pueden profundizar las violencias. 

El Congreso de 2023 lo recibe en medio de una gran tormenta política 
derivada de las acusaciones de eventuales ingresos de dineros indebidos a la 
campaña presidencial. Es una situación agravada por la reducción en la 
gobernabilidad de Gustavo Petro debido a la ruptura en la coalición que lo 
acompañó en los primeros siete meses de gobierno, que condujo a que los 
pesos y contrapesos funcionaran con mayor eficacia. Este hecho limitó 
fuertemente la capacidad del gobierno de imponer su agenda en forma 
prácticamente unilateral. Ante esas dos realidades parecería que el presidente 
Petro estuviera interesado y en disposición de adelantar un proceso que lleve a 
la construcción de un acuerdo nacional sobre temas fundamentales del país. 
Ante esa señal le reiteramos nuestra disposición de trabajar en el acuerdo, de 
ser parte de este, pero con la condición de que no se trate de un artilugio 
táctico para aprobar sus reformas. También le insistimos en incluir en el 
acuerdo la decisión de trabajar en la construcción de un proceso de toma de 
control territorial total por parte de todos en el Estado y en la creación de una 
agenda social y económica que plantee las bases para una política de 
desarrollo y crecimiento acelerado. 

En el encuentro con el primer mandatario insistimos en la oportunidad de 
construir programas e iniciativas de la mano del sector privado para enfrentar 
entre todos los grandes desafíos de nuestra sociedad. Desarrollar programas 
de lucha contra la pobreza, eliminar el hambre o acelerar las prácticas de 
sostenibilidad ambiental en esfuerzos conjuntos de los gobiernos y sectores 
empresariales, deberían ser el mejor camino para lograr los mejores y más 
rápidos resultados. 

Esa es una de las razones por las cuales hemos expresado nuestro 
desacuerdo en estigmatizar la actividad empresarial y nos parece que esa gran 


fuerza productiva debería ser aliada de todas las causas de desarrollo. La 
construcción de escenarios de enfrentamiento y polarización puede resultar 
efectiva en términos electorales, pero produce resultados muy pobres si se 
trata de generar grandes cambios. 

Otro punto de nuestra agenda tiene que ver con algo completamente 
distinto y es la participación del empresariado en las más importantes 
conversaciones del llamado colectivo Colombia. El debate democrático es la 
base de toda sociedad libre y por eso debemos poder opinar sobre cosas que al 
parecer no son empresariales, pero tienen mucho que ver con el futuro de 
nuestra comunidad. Por ejemplo, referirse a los procesos de paz o a la 
negociación que está en marcha hoy o ¿cuáles son las ideas relacionadas con 
la estructura de las nuevas políticas de atención en vivienda o de superación 
de pobreza, o incluso la defensa de la democracia misma? 

La historia de América Latina y, en particular de Colombia, ha estado 
llena de violencias, una de cuyas consecuencias es el silenciamiento de las 
voces. Por años hemos visto a muchos grupos callar ante algunos de los temas 
más importantes de nuestra sociedad. Aquí es muy raro ver a empresarios o a 
ciudadanos del común expresar públicamente sus opiniones sobre los hechos 
más relevantes. Esto, a pesar de que los medios y las redes digitales han 
habilitado formas de expresión al alcance de todos, que en el pasado no 
existían. Parecería que, al reconocer la pérdida de legitimidad y vigencia a 
nivel mundial de los partidos políticos que por doscientos años fueron el 
principal mecanismo de expresión de la ciudadanía, esta necesidad de 
expresión es cada día más importante. 

Ante la pérdida de vigencia de los partidos políticos y la toma hostil que 
han hecho algunos del espectro de la comunicación pública, los ciudadanos, 
entre ellos academia, organizaciones sociales y empresarios, deberíamos decir 
al unísono que de una manera seria y responsable estamos preparados para 
Opinar y participar del debate público. 

Si algo pudiese considerarse hilo conductor durante las últimas décadas en 
mi trabajo, ha sido la búsqueda de caminos que conduzcan al desarrollo social 
y económico del país. Creo que esta realidad me permite hablar con 
conocimiento de causa y, probablemente con alguna responsabilidad, de las 
cosas que hemos logrado, de lo que hemos hecho, pero más importante, de lo 
que no hemos hecho como sociedad. De todo lo que nos ha faltado como 
sociedad para salir de la mediocre situación en la que hemos estado; también, 
de las razones por las cuales nos resignamos a no ser mucho más de lo que 
somos hoy y a estar cada vez más lejos de los llamados países desarrollados. 


¿Por qué algunos países son prósperos 
mientras que otros son pobres? ¿Por 
qué en algunos países florece la demo- 
cracia y en otros la corrupción? La bús- 
queda de respuestas a estas preguntas 
fundamentales anima este fascinante y 
preocupante libro, Su autor, Bruce Mac 
Master sabe que no tiene todas las res- 
puestas. Pero no está dispuesto a acep- 
tar la coexistencia pacifica con ideas 
que producen economías mediocres, 
democracias truncadas y desigualda- 
des feroces. 

Encontrar ideas que ayuden a sa- 
car a América Latina del atolladero es 
urgente. Este libro nos ayuda en esta 
difícil tarea. 
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